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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

octubre de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No.

Quito. D.M.,

1208E

c 3 JUL 2025

Seño¡
Luis Alberto Pallo Chipantasig
P¡esidente
GOBIERNO AIITÓNOMO DESCENTRALIZADO PARROQUIAL
RIJRAL DE CALACALÍ
En su despacho.-

De mi consideración:

Mediante oficio No. GADPRC-LAPCH-O7I -06-03-2025, de 6 de marzo de 2025,
ingresado en la Procuradu¡ía General del Estado al día siguiente. se formuló la siguiente
consulta:

"(...) en ejetcicio de la AATONOMiA ADMINtSTMTIVA, consogrado en el
qttículo 5, incbo terceru, arÍículo 63, anlculo 338, inciso letcero, ar¡lculo 351

!, attículo 360 del Código Orgdnico de Ordenomienlo Teüilotial, Autonorlío
y Descenlrulización COOIAD, ¿puede creü direcciones adrrrinislrstivas !
operutieas, por ende, el catgo de directorcs paru los mencionadas di¡ecciones,
con,rorflbrut rienlos de libre remoción?,ol amparo del aúículo 17,literul c) de
la Ley Orydnica de §emicio Público LOSEP; y, a lculo 17 del Reglornerrlo a
la Ley Orgótica de §emicio Pttblico RLOSEP."

1. Atrtecedentes:

1.1. El informe jurídico No. -002-2025, de 28 de febrero de 2025, suscrito por el
asesor juridico extemo del Gobiemo Autónomo Descentralizado Panoqüal
Ru¡al de Calacali (en adelante "GADPR Calacalí"), citó los articulos 225
(numeral 2),226,238,240 y 255 de Ia Constitución de la Repúblicadel Ecuadorr
(en adelante "CRR'); 5 (incisos primero y tercero). 6 (inciso primero), 9, 63, 70
(letas g yj), 166 (inciso primero), 276, 338, 354 y 360 del Código Orgánico de
Organización Territorial. Autonomia y Descentralización2 1en adelante
'' COOTAD")i 4, 16 y l7 (letra c) de la Ley Orgrinica del Servicio Públicor (en
adela¡Lte "LOSEP"); 5 del Código Orgánico Administrativoa (en adela¡te
"CO.4"); y,5 (inciso primero), 17 (let¡a c). 150, 151, 152. 153 y 154 del

I
a
,

Edif ¡cio Ama.on¡¡ Pla.a
Av. Añá&ñar N!9-12! y Arizaga
+59122941300

)CRE prblicu¿a eh el Resist.o Olcial No 1.19de2Ad¿dtuht¿¿¿ Ai
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Rcglamento General a la LOSEPT (en adelante "RGLOSEP '). Con base en
dichas disposiciones, el informe concluyó lo siguiente:

.t...) Por los precepros legales untet citados, td ADM\N\STM(|ÓN DEL
TALENTO HUMANO para los Gobiernos Autónomos Descentralizados es
AUTONOMA. en co4fornidad con el artículo 3ó0 del Código Orgánico de
(»gahizqción Territorial, Aulonomía y Descentralización y con fuñdorhento en
lo AWONOMIA ADMINISTMTII/A determinada ¿n el artícülo 5. inciso
tercero (lbidem); en el caso de los Íuncionarios para ocupdr los cargos de
directores pata las menc¡onadas direccíones y.otros cargos odmikisÍalfuos con
NOMBMMIENTOS DE LIBRE REMOCION. aquellos son paro 'ocupar
puestos de dirección política, eslralégíca o adm¡histtq¡iva en las instituciones
del Estado', sítüoción q e detemina su legalidqd el a ículo 17, literal c) de la
Ley Orytihica de Seryício Público y qrtículo 17, literal c) del Reglamento
General a la Ley (hginica de Sen'icio Público: y, cuyos nombramientos son
para ocuryr un cqrgo en el sector público g)r excepción de coníormidad con el
aflículo 5, inciso p merc del Reglamento General a lo Ley Orginica del
Senicio Público.

1. CONCLUSIÓN:
a) En considerocíón de los antecedenles, competencia y aruilisis jurídico
realizado, se concluye que el Prcsidente del Gobíerno Autónomo
Descen¡ralizado Par¡oquial Rural de Calocalí. es la autoridad conpetenle paru
decidir ¿l MODELO DE GESTION ADMINISTRaTIVA y expedir el
ORGÁN\CO FWCIONAL de la institución previsto en el artículo 70, titerat g)
y h) del Código Orgánico Territoriul, Autononíu y Descentrqlizqción; y, en
consecuenciq con lqr disposiciones de la AUTONOMIA ADMINISTMTIVA,
d¡spuesta en el ütículo 5, incíso tercero del mísmo cuerpo legal: por lo tanto,
es legal la creación de los direcciones administtutiva\ y operutiyq& las cuqles
se ehgrqnqk en el modelo de gest¡ón administrat¡va ¡nstitucional por razones
técnicqs, func¡onales y de loflalecimienlo instítucion tl, en concordancia del
artículo 150 del Reglamento Generol o la Ley Orgánica de Semicio Público y,
los cargos de cuyas direcciones y/o puestos administrsti|os nerán ocupqdos por
funcíonar¡os cot ñombratfiienlos de librc rcmociófi, conforme al attículo 17,

literol c) de la Ley Oryánica de Senic¡o Público.

(... ) 5. RECOMENDACIONES:
a) Prevío a lq vigehcía del nuevo orgáníco Funcional de la Institución y/o
rcsolución adminisffutiva de creqción de las d¡rccciones admin¡sttqtivqs y
opetatfuas, con sus catgos peúikenles, la secretaria lesorera emitíú el íñforme
mottuado sobrc la existencia de la partida presupuestatia y díspoñ¡bilidad de
los recursos económicos para este fin y disponibles en una partidu para tales

: RCI OSEP. publ,@.lo eñ el Stpletuñ¡o del R.g6bo Oliad¡ l¡ó a I I & 25 ¡le dbtll de 1O2t

5



-
tilt

MO'T-RAOURIA CEAERAL DEL ESfADO

r 2088

efectos, en concordancia del artículo 166, inc¡so F¡nerc del Código Orgánic.t
de (hgakización Tetitorial, Autonomía y Descenfralízdcíón.
b) Es .fundamental de manera previa a la vigencía del nuevo Otgánico
Funcional, que la UATH (secrclfiict tesorerq- fwcionatia encarga¡la de esta
un¡dad), em¡titú el ínforúe motivado que justiique que las labores a ser
desarrollatlas no (sic) puede set ejecutadas por el personal actual eústente e

la entidad orgafi¡zqción, o fuerc iksurtciente el mismo: por tal naturaleza, es

.fundamenlul ampliar la estructura d.lmínístrat¡va de la institución, cuyos

funcionarios (sic) cumplan con los perfiles estdblecidos para los puestos
instituc¡onales cotespondiefiles (.. - )"

1.2. Con la finalidad d€ contar con mayores elementos de análisis. con oficios Nro.
10844 y 10845, de 21 de ma¡zo de 2025, este organismo solicitó al Ministe¡io
del Trabajo (en adelante "MDI:') y al Consejo Nacional de Gobiemos
Panoquiales Rurales del Ecuador (en adelante "CONAGOPARE"), que remitan
sus criteriosjuidicos institucionales sobre la materia objeto de 1a consulta.

1.3. Mediante ohcios No. 11056 y 11057, de 9 de abril de 2025, se insistió en los
reque mientos realizados al MDT y al CONAGOPARE. El requerimiento fue
atendido únicamente por el MDT, a tavés de los oficios Nos. MDT-SN-2025-
0312-0 y MDT-SN-2025-0338-O, de fechas 14 y 23 de abril de 2025.
respectiva-rne[te, suscritos por la Subsecretaria de Normativa.

1.4. El criterio juddico del MDT citó los artículos 8 y 66 del COOTAD, 51 y 52 de
laLOSEP, I l2 del RGLOSEP y elAcuerdo Ministe al No. MRL-201I -001836,

manifestando 10 siguiente:

"En este sentido, si bíen es cíerto el Mnisterio del Trabajo es el ente rcctot en
materiq de elaboración y aprobación de matriz de compefe ci.ts, modelo de
gest¡ón, diseño, rcdiseño e ifiplefienlqc¡ófi de estructuras organizacionales y
aprobución de estatuk s orginicos, de manera expresa, tanto la Ley Orgánica
del Senícío Públíco como el Códígo Orgánico de Organización Tetitotial,
Autonomía y Descentrdlización, determinan la autonomía a.lmifiistt.1lfua de los
gobiernos autónomos desce tralizados paftoquídles rurales en la
adm¡kisltación rlel talento humano, para lo cual tienen lu cupacitlad de emitir
acuer.los y lesoluck)nes adrhinistrut¡yus que no contruvengan las disposiciones
cofi sÍilucíonales ni legale s.

En este senl¡clo, es mefiester recalcü que la autono ía de gobiefitos autókohlos
descentralizados patoquiales se rcrterc a la capacidad de dichas entidades
públicas de regirse fied¡a te normas y órganos de gobierno propios, en sus
respecli\ias circunscripcio es territoriales, pero síempre que dichas normas y
órganos se e cuenben ehrharca¿las y no contraríen disposíci,rnes

" ANtdo !'inistet¡al Na. MR¡.-201 ¡ -04I $ publicado en el R.EÁ¡ro (ücial Nrc 545 d¿ 0:i de dsoso .b 2A 1 I : y srs t¿¡ows
cahsa"l¿s en ¿l Ac@t.b Mihisteridl No MDT-24I 5-01ó9, ptbl@¿ú ü el R¿et!tu Qltiúl Na 563 .le 12 de aqanb Ll¿ 201 5

- EdificioamálonásPláza
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cot¡stituc¡onales o legules de jerarquía supe or. En este sentido, el COOTAD
expresamente seña\., que paro los gobienos parroquioles rurales su órgano de
gobieno es la junto panoquial rural y que para el cumplimiento de sus rtnes
tendrá una esfiucturu adminislrstiw mln¡ma.

Es así que, en el narco de lo dispuesto por el COOTAD, el Miníste o del
Trabajo expidió el Acuerdo Mínisterial Nro. MRL-201 l-00183 publicado en el
Regktro Olicial Nro.505 ¡le 03 de ugosto de 2011y reformado mediante
Acueldo Ministerial Nro. MDT-2015-0169 publicodo en el Regisffo Oficial Nro.
563 de l2 de agosto de 2015, incorporó al Sístema General de ClqsiJicación de
Puestos del Servicio Ptiblico, los puestos de Presi¡lente, Vocal, Secretario
Tesorero, Secretar¡o: y, Tesorcro de los Gobiernos Autónomos
Descenlralizados Parroquiales Rurales: lijando sus pisos y techos de las
rem netaciones ñensuales uniJicadas, es decit. se incorpororon los puestos que
cotespnden al órgano de gobierno (Presidede y Vocales) y de la estuctura
administrativa mín¡md (Secrelüio-Tesorcro / Secretario y Tesorero) que manda
el COOTAD. En este sentido, es necesario recalcar que la creación de

'direcciones adminisrratieas y opera¡ivas, po¡ ende, el catgo de di¡ectores poru
la mencionqdas direcciones, con nombrumientos de libre remoción' ¡ebasa
lo señolado por lo Le! en cuonlo a qae dichos gobiernos parroquiales turules
deben co,tlet solamente col urro esttucluru administtotiva mlnimo, mós aúh,
si con sus propios recursos deben financiar las remuneraciones y demós
emolumentos de dicho personol. en dettimehto al prcsupuesÍo que debe
destinarse a la ejecución de obras y servicios en sus círcunscripciones
fe,'rüo¡id¡es" (énfasis añadido).

1.5. De lo expuesto se desprende que el informe jurfdico del GADPR Calacalí y el
criterio jurídico del MDT reconocen que, en ejercicio de su autonomía
administrativ4 los GAD tienen facultades para gestionar su tal€nto humano. No
obsta¡lte, el MDT acla¡a que dicha autonomia debe ejercerse conforme las
restricciones legales y presupuesta¡ias vigentes, especialmente en lo relativo a
mantener una estructura adminiskativa mfnima y financieramente sostenible.

2. Análisis. -
Pa¡a el estudio de la consulta planteada, el análisis desarrollaú los siguientes punlos: ,
La autonomía administrativa y financiera de los GAD prevista en la CRE y en el
COOTAD! i, La planificación del talento humano y las escalas remunerativas de los
GAD paroquiales ruales; y, iii) Las finanzas públicas y límites de gastos de los GAD
parroquiales rurales,

7
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2.1. La aütonomía administrativa y financierr de los GAD preyista en la CRE y en
CI COOTAD. .

La seguridad jurídica, comagrada en los artículos 82 y 226 de la CRE, exige laexistencia
de normas previas, claras y públicas, aplicadas por autoridades competentes. A su vez, el
principio de legalidad propio del derecho público establece que las entidades estatales
solo pueden ejercer las competencias exprcsturente reconocidas por el ordenamiento
jurídico para el cumplimiento de los hnes estatales y garantizar el ejercicio efectivo de
los derechos constitucionales.

En este marco, €l a¡tículo 238 de la CRE dispone que los GAD "gozarán.le autofiomí¡)
políticd, adminístrqtívt y rtnsficiero" que se rigen por los principios de "solidsridsd,
subsidiariedad, equidad ¡ntefietitot¡al i tegroción y part¡cipación c¡udadana".
Además, dicho afículo añade que constituyen GAD "las juntas paroquiales tualel
los concejos mulic¡pdles, los concejos mefropolítanos, los cohsejos proyincíales y los
co sejos rcgionales" (énfasis añadido).

El a¡ticulo 240 de la misma norma diferencia las facultades legislativas de los GAD
regioaales, metropolitanos, provinciales y municipales, mienh"s que 'Las juntos
parroquidles rurdles tendrán faculfades legla¡l¡e tafias". Agrega el iociso segundo que
"Todos los gobiernos autónomos desce tr.tlizados ejercerán ¡/itculfades ejecut^)as e el
ámbito de sus competencias y.¡urísdicciones teffitoriales '.

Por otra parte, el a¡ticulo 5 del COOTAD desa¡rolla el contenido de la autonomia
reconocida constitucionalmente, indicando t¡ue esta comprende: "el derecho y la
capacidad efectíva de estos niveles de gobiemo pala regirse mediante normas y órganos
de gobierno prop¡os, e sus respectivas circunscripc¡ones te¡aitoriales, bajo su
responsabilidad, si/¡ i Íervención de otro niwl de gob¡efi1o y en benelicío de sus

Los incisos tercero y cuarto del a¡tículo antes mencionado precisan el alcance de la
autonomia admidstrativa y financiera de Ios GAD en los siguientes téminos:

-

"La datonomía qdministrulbq consiste en el pleno ejercicio de lq facultad de
organización y de gestión de sus talehlos humauos ! tecuBos mateñales para
el ejercicio de sus competencias y cumplintiento de sas qtñbacione| en.fbrma
directa o delegada, confome a lo preristo en l.¡ Constitución ! la ley-

La auronomía rtnanciera se etpresu en el derecho de los gobíernos dutótlothos
descentrulizados de recibir de ma era directe, predecible, opottutla, autotfiaticu
y s¡k cokdicio es, los recursos que les coffesponden de su pafticipación en el
PresupüesÍo General de Estado, así como en la capacidad de genel".tr ))
ad tin¡stt.¡ sus propios recursos, íncluyendo aquellos obtenidos de la gestión de
cooperaciti internacioru , de acuerdo con lo tlispuesto en la Co sÍituciófi y la
/¿.)," (énfasis añadido).

o
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Adicionalmente, el pdmer inciso del artículo 6 del COOTAD establece la siguiente
prohibición: "Ninguna funcíón del Estado ni alttoriddd ertraña podrá interfertu en la
autofioñía políticd, ddministrativa y financiera propia de los gobier os .iufó otkos
descentralizados, salvo lo prescrito por la Constitució y las leyes de la República''1 .

En coDcordancia con lo anterior, la Procuraduría General del Estado, con ohcio No.
10523, de I de noviembre de 2012, se pronunció respecto de los artículos 5, 6,354 y
360 del COOTAD, y precisó que:

"De la deJinición citada se desprende que, la autonomíd que gozan cierlas
entidades que ¡ntefÍqk el. seclol público, como es el caso de los gobíetnos
autónomos descentralizados, sigttifrca que se recohoce a éstas, facuhad pal.t
gobernatse por sí misma dentro de los límites predetermínddos por el
ordenanienlo julídico, es decir, especto de las atribuciones que conslituyen sus

coDlefidos estatales específicos; sin que la autokomía signifique que dichas
entídades quedan excluídas de la qplicación de las normas que rigen en forma
general para toda la administración públíca".

De lo expuesto se desprende que: ,la CRE reconoce la autonomía política, administrativa
y financiera de los GAD, dentro de los cuales se incluyen las junlas parroquiales rurales.
Estas se gen por la ley correspondiente y cuentan con facultades reglamentarias y
ejecutivas para ejercer sus competencias dentro de su jurisdicció[l i, la autonomía
política, administativa y fiaanciera comprende la capacidad de los GAD para organizarse
y regularse mediante normas y órganos de gobiemo prcpios dentro de su teritorio y s¡n
iritervención de otros oiveles de gobiemo; y, ¡¡, abarca, en el ámbito administrativo, la
gestión de su talento humano y recursos materiales conforme a sus atribuciones y

competencias.

2.2. Gestión del Taletrto HumaDo de los GAD parroquiales rurales. -

En cuanto a la naturaleza juridica de los GAD parroquiales rurales, el artículo 63 del
COOTAD establece que estos son "personas jurídicas de derecho público, con
duto omia polít¡co, qdministratiwt y linanciera. Estarán íntegrados por los órganos
prev¡slos ek este Código paru el ejercicio de las competencias que les corresponden".

'aOOTAD, A ó.-Aaruada d¿tutozMta. -ñngMÍ"hcjóh del Esa¿o i tutotntad ertruña poti¿ ¡nteafet ¿nlatutdoníá
pahjcd, adñjnista¡iyd f Jindnctem propia d. los gób¡.túot attónotus d^4nttuhzd.las, tuba lo ptuscño por lo Coitituc¡ói r
lds ¡et8 d¿ la Repúb¡ica.
E ¿ ep¿doltuúe prahtbtdo ¿ rulq"k, ¿"toú.¡¿d oÍñdútuto aj oa las eob¡enosMónoños dercen¡Mljzados, lo stgul¿nte:
a) Dercsa/, rcjoñat a s,spent/¿t la ¿jetu¡óú .le estobuo! d¿ artohoñ¡¿: h¿lñas eE otule¡: odetuúú pr@kdal¿' .lúi¡tal¿r
) ñu¡ciwles: /eslaren¡as w¡dos o reelu.iones pdtaqüiale¡ turukt: dpe.!¡.las par sus @tori.lad.s en e I Nrco de la
Cak ttuclóh t l¿res.l¿ la R¿pnb¡iel
( . ) j) Int r¡etn o wnurbar el etercicto de las cokpeterct^ ptey\tas et l4 Coúttrc¡ón este Cót/tgo r lus letEs que let
calrclpodan caño consedercia dcl pr@eso .1e dekentrah.uc¡ót;
l) Ehnb ¿tctátures o inJoñd rcw.ta de 16 

"omtiws 
d, los pspectiros órsa ú lqislatins .]e los aob¡enas ¿"tóhaño:

d¿r¿nttul¡.¿¿as, apecialñe"b tuVe.to ¿l¿ DdetuMs tibuldr¡as plotp.tor, pla"es, prceptestas, c¿l¿búióh t¡¿ .om¿nús.
aaeda' ftelüda es t .lenrls dctndad¿s pnptos ¿e los gabÉnor dut¿ñoñN d.tcentaltudar, eñ el e|ercúo de tur
coñpe¡¿ncids solw la d¡spresta por l, aansttltdón ! est¿ Clxltt1o,
l) lntef./tr en su otEüización adñkisnatra: ( )
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De acue¡do con el artículo 66 del COOTAD, el órgano de gobiemo de la parroquia rural
es la junta paroquial rural, integrada por los vocales elegidos mediante votación popular
(el más votado ejercerá la presidencia). El aniculo 67 dispone, entre otras atibuciones de
laJ\xia:. "a) Exrydir acuerdos, resoluciones y notmqtfuq rcglqmefitar¡d en las materies
de competencia del gobierno autónomo descentalizado paroqu¡al tutql conforue este
Código";y,"d) Aprobar a pedido del presidente de laju ta pqffoquial rural, traspasos
de WÍtidas presupueslafias y reducciones de crédito, cuqndo las circunstanc¡as lo

Concorda¡te con lo anterio¡. el artículo 70 asigna al presidente de lajunta paüoquial rural
diversas at¡ibucio¡es, entre las que s€ destacan:

"ArL 70.- Attibuciones del presidente o presideúa de lq juhta patoquial rurul
- Le cotresponde al presidenÍe o presidentu de la junta parroElial rural:
(...) b) Ejercer la.facultad eiecutiva del gobierno autónono descen¡alizado
parroquial rural:
(...) d) Prcsekfdt a la junta patoqu¡el ptoyectos de acuerdos, resoluciones ))
notmdtiya regldmenfdria, dr qcuerdo a las materias que son de coupetencio riel
gobiefio autónomo descenfr.llizado parroquial ruru| ;
(...) h) Expedir el orgánico funcional del gobiemo autónomo descetutalizado
parroquial rural;
(...) o) Desig ü d los funciokqriot del gobierno autónomo descenttqlizado
patoquial rtal, mediante procesos de selección por méñtos y opotición
considerando criterios de intercuhutdl¡da¿ y poridad de género; y removerlos
siguierulo el debido proceso. Paru el c6rgo de secreferio y tesorcru, la
des¡qrurción la real¡zará sin necesídad de dichos procesos de selecció ".

En lo referente a Ia estructua administrativa de los GAD, el aniculo 338 del COOTAD
dispone que "Cada gobierno au[ókotho descentralizado elaborará la notmati)a
pertinefile según las co dicione"^ específicus de su circunscrípción tetitolial, en el marco
de ld ConsÍitüc¡ó|1 y /a /e¡". Especificamente, en relación con los GAD panoquiales
ru¡ales, el mismo artículo establece que estos tendrá¡ "uno eslructura admi istrutiva
mln fia re.tuerida para el currrolimienlo de fines I el eiercicio ¡le sús conpetencios"
(énfasis añadido).

Respecto de la gestión del talento hu¡na¡o de los GAD parroquiales rurales, el primer
inciso del artículo 354 del COOTAD determina que "Los sentidores públicos de ca.la
gobiemo autónomo descentralizado se regínin por el marco general que establezca la
ley que regule el semicio ptiblico y su ptopia homativa". A su vez, reconoce que los
GAD parroquiales rurales, en ejercicio de su aulonomia administrativa, mediante
resoluciones, "potlnin rcgular la adrninisbaciót del talenro humarro pata establecet
planes de canera aplicados a sas propias )' particularcs rcalidades locales y
./¡narcier¿s " (énfasis añadido).

Edif i.io Amazonas Pláz¿
av. Añázoñá§ N!9-r25 y Af¡2agá
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Los articulos 355 y 356 del COOTAD regulan de manera general a los ser.ridores públicos
del órgano legislativo y ejecutivo de los OAD. Por otla parte, el aftículo 357 ibídem
agrega la necesidad de contar con un secretario o secretario-tesorero que "será un
profesiokal en el árca rclacionada con el cargo a desempeñar, designado pol el
ejecutivo, sin periuicio de nombr.¡r u secrelqrio ad-fu¡c de entre sut vocoleli, si la
situación.f¡nanciera no le permite proceder con ld respectiva contratdción".

El artículo 359 ibidem señala lo siguiente:

"Art. 359.- Serviclores de libre nombramienfo y remocíón.- El procurador síwlico, el
tesorerc, los asesores y los dírectores de los gobiernos regional, províncial,
fielropolil.t o y mun¡cípal son fu cionarios de libre nombramiento y remoción
designados por la máxiña autoridad ejecutira del rcspec¡iro iwl de gobíemo- Estus

funcionarios serán designados prev¡a comprobación o demostlación de sus capacidades
eú las árcas en que tayan a agesorat o a dirigír-

I-a rcpresenÍación.¡udicial del respectivo gobíerno autónomo descentralizddo la ejercerá
el procurador síndico conjunÍamenle con el ejecutiro del respectivo gobierno autónomo
.lescentrali2aalo, a exceDción de las iuntds Darruouiales rutales qte oodn n conlratar d
Drofesio ales del derecho o a fra1,és de conrenios de coooeración con los otros niveles
de sobieno autónomo descentrulizado o sa enlidqd asocialiva.

El personal de catera que por necesidades del senicio ocupe pot encatgo un puesto de

lihre remoción, cofi la rcmunerac¡ón propia de ese cargo, al término de su funcíón,
volverá a ocupar el puesto o cargo que estu|o ocupando con anterioridad a la
designacíón del cargo de libre remoción indepen lientemente del tiempo que pennonezca
en esa función" (énfasis añadido).

Así entonces, se observa que el COOTAD detalla la estuctula obligatoria con la que que
un GAD parroquial rural debe contar para garantizar su operatividad y gestión.

Finalmente, el artículo 360 del COOTAD reafirma que la admi¡ist¡ación del lalento
humano de los GAD "¡erá autónofid y p regulará por las disposic¡ofies que para el
efecto se encuentrcn establecídas en la ley y ek las respectí\,as otdena zas o resoluciofies
.le las.iunlas parroqu¡ales rurales ".

De lo ante or se desprende que: , la organización administmtiva de los GAD
panoquiales rurales debe sujetarse a su prcpia normativa, conside¡ando las condiciones
particulares de su territorio, y debe limitarse a una estructura minima que les permita
cumplir con sus funciones esenciales. i, esta estructura debe inclui¡, de manera
obligatoria, vocales. una máxima autoridad y al menos un secretaio o secrctario-tesorero
pudiendo este último ser designado de entre los vocales si no existen ¡ecu¡sos suficientes.
Adicionahnente, en caso necesario, puede conhata$e personal jurídico especializado
mediante convenios con otros niveles de gobiemo o contralación directa. ii, la gestión
del talento humano se encuentra regida por ia LOSEP, por su reglamento y por la
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normativa intema del que emita el GAD en ejercicio de su autonomia administrativa, la
cual les habilita pa¡a regular planes de carera y esquemas funcionales que respondan a
sus necesidades locales ¡ su capacidad financiera.

2.3. Finanzas públicas y límites de gasto de los GAD parroquiales rurales. -

El articulo 164 del COOTAD establece que "Las finanzas públicas en todos los niwle§
de gobierno, se conducirán de.forma sostenible, responsable y transpdrente a fin de

alcanzal el b en ririr de la población, procurundo la eslab¡lidad económíca". En este

marco, se dispone que 1os GAD deben aplicar reglas fiscales para el manejo de sus

rectusos, inc§endo el eodeudamiento y la cooperación, conforme a lo establecido en la
ley que regula las finanzas públicas. Estas reglas deben "incorporurtin proced¡mientos
efrcaces que garanticen la rerulición de cuentas ante la c¡udadanía sobre el uso y manti, '
de los rccursos financieros".

En consonancia con lo anterior, el a(ículo 166 del mismo cuerpo legal dispone que:

"Toda norma que expida un gobierfio autónomo descefitralizado que genere una
obligación Jinanciada con recursos públicos estableceró h, fuente de Jinanciamiento
c otespottdiefite" (é\fasis añadido).

De forma específica. el artículo 198 del COOTAD establece límites sobre el destino de

las transtlrencias que el Gobiemo Central realiza a los GAD en los siguientes términos:

"Arf. 198. Destino d¿ las trunsfercncias- - Las lrarrsferenciss que efectúa el
Gobierno Cent¡al a los gobiemos autónomos descentrulizados podrdn

rtnarrciar hasta el treinta pot ciento (30o/o) .le gastos perrnanenles, y un mínimo
del setenta por ciekÍo (70 o) de gastos no pelmane tes necesarios para el
ejerc¡c¡o de sus compelencids etclusiras con base en la planijicación de cada
Gobierno Autónomo Descentlalízado- Las traúsferenc¡a^t proyenientes del diez
por cienfo (10o/o) de los ingresos no permanenles del Presup esto General del
Estado. debefifu indncíal egrcsos no perma enles-

Los gobiernos autónomos descenl¡olizados paroquiales rurales, cuya
lrafisfercnciq pol ingrcsos pemafie tes y no pemar,entes sea inferior a
quinienÍos selenla salaios báskos unil¡cados del bqbqjadü (570 SBU),
podrón desfinqr o gasto pefinanente un mlrimo de cierrlo sete ta salaúos
btísicos unilicados del trabajador (170 SBU), y aquellos gobietnos autónomos
descentralizados paftoquiales rurales, cuya lransÍercficia pot ingresos
pennaae tes y no permanentes, seq itferiü a .loscientos sala¡ios btisicos
unilicados del trubajador (200 SBU), deberán des¡inar al menos el diez pot
ciento (10%) de dichos ingrusos a gdsto ,to pemonerrte" (.énfasis añadldo).

.{"

\
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El artículo 78 del Código Orgrinico de Planificación y Finanzas Públicas8 (en adelante
"COPLAFIP") delrne a los ingresos pemanentes como "/o¡ ifigresos de rccutsos
públicos que el Eslado a ttarés de sus e tidades, inst¡tuc¡ones y organismos públicos
reciben ¡le manera contínua, periódica y previsible". En contaste. los ingresos no
pemanentes son definidos como aquellos recursos que perciben de forma " temporal, por
und s¡luació específcd, excepcional o ertraotdilqria" .

En este escenado, resulta imprescindible recordar que la contratación de personal público
conlleva una obligación correlativa de pago de remuneraciones. Así. el artículo 229 de la
CRE establece que todas las servidoras y s€rvidores públicos tienen derecho a percibir
una remu[eración 'jrsta y e.lu¡tattua" que tespooda a sus funciones, profesioüalización,
entre otros.

De forma concordante, la LOSEP, la cual es aplicable a"Los entidades que integran el
réginen a kinomo descentralizado y regímenes especiales ", eslablece e¡ su artículo 103
que el sistema de rcmuneraciooes comprende"el cofijunto de polít¡cas, normag méÍodos
y procedimientos orientados a tacionalizat, armonizar y deteminat la remunerución de
las y los semidores de las enlidades y organistuor^ contemplados en el Artículo 3 de esta
Ley".

El afículo 105 de la LOSEP dispone que 'Za ormd, aclo decisolio, acción de persondl,
o el contrato que.fije lq remuneracíón .le un6 §enidora o servidor, no podni ser aplicable
si no exíste la paúida presupuesfaria con la disponibilidad efectiva de fondos"e . Esfa
disposición se refuerza con 10 previsto en el artículo l1 1 de la misma noma que establece
qtx la"creación de un nuero catgo o de a mento de la remunetacíófi de uno ya eÍislente,
tal crcació y aumento se sometetán a las notmas presupuestarias vigentes sobru lq
,rar¿lia" (énfasis añadido).

A su vez, el artículo 247 del RGLOSEP, ¡especto de las remuneraciones de los servidores
de los GAD, señala que "se contemplatán como u porcentdje de la rcmuneración
mensual unificada de kt mátimq autoridad del gobietno dutófiomo descentft)lira.1o" y
reitera que no podr¡in exceder los techos y ni ser inferiores a los pisos para cada gmpo
ocupacional de las determinadas por el MDT, y este orgaoismolo ha establecido un
subsistema de clasificación de puestos. Esto rcsponde al subsistema de clasificación de
puestos previsto en el afículo 61 de la LOSEP, el cual es definido coño eL "conjünto .le
normas estandarizadas para analízar, describ¡r. vabrar y clasiÍcar los pueslos en todas
las entídades, instítucíones, organísmos o personas jurídicas de las señaladas en el
Artículo 3 de e"^ta Lev" -

Ediíc io Añazoñá r Pláza
Av. Ama¿o¡as Nag-l2l Y Arizagn

rCAPL,tflP, publ¡cado e" el Ses¡"¿a Supl.nenta del R.Eisrc OJ¡cjal Na. 306 rlel 22 d¿ octubrc d. 2A l0
' RALOSEP. Art. 253-- Dtspo|btlida.l petupu.§d¡io - la úoma. a.ta ¿eclsotñ, acaón .le pe^onal o .aktttta que lk la
rcnñ.ración mnsul unilicada de laoel e tdo/ de las178 i$rtuc¡aes establer¡das en las ar¡íelas 3) 91.le ¡a LOSEP s¿

aphcahi sab/e la base d¿ ¡6 escalas d¿ ruñun¿rucúres ñensdles üticad.s .¡e lós cürcspan¿ienEs Erupos dupacúnales, vstn
la .ispah ib tl¡da,l pftsüpu¿s¡ati¿ '
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abhsa,a añente a ¡o es¡dbleci.lo pat el Min¡st¿tto .lel frabata en lo uti@n¡e a wñuñeractuN\ e üRresas .oñpleñen¡otus
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En este mismo sentido, el artículo 62 ibidem, reconoce que los GAD "diseñarán y
aplicurún su propio subsistema de cklsilicacióñ de pueslos". Sin pe¡juicio de lo cual, el
articulo 163 del RGLOSEP regula exp¡esamente que:

"En el cct^so de los Gobíernos Autónomos Descentrolizados, sus entidddes y
regímenes especiales, díseñarán y aplicurán s propio subsisterka de

chs¡rtcación de puesbs, obserearrdo la rrormaliea generul que emila el
Ministe o de Relaciones Laborules, respetaw)o la esiuctura de puestos, grudos
y ¡yupos ocupacionales así como los lechos y pisos remuneralitos que se

establezcon en los rcspectí\,os acuer¿los eñ¡tirlos por el Mihisterio de Relaciones
Lqborales. En todo momerrto, los Gobiernos Autót ornos Descenttaliztdos
aplicañn esta notmüivq considerando su rcal capacidad económico" (énfasis
añadido).

De lo manifestado se concluye que: r) las finanzas públicas de los GAD se sujetan a las
reglas ñscales previstas enel COPLAFIP; noma que regula las transferencias que efectua
el Cobiemo Central a los GAD; iil las nornas que expidan los GAD y todo acto que
genere obligaciones ñnanciadas con recursos públicos debe[ establecer la lhente de su

financia¡niento. ii, todo servidor público tiene el derecho constitucional a recibir una
¡emuneración, y su vinculación al servicio público requiere necesariamente de la
existencia previa de la pafida presupuestaria. ir) los GAD panoquiales ¡u¡ales deben
diseñar y aprobar su subsistema de clasificación de puestos, sujetfuúose a la normativa
general expedida por el MDT, los pisos y techos expedidos por esa Cartera de Estado y
en consideración de su real capacidad económica.

3. Pronunciamiento. -

En alención a los términos de la consulta formulada. se concluye que, conforme lo
previsto en los atículos 338,354 y 360 del Código Orgá¡ico de Ordenamiento Territorial,
AutonomÍa y Descentralización, los Gobiemos Autónomos Descent¡alizados
Parroquiales Rurales estín facultados para crear direcciones administrativas y operativas.
asi como los cargos conespondientes de dirección - necesaria para el cumplimiento de

sus fines y ejercicio de sus competencias , en el ejercicio de su autonomía adminishativa.
No obstante, para su implementación deberá observarse la capacidad económica real de

la entidad, asi como los pisos y techos remuno¡ativos expedidos por el Ministerio del
Trabajo, según lo previsto en el artículo 3 de la LOSEP.

Adicionalmente, será obligatorio cumplir con las reglas fiscales determinadas en el
articulo 198 del COOTAD, especialmente en lo relativo a los limites de gasto pe¡manente
financiado con transferencias del Presupuesto General del Estado.

El presente pronunciamiento es obligalo.io pa¡a Ia Admi¡istración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos
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Quito. D.M., 0 3 IUL 2025

Ingeniero
Richard Tapia Pesantez
Cerente General
EMPRf, SA PI:lBLICA IIIDROEQUINOCCIO
Ciudad.

De mi consideración:

Mediante oficio No. [IEQ-GG-RT-060-2025, de l8 de febrero de 2025, ingresado en el

co¡reo institucional de la Procu¡aduría General del Estado el 18 de febrero de 2025, se

formuló la siguiente consulta:

uEn el caso de qae, en la confomación de ,!n consotcio oÍererrle, cada consofte
posea el 50oÁ de ptaicipación, es decir, no se eúdencie pañicipaciórt
ntyoritaria (51% o nás), conforme prcvén los a lculos 1 de la LOSNC| 39 del
RLOSNCE numetal l del qrtícalo,H de los No¡mas Secuidarias del Sislerno
Nacional de Conbatacün Púhlico y artículo I de su Anexo pñmerc. ¿Caál sería
la coffecta aplicación de esla nomaliea, pot pa e de una Comisiórt Técnica
paru la calif,caciór, de ofeñas, habida cuenta de que, el SERCOP
oulorrráticsmen e a lraeés de la he amienlq del Sislemo OJiciol de Conl¡aración
del Ecuodor ^9OCE-, otorgo 10 pun os a la localidad del oÍercnle (Procurador
cornú de un consotcio sin eridente panicipación ,iayoúraria), a pesat de que,

odste confraposicién enlrc la nonns y la henamienla facililadoru del
SERCOP?'

Frente a 1o cual. se manihesta lo siguier¡te:

1. Antecedetrtes. -

Del oficio remitido y de los documentos adjuntos se desprende que:

t.l.El info¡me ju dico suscrito por el Gerente Juridico de la Empresa Pública
HIDROEQUINOCCIO EP (en adelante " HIDROEQUINOCCIO ¿P") citó. en

lo principal, los articulos 82,226,237 y 425 de la Constitución de la República
del Ecuadorl (en adelante C'xr"); l8 del Código Orgánico Administrativo2 (en

adelante "CO.4 ");4. 6 numeral 18.23,25.1,42. 50 numeral 2, y 52 de la Ley
Orgáoica del Sistema Nacional de Contratación Públicai (en adelar¡te
"LOSNCP"\| 39 del Reglamento General a la Ley Org.inica del Sistema

t ( RE publ,catta en el R.{§ñ o¡.¡¿l lo u9 d¿ ,0 de @tube d. :Na
: Co 4. ptubl¡ca¿a en el 9suulo Sqbrynto d¿l R¿s'stu Ücnl \o 3 ¡ de 7 ¿e iu¡to d. 201 7

' LOS\a P, pnbti.¿na ¿ñ ¿l Suplerento dzl R¿grñ Olc@l No )95 ¿. 1 .h aE6¡o de 2008

$/'
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Nacional de Contratación Públicaa (en adela¡Íe'RALOSNCP'):44 numeral 4
y 45 numerales 4 y 5 de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de
Contmtación Pública' (en adelanle "Normatiya Secundaria .9NCP "), con
fundamento en los cuales analizó y concluyó Io siguient€:

"ANÁLISIS:

(...) al nomento tle aÜeditar el parumetru de PARTICIPACT()N LOCAL, et
RGLOSN('P, en suartículo 39, had¡spuesk) que, paruel caso de los cothprum¡sos
de asociacióh o consorc¡o. el rniembrc oue TENGA MAYOR PARTICIPACIóN,
v oue hasa lds veces de P¡ocurador Común. debe¡á esta¡ domiciliado
obligalofiarnente et el contón o prcüncia don¡le se destinen los bienes, se
presten los selvicios, o se eiecule lq obra; Daro accedet a la oreferencia: la
deJínición de accionista, socío o parlic¡pe mayoritario, esta contenida en el
articulo I .lel .Anexo I Glosark» ¡le la No atíNa Secuw)ariu del Sistema
Nacional de Con¡a¡ación Públíca, que señqla: 'Se conside¡o

ER EL SIO/Á O
I-AS ACCIONES O PARTICIPACIONES de um oersona iu tlics.' (Énfesis
añidido); y, en ld norma ibidem en su artícuh 41, se dispone que en lu
calificación de ofefias presentadas por los compronisos de asociac¡ón o
consorcio y/o las asociaciones o cotLrotcios conslíluidos, se seguírán las
siguientes reglas: '4. Localidtd:

T]CIPA
MISMO TIEMPO HAGA LAS YECES DE PROCURAI'OR COMÚN. se
enct¡en¡e domiciliatlo en el cantót o ptoúncia donde se destínen los b¡enes, se
preslen los seryicios. o se ejecute la obru: y. (...)'- En restmen, par., acreditar el
parámetro de LOCALIDAD y accedet a la puntua.ión de este pqrametro, los
cotnprcmisos de consorcio. DEBEN L'UMPLIR, las sig ie tes disposiciones:

1. uuno de sus míembros DEBE tener MAYOR PARTICIPACI()N, en térmihos
.le la normal¡ta invocada, es decir tener al menos cl St%o o más de
participación;

2- El miembro de MAYOR PARTICIPACIÓN. DEBE ser el procurador

3. El procurador común DEBE est¡¡r domiciliodo obl¡solor¡amente en el
canlón o proúnciat en donde se ejecuta la obra.

En caso de que. los miembros de una promesa de consorcio no cumplan con este
requ¡silo, es decir una pufiic¡pacíón mayoritafia del 51%. no potbían ser
acreedores ¿le los l0 punlos, pues fu rcgla es clara, expresa, y en este caso, la
herrumienta .lel SERCOP, no se subsuue a la norma. caus@tdo un desequ¡librio

1 ktt '\\t'P Fübl,\¿r,. , n .1 \e4ud) tupl¿Nato¿¿ Rpg,an Oh\@t \a 8d?:O¿"tho de :U)' \5s\,'P publnJ" ¿a ¿l t¿su,¿¡ \Lpl¿tun¡od¿t R?ssDa uJLdt \¿ Jó'd. ) J¿ apoeo ¡l¿ 2023
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tanlo en la calificación del oJérenle como en la situación del resto de ofercnÍes
que sí cumplen con el supuesto. En pos de 'igutlldt' y amplit con los princip¡os
de conlratación público señqlodos en el artículo I de la LOSNCP y brind.tr
equilibrio y justicia en la califrcación, la C<¡misión Técnica, dentro de sus

alribuciones legoles, y en sí poru oplicar irrestrictdrnente la ley. tendtía que optar
por otros recursos dentru de su potestad.le caliJicar y seleccionar al oferente, y
así equípaw la pultuación otorgar.la contra norma por la herrqm¡enla

facilítadora.lel SE RC'O P

CONCLASIÓN:

De lo expuesto se concluye que:

Las actuaciones de la Comislón Técnica de lodo procediñ¡efito de contftlac¡ón
se hallan subordinadas al cumplimie lo de disposiciones conslituciohales,
legales, reglamentarias y nomativas vigentes; procedimienlos que soh

obsefiados permanenlemenfe por el Órgano de Contol, sin embargo, la
herramienta lacilitadoru del SERCOP otorga call¡caciohes autor,láticas d
ciertos parámetrus, que a todq luz se contraponen a lo dispuesto en la normativa
trqnscr¡ta como es el caso de la Pdrticipación locol, derivsdq del pfiflcipio de

igualdad y trato justo establecido en la Ley, en detrímento de ls situación real de

los oferentes que ínteflienen eñ los prccedimienlos" (énfasis y subrayado

pertenecan al texto original)

1.2. La Procu¡aduria General del Estado solicitó e insistió, mediante ohcios Nos.

10554 y 10846, de 2l de febrero y 2l de marzo de 2025, respectivamente, al
Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, "SI/?COP') que remita
su criterio institucional sobrc la materia objeto de la consulta.

13. Dicho requerimiento fue ate¡dido por el Coordinador Geneml de Asesoría

JurÍdica del SERCOP con oficio No- SERCOP-CGAJ-2025-0034-OF, de 7 de

abril de 2025, ingresado en este o¡ganismo el mismo día. En el referido
documento, además de las no¡mas invocadas por la consultante, se cita¡on los

a¡tículos 227, 228,231 y 424 de la CRE; 14 del COA; l. 6 numeral 22, 10

nume¡al 17, 26, 42, 67 y 99 inciso tercero de la LOSNCP; 6. 18, 21, 39 y 58 del

RGLOSNCP! y,43 y 47 de la NSSNCP. y citó el criterio del Di.ector de

Helramientas de la Contratación Púbtica, Encargado, contenido en Memomndo
N!o. SERCOP-DHCP-2025-0078-M, de 7 de abril de 2025. Con base €n lo
anterior, se analizó y concluyó lo siguiente:

-II, ANÁLISIS JURÍDICO APLICABLE:

(... ) Derccho o osociarse,-

o

a
,
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(...) La püticípación en una asociacíón o un consotcio pot pdrre de sus
pa ícipes, no reúste la pérdida de su personerís juríd¡cd, pues la asociación o
consolcio no constituye una personajurítlica diferente.

En consecuencia, al adjudicarse tn conlrato a asociaciones o consorcios, cada
uno de los proyeedores partícipes será responsable en lonna solidaria e
inditisible por el cumplimienh de las obligaciones der¡vadas de la oferta y el
contrafo.

( . . . ) Requkitos del co,nprumiso de asociación o cot sotcio.-

Las personus nalurales y jurídicas, ecuato arús y ertranjeras que pretenddn
pa icipar indiúdualmenÍe, en asociación o en consorcio. en los procedimientos
de contratación reguludos por la LOSNCP, deberán registtarse y hdbilitarse en
el Registro Unico de Proyeedores RUP..tcotde o lo dispuesto en el articulo l8
del RGLOSNCP: pata su habíl¡tdción los ,niembrcs de lo asociaciói o consorcio
deberán ingresor la información ei el RUP por vía electónica acorde a lo
prcscfito en el artículo 2l del Reglamento en referencia, seleccionqndo los
códigos CP( que guar¡len rclación a su actit¡idad económicu rcgistrada en el
RUC, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 23 del Replqmento ibíden.

En correlación con lo antes irulict¡¡lo, el artículo 15 de la NSSNCP, señala tos
requisilos mínimos, que deben presentat los compromísos de asoci.tción o
consorcio los cuoles serán veri,licados por las entidades confrutantes. (Énfasís
qñadido)

(...) I . PROWNCTAMIENTO:

Respecto a su intenogqnte, se acoge lo ñencionado en el memorando
No.SERCOP-DHCP-2025-0078-M. de fecha 07 de abril de 2025. suscriro por el
Dircctor de Herramient.ts de la Contatación Pública. Encargado, del Senicio
Nacional de Confiatación Pública, el cual ind¡cq: 'conforwe lo erpuesto los
compromisos de asociatción o consorcio no pueden ser registrados como un nuero
proveedor imlependiente en el RUP: por lo que, el Sistemo Oficial de
(:ontrutocióh Pública del Ecuador - SOCE otorga el puntaje de l0 puntos a los
ofblefites desde los que se rcgístra la oferta e el sistema y cumplen coh la
localidad del ptocedimiento dc contra¡ación; §iendo rcsponsabilidad de las
enridades contraiantes la verilicacün del camolirniento de las cot diciones
establecidas pard este tiDo de oferente§': es decir. lqs ektidqdes contratdntes
deberán velar por el cumplimiento de la normativa legdl rigente, rcalizanclo las
modifcaciones necesarias al momento de determinar el puntaje de cada uno de
los ofercntes parÍicipantes, en los casos donde ocurra la sitüación descríta en lu
consuha realizada por la Empresa Pública Hidroequínoccio,,. (Énfasis
co¡respo¡de al texto original)
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1.4. De lo expuesto se aprecia que la consultante considera que el Sistema Oficial de
Cont¡atación Pública del Ecuador (en adelante "SOC''). al otorgar
calificaciones automáticas de ciertos parímetros a las ofefas presentadas, como
la evaluación de la panicipación local de Ios miembros de un consorcio. se

contrapone a la normativa que regula el sistema nacional de contatación pública.
Por otra parte, e1 SERCOP madfiesta que el SOCE otorga puntajes co¡siderando
la información que los oferent€s han corsignado en el sistema, y resalta que es

responsabilidad de las entidades contratantes velar por el cumplimiento de las
normas en los Focedimientos a su cargo; para el efecto, pueden realizar "/as
modificaciones necesarias al momento de determinqr el punlaje de cqda uno de

los of¿rentes participahtes, en los casos dotde ocuno la situación desüiÍa en lo
consüha realizoda"

2.4trálisis. -
Con el fin de atender la consulta, el análisis desarollará los siguientes puntos: , I\,iárgenes

de preferencia en procedimientos de co¡tratación; y, ¡, Aplicación de márgenes de
preferencia a proveedores que paficipan como asociación o conso¡cio.

2.1. Márgenes de preferetrci, €n procedimientos de contr¡tación. -

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se

garantiza a través de la existencia de no¡mas previas, claras y públicas, aplicadas por las

autoridades compelentes.

El artfculo 288 de la CRE dispone que las "compras públicas cumplirán con cfiteños de

eficíencia, Íahsparencia, calidacl, responsabilidad ambiental y social". pnonzatño los
productos y servicios nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y
solidaria, así como de las micro, pequeñas y medianas unidades productivas.

En concordancia. la LOSNCP establece el SistemaNacional de Conratación Pública (en

adelante, "s,Vc? "), y determina los "príkcipios y normas para regulot los

proced¡míentos de contlaloción parq la aüuisición o arrertdamienlo de bienes, ejecución

de obros y prestación .le servicios. incluidos los de consul¡oia", que realizan los

organismos y entidades del sector público. según lo señala su artículo l. E¡t¡e los

principios aplicables constan los de oportunidad y participación nacional, confo¡me al

artículo 4 ibidem.

Por su parte, el afículo 25.1 ibidem determina q].j,e " Los pliegos contendtán critetios de

valoración que íncentíveñ y prcmuevqn la Pa ¡cipación local y nacional, ¡nediante un

naryen de prelerencia para los proveedores de obrus, bienes y semicios, incluidos lo
consullo a, de origen local y nacional, de acuerdo a los parámefrcs delerminados Por
la entidad encargada de la Contlatsción Púái ica " (énfasis añadido)

Respecto de Ias prefe¡encias de localidad, el artículo 37 del RGLOSNCP seña1a que:

9
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"Art. 37.- Márgenes cle prcJ¿rencias.- En todos los procedimientos de conÍatacíón
pública, el Seflicio Nacionql de Contratación Públiat, ijstq los umbrales de
produccíón nacional, según el Clasilicador Central de Productos (CPC) del
Servicio Nacionol de Contatación Pública, adícionalmente lo entidad
contrdtante publicatá el porcentaje de valor agregado ecüotofiano de su objeto
coñtractual, osí mismo las ofertas declararán este porcehtaje, el cual serviráparo
concedet el mecanismo de preferencia respectivo.

Los mecqnismos de preferencid tdmbíéñ setán otorgodos por tqmdño de la
eñpresa, pertenencia al secíor artesqnal, de economía popular y solidario o de
emprendimientos, localidad y por otas categorías por mand.tto de ley.

Pora la determinación de lo que se efiiekde como paaicipación local, en
lratótdose de las pe6onas jurldicas, se conside¡a¡d el domicilio prirrcipal de
éstas; y en el caso de las personas naturules el dorrricilio considerañ la
delinición prevista en el ortlculo 15 del Código Civil.

(...) Los mdrgenes de preferencia a aplicarse en cada procedimiento de
contratación serán delhidos por el Sen¡cio Nacional de Contrqlación pública,
en la normattua que emita pora el efecto" (énfasis añadido).

En tal sentido, el artículo 39 del RGLOSNCP define a Ia paficipacióD local de
proveedores como el beneficio para "las personas nonrales que tengan su dornicilio, al
,kenos seis meses en el cantón o pro\'¡ñcia donde se ejecutará la obra, se destinen los
bienes o se preslen los senticios objeto de la contratsción" . Por otra pade, en cr¡a¡to a
las personas jurídicas, éstas "setuht consideradas locales aquellas cuya ofcina principal,
esÍé domiciliado en el cantón, la provincia o la región donde se ejecutará lq obra, se
destinen los bienes o se preste el seruicio objeto de la contrqtación, por el lapso de seis

La Procuraduría General del Estado, en su Pronunciamiento contenido en el oficio No.
10367. de 30 de septiembre de 2020, señaló que:

"Sobrc el tema, el artículo 311 de la Codifcación de Resolucíones del SERCOp
dispone que serán considerados como proveedores locales, para electos de la
aplicación.de la contru¡tqcíón prcferente, las perrotas nalurales registradas en el
Regisffo Unico de Proveedores que, de conformidad al numeral 22 del artículo 6
de la LOSNCP, 'tengan su domicilb al tfienos seis (6) meses, en lu parroquia
rural, cantón o prcvinc¡a dohde surte efecfos el objeto de la contratación con los
que se formará un (sic) listd de selección", agregando que, en el caso de las
personas jülídicas, "serán consideradas locales aquellas cuya oJicina yincipal
o matríz estétl domiciliddas en ld parro(luia rurql, cantón o proyincia donde se
destinen los biencs o se preste el sefiicio objefo de la contrutación". El citado
arlículo precisa, adernás, que el domic¡lio se acreditará úhica y exclus¡1¿amente

-
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''con ld habilitacíón de la olicina principul o ottiz eh el Regislro Unico de

Proveedores -RUP, el que deberá ser concordante con el Registro Un¡co de
Conlr¡buyentes " -

(...) Se debe considerar que las disposiciones que coistan en los odelos de
pliegos de uso oblígatorio, publicddos en el Portal lnttitucional del SERCOE son

uplicables a todo conlratación sujekt al Sistema Nacionul de Contraloción
Públ¡cq.

Respecto a los plíegos o bases que la ddmikislroción tiliza para sus conlralos,
Robert o Dromi! expl i ca :

" (...) el pli¿go es h pincipalÍuente de donde detivan los derechos y obligaciones
de las partes intervinientes, a lo cual ha! que acudir, en priñer lémirro, paru
rcsolw todas lqs cuesliones que se prumuevan, no sólo ñientrus se rcaliza lo
licilacün, sino també,, du¡anle la ejecución del contrato. Esta es una
consecuencia obligada del principio de 'inletyación' instrumenlal del contrato y
de considerar al pliego como ley del contrato dulante su ejecución.

En definitfua. el pliego y la rcstarrle documenlacúin ¡filegruda al conr¡ato tienen
ul sigirtcado norrruaivo como Íuente del derccho que rige a las partes, al
integrat al conjunto de fuentes qae se aticulan de modo dinámico enlre si a partir
de relaciones ordinamen¡ales e ¡nternormati,as (...) " (lo resaltado cooesponde al

texto original).

De las normos citqdas se puede obsemar que: i) en los modelos obligalorios de

documenlos preconlracluales y contracluales, aplicables a las diferentes
modslidsdes y procedimientos de conlr¡ttación públíca, deben conslqr los
criterios de valorqción que incent¡ven y ptumúewfi la pdrl¡c¡pac¡ón local y
nacionúL, mediante un margen de prelerenc¡a paru los ptoveedores de obra,
bienes y sett¡c¡os de origen localy nacional:
ii) solamenle en caso de que no eistieran prcveedores en lu círcunscripcióh
territorial del cotespondiente gobiemo parrcquial, se rcolizdrá el sorteo
contando con los proveedores del csntón, de lo provincia o del pais, en ese orden;
y, iii) no podrán pa ícipat en el sorteo oquellos prot'eedores que hubieren
efectuado un cambio de doñ¡cílío exclusiwtmente para efectos de participar eh la
contraÍación (... )".

2.2. Aplicación de Eárgetres de preferencia ¡ prove€dorcs que particip¡tr como
asociación o co¡sorcio. -

El a¡iculo 26 de la LOSNCP faculta a los oG¡entes inscritos en eIRUP a"presentar sw
ofertus individualmente, asocíadas, o con comprotliso de asociación o consorcio". Asu
vez, el articulo 67 ibidem rcitera que:
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"En cualquier proceso preconlractual prey¡sto en esta Ley, paeden porticipa¡
consorcios o asociaciones ¡le personas naturales y/o jurídicas, constituidos o pot
constilui$e, en este último caso prcserrtando el comp¡omiso de asociaciln o
conso¡cio coúespondienre" (énfasis añadido).

Al respecto, el segundo inciso del artfculo 18 del RGLOSNCP aclara q\e "Paft,
participql bqjo l.t.ligura de compromiso de asociocióh o consorcio, los integrantes deben
constor inscrítos y hab¡lilados ei el RUP En ningún caso se les doá el tratamiento a los
consorcios como personas jutídícas".

El a¡liculo 45 de Ia No¡mativa Secunda¡ia del SNCP detemina los "Requis¡tos del
formulario de compromiso de uociqción o consorcio", entre los que incluye
expresamente el siguiente: "5. Porcentaje de la pafiicipación de cada uno de los
asociados o cofisorciados " -

Adicionalmente, respecto de los miirgenes de preferencia como proveedores locales para
los casos de compromisos de asociación o consorcio, el segundo inciso del articulo 39
del RGLOSNCP prevé los siguientes requisitos:

"Para el caso de los compromisos de asocíación o consorcio, consorcios o
qsociaciones, el miembrc que tenga mayot partfuipación, ! que hsga los teces
de Procu¡adot Común, deberá estar domiciliado obligatoñamen¡e en el cantón
o ptur¡ cia donde se dest¡nen los biehes, se ¡»eslen los servicios, o se ejecüte lat

obra; para acceder a la preferencia" (érfasis añadido).

Concordante, el artícr¡lo 44 de la Normativa Secunda¡ia del SNCP precisa que:

"Para la cqlílicación de ofe as presentadqs por los compromisos de asociación
o consorcio y/o los atociaciones o cohsorcios cohrlilu los, se segirán las
siguienle§ reglas:

(...) 4. Localídod: Las prclercncias pot localidod se asignarót cuan.lo el
mieübro que lenga m4!o¡ porticipación ! qae al ,n¡srrl,o tiempo haga las eeces
de Ptocurudot ComúL, se encuenbe ¿lomiciliado en el cantón o provincia <londe
se destinen los bienes, se presten los servic¡os, o se ejecute la obru" (énfuis
añadido).

En el caso que nos ocupa, corresponde el delegado de Ia m¿íxima auto¡idad o a la
Comisión Técnica evaluar las ofertas presentadas y. pam ello, deberl,ll. "examinará las
capacidarles técnicas, económico-linancietds )/o jurídicas. y la calidod según los
parámetros establecidos en el pliego', conforme lo establece el articulo 85 del
RGLOSNCP. Asu vez, estadisposición prevé qüe " El SERCOP regulqrá eh su normativa
los instrume¡tos y modalidades de aoeditacíóh de experiencio, 1.1 te poralidad,
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krcalidotl y montos de experiencia requerida, de lal forma que se e'rite la arbítratiedad
de las en¡idades conÍatantes".

Sob¡e este punto, la Procu¡aduria Genelal del Estado, en el pronunciamiento contenido
en €l oficio No. 02767, de 2l de febrero de 2019. señaló lo siguiente:

"(...) las entidades conlrulontes somelidas a la LOSNCR su Reglameilo
Generul y a la Codilicación de las Resoluciones del SERCOP, en el caso
especiJico y rcspeclo a las cond¡ciohes de partícipación ¡le las asociocfunes,

consorcios, o compromhos .le asociación de c<¡nsorcio, además de wrificur quc

los oferentes no se ekcüentrcn i cursos en inhabilidades paru participar en los
procediñientos de contralac¡óh pública, deben obsenü que se cumplon los
rcquisins del comprouiso de asocioción o cofisotcio conlemplados en el
anículo 35 de la Codifrcacüi de los Resoluciones del SERCOP (...)

En todos los casos coftesponde a los personeros y semidores de las ent¡dades del
Esfado, precautelar la legalidad dc los procedimientos de conlralación pública,

validar el cunplimiento de lodos los requisitos legales que cotespondan y ceñir

sus qctuaciones ! decisiones al inlerés Públ¡co e institucíondl' (énfasis añadido).

AI respecto. es preciso recordar que, conforme lo establece el inciso final del articulo 5

de la LOSNCP, el SERCOP "es el enle encargado de §imPlificar los trátnites y
desa ollqr lqs heúamientas que tengan la! ihleroperdb¡lidad eñ|rc las distintas bases de

datos de las entidades det Estado, Íociliten la elaborociót de plirgo§ y la prc§enlación

de ofe as, siúetiztrrdo el corrtelido de los docuñcntos, ! creando urra polttica públicq
que elimine la dispersión de iomativa secarrdaÁa ' (é'J.fasis ailaüdo).

En tal sentido. aunque el desaÍollo de herramientas, como el Sistema Ofrcial de

Cont.atación Pública del Ecuador (SOCE), corresponde al SERCOB su utilización por

parte de Ias entidades contratantes no las releva del deber de verillca¡ el cumplimie[to
vo oue le ni de

inconsistencias oue ouedan deriva¡se de las funcio¡alidades automáticas de dichas

he¡r¿¡nientas.

De todo 10 expuesto se desprende que: , los oferentes inscritos en el RUP pueden

presenta¡ sus ofenas individualmente, asociadas, o con compmmiso de asociación o

consorcio; i¡) los consorcios o asociaciones po¡ constituirse pueden participar en

cualquier proceso precontractual previsto en la LOSNCP presentando el compromiso de

asociación o consorcio correspondiente; ii, las condiciones de participación de las

xociaciones. consorcios, o compromisos de asociación de conso¡cio estiin sujetos a lo
previsto por la LOSNCP, su reglamento general y la normaliva secundaria emitida por el

SERCOP, normativa que es de obligatorio cumplimiento tanto para las entidades

contatantes como para Ios ol¿rentes; iv) el compromiso de asociación o consorcio debe

contener expresamente el porcentaje de la paficipación de cada uno de los asociados o

consorciados. en cumplimiento de la normativa aplicable; v) el margen de preferencia
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El presente Pronunciamiento es obligatorio pam la Administración pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos
institucionales especlficos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consulta¡te y de
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para los proveedores locales, en el caso de compromiso de consorcio o asociación solo se
asignatá"cuando el miembrc que tenga mayot part¡cipación y que al ,nismo tiempo hago
las veces de Procuradot Común" este doriciliado en el cantón o provincia en el que se

ejecute la obr4 se p¡este el servicio o se destinen los bienes; y, v, es compefencia y
responsabilidad de las entidades conaaiantes verificar que se cumplan los requisitos del
compromiso de asociación o consorcio contemplados en la nomativa que regula la
materia.

3. Pro¡unci¡miento. -

En atención a los térmi¡os de la consulta. se concluye que, para la aplicación del ma¡gen
de preferencia como ofena local - en aquellos casos en que los miemb¡os de un consorcio
tengan una participación igualitaria y no se configure una participación mayoritaria
co¡forme los pa¡ámet¡os no¡mativos - se deben observar las disposiciones establecidas
en el artículo 39 del Reglamento General a la Ley Orgrínica del Sistema Nacional de
Contratación hiblica, y los numerales 4 de del a¡ticulo 44 y 5 del affculo 45 de la
Normativa Secudada del Sistema Nacional de Conrratación pública. En este contexto.
corresponde a la entidad contratante la ¡esponsabilidad de verifica¡. de manera rigurosa,
que los integrantes del compromiso de asociación o consorcio cumplan íntegramente con
Ias reglas aplicables en materia de m¿irgenes de preferencia. sin perjuicio de lo que las
henamientas tecnológicas c¡eadas por el SERCOP determir¡en.

cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Jua¡r
P DEL ESTADO
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Ingeniero
Angel Neptali Valdez Sevilla
Gerente Ceneral (S)

EMPRESA PÚBLICA- EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y
ALCANTARILLADO DE AMBATO
Quito.

De mi consideración:

Medianre oficio No. EP-EMAPA-A.GG-0377-2025, de 3 de abril de 2025, ingresado en
la P¡ocuraduría Ge¡eral del Estado el I I del mismo mes y año. se fo¡mularon las
siguientes consultas:

"3.1, Prime¡u -

En consideración a la poleslad rcglomenlaria confeñdo a los Direcrotios de las
empresos públicas, dbpuesla en el inciso segundo del A¡L l7 de la Ley Orgónica
de Empresos Pt blicos: ¿Es de oplicación inmediqto y obligqtoria la escalo de
¡emune¡aciones del Acaeño Minisletial Nro. MDT-2024-039, según el inciso
Jiial del ArL I, o, debe considerurse el eihorto disptesto en la Disposición
General Segunda e i,ticiarcon el procedimienlo de vqlorución y clasfuación de
pueslos paru sujela6e o lq escalq nacional, considerundo que h Ernpresa tiene
su propia acala de acuetdo al úgimen laborul que conesponde a sus
senidore§?

j.2. Segunda. -

En atención al iaciso segundo del Aú 17 de lo Ley Orgánica de Empresas
Piiblicas, al ArL S y a la Dbposición General Segunda del Acuetdo Mhiserial
Nro. MDT-2024-039: ¿Durarrte el pruceso odministativo psru sujeta$e I ls
escala naciotal ! hasla que se aptuebe el acto nomalito del Dircclo a de lo
Empresa, los senidotes públicos co tinuarun (sic) percibiendo la
rerna etació tnehsual uniticadatijada en la escala prcpia tle la Empresa?

3,3. Tercera. -

Enfu,rció de lo dispuesto en el inciso segundo del A . 17 de la Ley Orgánica
de Empresas Públicas, y en coútaste coi la Disposicün Generul Séplima de la
Ley Orgófica del Semicio Público: ¿La Emprcss Ptiblica puede rtja¡ una
rcrrrunerución mensual uaificoda inlerior a lq m¡nima establecido en la escala
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nacionol dictada por el Miniskrto del Trubajo, considerundo la rcal capacidad
económica de la Emprcsa?",

Frente a lo cual. se maniñesta lo siguiente:

1. Artecedentes.-

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1. La entidad consultante adjuntó el memorando No. AJ-018'I-2025. de 3 de abril de
2025, suscrito por el Asesor Legal de la Empresa Pública - Empresa Municipal de
Agua Potable y Alcanta¡illado de Ambato (en adelñte. 'EP-EMAPA-,4 ") , et cual
citó los aficulos I, 17, l8 y 20 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas¡ (en

adelante. 'LOEP");3, 51, 83, 94 y Disposición General Séptima de la Ley
Orgrinica del Servicio Público2 (en adelante, '¿OS¿P"); 113, 165, 169 y 173 del
Reglamento General a la Ley OrgríLnica del Servicio Públicol (en adelante,
''RGLOSEP"):,27,28.29 y 3l de las Normas fntemas de Administr¿ción del
Talento Humano de la EP-EMAPA-A| y, l, 4 y Disposición General Segunda del

Acuerdo Ministe¡ial No. MDT-2024-0394 (en adelante. 'Acuerdo 039"), qre
contiene las "D¡rectrices pqra la Aplicqción y Cunplimiento de lo Disposición
Geñeral Séptima de lo Ley Orgáníca del Senicio Público y Fijación de las
Remu eraciohes Mersuqles UniJicadas de los Semidores y Trabajadores de las
Entidades del Sector P¡iá¡ico ". Sobre esta base, concluyó Io siguiente:

"V. C¡ite¡io Ju¡ldico llstirucionul

En bsse o los ahtecedentes y base legal expuesta, se concluye que de conformidatl
con lo preyisto en el ¡nciso fnal del artículo 3 de la Ley Orgánica del Servicio
Público, segurulo inciso del ar¡ículo l7 de lq Ley Orgánica de Empresa¡ Públicas,
D¡sposicióh General Segunda del Acuerdo Minislerial N' MDT-2024-039, así
como a los pronunciomientos únculantes de lu Ptocuraduría General del Estado,

le conesponde al Directorio de la EP-EMAPA-A expedir las normas internas de

administración del talento humano en las que se regulen las remuneraciones de

supetsonal, y establecer la escsla de remunersciones, debiendo considerar. para
el efecto, el exhorto conleni¿lo en el Acu¿rdo Mfiislelial antes rcferído; mienlras
tanto, lo (sic) servidorcs cont¡nudran percibiendo la remuneración ',)igente en l.t
escala dc la Empresa, hasta que se realicen los rcajusles necesatíos q la escalq
nacionol.

En cot¡-secuencia, la aplícación de la escola dispuesla en el Acuerdo Ministerial
N" MDT-2024-039 no es de aplicación inme.liala, pot cuanlo requiere del acto
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normatiro del Directorio de la Empresa que acoja el exhotto del Mnisterio del
Trabajo, y que luego la (síc) unidddes adminislratitas y rtka cierus realicen los
ai sies necesal'¡os p.tra lq odecu.tción de lo escala nacionul de conformídad con
el Art. 5 del Acuerdo referido; para lo cual deben observar el procedimiento
regulado en el 'Sl1bs¡stemq de Clas¡ficación de Puestos'por las normqs irtternqs
de la Empresa, así como por las normas e instrumentos técnicos que rigen a la
adnin¡stració|l pública en generdl. La estructurd ocupacio dl que se dejina en el
Mqnual de Descl¡pción, Valotaciók y Clasificr:tc¡ón de Puestos lespon¡leú e las
coracterísticas de especificidad por niveles de complejídad, riesgos
ocupacionales, responsabilidad, especíalízación, enfre otras, de conformidad con
el Att. 20 núm. I de la LOEP.

En cuanto, a la potestad del D¡reclolio pala esloblecer rc her.:tcio es i feriore§
o la mínima establecida en la escala nacíonal, no es procedenle y se tendfti en

consi¿leración que la potestad rcglamentariq no puede rcgular naterhs
resentadas a la ley o ya rcguladas por esta- E esle caso el Afi- 20 nún- 2 de la
LOEP señala que las remuneraciones del tdlento humano de la misma escala o
tipo de babajo setán equitatitas, lijadas sobre patámettos de funciones,
plofesiottltlizaciófi, capqcitaciófi, responsab¡l¡dad y expefienc¡o: además, la
Disposic¡ón General Slptimq de la LOSEP de forma expresa prohibe tal
situdción".

A fin de contar con mayores elementos de análisis, la Procuradu¡ía General del
Estado solicitó, con oficio No. 1 t 166. de 21 de ab¡il de 2025, al Ministerio del
Trabajo (en adelante, "MDI) que remita su criterio jurídico sobre la mate¡ia objeto
de la consulta. Dicho requerimielto fue atendido mediante oficio No. MDT-SN-
2025-0360-0, de 29 de abril de 2025, suscrito por la Subsecretaria de Normativa
del MDT.

En dicho pronunciamiento se citaron los aÍíct:J.os 225,226,229 de la Constitución
de la República del Ecuador5 (en adelante, "C?¿")i el articulo 4 d€l Mardato
Constituyente Nro. 26 (en adelante, " Mandato 2 ")133 de la LOEP; los artículos 8l
y I 17 del Código de TrabajoT (en adelante, "CI"); el artículo 112 del RGLOSEP;
los afiículos 1, 4, 5, Disposición General Segunda y Disposición Final del Acuerdo
039. Con base en estas normas, el MDT sostuvo lo siguiente:

"3,- PRONUNCAMIENTO:

En ruzón de lo expuesto y con fundamento en la kotmat¡va citada, ñe pemito
ñak¡fe sl.tr I o si gu¡en I e :

Primeta Prcguhlq:

§ CRE, pubt@¿a eh e¡ R¿g¡s . O¡cút ¡'. 1.19 ¿¿ 20 d. @tubr¿ d¿ 2008.
6 Mdtulata 2, püblica¿a ek et plewkro tlet Reststo Oicial No. 261 de 28 de enera d. 2008.
1 CT, Cadi¡tcación 17. pubtica¿o eú e¡ Supbnento d.l ResisnoO¡col No.l67.te ¡6 d. d¡cienbrc de 2A05.

1.2.

1.3.
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Los Directorios de cada empresa pública, en concorddncia con el a íc lo 17 de
la Ley Orgdnica del Semicio Público, son los respo sobles de expedir las normas
inletnas que erpida ehtle ottos aspecto§, las remuneraciones mensuales
unificadas de sus servidores.

Ek este cotxfe o, tanto el afiículo I como la Disposición General Segunda del
Acuerdo Mínísterial Nro. MDT-2021-039, conm¡nan a las euyesas públicas a
dcoger los \)alores de la escala nacional ¡le remunetaciones mensuales uniJicadas
del seclor público para determinqr las remuneracíones de su personal de los
prccesos adjetivos y gobernanles; y, para el caso del personal de los procesos
sustdntitos, sujetarse a lo dispuesto ek el attículo I del Acuerdo ibídem: es decir,
en ningin caso y bajo ¡ng ha circuhstancia, und rcmuneración podrá ser igual
o superior a la remuneración mensual unifica¡lu .lel Presidente de la República.
Lo dicho en cufipl¡ ¡ento de lo dispue*o en la LOSEP y el Mokdato
Constituyente Nro. 2.

Segunda Prcganta:

Cabe mencionar que el Acuerdo Ministefial Nrc. MDT-2024-039, se encue tra
vigente desde el 17 de marzo de 2021; por lo que, los direcfotios de las efiplesas
públ¡cqs, en cumplim¡ento de lo dispuesto en los atículos I y 5 del mencíonado
Acuerdo, debían efectuar los ajustes hecesar¡os pard dqr cumplimiento a lo
determinado. Adiciondlfiekte, se solicítabo reportü de inmediato al Minísterio
del Trobajo, su cumplimiento y de las novedades enconbadas en el proceso.

Terceru Prcgunta:

Al respecto, y dependiendo de su real capacidad económica y sus
pdtt¡culatid¡tdes, las empresas públicas podrán detetminat las temuneraciones
mensuales uníficadas de su personal tanto de cateta como de hiyel ditectivo, una
vez que se dé estricto cumplimiento a lo dispuesto en la normativd expuesta en la
presente cons ltq; así cofio tambi¿n, y al ser el Código del Trabajo, norma
suplelorio a lo Ley (»gánica de Empresas Públicas en ningln caso, podtán ser
inferioreo^ al salario básico unificado del trabajador privado en general".

1.4. De lo expuesto se advierte que tanto el informe jurídico de la entidad consultante
como el cdterio jurídico del MDT coinciden en señalar que corresponde al
Directorio de la Empresa Pública expedir las no¡mas intemas de administración del
lalenlo humano en las cuales se regulen las remuneraciones de su personal. Para el
efecto, debe considemrse la adopción de los valores establecidos en la escala
nacional de remuneracio[es mensuales unificadas del sector público, así como el
exhorto contenido en elAcuerdo Ministerial No. MDT-2024-039.
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Asimismo, ambos criterios coinciden en que, mientras el Directorio de la Empresa
Pública no expida las normas correspondientes y se ejecuten los ajustes necesarios.
los sewidores públicos continuar¡ín percibiendo las remuneraciones establecidas en
la escala vigente de la Empresa en observancia del principio de continuidad de la
relación laboral y respeto a los derechos adquiridos. Fimlmente, tanto [a EP
EMAPA-A como el MDT concuerdan en que las empresas públicas podrán frjar las
remune¡aciones mensuales uniñcadas de su personal tanto de ca¡rera como de nivel
directiyo, de conformidad con su capacidad económica y particularidades
institucionales. No obstante. estas remuneraciones, en ningún caso, podrán ser
inferiores al sala¡io básico unificado del trabajador privado en general. conforme a
Ias disposiciones legales aplicables.

2. Anál¡sis.-

Para atender las consultas planteadas, el anriLlisis se desar¡ollará en los siguientes puntos:

, Régimen juridico de las empresas públicas y administración del talento humanoi y, i,
Las remuneraciones.

2.1 Régime¡ jurídico de las eEpresss públicrs y admiristr¡ción del t¡letrto
humauo.-

El a¡ticulo 82 de la CR-E establece que la seguridad juridica se garantiza mediante la
existencia de nomas previas, claras y públicas, aplicadas por autoridades competentes.
Por su pa¡te. el artículo 226 establece que los servidores públicos únicamente podr¡in
ejercer las competencias y facultades auibuidas por el ordenamientojuídico, en el marco
de sus funciones institucionales.

E¡ virtud del numeral 4 del artículo 225 de la CRE, el sector público se encuenÍa
conformado, entre ot¡os.pot "Los pe6onas jurldicos c¡¿adas pot acto no¡malito de los
gobie os aató omos desce,rtrulizados paru la ptestación de senicios prlblicoa"
(énfasis añadido).

En concordancia con lo anteúor, la LOEP deñne a las empresas públicas (en adelante,
"EP") como "pcrsonas jurídicas de derecho públíco, con pat monio ptopio, dotqdas de
qutonomía presupuestaia, fínonciera, económica, edm¡nístraliva y de geslión",
destinadas "a /a geslión de sectorcs eslralégicos, la prestución de servicios públicos. el
aprovechamienlo suslenlable de recursos naturales o de bienes públicos y en general al
desarrollo de actividades econótuicqs que cotesponden al Estado".

La Procuradu¡ía General del Estado, en el pronulciamiento contenido en el oficio No.
I1094. de l0 de abril de 2025, analizó el régimen jurÍdico de las emp¡esas públicas y la
administración de su talento humano, concluyendo que:

''De conformidad con lo previsto en el artículo I de la LOEP, las dispos¡ciones
de dicho ley 'resulan la constiluc¡ón, orqanización. funcionamiento. .fwión,
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escisió y liq ¡dación de las empresas oúblicas que no oerlenezcan al ¡ector

fj!4lg!p!g' y que actúeú ek el áñb¡to intemacio al, ti.tcional, regiofial, prorincíal
o local; y, "establecen los mecanismos de confrol económico, administrativo,

frnanciero y de qe!tii!4!g §!gE!!cljtlpbl93ll9t", de acueulo a lo dispuesto
por la CRE" (énfasis corresponde al terlo original).

Con arr€glo al artículo 6 de la LOEP, son órganos de dirección y administración de las
EP el Directorio y la Gerencia General. Por otra parte, el artículo 3 de Ia LOSEP,
detemina Io siguiente:

"Art. 3.- Ámbito.- Las disposiciones de la presente ley son de dplicacióh
obligalotia, en materia de recursos humanos y rcmuneraciones, en to¡la
la adminislración públitu, que conprcnde:

1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejec lfua, Legislatirq,
Judicial y Justicia Indígena, Electoral, Trunspqrencia y Control Social
Procuratluría General del Estado y la Corte (:onstifucional:

2. Las ehtidades que ihtegrdn el régiuen autónomo descentrulizado y
regímenes e;pecialet;
3. Los organismos y entidades creddos por la Co sÍiÍuc¡ón o la ley paru
el ejercicio de la potesfad estatal, pata la ptestución de sert icios públicos
o para desanollar actit'¡dades económicas asumídas por el Estado; y,
4- Las petsonas jurídicas creadas por acto normqtivo de los gobiernos
autónomos descentralizados y regímenes especiales para la prestación de

semicios públicos-

Todos los organismos preústos en el urtículo 225 de la Constitución de la
República y este artículo se sujelarán obligatofiamenfe a lo eslqblec¡do
por el Ministerio del Trabajo en lo atínenle a remuneraciones e ingresus
comple enlar¡os.

(...) En las empresas públicas, sus filiales, subsid¡arias o unidades tle
egoc¡o, se aplicaú lo dispuesto en la Ley Orgónica de Empresas

Públicas".

En relación con la gestión del talento humano en las EP, el articulo 16 de la LOEP prevé
qte"La Aú ihishació del Taleúto Hunako de las empresas públícas corresponde al
Gercfite General o d quie éste delegue eaptesarnekle"-

En este sentido, el segundo inciso del artículo 17 ibidem señala que "El Directorio, en
aplicación de lo dispuesto pot esla Ley, expedirú las normas ínternas de administtación
del larle to humano, en las que se regularán kts mecanismos cle ingreso, ascento,
promoción, ftgimen discipl¡nú¡o, 1)acaciones y remuneraciones para el talento humano
de las eupresas públi¿'as ". Sin pe¡iuicio de lo anterior, el en inciso final del referido
articulo indica que "E/ Ministerio de Relaciones Luborqles, a través de f¡rmas extetnas
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especializadds realizará el contol posteriot (ex post) de lo adrn¡nistración del recurso
humano y remun¿raciones conforme a las normas y príncipíos prevístos en esla Ley y las
demás normas que regulan la administrución pública".

Asimismo, la Procuradwía GeneÉl del Estado se ha pronunciado de manera uniforme y
reiterada sobre el régimen jwidico aplicable a las EP y la compet€ncia de su Directorio
para dictar normas relacionadas con la adminis[ación del talento humano. Estas nomas
deben encuadra¡se en el marco general de la LOEP, LOSEP, el CT y la normativa que
rige la administración pública. Asi se ha seialado. entre otros, en el pronunciamiento No.
05168, de 7 de agosto de 2019, en el que se concluyó lo siguiente:

"La gestión ¿lel talento humano de las empresas p)blicqs, de acuerdo a los
articulos 17 segwllo inciso y 18 de lo LOEP. se rige por la normati'ea expedida
por el directorio patur atender los especif;cos requerimientos efipresaialei que
debe guardar conformidad con esa ley, el Código de Trobajo (en adelante CT) y
las leyes de aplicación general para toda lu odministración pública, y esfá sujeto
ul conlrol poslelior del M¡nislerio del Trabajo, según lo establecido e el irciso
final del citado artículo.

En este senti.lo, se evidencio que la gestión del talenlo humano de las empresas
públicas se s jeta a la normatha interna emitida por el Directorio de la empresa,
el cual debe i clüir aspectos como el ingreso, ascenso, ptotroción, régir en
dísciplinaño, vacaciones y temunetociones de sus Íuncionarios, éste último,
siendo objeto de conirol ex post por parte del Minisle¡io del Trabajo (...)"
(énfasis añadido).

De lo antes expuesto se desprende que: r) Ias EP son personasjurídicas de derecho público
que gozan de autonomia presupuestaria, financier4 adminislrativa y de gestiór¡ formao
pafe del sector público y, por tanto. están sujetas a los principios y normas del
ordenamiento jurídico aplicable a la administ¡ación pública: i, la administ¡ación del
talento humano en estas entidades corresponde al Gerente Geneml, mientras que el
Directo¡io tiene la competencia para expedir las normas intemas que regulan el ingreso.
ascenso, égimen disciplinario, vacaciones y remuneraciones del personal; y, ii, dichas
normas intemas deben guardar conformidad con la LOEP. LOSEP. el Código del Trabajo
y demris disposiciones generales de aplicación en la administración pública.
e[contándose sujetas al control posterior del MDT.

2.2 De l¡ remuoeración.-

El anículo 33 de la CRE prevé q\e "El trabajo es un derecho y un deber sociol, y un
detecho econóñico, Juente de realización personal y bose de lq economía". E¡
consecuencia. el Estado garantiza¡á a las personas trabajadoras el pleno respeto a su

dignidad, una vida decorosq remuneraciones y retribuciones justas, y al acceso a un
uabajo saludable. libremente escogido o aceptado.
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De manem concordante, el afículo 66 ibidem reconoce y garantiza " 17. El derccho a la
libeltqd de trabajo. Nadie seú obligodo a realizar un lrabajo graluito o forzoso, salvo
lott cusos que determine /a /ey ". Asimismo. el último inciso del a¡tículo 229 de la no¡ma
constitucional prevé que "La remuneración de las servidoras y servidores públicos serú
jutto y e(lu¡tqtiva, con relacién a sus .funciones, y vqloratá la profesionalización,
capacitacíón, responsab¡l¡dad y expeiencia". En igual sentido, el alículo 79 del CT
dispone que 'A tabajo de ígual.ralor corrcsponde igual remunerac¡ón".

Por su pafe, el liteBl a) del articulo 51 de la LOSEP establece que es competencia del
MDT "Eiercet la rectotia en materio de rcmunetaciones del sector públ¡co, y expedit
las normas técnicas correspondiehles eh mateia de recursos humanos. conlorme lo
deterúinado en esla ley".

El inciso final del anículo antes mencionado indica que:

"Cotresponde a las unidodes de adriinislración del talento humano de los
gobie os aatónornos descenlralizados, sus e,tlidades y rcgímenes especiales, la
administ¡ación del sistema iúegrudo de desqtollo del lalenlo humano en sus
i,tsliluciotes, observqn.lo las nomas lécnicss expedidas pot el Ministeio del
Trabajo como ó¡gano rccfot de la msle a- Dependerá qdmi ¡st/aúíva,

orgánica, funcional y econórnicamenle de sus respectivas ¡nstituciones. El
Minisleio del Trabajo no inlerfe ró en los actos relacionados con dicha
adñinistracióh fii en ninguna adminisbocíón extrañq a la ad tinisÍraciók pública
cenlral e instifucional " (énfasis añadido).

Acorde con Io expuesto, el articulo 112 del RGLOSEP reafirma que el MDT es el
organismo rector en lo ¡elativo a la administración del talento hum¿mo y rem[ner¿¡ciones
e ingresos complementarios de los servidores del seclor público, siendo responsable de:

" b.- Detemfirot lqs terrruieruciones e ing:resos complementarios de la
adrninís¡rución públ¡ca y rtjat los techos y pisos de los gobiernos autónomos
desce rulizados y regímenes especiales, co .nhtme dispoñe el atículo 3 de la
LOSEP, y veñficar sa cumplimienlo confome lo determina la LOSEP" (éfiasis
añadido).

En ese orden de ideas, la Disposición General Séptima de la LOSEP dispone que
"Ninguna servidora o sefiidor de las ihslit ciohes señaladas e¡¡ el Artículo 3 de estu
Ley, así como ,rit guna persona que pteste sus sefvicios el estos instituciones bajo
cualquie¡ ,nodalidad, podrú percibir una remune¡oción mensuql unifrcada inlerior a
la mínimo esloblecida en las escalos dicladas pot el Ministeúo del Trabajo, o superior
o íguol al de la Presidenta o Presidente de la República" lénfasis añadido).

Asi. en ejercicio de sus facultades, el MDT eoitió el Acuerdo 039 que contiene las
Directrices para la Aplicación y Cumplimiento de la Disposición General Séptiña de la
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LOSEP y Füación de 1as Remuneraciones Mensuales Unificadas de los Servidores y
Trabajadores de las Entidades del Sector Público, y su articulo I ordena que:

"Lq remuneración merrsual unilicada de los senidoresy rrubajadores del secrot
público, que integrqn lqs ínstíluciones del Estado, incluidos las entidades que
corrforuqn el Égimen seccional sutóromo y las Emprcsqs Públicas (EP), el
ningún caso y bajo ninguna ci¡currslalcia, podrá ser igual o supe¡iot q la
remunetaciin ,nensual unirtcado del Preside e de la República establecida en

lo escala de temüneraciones mensuales uniJicadas comprendidas en el Nível
Jerárquico Superior, expedidq por el Mihistet¡o del Trab.io, que se detallq a
c onl inuac ión" (ü\fasis añadido).

Por su pane. el aniculo 4 del Acuerdo 039 señala que el Directorio de las EY "etñ¡¡irá
el acto normoliro que coüesponda, a .fin de que las remuneracíones mensuales
uniJicadas delpersonal que desempeñe.funciones ek los procesos adjetivos o goberrufiles
se.sujelen a los talores determinqdos en la escala nacionalde reñuñetaciohes mensuales
unificados del sector públíco expedida por el enle reclor del lrobajo. "El personal que

desempeñe .funciones en los ptocesos suslanliros de las empresas públicas, se sujetará a
lo determinado en el aflículo I del prcsente Decreto."

Asimismo, el adiculo 5 del Acuerdo establece quei

"Los representantes de las i sl¡luciones, ent¡dades y empresas que conforman el
sector públ¡co, inpartirán las iústtuccioñes necese s¡ e tr6'és de sw
tleparlamentos o unidddes ddministrutivas y linuncieras, pqra que se hagan los
ajustes necesorios pqra el cumplimiento de las d¡sposic¡ones del preseñle Ac etu)o
y de la D¡spos¡ción General Séptima de la Ley Orgónica del Senicio Públíco,
debiendo reportar de inñedialo al Ministerío del Trabajo, su cumplimiento y de
I as noveda¡le s e n contratlas -"

La Disposición General Segunda del Acuerdo 039 exhona a los Directorios de las
empresas públicas a 'expedit las no¡mas intentas de odminist¡aciótt del ,alento
humano en las que se rcgulen los rcmuneruciones de su pe$onal, se acojan los valorcs
detefmi ados en la escala nacional de remunetaciotes mensuales anificadas del secro¡
pt blico, expedida por el Minisleio del T¡abajo, en especial para el personal que
desempeñe .funciones en los procesos &ljelit'os y gobemantes" (el énfasis me
conesponde).

Al respecto, es necesario señalar que el inciso ñnal del a¡ticulo 17 de la LOEP prescribe
qtre "El ente rector de ¡dbajo, mediante inspecciones focalizadas por parte de las
Direcciones Regionales del Trabajo realizará el conn'ol posterior (ex post) de la
adrnin¡stración del recurso humano y retnuneracíones, conforme a las normas y
pr¡ncip¡os en esÍo Ley y las demás normas que regulan la administación pública. "
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A su vez. el articulo 33 de la LOEP p¡evé que "En lodo lo no previsto e presamente en

este Titulo y sieñpre que no contrarie los príncipiolt rcclorcs de la adrninistlacióh del
talento húfiano de las empres.ls públicas. se estar.i a lo que dispone ld Codifcación del
Código de Trabajo en lo relativo a la contratación individuaf'.

En ese contexto. el articulo 8l del CT, respecto de la determinación de los sueldos y
salarios. establece que . 'Los sueldos y salarios se estipularán libremente, perc en nitgrin
caso podrán set infeiores a lo§ ,nlnirnos legales, de con/brmidad con lo prescrito en el
atticulo I 17 de este Códíqo".

Finalmente, es riecesario recordar que, según el articulo 6 del Código Cí'trl, "La ley
enlralá en yigencia a parlir de su promulgación en el Registo Oficial y por ende serd
obligatolia t se entehderá conocida de todos desde entonces."

De lo expuesto se desprende lo siguiente; i) el Estado ga¡antiza a las personas el derecho
a la libe¡tad de tabajo y a una remune¡ación justa y equitativa, s€gúfl sus funciones,
profesionalización, capacitación, responsabilidad y experiencia; ¡, el MDT ejerce la
rectoria en mate.ia de administtación talento humano. remuneraciones e ingresos
complementarios de la administración públicq y podrá expedir las nomas técnicas
conespondientesj ii, los Directorios de las emp¡esas públicas tienen la competencia para
dictar las normas intemas que regulen las remunemciones de su personal, conforme la
LOEP; y, iv) ninguna persona que preste servicios en el sector público podni percibir una
remuneración inferior al minimo legal ni supedor o igual a Ia del P¡esidente de la
Repúblic4 confo¡me lo dispuesto en la LOSEP, el Acuerdo 039 y el Código del Trabajo.

3. ProtrutrciamieDto. -

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con el
a¡iculo 51 de la LOSEP y l7 de la LOEP, corresponde a los Directo¡ios de las emp¡esas
públicas expedir las no¡mas intemas de administ¡ación del talento humano que regulen
las remunemciones mensuales unificadas de su personal, En este marco, dichos
Directorios deben acoger los valores deteminados en la escala nacional de
remune¡aciones mensuales uniñcadas del sector público expedida por el MD'I, en
observancia de lo p¡evisto en los afículos 1,4, 5 y en la Disposición General Segunda
del Acuerdo Ministerial No. MDT-2024-039. Así, y en vi¡tud del articulo 6 del Código
Civil. son de obligato¡io cumplimiento las disposiciones contenidas en el Acuerdo
Ministerial No. MDT-2024-039.

Respecto de la segunda consulta- en tanto el Di¡ectorio de la empresa pública no haya
adecuado su escala lemunerativa conforme a la [ormativa vigente, los servidores públicos
podrán continua¡ percibiendo la remuneración mensual unificada fúada en la escala
intema de la empres4 a fin de garantizar la estabilidad y protección de sus derechos
laborales. No obsta¡te, se debe tener presente oue el cumplimiento de las disoosiciones
del Acuedo Ministerial No. MDT-2024-039 será obieto de cont¡ol ex post por parte del
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![UL conforme a lo prcvisto en el artículo l7 de la LOEP, sin perjuicio de las facultades
propias de la Contraloría General del Estado.

En cuanto a la te¡cera consulta se concluye que, según la Disposición Ceneral Séptima de
la LOSEP, en concordancia con €1 a¡tículo 8l del Código del Trabaio, ninsún servidor de
las entidades e instituciones públicas ni ningunaperso¡a que preste sus servicios en estas.
baio cu¿lquier modalidad. podrá percibir una remunemción mensual unificada inferior
a la minima establecida en las escalas dictadas oor el MDT. ni una igual o superior a la
asisnada al Presidente de la República.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación gener¿l de normas jurídicas. Su aplicación a casos

instituciooales específicos es de va responsabilidad de la entidad consultante y de

Atentamente.

Abg. Juan
PROCURADO

Abg. Ivonne Núñez F¡g¡reroa
Ministm dcl Trrba¡o
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Magíster
Susana Beatriz Araujo Fiallos
Di¡ectora Ejecutiva
INSTITUTO NACIONAL DE EVALUACIÓN EDUCATIVA
Quito.

De mi consideración:

Media¡te oñcio No. INEVAL-INEVAL-2025-0059-OF. de 30 de ab¡il de 2025.
ingresado en el coneo institucional único de la Procu¡aduría General del Estado en la
misma fecha, se formuló la siguiente consulta:

"¿En el n arco de la coupetencia nomativa establecida en el a¡tículo 130 del
Código Otgánico Adrrrit istrufivo, ! lefru e) numerul I del a ículo 77 de la Le!
Oryóaica de la Contralofia Generul del Estado, y con el fin de garuúizar el
corrccto aso de los recunos públicos y el cumplimiento de lajornada otdifiaria
de babajo establecida en el artículo 25 de la Ley Orgánica del Senicio
Público, la mLxima autoridad in§,ilucioÍal puede notmat en el ruglamento
inter o de ad inistrució del talerrto hamarro que los atrusos ¡le los seÚ¡dorc§
ptiblicos s la jomada de trubajo, siemprc que estos sean jusfirtcados por los
§enidorcs públicos J, aprobados conforue al prccedimiento que se establezca
para el efecto, puedan descontafie de sus vacaciones an ales o e4 su defecto
pe nitir su rccuperación inmediatamente después del horu o laborul, sin que
esfo impliqae exfralimitación de la poleslad rcglamentaña, ni cqasql püa el
iaicio de régimen disciplinarioT"

Frente a estas interogantes, se marúñesta lo siguiente:

1, Antecedentes. -

Del oficio remitido y de los docrunentos adjuntos se desprende que:

El criterio juúdico del consultante, contenido en informe jurídico No. 0o3-INEVAL-
DIAJ-2025, de 25 de ab¡il de 2025, susc¡ito por la Directora de Asesoría Ju¡idica del
Instituto Nacional de Evaluación Educativa (en adelanfe "lNElrAL"), citó. en lo
principal, los artículos 226,229 y 326 tumeral I de la CoNtitución de la República del
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Ecuadorr (en adelante "CIRE"), 133 de la Le) Orgánica de Educación Intercultural'7 (en
adela]nte 'LOEI"), 122. 123, 124 y 130 del Código Orgánico AdministÉtivor (en
adelarte "CO.4 "), 77 de Ia Ley Orgrinica de la Contaloría General del Estadoa (en
adelante " LOCGE"), 3, 4,22.25 leta a). 42, 51, 52 de la Ley Orgánica de Senicio
Público5 (en adelaffe "LOSEP"),ZS y Tg del Reglamento General a la Ley Orgánica de
Señ,icio Público6 (en adela¡te " RGLOSE? "). Con base en dicha normativa, el informe
jurídico concluyó lo siguiente:

" 3.- ANÁLISIS JURíDICO:

3,1, Conpelencis pata notmü los slrasos q la jornada de trubajo en el
reglamento
interno para la adminislraci.in del tolento humarro

(...) dado que dú no se cueflla co una korma t¿cnic.t e iti.lapü el Mi ísterio
del Trabajo que regule específicamente sobre los atrasos a la jornada laboral,
las entídades y organismos del sector público rcgula estas parlicularidades de
lq gestíón inslifucio al e sus reglamenlos i lernos para la admin¡sfrac¡óh del
tdlento humano.

A diferencia de la Ley Orgánica del Servicio Público, el Código del Trabajo si
establece ciertas cottdic¡ones lelac¡onadas .t la puntualidad, dah¡lo la
posibilidad a unajustilcación (cqusajusta) por parte del trabajaclor.

Sin perjuicio de la notmativa nencionadd, resultaría desproporcionado
considerdr que un atraso juslijicdtlo sea motí'ro surtciente para ld aplicación de

un régimen díscíplinario, dado que el alfttso p ede suscitüse por diversas
razokes, corto pot ejemplo lafuerza mayor o cqsofortuito, según lo establecido
en el artículo 30 del Código Ciril. Entonces, la aplícación de cualquier ptoceso
o acfo «lmínísÍtqtivo despropotcionedo podría aÍentar a los derechos de los
servidores públicos, por tal razón, es plocedente que el reghmento interno pdr.t
la admihisttriciófi de talento humano institucional orme este t¡po de

situaciotles, y establezca también las partícularidades de la gestión

instituciondl, que serán objeto de sanciones derívadas de las faltus establecidas
en la Ley-

En este caso, en ejercic¡o de las atribuciohes propias de ld márima autor¡dad
institucional es j tídícamefite pertínente que ésta pueda regular en el

r(:RE,pubhcdda¿h¿¡Regtu¡oolicialNo419d¿2Ad¿NtúhEde2008,,4rt237.-Cartuspu.l¿oloPtodto¡loraoPtduradü

cereral d¿¡ Esbda, adeñás & los o¡ds furcionT qw deknn¡N la ley: ( ) 3 EI osesotunknta l.saly la absoltcóh.l¿ lds

c^"l^ lut iias a las orsantsúar ! ehr.lddes ¡lel sectat pibbco cat c¿rúc1et t¡ñtulañte, sobre la nteliEencE a aPlicac¡ó. de

la kf en c¡p¿ll.s kM ¿h 4@ ld Constitu.iü a ld l¿! no aloryEk .oñp.tencks a onas autatidazles r atgo"kños . ( ).' .

) LOEI, publica¿a en Qt¡nta Supkwta del Rtsntu O,ti.¡al No 689 .1. 22 .!e tuvreñbe d. 2024.
t CO), p"bli@da en el\esuwl. Srpbtuhta del Resisno Olcial No 31 tle / d¿.¡tl¡o.b 2417.

' ¡,OCA E. publiald ¿b el Suplerento del R.s:lrc Orqcbl No 595 de I 2 de iun¡a de 2Aa2
i LaSEP, publica,l¿ eh ¿l segh¿o Suplerente .lel Resstro Olcúl No. )91 ¿e 6 .1e a.1"be de 20 10.
ó RGLOSE| publ¡u¿o ¿n ¿l Supl¿ñ¿hlo .lel Rcslstñ O¡ckl Na 118¿¿ I ¿eabrilde)01I
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rcglqrnento psla lq oduinirttocíón del talento humano institucional que expklu,
se norme sobre los atrasos a la jornada de lrabqjo o su recuperación infiediat.t
después del horario laboral, y que estos casos no oúginen un régimen
disciplikatio, en aplicación del artículo 79 del Reglamento General a la Le1,

Orgánica del Seruicio Público.

1.. CONCLASIÓN

Eh atención al caso planteado, esta Dilección de Asesoría Jurídica concluye
que en virtud de la compelencia normaliva eslqblecida en el artículo 130 del
Códígo (hginico Administrativo. letro e) numerol I del artículo 77 de la Ley
Orginicq de lq Co lalotía General del Estado, la nú¡íma qutoridqd
institucíonal wede normar en el reglamenlo interno de ad¡ninis¡ración del
talento humano que los atasos de los semídores públicos a la jornada de
lrabajo, sieñpre que estos sean justilicados por los servidorcs públicos y
aprobados conforme al prccedimiento que se establezca para el eÍecto. pueddn
descontarse de sus vocaciones anuoles o en su defecto permitir su recuperación
inmedialamente después del horario laborol, sin que esto implique
erÍalimilación de $us atribucioke:, leqale§, menos qún const¡lulo causal pora

h régimen disciplíndrio, en observancia a la letra c) del urtícub 52 de la Ley
Orginica de Se/vicio Público y arlículo 79 del Reglanento Generol o la Ley
Oryánica del Senicio Público '.

2. Atrálisis. -

El literal a) del a¡tículo 5l de la LOSEP establece que corresponde al Ministerio del
Trabajo, como entidad rectora de la materia. "expedir las nomas léch¡cas
correspondientes en mate a de rccüsos hut lqnos, conforme lo determinado en esta
/ey". A su vez, co¡forne el lireral c) del articulo 52 ibidem, las Unidades de
Administación del Talento Humalo (en adelante " U,{ fFI") de las respectivas entidades
tienen la at¡ibución para elaborar el reelamento intemo de administración del talento

@44q, con sujecióa a las normas técnicas del ente rector.

Ent¡e los debe¡es de los servidores públicos. el lite¡al c) del afículo 22 de la LOSEP
contempla el de "Cañpli de mqneru obl¡gstoria con su ¡oruadd de trubajo legelmenle
estqblecida, de conformídad con lqs disposicbnes de esta Ley," Esta disposición guarda
¡elación con el artículo 24 ibidem que prevé prohibiciones orientadas a gamntizar el
cumplimiento integro de lajomada laboral, entre ellas:

".1) Aban.lonar injwlificadamente su lraba¡o:
b) Ejercer oto cargo o desempeñar qctivi¿lqdes extqñas a sus funciones
durunte el tiempo fljado como horario de Úabqjo paru el desempeño de sus
labores, etcepto quienes sean autotizados para rcalizgt sus estulíos o ejercer

o
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cuaftdo eslo no ¡rrterrurnpa el cumplimienlo de la totalidad de la jonada de
babajo o en los casos esfablecidolt en la presente Ley;
(...) p) Las .lemtís establecfulas por la Constitución de la República, leyes y
reglamentos " (énfasis añadido)

Respecto de la jomada laboral, el artículo 25 del RGLOSEP distingue la jomada
ordinaria y especial. Así, según el literal a) del mencionado artículo, lajomada ordinaria
es aquella que:

"(...) se cumple por ocho homs diarias conlinuas, de lunes atíeflps y dutante
los cinco días de cada semana, con cuateflla horas semanales, con períodos de

freinta minufos hasta dos horas diarias para el almueüo, segl¡n el caso, que no
setáh consídetados corño pafie de l.t jotnadd de tlqbajo (.-.)" (énfasis añadido)

Adicionalrnente, el literal a) del artículo 25 del RGLOSEP faculta a las entidades sujetas
al iímbito de aplicación de la LOSEP para solicitar autorización del Ministerio del
Trabajo para que sus servidores laboren en horarios diferentes al establecido en esa

norma, exonerando de dicha autorización a los gobiemos autónomos descentralizados,
sus €ntidades y regimenes especiales.

Por otla pafe, lajomada especial prevista en el liteml b del afículo 25 del RGLOSEP-
requiere aprobación del Ministe¡io del Trabajo, la cual se basará en un estudio técnico
elabo¡ado por la UATH de la entidad solicitante. En el mencionado estudio se

describirán y analizanin "las condiciones especiales del serúcio que presta la
¡nttitución y el o los puestos correspondientes ", asegwando la continuidad en el
servicio.

Aho¡a bien, ni la LOSEP d su reglarrlento, ni las no¡mas técnicas emifidas en esta
materia, establecen disposiciones especificas de aplicacién general sobre el control d€

asistencia de los servidores públicos.

En este contexto, las Normas de Contol del Sector Público, emitidas por la Conhaloía
Ge[eral del Estado? (en adelante "No¡'ma,r de Control"), reconocen la competencia de
Ias máximas autoridades institucionales y de las UATH para implemenlar
procedimientos de contol intemo y diseñar mecanismos adecuados que permitan
verifica¡ el cumplimiento de la jomada laboral. En particula¡, las nornas relevantes
disponen:

.107 ADMINISTMCI()N DE TALENTO HUM NO

La tltima autoridad y los responsables de ld Administr.¡ción de Talefilo
Humano, implemenlardn procedimientos de control ínlefi1o paru gatottizar el
cumpl¡mienÍo de las normas constítuciohqles y legales, políticas, normas,
fiétodosy prccedimíenlos sobre esta materia, a.fin de promo|er las capacidades

1 ]¡otn^ d. cannol, pübl¡ca.las en ¿l Sqleüñto ,1¿l R¿Eis¡b Olicid¡ Na 257 de 27 d¿ lebreru de 20,3
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de su personal para que qporten al logro de objelivos instituciondles en tétmikos
de eicac¡a y efrciencia. "

"107-09 Asislehcia y permanencia del personal

La unidad de administraciók de talento humano de la entidad o quien hago sus

wces, esloblece i procedímíentos y mecanismos apropiados que pet ilan
controlar la asisteficia y peruanencia de su personal en el lugar de trdbajo,
considerundo sus .hfercntes moddlidades.

El establecimiento de mecanistnos .le contrcl de asistencia esta i enfunciór, de
las necesidades y noluruleza de la entidad, ten¡endo presente que el costo de la
implementacíón de los ¡nist los, no debe exceder los beneficios qxe se obtengon.
(én{asis añadido) .

El control de permaneñcia en sus puestos de lrsbajo estará a cargo de los jefes
inmed¡alos, quienes deben cautelar la presencia .fisica del personal de su unidad,
durante la jornada laboral y el cumplimiento de las funciones del puesto
dsignado ".

De acue¡do con el a¡ticulo I de las No¡mas de control, todas las entidades y oryanismos
del sector público estrio sujetas a su aplicación.

En cuanto al derecho de los servidorcs públicos a gozar de vacaciones, el artículo 29 de
la LOSEP prevé que:

"Art. 29.- Vacaciones y pem¡sos.- To¿la seni¿lora o semidor plblico tendrá
derecho a disfrutar de tleinta díat de vscaciones unuales pdgadas despues de
once meses de semicio conÍinuo. Este derecho no podrá ser cottpensqdo en
dinero, salvo en el caso de cesqción de Jinciones en que se liquidarán las
vacacíones no gozadas de acuerdo al valor percibido o que deb¡ó Wcibir por
su últimq racación. Las vacaciones podrán ser acumulqdos hasta por sesenta
dias .

Asimismo, el artículo 34 ibídem establece que: "Podrán concederse permisos
imputables o tac..tcíones, siemprc que éstos no excedqn k¡s dias de vacación a los que
lu sertidorq o servidor tenga derccho al t lometto de lo sol¡citud."

El articulo 32 del RGLOSEP refue¡za este criterio al señalar que: "Cuando uta o un
servidor, previa la autorización correspondiente, haga uso de permisos por horas,

fracciones ¿le horas o días. se imputaró los mismos a la parte proporcíonal de sus
§qcacionet '. Esta disposición confirma la exigencia de contar co¡ autorizaaión expresa
para hacer uso de permisos con cargo a vacaciones.

{.
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En tomo a la potestad normativa de las m¡íximas autoridades, el articulo 130 del COA
establece que ésta sólo puede ejercene para regular los asuntos intemos del órgano a su

cargo. En este sentido, el adiculo 142, letra g), de la Ley Orgánica de Educación
Intercultural reconoce. entre las funcio¡es del Directo¡ Ejecutivo del INEVAL, la de:
"expedír los actos a.lm¡nistr. ivos necesalios pard el almplimienfo de los Jines del
lnstitulo".

De lo analizado se desprende que: r) es deber de todos los servidores públicos cumplir
con la jomada de traba.jo legalmente establecida y desempeñar las funciones del puesto

asignadol i, al Ministerio del Trabajo, como ente rector en materia de adminisl¡ación
del talento huma¡o. le conesponde expedir la normativa técnica de la material ii, las
miirdmas autoridades institucionales tienen at¡ibución para regular los asuntos intemos,
aprobar el reglamento intemo de administración de talento humano e implementar los
procedimientos y mecanismos apropiados de control intemo de asistencia del personal,
co¡side¡ando "/as ¿ecesidades y ndturaleza de la entida¡|" de mwtera que se promueva

el logro de los objetivos institucionales en forma ehcaz, y, iv) los permisos con ca¡go a
vacaciones son legalmente viables siempre que cuenten con autorización expresa de la
autoridad correspondiente.

3. Pronunciamietrto. -

En atención a los términos de la consulta formulada se concluye que. de confo¡midad
con la letra c) del aniculo 22 de la Ley Orgrínica del Servicio Público. constituye un
deber de los servidores públicos cumplir í¡tegramente con Ia jomada de rabajo
legalmente esablecida dentro de los horarios institucionales previstos. Por otra pane,
según lo dispuesto en los a¡ticulos 130 del Código Orgánico AdminisÚativo, 52 literal
c) de la LOSEP, y el acápite 407-09 de las No¡mas de Control del Sector Público y
Jurídicas de Derecho Privado, la mi¡(ima autoridad y la UATH de cada entidad pública
tienen la atribución para expedir el ¡eglame o intemo de administración del talento
humano, asi como pa¡a implementar los procedimientos de control intemo y los
mecanismos que permitan verificar la asistencia y pennanencia del personal en sus

puestos de trabajo en atención a las necesidades i¡stirucionales, lo cual incluye la
regulación de atrasos y sus j ustilicaciones.

El presente Pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y

I
a
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Abg. Juan
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Quito. D.M., I I de julio de 2025

Coronel (JB) Tr¡glo.
Fabiár López Tones
Comandante General
BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DE IBARRA
Ibarra.

De mi considcración:

Mediante oficio No. 099-CBI-CG-2025, de 6 de mayo de 2025, ingresado al corrco
institucional de la Procuraduria General del Estado, el 8 del mismo mos y añ0, se

formularon las siguientes consultas:

"1, ¿De conforrrriddd con el tercer aurñeral del Art 53 del Reglantento Gene¡al de lq
Le! Orgánica del Sisterrra Nacioñal de CoÚtrotación Pública es indisp¿nsable que el
doc¡,nrealo que desarrotla lo\ 'T¿rrnifios de ReÍerencia', coileng4 ex¡:fusiwrnente
iuete (09) cornponentes o se puedei aumehtdÍ nás componenles al docamento; e1

concordancio con la p.emiso constilucional (Const'ttueiórr, Art 226), que en De¡echo
Público se hace solo lo que está establecido en el orderrarfiiento jürídico?

2. ¿De conlorr idad con lo qae establece| los a¡tícalos 51,52 y 53 del Reglar¡rento
Gerre¡al de lo LOSNCP, se pueden estoblecet Té¡rtinos de Referencia cuando el objeto
de contrutaciór, sea ale obros, o el docarnen o que conliene los T¿t rrizos de Refe¡encia
es *clusivo paru la coñtqtación ale Nen ic¡os y .onsultoias?".

Frente a lo cual, sc maniñesta lo siguiente:

l. Antecedentes:

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que:

El Critcrio Ju¡jdico No. AJ-010-2025-CBI, de 6 de mayo de 2025, suscrito por la
Responsable de Ascsoria Jurídic¡ del Benemérito Cuerpo de Bomberos de lbarra (en

adelante, "CBl"), citó los arliculos 82 de la Co¡stitución de la República del Ecuadorr
(en adelante, "CRA "): 5 I , 52 y 53 del Reglarnento General a la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Contratación Pública¡ (en adelante, "RGLOSNCP");3 numeral 7 de la Ley

t CRF, pubh.¿¿u cr rl R.!46¡m O|itult¡ó u9.1¿ 20 d¿.1¡uhre de 20A8.
' RGLOSNCP, tluhln d¿ó o .l Sesuñd. Sq'leñen'¡ .l?l Resisto Olnió¡ No 37 de 20 Ae iuúa de 2022
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Orgrinica de Garantías Jurisdiccionales y Cont ol Constitucionall {en adelante,
" LOGJCC "\; y , las sentencias de Ia Corte Constituciorial No. 2403-19-EP 122, No. 2246-
1'7-EPl22 y No.2052-11-EPl22, de l2 de enero, l4 de septiembre y ll de mayo de 2022.

En vi¡tud de lo anterior, se concluyó lo siguiente:

.3. CONCLUSIONES:

(...)

. El crüer¡o del Abogado de la institución respecto de la primera consuha es que,

en aolicación de la premísa del Derecho Público. respecto que sólo se puede
hacet lo oue establece el otdenamientojuidico, ! conjundamento ek el derecho
constítucional a la sesuidad iuidica. el do.vñento que deserrolla los
'T¿ nhos de Referenci.t' debe contener erclusivamente nueve (09)

comloñehtes. conforrne lo esÍablece el tercer nun eral del Art. 53 del Realamenla
General de la LOSNCP. CualEier exige cia adícional que req ieran las
enlidades confratanles, deberán considerarse en olros docuñenlos
preparatorios, pero no se puede desnaturalizar la regulación del tercer numeral
del Art. 53 del Reglanento General de la LOSNCP.

. El niterio del Abogado de la hsfitución respecto de la segunda consulta es que
no !¡rocede la elaboración de 'Términos de Referencia' cuando el objelo de
contralacíón sea de obras. de confo¡mídad con lo oue establecen los articulos
51. 52 v 53 del Redanento General de la LOSNCP. Para contratación de obrdt
o de bienes. oblierrtoiañeñte debe ufilizarse 'Especifrcaciones Técnicas',
mientras que para servicíos o consuhoia debe elaborarse 'Términos de
ReÍercncia "' (lo $bray¿'do me corresponde).

A fin de contar con mayores elementos de aaálisis para atende¡ las consultas, esta

Procu¡aduría solicitó el criterio jurídico del Servicio Nacional dc Cont¡atación Pública
(en adelantc, "SERCOP"), mediante oficios Nos. I 1452, de 14 de mayo. y I 1734, de 6 de
junio de 2025. Estc requerimiento fue atendido por el Coordinador General de Asesoría
Juridica, encargado. mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2025-0060-OF, de I I dejunio
de 2025, recibido el mismo dia.

El criterio jurídico del SERCOP, además de las normas ya referidas, incorporó, en lo
principal, los artículos 226, 227,288,233 y 425 de la CRE; 14 del Código Orgánico
Administrativo (en ad elanle, " COA');10 numeral 17 y 23 de la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Contratación Públicaa (en adela¡te, "LOSNCP"):y,6 del RGLoSNCP. Con
base en dicho marco normativo concluyó:

.1 , PRONUNCIAMIENTO:

Respecto a la púnero tnteüogantelormulada, el aaiculo 53 númeto 3 lel RGLOSNCP
establece con coúctet ir¡p¿ es decir, que los términos
de relerencia de manera ineludible deberón conlar con dichos aspectos, eslo en respelo

r LOCJCC, pútua¿o c, c¡ SeiI ,1o Supt@e o ¿el &$Nrc Of¡cial |to. 52 de 22 de atubr" de 2009

' LOSNCP, p"nl¡rada.n ¿ 5,p1.ñ¿ñio d¿l Resistrc Ofcial a"o t95 ¿¿ 1¿¿ deosto de 2003
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al principio de legalidad que tige a las adminístracioner públicas, consagrado elt el
articalo 226 de la Corlstifüció de la República del Ecuador.

En cuanta a su seguúda iñfefiogante, el Reglamenio General a la Ley Orgánica del
S¡stema Nacio al de Contratació Pública en sus gy¡!g!9;_!)_1_!L¡97-99fu j99292
eslablecet oue los l¿minos de refercncia son aolicahles úlica n exchtsivaüente a la
prestaciór, de seryicios en los oae se incluye a la consaltoúa. por lo que resulta
contrario a ld norma considerar d los términos de re.feretcia grub!ig!!9Ú!-!!9!brc
se elaboren teminos de refe?encio. en doatdq oor el cohlrario es aDlicable ú icamenle
reqlizar especificaciones técrricas" (EI énfasis y subrayado corresponden al iexto
original).

Del análisis comparado de los criterios omitidos se adviefie que, respecto de la primera
consulta, cl CBI iflterpIeta que los Términos de Referencia deben contener
exclusivamente los nueve componentes señal¿dos en la norma, sin posibilidad dc añadir
otros. El SERCOP, en cambio, se limita a indicar que dichos elementos son de inclusión
obligatoria, sin pronunciarse sobre la posibilidad de incorporar elementos adicionales.

En cuanto a la segünda consulta, tanto el CBI como el SERCOP coi¡cjdcn cn quc los
Ténninos de Referencia son aplicables cxclusivamcnte a la contratació¡ de senicios
incluyendo consultoria ! y que para las conkataciones de obras o bien€s debe utilizarse
el documento denominado "especificaciones técnicas".

2, Análisisi

Con el propósito de facilitar el estudio de las consultas, el análisis desarrollará los
siguientes puntos: , Aplicación de las especificaciones técüicas; i, Aplicación y
contenido de los tétminos de referencja; y, i¿, Reglas de interpretación de las normas.

2,1, Aplicación de las especificaciones técnicas.

Dc conformidad con 1o previsto en el inciso primero del articulo 51 del RGLOSNCP,
antes de iñiciar un proccdimicnto de contatación pública, la entidad contratante deberá
con|at con "las especif¡caciones fécnicas de los bienes o rublos rcq eridos ". A$ega el
inciso segundo del citado artículo que se entenderá como especificación técnica a "/¿s

características tundamentqles que deberán cumplir los bienes o rubros reauerídos"
(énfasis añadido).

En esta linea. el artículo 52 del RGLOSNCP establece que, para la elaboración de las
especificaciones técnicas, se debe considera¡ que éstas sea¡ claras, completas e

inequívocas, no deben presentar ambigüedades, ni contradicciones que puedan propiciar
diferentes intelpretaciones en una misma disposición. ni indicaciones parciales,
precisando lo siguiente:

"1. Para el mso de bíenes. se eslablecetán enfunc¡ón de las prcpi¿¡lad¿s de su uto y

-
tIIl

aocLn¡a*l¡, c¡rm¡r oe ¡sr¡oo

empleo, así co¡no de sus característicat fundamentales, reCuisiros funciondles o 

fl.
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calidad y/o re dihiento, ,- de

de existir, se utilizarán rasgos

teaúlógicos, alendiendo los conceplos de capac¡dad,

sostehibílidad en lo que fuera aplicable, para los qüe,

t¿cnicos, reqaisilos, símbolos ), términos ormalizados;

2. No se pobá hacer referencía a marcas de fábrica o de comelcio, oñbres o tipos
coñeÍciales, pate les, derechos de aulor, diseños o t¡pos parliculares, ni a detennínados

orígenes, productores o proveedores. Excepcionalmellte, y de ñañetu justífcada, se

podrá hacer díchas teJercncias para: la adquisición de repuestos o accesorios; y, en lan

contrataciones que impliquen el desanollo o mejora de tecnologías la existentes e la
entiddd cofitralante, como la utilización de patenles o tarcas ercl si,as o tecnologías
que no admitan otras alternatilas técnicas, en los ca¡os que sea aplicable, la entidad
hará constar en el pliego la expresión 'o equiyole te' a otra similar;

En este caso, la entidad contratante deberá publicar la información rcspeclo a la
tecnológica exislenle y/o maquínaría, la cual deberá plasmarse en an infonne técníco

debída ente s scrito, el cual será publicaclo como ¡nformación relel'anle.

3. Para el caso de obra¡. se establecerán paru cada uno de los rubros y materíales del
proyecto, atendiendo los aspectos de diseño y constructiyos. Exceptúese de esta

dispostuión, los co traros de obra bajo la modalidad ingeniería, procura y cot]"tt l.tcción

donde las especificacio es técnicds se basará solamente en las normas o reglamentos

técnicos naciondles, ) en ausencia de estos, en los ínstrumentos ínternacionales
similares, en lo queJ era aplicable.

4. Las especificaciones t¿cnicas se basarán en las normas o reglamentos técnicos

nacionales, y en ausencia de estos, en los inshamentos internacionales sinilares, en lo
que fuera aplicable;

5. No se podrá establecer o exigir especificaciones, condicionamientos o requerimie tos

léc/¡icos que no Weda cumplir la ofena nacional, salvo iurtífic.tción íuncional
de b idame nte mo tivada ; y,

6. Las especifrcacioñes técnicas se estableceráñ co relacióñ exclusivo 4 los bieñes o
rubrus de obras i tesruntes del obieto del prucedifiieito y o con raloció11 a los
proveedores " (1o stbrayado y resaltado me coresponde).

De lo manifestado se desp¡ende que: ¡/ antes de iniciar un procedimiento de cont¡atación

de bienes u obras, la entidad conftatante debe conta¡ con las especilicaciones técnicas
de los mismosi i, para la elaboración de las especificaciones técnicas de los biel1es o
rubros de las obras reque dos, se debe considerar que ést¿s sean claras, completas e
inequívocas, sin ambigüedades ni contradicciones; y, iiy' las especificaciones técnicas
deben establecerse con relación exclusiva a los bienes o ¡ubros de obras integra[tes del

objeto del procedimiento y no con relación a los proveedores.
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2.2. Aplicación y conteoido de los té¡minos d€ referencia.

El inciso pdmero del artículo 5l del RGLOSNCP establece que, antes de iniciar un
procedimiento de contratación pública, la entidad co[trata[te deberá contar con "/o.t
térninos de rqferenc¡a para seflícios. i clu¡dos los de co s horío. tle conJotmidad an
lo que establezcan los análisís, díseiios, diagnóst¡cos, o eslud¡os cofi los que, como
cofidicíón preúa, debe conÍar la enÍ¡dad con¡lalante" (énfasis añadido).

El inciso segundo señala que: 'los tétminos de referencia constituirán las condícíones
especlicas bajo las cuales se desarrollará la consulforia o se presfarán los set'vicios -

reiterando el inciso t€rcero de fa misma norrna qt et " L!!.9.L1!.qLq9 ji!_d9_§gDE j9§
su¡ela a ld formulac¡ó de ¡érm¡ os de referenc¡a ", sin pcrjuicio de que, "Ajqdbld9g
la naturaleza del setvicio requerido", se puedan incorporar adicionalmente
especificaciones técnicas relativas a los bienes necesarios para su ejecución, siemprc y
cuando no se modiñquc cl objcto dc contratación; por lo ta¡to, esta variación solo podrá
repotenciar o mejorar el objeto de contratación previamente delimitado (1o subrayado me
corrcspondc).

En complemento, el ¡rume¡al 3 de¡ artículo 53 dcl RGLOSNP dispone que ios témi¡os
de rcfcrcncia pa¡a la contratación de servicios, incluidos los de consultoria, deben
obligatoriamente cotrtener los siguientes aspectos:

"a) Antece.lentet;
b) Objetívas;
c) Alcance;
d) Merodología de t'aboio;
e) InJbrmación que dispone la entidad,

I Pr"du, to" ".,enie to: et¡eradot.
g) Plazo de ejec ción: parcial¿s t/o total:
h) Personal técníco/equipo de trabajo/recursos: ),,
i) Forna ! Londíciones de pago " .

Finalmente, el numeral 4 del citado añículo 53 del RGLOSNCP precisa quc: "¿q§
téminos de rqferencía se establecerán con relación exclus a a los seflicios objeto del
procedimiento y no con relación a los consulfores o prol¡eedorcs " (1o subrayado me
correspondc).

De lo expuesto se observa que: r) antes de iniciar un procedimiento de confatación de

servicios. incluidos los de consultoria. la entidad conhatante debe contar con los
respectivos térmilos de referencia; i, los términos de ¡eferencia constituyen las
condiciones especificas bajo las cuales se prestan los servicios o se desa¡¡olla la
consultoría; ii, atendiendo Ia naturaleza del servicio. se puedep i¡¡corporar
adicionalmente especilicaciones técnicas de bienes recesarios Dara su eiecució[.
siempre y cuando no se modifioue el obieto de contratació¡; iv) los términos de

referencia deben inclü¡ obligatoriamente los nueve componentes mínimos establecidos
en el numeml 3 del a¡tículo 53 del RGLOSNCP; y, v) deben formularse con relación {-
exclusiva a los seruicios ob_jeto del procedimiento y no de los consultores o proveedores. ¡ )

)/r:l
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2,3, Reglas de interpretrciór de las normrs.

El nurncral 7 del artículo 3 de la Ley Orginica de Garantias Jurisdiccionalos y Control
Constitr.rciooals (en ad€laI¡re, "LOGJCC "\, en concordancia con el numer¿l I del artículo
18 del CC prevén que'. "Cuando el sentído de la lev es claro. no se desatenderó su tenor
!j19191" (ér:-fasis añadido). En este contexto, los a¡iculos 5l y 53 del RGLOSNCP
contienen disposiciones claras y especificas ¡especto de la aplicación de té¡minos de

referencia.

Adicionalmente, los numerales 5 y 6 del mismo artículo 3 de la LOGJCC, que establecen
reglas de interpretación sistemática y teleológica, disponen lo siguiente:

" 5. Inlerprctoción síslemálico-- Los nonnas iurídicas deberán ser interoretadas a partir
del conterto t¿eneraldel terto nonnafivo, @
dehida coetistencia. cone:pond¿ncia v armonía.

6. Interpretación teleológico. - Las normas juidicus se entenclerán a pordr de los -lines
aue peryigte el te¡to normalivo " (énfasis añadido)

ED este sentido, el articulo 53 del RGLOSNCP cstablece los nueve componentes rñinimos
oblisatorios que deben constar en los términos de referencia, a fin de garantizar una
adecuada delimitación del objeto contractual. Sin pcrjuicio dc Io anterior, dcbc destacarse
que la norma permite incluir componentes adicionales - como especiñcaciones técnicas
¡elativas a los bienes necesarios para su ejecución -, $gEpIg-g-Uj_!q_§g !g!!_b§
fines del procedimiento ni se rltere €l obleto de contratación.

3. Pronunci¡miento:

En atencióñ a las dos consultas fo¡muladas, sc concluyc que, de conformidad con lo
cstablccido en los artículos 51,52 y 53 dcl Reglamento Gene¡al a la Ley Orgánica del
Sistema Nacional dc Conratación Publica (RGLOSNCP), los términos de referencia
son aplicables únicamente a los procedimientos de contratación de servicios, incluidos
los de consultoría.

Dichos términos deberán contene¡ obligatoriamentc, como mfnlmo, los nueve
componentes previstos en el numeIal 3 del artículo 53 del referido reglamento. No
obstante, ello ¡o impide que las entidades contratantes, en ejercicio de sus competencias,
puedan incorporar elementos adicionales que contdbuyan a repotenciar o mejorar el
objeto de contratación previamente delimitado, @
del procedlmi€nto tl¡ s€ alt€re el obieto de contratsciótr.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos

: LOGJCC, puhlia¿d m el S¿9,ñ¿o Su?tñ.nh ¿A R.g¡ r' OJitid¡ No 52 d¿ 22 ¿¿ óctú.¿ ¿" 2009
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Quito, D.M.,

Señor

r { JUL 2025

Aquiles Alvarez Henriques
Alcalde
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUI\ICIPAL DEL CANTÓN
GUAYAQUIL
Cuayaquil.

De mi consideración:

Mediante oficio No. AG-AAA-2025-01728, de 9 de abril de 2025, ingresado en la

Dirección Regional I de la Procuraduría Ceneral del Estado en la ciudad de Guayaquil el 1 I

del mismo mes y año, y remitido a este despacho con oficio No. PGE-DR l-2025-00152, de

29 de abril de 2025, se formularon las siguientes consultas:

u1.- 
¿Pueden los Gobie¡aos Auló,,ornos Desee raliatdos Muaicipales -

confome lo d¡spueslo en el o¡ículo 21 de lq LO§PEE, en corco añcia coi lo
dispuesto e el ortículo 19 del RLOSPEE - ueot E ptesos Públicas para la
gelerución y venta de energía eléct¡¡ca, pese a iue lo corrrpelencio erclusiva de

dicho sedot estrutégico le co esponde ol Estado Cent¡al?

En caso de set olimativa lq pregunla ar¡te ot

2.- ¿ConÍome lo dkpueslo en el arlículo 24 de lo LOSPEE, ¿puede| lo§
Gobieraos Autórromos Descentrot¡zados Murricipales, crear Empresas Públicas
pora la gene¡oción ! vento de eiergla elécl¡ica s¡n conto¡ previarneúe con la
aütorización del Mirr¡ste¡io de Ene¡gío y Minas, pero condicionando su
operacióñ o la obrerrción de dicho aúo zación?".

Frente a lo cual se manifiesta Io siguiente:

l. AntecedeDtes. -

Del oficio remitido y sus anexos se desprende que:

El informe jurídico acompañado al oficio de consulta. suscrito por el Procurador Síndico
Municipal del Gobiemo Autónomo Descentral¡zado del Cantór Guayaquil, en adelarte (en
adelante "CADM de Guayaquil"\, conterido en el oficio No. DAJ-CAN-2025-001920, de
25 de marzo de 2025. citó los artículos 225,261,313 y 315 de Ia Consritución de la
República del Ecuadorr (en adelante "CRE"),24 de la Ley Orgánica del Servicio Público

iCRE publi.o¿¿ zn el R¿g¡stro Olicútl \"o -u9 r!¿ 20 de ütubt¿ ¿e 20OA: úhi@ rcfoúo publicoda en el Tercer
Suplenento del Res6tro OJ¡c¡ol S o. 371 de 25 d¿ en¿ro de 2021- '1.,,x
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de Energía Eléctrica2 (en adelante ¿O.SPE '); 19 del Reglamento Ceneral de Ia Ley
Orgrinica del Servicio Público de Energia Eléctricas (en adelante XG¿O.§Prr "); 1,4 y 5

de la Ley Orgánica de Empresas Públicas (en adelante "LOEP"); 57 letr^ I y 27? del
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonoñiía y Descenralizació¡{ (en adelane
'COOTAD") y Ia Sentencia No. 001-12-SIC-CC. expedida dentro del Caso No. 0008-10-
IC5 con base en los cuales desar¡olla su análisis y concluye lo siguiente:

'3.1.- ANÁLIS$ ¡ARúDICO. -

Conforme a la normativa eÍpuesto, se constata que en eJecto le corresponde al Eslado
cenlral, la competencía erclusiva sobre los recursos ehetgéticos: el cualcomprende un
sector estralégico por su trascendencio y rnagnitütl. ),a qne l¡ene decisiva inlaencio
económíca, sociol, politica y/o anbiental.

Sín embargo, la propia CRE faculta ol Esludo para constituir empresas públicas para
la gestióh de sectores estratégicos, la plestac¡óh de se^'¡c¡os públicos, el
aprovechañiehlo sustentable de recursos nalurales o de bienes públicos y el desarrollo
de otras ocÍividades económicas. En este contexto, podemos obsemt que el aúículo
21 de la LOSPEE, dentro del capítulo 'Partícipac¡óh e prcsarial', en su ¡nciso
primero habilita a tlue el Estado, a Ea\)és del Ministeño de Elect cídad y Eneryía
Renovable (hoy: Mikisteio de Eñergia y Minqs), Wde autorizar o emprcsos públicas
creadas al omparo de la Ley Oryánica de Empresas Públ¡cas las actiyidodes de
generación, tronsmisióñ. disttibxc¡ón y coñetcíalización, í portoción y expoflaciók
de energía eléctrica y servicio de altmbrado p)blico ge eral- A su vez, el RLOSPEE
establece ek su tttícülo 19 qüe el -actual- Ministerio de Energía y Mikos podrá
aütofizar la pfitic¡pdción erl la actitídad de generación a em¡>resos públícas creadas
por los Gobiefios Autónomos Descehtralízodos, sieupre y cuando bs proyectos que

sean propueslos Wr eslas empresas se entnarquen eh l.is polilicas y ctiterios que
establezca dicho Ministerío; debiendo dicha ca era de Estodo, establecer los
linedñientos con bose en los cuales se autorizará la Wrticipación de eslas e presas-

/...) Por su parte, el ortículo 57 del COOTAD, establece qae al concejo ñúnicípol le
corresponde - entre otras cosas- la de aprcbar lo crcac¡ón de e¡rrpresas ptiblicas o lo
parlicípación en empresas de economía mixto, para la geslión de sel,ricios de su
comrytencia; en concordancia con el artícalo 277 del mismo cuerpo legal, el cual

faculta a los gobiernos munícipdles paru crear empresas públicas sierrrprc que dicha

forma de organizoción comrenga mús q sus intereses y a los de la ciudadania,
garantice uha nayor elc¡encia y mejore los niveles de calidod en lo presración de
senicios públicos de su competenc¡.1.

Eñ esle conlerto. la Corte Conslituc¡onal medialtte la señlencia iúletprelaliva No- 001-
L2-S|CCC, expedida ¡lentro del Caso No. 0008-10-lC, detetminó que los empresas

r LOSPET; plblicado en ¿1Tercet Suple ea¡odelResisttoO¡cialNo.1t8de1ódeenetu¿e2015.úhiftdrefotúa
Wblicada el 9 .le ¡li¿iehbte.l¿ 202,1.
t RGLOSPEE, erpedido .diah¡e D...eta Ejecut¡vo No. 85ó. ptbltodo ea el Srpl¿ñento del Rea¡stto O¡.iol Nó. 2 I
de 20de asoro de 20t9: iltind rclomo wbl¡cadt el2Sdel¿brerode 2021-
a COOI/, D. publitodo en el Supled¿n¡o del R¿gis¡to (l¡.¡al N o 3A3 de 19 de octuhrc ¿e 20 l0: últiw rcfo,M
publicada el21 .l¿junió de ?aU.
5 Publ¡.o¡la en el Repistro Ol¡cial \o.629.b 30.L anercde 2012.
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públicas gesliohah los seclores estralég¡cos y servicios pliblícos --afili¿ndase pot
gestión del sector estnltégico la prestac¡ón del servicio público relaciona&) con el
respectivo sector estratégico-, y el Estado delimifará q través de una autorización
dichd geslión; concluyuwlo que las empresos públicas tienen comrytencia de geslión
de aquellos sectores estrut¿gicos y serviciot públicot Wru los cuales hayon sido
autoriz&las, - pot poúe de los organismos conrytenles-: la geslión inplica
necescíriamente la operación de los sectorcs estrqt¿gicos, y se enteiderá como la
prestación del servicio público relacíonado con el respeclivo sector estalégico; los
empresas públícas no rcgylan ni controlan los sectorcs esffatégicos y/o la prcstoción
de seryicios públicos paru lot cuales se les ha auforízado o se les auloriza gestictnat;
consecuenteitente aÜiba a la conclus¡ón que debe entenderse que las ehpres,ts
públicat únicamente gozan de lo facuha.¡ ale gest¡oñar los sectores estralégicos y/o
prcslat los sen)icios públicos, paro los que hubieren sído oulorízados, sin que les eslé

pefinitido a su tez, o dichas emprcsos públicas, delegor a la inicíativa privada la
gestión de los sectorcs estrut¿gicos y/o la prestociók de los servicios públicos, lo cual
es competencía de los otganismos Wrtinenles con:forrne b es¡ablecido en la ley. Por lo
tanto, solo el Estarlo Centol puede autorizar a los empresas piblicas la gestión de los
seclores estralégicos y/o lo prestación de los serricios públicos. D¡cha aulorizoción 5e

rcalizotá o través de la¡ autoridades de conn'ol y regulac¡ón coñWlentes de la
Adhtihistaciófi Pública o gobierno centtal, que tengarl dichd alibücióh legal.

(...) 3.3. CNTENO ¡AfrlDtCO. -
Es .-rite o ¿le esta enlidad consuhahle q e si bien los recursos energético.t
cottprcndek un sectot estralégico de compelencío del Eslado ce bal, el artículo 21 de

la LOSPEE, facuha a los Gob¡ernos Aulónomos Descehttulizados a cteat Enpresus
Públicas para el¿jercic¡o de las oclirirlades de generación, tahsmisiór|, distribüción y
comercializaciót , bnpo ación y exportación de energía eléctrica; debiendo el
Mínisterio de Ehergía y Mikos esloblecer los lineamíentos con base e¡ los cuales se

autorízará la p¿tt¡cipacióh de estds etrptesas.

En el caso coficreto, se coitide/a que los Gobiernos Autónomos DescehÍdlizaclos
Municipales, pueden creat etnprcsas públícas para la generación y vefla de energia
eléctrica -pot facultad *preso de la LOSPEE- Wro coúdicíonando su opración a ld
auto zación que para el efecto debe olorgdr el Ministeio de Energia y Minas:
pa iendo del hecho que la Procuradüía Generdl del Estqdo eh OF. PGE.No:07125
de 23-03-2012, ya indicó que los gobiemos aufónorños descentrali2ados tienen

facuhad legal para conslituir empresas públicas, cuyo objeto erclusieo sea el de

planilica\ conslittir, eiecular, operar y nanlener cvntrales de generución de energia
eléctrica, debíafido contal previamen¡e con la autorización del Estado Lehlral d trarés
de las autoridades de conlrol y regulacióh coñpetentes de lo Adttin¡struc¡ón Públ¡ca
que tengan dicha otribución legal " .

A fin de contar co¡ mayores elementos de análisis, la Procuraduría General del Est¿do

requirió los criteriosju¡idicos a las siguientes entidades: , Agencia de Regulación y Control
de Electricidad - ARCONEL (en adelante "ARCONEL") mediante oficio No. ll313, de 5

de mayo de 2025. e insistencia constanle en oficio No. I1575. de 26 de mayo de 2025: ii)
Ministerio de Energía y Miúas (en adelante M¿M") con oficio No. 11314, de 5 de mayo

-
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de 2025, e insiste¡cia contenida en el oficio No. 11574, de 26 de mayo de 2025: iíi)
Empr€sa Pública Estratégica Corpor¿ción Nacional de Electricidad -CNEL EP a través del
oficio No. I1315, de 5 de mayo de 2025, e insistencia constante en oficio No. 115?3, de 26
de mayo de 2025; r, Asociación Nacional de Municipalidades, AME, con oficio No.
ll316. de 5 de mayo de 2025, e insistencia contenida en oficio No. 11572, de 26 de mayo
de2025.y,v) Operador Nacional de Electricidad CENACE mediante oficio No. I1317,
de 5 de mayo de 2025, e insistencia contenida en oficio No. I i 536, de 26 de mayo de 2025.

En atención a dichos requerimientos, se recibieron las siguientes respuestas: , del Director
Ejecutivo de Is ARCONEL, mediante oficio No. ARCONEL-ARCONEL-2025-0425-OF,
de 29 de mayo de 2025, ingesado el 3 dejunio del mismo año en el coreo institucional de
la Procuraduria Cener¿l del Estadol iy' del Director Ejecutivo del CENACE, por medio del
oficio No. CENACE-CENACE-2025-0849-0. de 6 dejunio de 2025, ingresado en la misma
fecha, acompañado del Informe Juridico No. U-14-2025, de 6 dejunio de 2025, suscrito por
el Subgerente de Asesoría Jurídica del CENACE, en el cual se abstiene de emitir criterio
institucional respecto de las consultas formuladas. A la fecha. no se ha recibido respuesta
por parte del MEM. CNEL EP ni de la AME.

En su informe jurídico, el Director Ejecutivo de la ARCONEL citó los articulos 10, 12, 14,

27 y 28 de la LOSPEE; 18, I15, ll6, 128 y 129 del RGLOSPEE y concluyó:

''(...) Bajo este confexto, el a iculo 21 de lo Ley Orgánica del Se icio Pti,blico de
Energia El¿ctrico señalo que el Estodo. a ttavés del Mínisterio de Energía y Minas,
podtá autor¡zor a empresus públicas creada al amparo de la Ley (»gánica de
Empresas Públicas, las actiida.les de 'generación, transmísión, distr¡bució y
cornercial¡zacióh, ímpottacíón y expo acióñ dc energía el¿ctrica y sefticio de
alum br ado pú b I i co general'.

Concordante a lo señalado en el páffafo ahteioL el inci.ro final del altículo 19 del
Reglamento a la Ley Orgánica del Semicio Público de Energía Eléctrica detemina
que el Ekfe rcctor del sector elécttico, esto es, el Ministerio de Energía y Mi as, Wdrá
ttüto zar la pqrticipacíón en la actividad de generacíón a empresos públicas o mi¡tas
creadas por los Gob¡ernos Autóhomos Descentralízados donde éstos g)sean
pafticipaciók mayoritaria, sietnpre que "los proyectos que sean propuestos por estas
empresas se enmatquen en las politicas y critefios que estoblezca el Minister¡o de
Energia y Recursos NafuraleN No Renovdbles para la planifcación de la exptttsión de
la generación. El Ministerio de Energía y Recursos Noturules No Renoyabks
establecerá los l¡neamienkn con base en los cuales se outoizatá la participación de
estas eñpfesas.

Por consíguiente, atendiendo a los t¿rmínos de su primera consuha. esta Agencia,
cohtidera que es procedente que los Gobíemos Autónomos Desceútralizados
Municipales pueclan creat empresas públícas o m¡Ítat en los que posean pdrticipación
mdyorífaría, Wra la activial1d de geñerución siempre que los prcyectos proryestos por
las empresas públ¡cds ítuk¡cipdles se enmatquen ek las políticus y criterios quc
establezca el Ministerio de Energía y Minas para la planifcación de la exryrlsión de la
generación, siendo esla Ca era de Est¿tdo la que odemás deberá establecer los
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liheaüientos con base eñ los cuoles podr¿ auto zat la Wrticipaciólt de las ehprcsalt
pt blicas ñnhic¡pales.

(.. ) En este &nlexfo, sí es posible que krs Gobienos Aulórrornos Descenlralizado§
Municipales puedan creat mediante el acto omalivo cotespondiente la empreso
pública ñunicipal cülo objeto sociol seo la actividod de generoción, sin que eslo
irnplique que pueút patt¡cipü eñ et se.tor elécrtico, oues para podet hacerlo. deberó
obteñet oreviameúe el rcspeclivo título hobilitanle.

El artículo 12 numeral I I de la LOSPEE e\tablece coño dtribución del Ministerio de

Energía y Minas, el otorgar o extinguir titulos hobílitantes paru el ejercicío de

act¡vídodes en el sector elécttico. Asin¡smo, el artículo 27 de la LOSPEE en

cokcordancía con el articulo I 15 del RGLOSPEE, §eñqla q e lo Autor¡dad Concedente

es el Minisler¡o de Energia y Minas, a quíen le coftesponde otorgar los siguie tes

tílulos habilitantes: l. Autor¡zac¡óú de oryrución: y, 2. Contrato de Concesión

De aaterdo con el artículo 28 de la LOSPEE, se delke a la ourorizoción de operación
cono aquel título habilitunte por medio del cual, el Ente Concedettle autotizd la
ejecucióh, oryrución y .funciohuÍtiento de proyectos desarrollados Por e prerras
públ¡cas y ñitkts. Para el presente caso, paru que la e fesa pública municipal pueda
particiryr y ejercet en la actívidad de generución y wkta de energía el¿ctriLa seri
necesario que obtenga su título habilitante, esto es, la aulofización de operaciún que

deberá ser otorgoda luego de haber cunplido coh los rcquísítos estableci¡los en la
LOSPEE ), su Reglanento.

Esrycífcamenle el ar¡iculo 129 del RGLOSPEE estdblece los docutsenlos o requisitos
que son requeridos y)r Wte del Eme Concedente Wa la obtención de la ou¡or¡zaciót1

de operacíóh por parte de una empresa pública, enfre ettos, se encuentra ek la lelra e)

de dicho orticulado, "e) Docu¡ñehlos que acrediten lo existencíu y la representación

legal de la e presa en el Ecuador". de lo cual. se colige que la empresa pública
ntl¡hicipal debe hoberse creado cok aúte or¡dad al in¡cio del tráñile de obtención de

sü tílulo hobílilante, de otra tuokerd, no po.lrá iustílcor el requis¡to de "ex¡stencia y la
representoción legal de la e presa en el Ecuador".

Pot lo expu¿slo. e rcspuesta a su segunda consuba, elt critetio de esta Agencia qur
los Gobierrros Aulónontos Desce ¡olizodos Municipdles oodrdn corrst ub emore§as

Dúblicos ,nunlcipales sin oue pora ello sea necesoio corrta¡ aon la dulofización del
Ente Concedenle il¿ ma¡e¡a o¡evia. oues su sola c¡eación no imolica oue oueda
oartic¡oa¡ e las qa'lividodes del seclor elécttico. puesto qüe para hacerlo deberá

tramitar o tc cl Enfe concede te la obtenc¡ón de la "aulot¡zación de oparacióntt, Pard
cuyo efecto, deberá cumplir con cada uno de los rcqu¡silos establecidos en la LOSPEE

), su Regldnekto, entre estos, la eristenc¡a y representación legql de la empresa en el
país" (énfasis añadido).

En síntesis, tanto los informes jurídicos del GADM de Guayaquil como el criterio
institucional de ARCONEL concuerdan en que los Cobiemos Autónomos Descentmlizados
Municipales pueden constituir empresas públicas municipales pal"¿ actividades de

generación, tmnsmisión. distribución y comercialización, impolación y expoñ¿ción de
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energía electrica. siendo compctencia del Minisferio de Energía y Minas como ente
consedente, la autorización para operar en el mersado energético, previo el cumplimiento
de los requisitos determimdos en la LOSPEE. su Reglamento y demás normas aplicables.

2.- Arálisis. -
Para el estudio de las consultas planteadas, el análisis desarrollaní los siguientes puntos: ,
Sectores estratégicos y creación de eñpresas públicas para su gestión; y, i, La competencia
exclusiva del Estado Cenl¡al en el sector eléctrico.

2.1. Sectores Btr¡tégicos y creación de empreus públicas para su gestiór¡. -

De conformidad con el artículo 261 de la CRE, es competencia exclusiva del Estado central
"Los recursos eñerg¿ticos, minerales, hidrocarbtos, hídricos, b¡od¡vetsidad y recursos

forestales". En concordancia, el articulo 313 est4blece que "El Estado se resen'a el
derecho de admirristtdr, ¡egulo¡, conbolü y gestiolar los seclores e§rrufégicos, de
cohforüidod con los ptitlcipios d.e sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y
eficiencia". Añade la misma norma que dichos sectorcs son de decisión y control exclusivo
del Estado y comprende, entre otros "la energía en todas suslo/rrra,r " (énfasis añadido).

A su vez. el articulo 315 de Ia CRE faculta al Estado para constituir empresas públicas
"pora lo gestión de sectores est/atég¡cos, la presación de seruícios públicos, el
aprovecharniento sustentable de rccúsos haturales o de bienes públicos y el desarrollo de
o lras ac tividade s e conóm icas ".

En este marco, lá Procuraduria General del Estado ya se ha p¡onunciado sobre Ia facultad de
los CAD para constituir empresas públicas con objeto de planificar, construir, ejecular,
opemr y manlener centrales de generación de energía eléctrica. Así lo hizo constar en el
oficio No. 07125. de 23 de mar¿o de 2012. en el cual se manifestó:

'(...)

. Las empresos públicas tienen coñpefencia da gestión de aquellos sectores
esÍratégicos y serv¡cios públicos paro hs cuales hayan sido autorizados, por
pofie de los organismos competentet.

. Lq gest¡ón implica necesa omekte operdción de los sectores esffatégicos, y se
entehderá como la prcstación del selvicio público relacionado con el
re spe c t ivo secfor e st ftltégico.

. Las erkpresas públicas no rcgulan ni controlan los seclores e:ttratégicos y/o la
preslacióñ de servicios públ¡cos parq los cüales se les ho autorizado o se les
au¡orizú gesl¡onar (... )

Efi mér¡to de lo etpuesto, el Pleno de la Corfe Constitltcional emitió la siguiente
Sentenc i a lhterpretot iva :
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"1...- el Pleno de la Co e Corrstilucional interprela los articulos 315 y 316 de lo
Constitución de la República en los siguienles t¿rminos: Debe entenderse que las
empresas públicas únicamente gozan de la facultad de gest¡onat lN seclorcs
estrat¿gicos y/o prestar los servicios públicos, paru los que hubieren sido
autoriz.tdt s, sin qüe les esté pennítido o su vez, a dichas enyesas públicas, delegor
a lo iniciotíva privoda lo gestíón de los sectores estrotégícos y/o lo prestoción de los
seryicios pliblicos, lo cual es competencia de los organismos pertinektes co fome
lo establecido en la ley.

2. Por kt ¡anto, sólo el Estado Cent¡al paede aubrtzar o los eñpresos pt¡blicas la
geslión de los sectores eslralégicos !/o la p¡estacúin de los senticios públicos,
Dicha autofización se rcalizard a lravés de las auloridodes ¿e conttol y rcgulación
compelenles de ls Administroción Público o gobieno Centrul, que lengon dicha
afiibución legal. (.- ) (el resallado me corrcsponde).

Se deberá teñq en cueúta que. al haber ínlerprelado el Pleno de lo Corte
Constitucional el contenido de los artículos 3lj, 315 y 3ló de la Constitución de la
República en el sentido de que "solo el Eslado Central Wde aulorizor a las
empresas públicas la gestióh de los sectores esiatégicos", entre los cuales se

encuenlra la energía en todas sus forñas, ihtetprefacíón que coincide plerunehle
con lo previsto eú el Arf. 261 de la Cokstbución de la República, las empresas

públícas creadas por los gobiernos aütóbomos descentrulizodos Wa la gestióñ de

los !\ervicios de energía eléc¡ricu debetán contol preúomente con lo autorizaciót
del Estado Cen¡al a través de las atoridades de conlrol y regulación coñWtentes
de la A&flinistación Públíca que tekgan dicha aftibució legal."

En relación con el ma¡co normativo que regula Ia constitución de empresas públicas, el

articulo I de Ia LOEP señala que sus disposiciones "regulan la co slitución. otganizac¡ón.

.f'uncíon4miehto, .fusíón, escisión y liqüidación de las empresas públicas que úo pertenezcan

al sector Ínanciero y que actúen en el ámbito intetnacionaL nacional, regio al, proúkcial

El artículo 4 ibidem define a las eñpresas públicas como "enlídades que perlekecen al
Estado en los ténfiinos que es¡ablece la Constitucíón de la República, Wrsoias.¡wídicas de

derecho público, con palrimonio propio. dotddas de autonornia presupuesta o,.financiera,
econóñ¡ca, administdtivo y de gestiórr. Esla in deslinadas o la gestión de seclorcs
estrul¿gicos, lo prestación de servicios públicos ( ... ) " (énfasis añadido).

En cuanto a su creación, el numeral 2 del artículo 5 de la LOEP establece que los gobiemos
sutónomos descentmlizados podñin constituirlas Por aclo normativo legahrrente

expedído"t lo cual guarda armonia con la facultad prevista en la letra j) del afículo 57 y
artículo 277 del COOTAD.

De la normativa analizada se desprende lo siguiente:, los recursos energéticos. minerales.
hidroc¿rbu¡os. hidricos, biodiversidad y recursos forcstales son competeocia exclusiva del
Estado central, que s€ reserva el derecho de adñ¡nisrar, regular. controlar y gestionar los
sectores estratógicos, que comprende entre otros, la energia en todas sus formas; ¡y' el

Estado puede constituir empresas públicas para la gestión de sectores estratégicos.

-
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prestacióú de servicios públicos, aprovech¿¡mienio de recursos natumles o de bienes
públicos, y el desanollo de otras actividades económicas; ii, la gestión implica la operación
de los sectores estmtégicos. entendida como la prestación del servicio público re¡acionado
con el respectivo sector estratégico, pero dichas empresas no regulan ni controlan los
sectores estmtégicos y/o la prestación de servicios públicos cuya gestión se les ha

autorizado; ¡vl las empresas públicas son personas juridicas de derecho público, con
patrimonio propio y autonomía presupuestaria, financiera, económica, adñinistativa y de
gestión, dest¡nadas a la gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos y
otras actividades determinadas en su ley rectoral y. v) las empresas públicas creadas por los
CAD municipales deben constituirse mediante acto normativo expedido por el concejo
municipal.

2.2, L¡ competerci¿ exclusiv{ del Estado Central en el sector eléctrico. -

El artículo I de la LOSPEE establece que esta norma tiene como objeto (...) normar el
ejercicio .le la responsab¡li¿lad del Estado de planifcor, ejecutar, legulaL controldr y
o.lministrar el sen'icio ptiblico de e ergía elécrica " y añade que "La presente ley regula
la participación de los sectores público y privado, en actividades rcloc¡okadas con el
sen,icio público de energía ¿l¿cffica (.-- t .

El segundo inciso del artículo 7 de la LOSPEE dispone que "La prcstaciók del servicio
público de ehergía eléctríca y de alunbrudo público general, será rcalizada por el
Gobielno Cehtral, a través de empresas públicas o ettpresas míxtas en las cudles tenga
mayorír¡ acc¡oharia, pudiendo excepcionalmekte alelegar a la in¡cíativo yivada" y agreg
qre "eh todos los casos, hecesaria la obtención previa del título habilitante
coftesPondienle ".

Por su parte. el articulo 18 del RGLOSPEE6 se r€fiere a la panicipación empres¿dal en la
generación, y señala que ésta puede ser efectuada por "erry»esas públicas, de economia
nixta, yivqdos, consorc¡os o asociaciofies, de economía popülú y solida á y eslatales
exfran¡eros, que octuarán cok süjeciók d lo dispuesto en la L"y (... ) "

En cu¿nto a fa r€ctoía del secto., el artículo 8 del RGLOSPEE dispone qu,e 'Corresponde
a la Función Ejecutiva la.fbrmulación, deinic¡óh y dirección de las politicas públicas y
senicios públ¡cos (.-.) Para lales efectos, ht Futlció Ejecutiva actuará por interñedio del
Mhístelio de Electrícidad y Energía Reho,rable hctüal Mínisterio de Energía y Mittos) y
demás orgahisnos que se determinan en esta ley".

El artículo 24 de la LOSPEE reafirma que el Estado, a través del MEM, podrá autorizar a

empresas públicas creadas al amparo de la LOEP a desarrollar las actividades de
"generdcíón, lranstuisióh, distribución y comercialización, importación y expottación de
energía eléctríca y servicio ¡le alumbru.lo público generul '. En co¡sona¡cia, el inciso fi¡al
del artículo 197 del RGLOSPEE prevé que el MEM "podrá autorizar ld pa ¡cipación en la
octividad de geúerución d empresas públícas o ¿tirtas cread&\ por los Gobiel/.os

^ A¡ndb s6ntu'do pü ollíelo I 2 lbl tn@b Ejedtto ¡ a 1ió, p1bh.d¿o rn R¿g¡stro Oftal Slt!.renb 507 ¿N 2E dr febero

' Attb"lo t¿Jútudo por arícula lJ del Decrero qetuho No l?ó publi¿ano en R¿st lo O¡ctdl Sutlteñ¿4ta j07 de 28 d.
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Autónonos Descenlralizodot donde ¿stos posean pdrticipación ,noyofitaria, siemprc y
cuando los proyectos que sean pt opuestos por estas empresas se enmaryuen en las políticas
y críterios que establezca el Minister¡o de Energía (...)".

De acuerdo con el numeral 1l del articulo 12 de la LOSPEE. coresponde al MEM
"Otorgar y ext¡nguir títulos hdbílitontes paru el ejercicio de las actív¡dodes del sector
el¿cttico". Etr este orden de ideas. el artículo 27 ibidem. en concordancia con el adiculo
115 del RGLOSPEE, determina que la Autoridad Concedente es el MEM y le corresponde
otorgar los siguientes títulos h¿bilitantes: " 1. Autorización de oryrocíón: y, 2. Coñruto de
Concesión".

La autorización de operación, definid¿ en el articl¡lo 28 de la LOSPEE, permite ',/a

ejecución, operución y funcionamienb de proyeclos desatollddos por empresas públicas y
míxfas" y p a "las empresas mfttas, la dulorización de operación se coisiderutá como
delegacíón que otorga el Esledo". según lo previsto en el artículo 316 de la CRE.

Para obtener Ia autoización de operación, el anículo 129 del RGLOSPEE establece va¡ios
requisitos. En particular. su literal e) exige la presentación dei "e) Docurrrenlos oue
acrcditen lo existencia v la " (énfasis

añadido). De la lectura de lo antes citado, se colige que la empresa pública municipal debe

haberse creado con anterioridad al inicio del t.ámite de obtención de su titulo habilitante, de

otm manem, no podú justificar el requisito de "existencia y la representación legal de la
empresa en el Ecuador".

De lo antes expuesto, se concluye lo siguiente: i) la LOSPEE regula la competencia del
Estado de planificar, ejecutar. regpla,, controlar y administrar el servicio público de energia
eléctrica, y determina la participación de los sectores público y p vado en actividades
relacionadas con el servicio público de energia eléctrica; ii) la prestación del servicio
público de energía eléctrica y alumbrado público general coresponde al Gobiemo Central,

a través de empresas públicas o mixt¿s eñ las tenga mayoría accionaria, pudiendo,

excepcionalmente, deleg¿r a Ia iniciativa privada, siempre previa la obtención del título
habilitante pertinente; iii) corresponde a la Función Ejecutiva, a través del MEM y demás

organismos determinados en la ley de la materia, la formulación, definición y dirección de

las políticas públicas y servicios públicos, así como conferir autorización a las ehpresas

públicas creadas al amparo de la LOEP, para las actividades de generación, transmisió¡r,

distribución y comercialización, importación y exportación de energia eléctrica y servicio
de alumbrado público general; iv) los títulos habilitantes para opemr en el sector eléctrico
autorización de operación y contmto de concesión son otorgados exclusivamente por el
MEM; y, v) la autor¡zación de operación, conforme al artículo 28 de la LOSPEE, habilitá la
ejecución. operación y firncionamiento de proyectos desañollados por emprcsas pública§ y

empresas mixtas.

3. P¡onuneiamier¡to. -

En atención a la primera consult¿¡, se coñcluye que los Cobiemos Autónomos
Descentralizados Municipales según Io dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del

r--1il]
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Servicio Público de Energía Eléctrica. en concordancia con el artículo 19 de su Reglamento
pueden constituir empresas públicas municipales para desarrollar proyectos relacionados

con la generación, transmisión, distribución y comercialización, importación y exportación
de energia eléct¡ica.

Con relación a la segunda consulta, de acuerdo con 1o previsto en los articulos 24 y 28 de la
Ley Orgránica del Servicio Público de Energía Eléctrica y el articulo 129 de su Reglamento
Geneml, se concluye que los Cobiemos Autónomos Descentralizados Municipales sí
pueden crear empresas públicas cuyo objeto social contemple las actividades de generación,
transmisión, d¡sribución y comercialización. importación y exportación de energía
eléctrica, sin la autorización previa de Ia canera de Estado correspondiente. Sin perjuiaio de
lo anterior, se aclara que €3t¡ no podr¡ operar hast¿ que cuerte cotr el tit¡rlo habilit¡trte
pertitre¡te.

El presente pronunciarniento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la
inteligencia y aplicación general de n jurídicas. Su aplicación a casos inslifucionales

y de cualquier otraespecíficos es de exclus¡va responsabili la entidad consuhante
entidad pública que Io aplique.

Abg. Juan Car
EL ESTAI}O

Dr. Rommel A8uilú Chiriboga
DIRECToR EJECUTTVo Df, LA ACf,NCIA DE REGULACIÓN
Y CONTROL DE ELECTRICIDAD

Ing. Javjer Medira Abarca
DIRf,CTOR f,JECUTIVO
OPERADOR NACIONAL Df, f,Lf,CTRJCIDAD . CENACf,
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Héctor Fiallo Sandoval
Gerente General
EMPRESA PUBLICA MUNICIPAL DE TRANSPORTE Tf,RRESTR.E,
TfuhSTTO, SEGURIDAD VIAL Y TERMTNALES TERRESTRES DE SANTO
DOMINGO
Santo f)omingo.

De mi consideración:

Mediante oficio No. EPMT-SD-GG-HFS-2025-2546-OF. de 11 de abril de 2025"
ingresado cn el co¡reo institucional de la Procuraduria Ceneral del Estado el 14 del
mismo mes y año. se formuló Ia siguiente consulta:

,,En base aI arIícu\o 
' 

de Ia LEY ORGÁNICA PARA EL DESARROLLO,
REGULACIóN Y CONTROL DE LOS SERMCIOS FINANCIEROS
TECNOLóG|COS, esto es, octividodes Finlech, ¿Toda operudoru de
l¡anspoñe ler¡eslre, que halo odoptado con Íondos ptopios un sislemq de
caja común (S¡R-SAE), debe ser calalogodo como ana in¡.oesl¡ucturq
lecnológica paru cqnolizot medios de pago, coalorme a lo dispuesto en el
arlículo 5 lbidem?".

l"rente a lo cual. se maniñesta lo siguiente:

l. Atrtecedenaes. -

Del oficio remitido y documentos adiuntos se desprende que:

l,a consulta fue inicialmente planteada mediante oficio No. EPMT-SD-GG-llFS-2025-
2333-OF. de 2 de abril de 2025. ingresado al cor¡eo inslitucional único de esla
Procuraduria el 4 del mismo mes y año. Con oficio No. I1042. de 8 de abril de 2025.
esta institución solicitó reformular los términos de la consulta. conlbrme lo dispuesto en
el numeral 3 del articulo 237 de la Constitución de la Repúblic¿ del Ecuador. y en los
artículos 3. literal f). y l3 de la Ley Oryánica de la P¡ocuraduria General del Estado.

En atención a dicho requerimiento. la EPMT-SD presentó la reformulación de su

consulta a través del oticio indicado en el primer pánafo, al que adjuntó el informe
iuridico No. EPMT-SD-PS-2025-161J, de l0 de abril de 2025, suscrito por la
Procúadora Síndica € de la empresa consultante.
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Po$eriormente, con oficio No. I I154. de l6 de abril de 2025. esla Procuraduria solicitó
ampliar el informe juridico No. EPMT-SD-PS-2025-I6l-1. a fin de que contenga una
posición institucional clara y una conclusión expresa derivada del análisis efectuado.
Dicho requerimiento fue atendido mediante oficio No. EPMT-SD-GG-HF5-2025-318l-
OF, de 6 de mayo de 2025. ingresado el 7 del mismo mes, al que se adjuntó el informe
jurídico No. EPMT-SD-PS-2025-207-1. de 6 de mayo de 2025, suscrito igualmente por
la Procuradora Sindica encargada de la EPMT-SD.

El informe juridico No. EPTM-SD-PS-20235-l6ll. de 10 de abril de 2025.
acompañado al oficio de reformulación de consulta. citó los afículos ll numerales 8 y
9. 66 numeral 25. 82, 85 numeral I y 394 de la Constitución de la República del
Ecuadorr (en adelante. "CRE"): 5 de Ia t,ey Orgrínica para el Desa¡rollo. Regulación y
Control de los Servicios Financieros Tecnológicos2 (en adelante. " LFINTE('H"l 86. 86
A. y 86 B de la Ley Orgánica de Tra¡sporte Tenestre- Tránsito y Seguridad Vialr (en

adelante. "/,Ol-fl'SIl ). 36 numeral 13. 40. 47.6 nume¡ales 1, 12,25 y 26, lO5 y 244
del Código Orgánico Monetario y Financiero Libro 11 (er¡ adelante, "('oM¡') y Ia
Resolución No. 003-DIR-2014-ANT, que contiene el Reglamento de Recaudo para

Transpone Público lntracantonals (en adelante, "Resolución No. 003-DlR-201I-ANT'\.
v señala:

.4 ANÁLISIS.-

(...) L^s operadoftis de transporte públieo que adopten y/o q.lministlen un
sistemo de caja común, esto es S¡slemq Integrado de reutudo 1, Sislema tle
Ayudu a la Erplotación SIR-SAE', es considcrado como uno aclitidud
FINTECH conforne lo establecido eh el artíLulo 5 de la LEY ORGÁNICA
PARA EL DESARROLLO, REGULACIÓN Y CONTROL DE LOS
SERWCIOS FINANCIEROS TECNOLÓGICOS y las misma (sic) deben
s ieta$e a las d¡sposiciones contempladas en la Ley Orgánicq de Trunsporle
Te¡¡est.e, tnúnsito ! Seguñdad yial.

(...) Respecto a la implementación dcl sistema de cdj¡t co túh y de etla mdnera
la adt¡uisición de un t¡stema de recaudo electrónico, nace la incógnita rcspecto
a lu categorízacióh de ¡licho madio, esto es: en base al alticulo 5 de la LEY
ORGÁNICA PAM EL DESARROLLO, REGUIÁCIÓN Y CONTROL DE
LOS SERWCIOS F//NANCIEROS TECNOLÓGICOS, esto es, uctividdd

Edifrcio AG.oÉr Pl¿a
Au Añ.¿oá.3 N:t9-12! y Al¿gt
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El info¡me juridico ampliatorio No. EPMT-SD-PS-2025-207J. de 6 de mayo de 2025,
ingresado al día siguiente, además de las normas citadas en el informe previamente
¡eferido, citó: los anículos 238, 264 numeral 6, 302 numeral I y 314 inciso segundo de

la CRE; 15,30.5 let¡as c), h) y k),55,86 C y 86 E de la LOTTTSV;47.6 números 12 y
15 y 99 del COMF| 128 del Código Orgánico Administrativo6 (en adelante CO,4 );
Norma para la Autorizáción, vigilancia y Supervisión de los Padicipes de los Sistemas
de Auxiliares de Pago contenida en la Resolución No. BCE-GG-OI8-2023 (actualmente
derogadaT); Norma pa¡a la Autorización. Vigilancia y Supervisión de los Panicipes del
Sistema Auxilia¡ de Pagos constante en la resolución No. BCE-CC-024-20248; Norma
que Regula los medios y Sistemas de Pagos en Ecuador y las Actividades Fintech
contenida en la resolución No. JPRM-2024-018-Me (en adelante. "Resoluciólt JPRM-
2021-018-M'), y la reforma a la misma consta¡te en la Resolución No. JPRM-2024-
029-M10. Con base en estos cuerpos normativos, la enlidad consultarte efectuó el
siguienle análisis:

.4 ANÁLISIS

(...) Eñ este cohtetb, r;i hien lo LOTTTSV, trala sobre los medios de pago
elect¡ónicos o trovés de sistema de pago eleclrónico, la mismq no reJ¡ere si debe
estar a lo dispuesto en el Códigt Orgánico Monetorio y Findnciero de ahora en
adelanre (COMF), en su afliculo 99 que trato sobre los medios de pago
electrónico y entre ellos. los medios de pago, sobre :bsJgli4lgsJgglpllgJ
no reco¡sables'.

(-.-) En el caso que nos ocupa al mantener una iiliaestructurd que canaliza un
medio de pago como lo es las tarjetas de prepago-recorgables y no recargables,
el mismo no deliñif.i si los vehículos de trunsporte lerrcstre que mdntíene
medios de pago electrónico vienen o ser un 'Sislemo Auriliqr de pago'. un
'Canal de Pago', o una 'Pasarelu de Pago', o implemenlución de un 'Swílch

lransaccionul para serv¡cios de pago' o cuult¡uiera t¡ue sea el sisteñq que se

funde en la ley.

.l) coNcLUStÓN

En buse al Marco Legal y ql Análisis realizqdo en el ptesente lhfotme se

cokcluye lo siguiente:

I caA- publicado en el&E nda supleh¡¿.ta d.l Reitsra Qftct¿l No. Jl de 7 deJuha de 2nl7: ttlttña reforM ?ubl¡cado elrs ¿e

' t)ensa.lo par la Disposcún Derogd¡did t¡djco dc ld Petolu.ióñ tl L-AO-AU'2|¡II pú¡ill.dda en c¡ lercet Suplehehto del
Re4istrc hl No. ó78 tL 7 d¿ ,tuyieñbr¿ d¿ 1021

' Relolución BCL-AA-ü1-2021. puhlicada¿n.l l¿rcü Supl¿ñ¿nh ¿¿l R¿Ehtn O¡cial No. ó78 ¿e 7 d¿ ovienbre de 2l)21.
v R.solucióh jia JPP,\L2A24-0¡\-ltl. publlc¿da ei el Stpletuñto tld Reqistró ól¿¡al No ó15 ¿¿ l7.le \ept¡.ñhre.le 2aN)últM
N¡oña prbli.d¿l ¿1 3 ¿¿ l¿btut¿ d¿ 2l¡25
rr Resoh.ión Na-JPRV-20211\29-M. ptblj.add.h Resisto Ol¡ctdl 7 35 de Jde l¿¡,ruto.1et:oa|
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De lo ahteriorfienle erpuesto. ¿sla Procura¿luría Síndica bajo la luz de la
notmatita akalizad.t, btsca esclarecer sí el títuk¡ 141 de la LOTTTSSV, que da
sobrc los medios de pago eleclrónico debe rcgirse a la normalird ya impuestas,
como son las Resoluciones del B.tnco (:enlral, la resolución JPRM-2021-029-M,
eñilido por lo Junta de Polilice y Regulación Monetaria, el Código Orgánico
Moneturio Finqnciero y Ley Fintech, o en su defecb la LOTTTSI/, mantiene uno
norñalira propia que regule su medio de pdgo eleclftinico y la mismo eile una
posible malversación de fondos la (sic) mantener un medio de pago eleclrónico
como son las tarjetas prepago-recargables y no recargables, que son adquiridos
con dinero de la ciudadanía; por tql, los mísntos sistetkas e i\fíaestructuras
lec ológ¡cas deberian o no lener un ltislema abierlo que permild a los entes
rcctorcs podq evitat no.le bs posibles problemas como lo es, el lovado de

ocfiros. conforme b indican los resoluciones y normal¡vds antedichas-

Pot tal, la posición institucional es clara y prec¡sa respecto al onálisís, ya que el
titulo VII de la LOTTTSV, no indico bajo que normatha legal se regularia el
medio de pago electrón¡co de vehículos ale lrarnsporle lerrestrc, pese a ello. esla
Procuraduria Sindico, de manera clara y punaal indica que deberia rcgistrorse
bdjo los lineamienlos de los cons¡derundos y ortículos erpueslos en los
Resoluciones del Banco Central, la res¡¡lucíón JPRM-2021-029-M, emitido por
la Junla.le Politica y Regtlación Monetdria. el Código Orgónico Monetario
Fínahciero y Ley l-intech, tornan lo en consideración las potestades exorbitantes
de la a.lministqc¡óh conÍorme a lo estoblecido en el Art. 128 del Código
Orgánico A.lminislrutito " .

A fin de contar con mayores elementos de análisis, este organismo requirió a las
siguiente entidades que remitan su criterio jurídico con relación al tema de consulta: i)
Superintendencia de Compañias. Valores y Seguros (en adelante, 'SC/§"). mediante
olicio No. I1426, de 13 de mayo de 2025, e insistencia contenida en oficio No.l1670.
de l0 de mayo de 2025. sin oue hasta la presente se hava atendido dicho requerimiento;
i, Banco Ceritral del Ecuador (en adelante, B('r"), con oficio No. I1427, de 13 de

mayo de 2025, habiendo recibido respuesta mediante oñcio No. BCE-BCE-2025-0087-
OF, de 28 de mayo de 2025, ingresado en el coneo institucional al día siguiente, al cual
se adjuntó el informe jurídico No. BCE-CJ-019-2025, de 27 de mayo de 2025, suscrito
por el Cerente Jurídico encargado; y, ii, Agencia Nacional de Regulación y Control del
Transpore Terrestre, Tránsito y Seguridad vial (en adelante, "l¡y'f) mediante oñcio
No. 11428, de 13 de mayo de 2025. e insistencia constante en oficio No. 11671, de 30

de mayo de 2025, lo cual fue atendido a través del oficio No. ANT-ANT-2025-0423-
OF, de 4 de junio de 2025, ingresado en el correo institucional el mismo dia, el cual
adjuntó el Memorando Nro. ANT-DAJ-2025- 1971-M. de 28 de mayo de 2025, suscrito
por el Director de Asesoría Jurídica de la ANT.

El informe Ju¡idico del BCE. además de la normativa referida por la entidad
consulta¡te, citó los afículos 227 y 303 de la CRE; 26.27.1.36 número 13,47.1.47.6
número 12,49 números I y 2. 101, 105, 109, 162 números 4 y 5. del COMF; 14 y 65
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del COA; l, 7. 7.1, 7.2 y 8 de la LFINTECH; 3, 4 y 5 del Reglamento a la Ley Orgánica
para el Desarrollo. Regulación y Control de los Servicios Financieros Tecnológicosrl
(en adelante - RLFINTECH \', a¡ticulo innumerado agregado a conlinuación del afículo
86 y Disposición Transitoria Vigésimo Cuarta de la LOTTTSV; 1,6.22 y 29 de la
Norma que Regula los medios y Sistemas de Pagos en Ecuador y las Actividades
Fintech; y. I y 2 de la Norma para la Autorización, Vigilancia y Supervisión de los
Panícipes de los Sistemas de Auxiliares de Pago conlenida en la Resolución
Administrativa No. BCE-GG-024-2024. Sob¡e la base de dicho ma¡co norrnativo. el
BCE desarrolló el siguienle análisis y conclusiones:

3. ANÁLISB

3,1. Sobre la compelencia del Banco Cent¡al del Ecuado¡

(...) En este señ¡ido, el rutmeru l 3 del articulo 36 del Código ibidem señolah
que el Banco Cenlral del Ecuudor. entre sus func¡ones liene la de ejercer el
control de los medios de pago: y, la vigilancia ¡,supen'isíón de los sislemas
auxiliares de ptgos, fomcktando la eliciencia, intercperubiliddd e i novaciokes
en cste úmbito.

(...)

3.2 . Respeclo de los medios de pago:

I¡¡s medios de pago. de conformidad con el Cótligt Orgánico Monetario y
F¡nanciero son k)s cheques, billeteras electrónicas y bs medios de pugo
eleclrónicos que comprenden lus transferencias para pago o cobro, las tarjetas
de crédito, débito, prepago. recaryables o no, eñcaje y seguro de depósito: las
b¡lleÍefr$ electrónicas con la categoria de banta enteramente digital que
cumplan con el /indo y reservas de liquidez, enccie )r segto de depósito. )1,

olfos medios de pago cenltados en la tecnología. previa licencia de la
Superintendencia de Bqncos y eñ los términos de que determine y regule la
Junta de Politictt y Regulación Monetariu.

En esle ltentido. la Norma que regula los me¿lios t sisteñas de pqgo eú Ecuador
y las actividades F¡ntech de sus par¡ícipes, emitída med¡unte rcsolución Nrc.
JPRM 2021 018 M, reformado con la resolución JPRM 2021 029 M por la Junta
de Políl¡ca y Regulación Monelaria, dejine a los medios de pugo coño aquellos
instrumentos físicos o electrónicos autorizados por la Junta de Política 1
Regulaciók Moketa a que, ulilizados entre los diférentes agentes económicos,
siryen paru efectuar t/ahs¿tcciones financicras o económicas, con el propó:iilo
de, enlre otros, adtlu¡rir bienes, sefl¡cios o cdhcelat obligaciones.

]t Rl.Ft¡'lLf H. ¿ñ¡t¡do tudbn¡. De.re¡o Eje.ut¡vo.\o 90J- p"bli.ado ¿" cl T.¡c.t Supleñe odel Pesis¡oO¡cial¡o 13ó ¿¿ l1
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Ett la rcfefid.t nonfia, se clasif¡ca a los üedios de pago en: i) Medit» de pago

/isícos; ii) Medios de pago electrónicos; y, ¡ii) Billeterus Electtónic.ts.

El urticulo 101 del Códígo Orgdnico Monetario y Finunciero, determina que los
medios de p.tgo electrónicos serán implemenlados y operados por el Bunco
Central del Ecuadot y operqdos por las ekt¡dades del sistema .financiero
nacional y los ageñtes deb¡damente calilicados del sis¡ema duxiliar de pagos de

coñfortñirlad con la nomativo que ¿xpida la,lunta de Política y Regulacíón
Monetaña. (...)

Concomilantemente, la mencionada Resolución, en su arliculo 5 estoblece que

son medios de pago electrónicos los s¡pgientes:

Trahsferckcias electrónicas de dinero para efectu.tr paqos;
TransJbrencias electt'ónicas de dinero para efecfuar cobros;
Tarjetas de cúdito;
Tarietas de d¿bito: y,

Tarjetas prcpago, recargables o no.

Por lo expueslo, lo¡ medios de pdgo electtónicos se encuenlrqn clqtatfiehte
de.finidos y reg ados en el Código Orgánico Monetario y Financiero: t', en la
normaÍiru ehitida por la Junta de Políticay Regulaciófl Monetaria.

3.3. Respecfo de lq supeNisión de los sistemas auxiliares de pago

Lrna tle las funciones del Banco Oental ¡lel Ecuador prevista en el atliculo 36
del Código (,gánico Monetario y Financiero, es la supervisión de los sistemas

auxili.tres de pagos, .fómentaru)o la eficiehciu, interoperabilidad e i
inno|acíones eh esle áñbi¡o. (...)

3.1. Respecto de lqs acrtt'idades Finlech prcvislos en la Le!

El obieto ¿le la Ley Orgánica para el Desarrollo, Regulacíón y Control de los
Se/vicios ¡'inqncietos Tbckológicos, es resulqt las acfi'tidades Finlech
efecluadds wr lut inicidt¡vt)i
aclivídodes linsncierus. lo oue incluve el metcddo linanciet.r. de vdlor* v
sequros,

Ei este sentido, el artículo 5 de la mcnciona (sic) Ley Orgátlica, delermina que

las actir¡dodes Finlech implican el desatollo. prestación, wo u oJirta de:

i) lnliaesltuct ras tecnologias pura cqnal¡zar ñ¿dios ¿le pago
ii) Servicios.f¡nancíeros tecnológicos;
ii¡) Socie.lades especializadas de depósitos y pagos eleclrónicos;
iv) Set|icios kcnológicos del mercado de valores: ):,
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v) Seryicios tecnológiuts de segrros.

Ad¡cionalmenle, la citoda ley, eh sus.rtícülos 7 y 8, establecen los requisilos
que dehen cumplir las sociedades o compañías eh Ecuador para ejerl¿t
ac¡íridodes Fin¡ech: t', se determina que estardtl rcguladas por la Junfo de
Política y Regtlació Monetaria y la ,lukta de Política y Regulación Financierd,
según coftespohdú y co tloladas pol el Bdnco Ce ttal Llel Ecuador. kt
Süpeúhtek¡le cia de Compuñías. Valores y Seguros. la Superintendencia de
Buncos o la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, s¿gún
corresponala. en el ámbilo de sus compelenci.ls.

(...) Por k¡ analizado, los s¡stema¡ de cajq común (SIR SAE) de lus operadoras
de ttdtlrporte terrestre no rlesarrollatn activades F¡nlech, potq e no cotesponde
al mercado .finqncíero, ni de lalores o seguros, ni a las cinco áreas específicas
que desurrcllan este tipo de actividad¿s, conforme con la normdtiva figente.

1. CRITERIO INSTITACIONAL:

Oon base en los dnteceden¡es expuestos, la normaliva dplicable ), el anólisis
juridico efectuado, respecto de la con¡ulta que pl.lntea la Enpresa Pública
Municipql de Trunsporle Teteste, Trá sito, Segwidad Viql y Tertkinqlcs
Terreslrcs de Sanlo Dom¡igo, se conclule:

(...) A cr¡terio de esta ¡nstitución, considerarulo que se ha onalizatlo los
conceptos de medios dc pago, seflicios atlxiliales de pago y activades Fintech.
se determina que los sislemas de caja común (SIR-SAE) de las opetadoras de

transporle lerrestre no desufiollun activudes Fihtech, pot ekde, no se

encuentran dento del áñhito de qplicación de la Ley Orgánica paru el
Desarrolkt. Regulación y Control de los Senicios Financieros Tecúológicos, n¡
.\e someten lo normatbu especilica de la Junla de Política y Regulación
Monetaria: y, del Cótligo Orgánico Monetario y Financiero (...) '.

El Asesor Juridico (E) de la ANT. adem¿is de las normas referidas por la empresa
consultante, citó los artículos 424, 425,426 y 42'7 de la CRf-, 86 d) de la LOTTTSV; y
l, 2. 5. 6. 7, 8, Disposiciones Generales Primera y Segundo de la LFINTECH. Con base

en estos frulda¡rentos. emitió el siguiente análisis y criterio j uridico:

.ANA L I S IS Y FA N DA M E NTAC I Ó N :

En relackin a lo planteado es kecesa o ihdicar .lue la Agenciu Nacioflal de

Ttánrito coh'lorme a su polestad normaliv) emil¡ó la Resolución Nro. 003-DlR-
2011-AN7 a través del Direclorío de la ANT, debo ikdicar que lo ñehciohoda
resoluciók estdbleció los pardmetrot t¿cn¡cos. Ldraderisticus ),condiciones
psrd ld implementdción de los Si"'leru$ elecltón¡cos de recaudo para lus lL
operacloras dentr¡¡ tlel ambito ihtracontonaL leh¡eudo como objetivo tluc las \\l\

X
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activida.les de lransporle de las operadoras; es ¡lecir el ecto resoluliro Íue
ernitido d.lin de que dichos sislet as se encuehtren ek condic¡ones odecuadas
para su operacíón en el áthbito tecnológico del trdnsporle lerrestre.

Cube ind¡cu que la Resolucíón Nro. 003-D|R-2011-ANT dato ¡1el año 201.1.

sobre la base de competencias de la ANT regulo lat condiciohes y
caracteristicas gehetqles de los si$temas elecÍónicos de recau&¡; sin embatgo,
la consuha planteada por el Empresa Público Municipal de Transporte
Terresfre, y T lnsíto de Santo Domingo, hace referencia a la Jbtma de

recaüdación de los volores establecída como tarifas de pasujes por el servicio
de trunsporte intracank¡nal, es decir l¿t consulfa no se encuchtla cofio purle de

las competencícts de la Agencia Nacional de Tráksilo, ya que dentro del Titulo
VII de la Ley Orgánica de Trdkspofie Teteli|rc, Tráns¡lo y Seguridad Vial.
refiere a la recolección de datot; con la ./inolidad de regislrar y nanlener
ac¡ualizadt¡s y cenlralírudos kt regisÍos talidados de automoktres,
conductores, títulos habílitantes, operadoras de tronspo e público, inrtacbrcs,
sin¡estros de tránsilo. seRuros, vehícuk¡s, rcúsión técnica vehicular,
recaudación de multus por infracciones de trajhsito, fiaquinal¡a agricola y
ñaquinario de construcción. personas nalurales o jutidicas que brindan
serv¡cios ul sector !- alemajs ín{ormación relafiva o la oferta de serúcio de

lransporte público y cofiercial lrukspo e p rado y transporle altcrnaliro
comunitar io türdl eÍce pcional.

De lo que se concluye es que la Titulo VII de lo LOTTTSV liene como.finalidad
el fiaktenq registrcs actualízados ck rcferencia a p\)cesos de tránsilo y
trunspo e, por lo que en referenciu a l.t cohsuha, Ley Orgánica paru el
Desorrolkt, Reguktción y L'ontrol de los Semícit¡s Financíeros Techológicos
Ley Fíntech tiene coúo objeto '(...) regular las Aclividades F¡h¡ech efectuodas
por las iniciatiras de tecnología relaciona.las cot¡ tod.ts las aclivi.lades

fiha ciera, lo que incluye el hercado fnañciero, de ralores y seguros.' en

cor¡col'doncio con las normas del Cótligo Orgún¡co Monelar¡o y Financiero por
ser su ob¡efo el '(...) regiar los sislemas mohetar¡o y fttunciero, asi como los
regímenes de Nalores y seguros del Ecuador' se consídera que el maneio ¿e los
viores generados por el cobro de tarifas de lransporte coh sistemas de

electrónicos de rccaudo deben regirse por las .lisPosiciokes de la Ley Orgánicd
para el Desatollo, Regulación y Conttol de los Serúcit¡s Finan.ieros
Tecnológicos, Código Orginico Monetar¡o y Financiero y dcrn¿ts resoluck nes

de la Junto Monelqrio cmita en el aimbito de las cottlpetehcias: cabe indicur que

los sistemas de cuja común (SIR-SAE) tienen otro,t objet^ros no únicomenle el
canalizat medios de pago. sino que udemás el Sistema de Pago Electróú¡co l¡ehe

cotfio objefiro el (sic) es una ba¡e de datos q e perm¡le rcgislrar y riqntefier
uctualizados y cenlral¡zados los registros validados de auÍoñolores,
coñdüchre!, lítulos habilítahtes, operadoras de tansporte púhlico, infracbres,
sin¡eslros de tránsito, segwos, vehículos, revísión t¿ckic.t wh¡cular,
recaudación de mu as por infracc¡oies de t ihs¡to, moqu¡narid agyícolu y
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maquinuria cíe conslrucción, personds naturale:; o .¡urídicas que brindan
servicios al sector y.lernás información relalitu a la oferla de servicio de
trahsporte público y cohercidl. lrahsporle prfuado !- lrunsporte allerñaliro
co üt1i¡¿tt¡o rurdl excepcionql generando a su w, el Regislro ¡le Patrones de

Morilidud que sefti utilizs.lo coilo.lqtos paru la planificación de trufisporle
terreslre o nivel bcaly nacional en ¡us difere les cluses".

De lo expuesto, se observa que los criterios jurídicos de EPMT-SD y de la ANT
coinciden en soste¡er que los sistemas de cobro elect¡ónico y caja común (SIR-SAE)
empleados en el transporte teÍestre intracantonal deb€n regirse por la LFINTECH y la
normativa aplicable conexa. En contraste. el BCE discrepa de esta posición, al
considerar que tales sistemas no constituyen actividades Fintech, por lo cual no se

encontraían bajo el ámbito de aplicación de la LFINTECH. ni de las regulaciones
emitidas por Ia Junta de Política y Regulación Monetaria ni por el popio BCE.

2.- Análisis. -
Para el estudio de la consulta planteada- el análisis desa¡¡olla¡á los siguientes puntos: i)
Sistema de pago electónico pam el transporte te¡restre intraca.otonal; ii) Medios de
pago regulados por el COMF: supervisión y actividades Fintech.-

2,1. Sistema de pago electróDico para el tr¡rsporte terrestre intr¡canton¡I.-

De conformidad con el numeral 6 del artículo 264 de la CRE corresponde de manera
exclusiva a los Gobiemos Autónomos Descen,lrulizados " Planificar, regular y controlar
el tlánsito y el tronsporte público dentro de su leffitor¡o cahlo¡1¿tl"-

Por su parte. el articulo 16 de la LOTTTSV dispone que la ANT "es el entc encargddo
de lo reglación y planificación del transporte terresÍre, trúL\ito y seguridad !¡ul en el
lerrilolio nacionol, dentro del ámbito de s s cotfipelencias, con sujeción u los políticas
emdnadas del Miñisler¡o del sector. (...) .

El primer articulo innume¡ado del TÍTULO VII a la LOTTTSV¡r estableciendo que
" L.!s cooperalitas de Íronspo e terreste público | ¡os Gobiernos Autón¡»hos
Descen¡ralizados cantonales con población nayor a 200 mil habitantes contarán,
a.liciorutlmehle. con un sistema de cobro de pasajes que ul¡lice medbs de pdgo
electrón¡cos"; y, la Disposición Transitoria Vigésima Sexta que prevé que ",8 ¡/n
plazo no mayor d cuafro (1) dños contados d partir de la ptesenle re/btmu, las
cooperatir¡as cle transporte terreslre públ¡co y los Gobíernos Au\ónomos
Descenlralizados municipales que cuenten con una población mayor a ve¡nte y cinco
ñil (25.000) hahitqntes, implementarún sislemos de cobro de pasajes que ulilice medios

t:f¡tulo) articub ag.csa.las pü drticrlo li. iuwrul I d. la Ot&)nrd Lwd la R¿a.hr¿.i¿ñ ¿¿ k Ecanohid,lól¿llc¡ñ¡¿ntü¿¿
ld Dotatiacñt ! !lo¿.¡nt:ac¡ó. de la t;¿!tóü L inMeru . publt.n¿d ¿ 98¡1,,¿0 Sltp¡¿tuñb ¿¿l R¿s¡sto Oictol i 150¿¿ 29de
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de pago electrónicos de acuerdo al reglamento que pura el efecto, emiton dichos
Gobiernos At¡lónomos Descentralizu.los eh el ámbito de su comperencia. ".

En esle contexto. el artículo I de Ia Resolución No. 003-DIR-2014-ANT señala como
objeto de la misma "(...) regular las caracleislicas, par.)tfictos y condiciones para la
implementac¡ón tle sistetfids electró icor de recaudo por parte de las operadoras de

transpotte público de yrsajeros en el ámhito intracank¡nal, para los ingresos que
obtengan clel desarrollo de las ac¡ivi¡lades de transporte (...) '.

Por su parte. el articulo 4 de la mencionada Resolución contiene varias deñniciones ¡
entre ellas sus numerales 3 y 9 señalan:

*3. Cajo Cornún Modelo de gest in cenlralizoda,formo único de admiristrución
! operucióh de uña lola que presla el se¡vicio d¿ transporte público. En cl
modelo de caja común. los ingresos provenientes de los pasajes enltuh a un Jóñdo
único, que luego es dislríbuido cle fbrmd e.luittltira según rcglas deJinidos y
aco tdada s pr er idtfi e nl e.

(...)

9. Sislema de Recaudo Electtótico Conjunto de sofbgare, hatdparc, y rccurso
huma o, que pe lile ld ihpldnloción de un sislema tarifa o denlro de uh
s¡sterna de trunspoúe público- lncluye los equipos o bordo de la blalidad de

unidades de transporle habilitadas para la operución, necanismos de pago
(¡ncluyen.lo la inicialización, wli<lación, registro, custodítt. transporte), ¿quipos
de conlrol en parodetos, sístemds pdrct regístto, conlrol y generación de reportes
de k¡t mecanismos de pugo, cámara de compensación, punlos tle emisión de
tfiecak¡süos de pago, red de distribución y recurga de mecanismos de pago. Para
su impletúentoción deberá eslar debidarnenle homologado por la Agencia
Nacional de Ttánsito, quien u bu\'¿s .le mecdnismos detern¡nados, veriJittrán su

seguridad y alta confiubilidad. (...)" (é\fasis añadido).

El inciso primero del articulo 5 de la Resolución No. 003-DIR-2014-ANT dispone: "la
inplemenlackin de un sislemo de recdudo elect¡ónico (SRE) (... ) que perürila receptar
y gestionar los recursos ptorehienles del cobro de la tarifa recaudada. por concepfo de

prestación del servicio de Íansporle público en el ámbilo íntrdcantozal " (énfasis

añadido).

Para tales tines- el a¡ticulo 6 de la Resolución No. 003-DIR-2014-ANT señala las

caracteristicas mínimas del sistema de recaudo electrónico: el artículo 7 ibidem
establece las directrices del esquema de operación del sistema; y, el artículo 9 pre\é que
''(...) los mecan¡smos dc pugo deberán corresponder a taúefds ¡tteligenÍes sik
contacto que cumplan con el esta ¿lar internacional ISO 11113 -A o B y ttt¡e fun¿ioncn
bajo el sislema de pte-pago, p*liendo abonar el efbct¡to o sefiicios que el usuarío de

tru sporle rcquiera (...) '.

I
a
,
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De las no¡mas señaladas se desprende lo siguiente: i) las cooperativas de trar¡sporte
terestre público y los Gobiemos Autónomos Descentalizados cantonales con
población mayor a 200.000 habitañes esuin obligados. desde la vigencia de la Ley
Orgánica para la Reactivación de Ia Economia. Fortalecimiento de la Dolarización y
Modemización de la Gestión Financiera, a implementar sistemas de cobro de pasajes

mediante medios de pago elect¡ónicos. Además, Ios GAD con más de 25.000 habitantes
deben cumplir con esta obligación en un plazo máimo de cuatro años desde dicha
entrada en vigencia; i!) Ia caja común constituye un modelo de gestión centralizada, que
implica una administración y operación unificada de la flota de transporte público. En
este modelo. los ingresos obtenidos por concepto de pasajes son depositados en un
fondo único, el cual se distribuye posreriormente entre los operadores de manera
equitativa, conlbrme a reglas previamente establecidas.: iii) de conformidad con el
Reglamento de Sistemas Tecnológicos de Recaudo para Transporte Público
lntracantonal. dicho sislema es el conjunto de soft\,r'a¡e. hardware, y ¡ecurso hunano.
que permite la implantación de un sistema tarifa¡io en el transpone público. fncluye los
equipos a bordo de la totalidad de uddades de transporte habilitadas para la operación,
y para su implementación deberá estar debidamente homo)ogado por la Agencia
Nacional de Tránsito y cumplir con las disposiciones de dicho Reglamento,

2.2. Medios de pago r€gulados por el COMF: §uperv¡siór y actividades Fintech.-

De conformidad con el articulo 303 de la CRE, "La formuloción de l¿¡s polilícas
monetar¡a, cre¿l¡ficia. combiaña y linanciera es .fbcultod exclusiva de la Función
Ejecülira y se insttu lenlafti a lru\r¿s del Bqnco Cenfral. (.-.) '.

En ese ma¡co, el articulo 2 del COMF dispone q\ei "Este Cód¡go establece el marco de
polílicas, regulaciones, supen)ísión, control y rendición de cuentas que rige los
sislemos monelqrio y Jinanc¡ero, osí como los regímenes de valores 1 seguros, el
ejetcicio de sus ac¡ivi.ludes y la reloción con sus usuarios '.

El articulo 6 del COMF indica que el sistema moneta¡io y ñnanciero nacional está

integrado por "las entida¡les responsables de la.formuloción de las políticos,
regulación, implernenlsción, supervisión, control y segur¡dad.firutnciera y las entidades
púhlicas, privadas y populares y solidurías que ejercen activ¡dades monetarids y
.findncieras". Añade el segturdo inciso de la misma norma que "lntegran los rcgímenes
de valores y seguros las enti.lqdes respon''dbles de la.formulación de las politicas.
regtlación. implementoción, süpenisiót1y cokffol, .rdcfiLis de las enfidades púhlicas y
priradal que e¡ercen operacioneN con valoret y efectúen actiúdades de segunts".

En este contexto, el aficulo 36. numeral 13 del COMF señala como atribución del
Banco Central del Ecúadot, "ejercer el conlrol de los medios de pogo; y, lo vigilonciu y
supervisión de los sisfemas uuriliares de pdgos, fofttenlando la eficienciu, .$.
interopetahilidad e ihnowciones en este ámhito". {,/
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De acuerdo con el artículo 99 del COMF. se consideran medios de pago:

"Los cherlues, billetetas electró icas y los med¡os de pogo electrónicos que

comprewlen ltrs lransferencios para pago o cobto, lds la¡jelas de c¡édito' débito,
prepago, recorgables o no, encoje y segaro de depósilo; las billelerus
elecbónicas con la cafego¡la de barrcq enterurnefile digilal que cumplan con el

fondo y rcsenas de liquidez, encaje y seguro de depósito, y, olrus medios de
pago centrudos en lo tecnología, previa licencio de la Superinlenderrcio d¿

Bancos y en los témhos de que delemine y rcgale la lutto de Políticq y
Regulaciór Monetaria " (énfasis añadido).

El afículo l0l del COMF prevé que "Los med¡os de pago eleclrónícos serán

inpleñentados y operados por el Banco Central del Ecuador y operatlos por las
entidades del sistenla f¡na ciero nacional y los agenles debidamente calificados del
sislema atltiliar de pagos de conlormidad con la notmdlira que expida la Junta de

Politica y Regulación Monetdria (...) '.

En ejercicio de sus competencias, la ex Junta de Política y Regulación Monetariall
expidió la "Norma que regulu los medio:i y sistemqs de pago en Ecuador y las

actíeídades Fintech de sus pattíc¡pes"i y también el BCE emitió la "Norma para la
Autorización, Vigilanc¡e y SupeNisión de los Partícipes del Sístema Auxiliar de

Pagos", mediante la cual se establecieron los requisitos, calificación. autorización y

regis&o de los servicios que prestan los paficipes del Sistema Auxiliar de Pagos.

El artículo 15 de la Norma para la Autorización. Vigilancia y Supervisión de los

Pa¡tícipes del Sistema Auxiliar de Pagos precisa que "El Banco Cennal del Ecuudor
ejercerá, de manera conlinua. la vigilancia y supertisión de los pa ícipes del Sislemd

Auxiliar de Pagos". Por su parte. el artículo 20 de la Norma que Regula los Medios y
Sistemas de Pago en Ecuador y las Actividades Fintech de sus Partícipes define a los
sistemas auxiliares de pago como el corijunto de politicas, noünas. instnnnentos,

infraestructuras, tecnologias, procedimientos y servicios articulados y coordinados,
públicos o privados, establecidos para canalizar medios de pago, mediante

t¡ansferencias de recursos, compensación entre sus distintos panicipes. así como la
ca¡alización de remesas,

En cuanto a la LFINTECH, el artículo I establece que su objeto es "repylar las
Actiridades Fintech efecluddat por lds inic¡alivus de tecnología ¡elacionadas cori lodLt
las actit'idades rtnarciera, lo que incluye el mercado frnanciero, de valores y seguros"
(énfasis añadido).

lt Cor¡utu ¿ la Dispoidtk R.loñdtottu Pt¡@td d. b Le) O¡\¿úica de tnEArdad Púbhcd. Publcado .n ¿l liÚq SuPleúe"¡ó

del R/{.tsto Oli.t¿l ¡o. óA. de !ó d. )" o d¿ 2t)25. § rclomó el Ojtl¡go Orúñ¡@ llM¡¿ o ! l:tMrc¡erc rnú.ardo l¿s Jtñtus
d¿ t,ól¡toa t ReCul«iM Fiwpra t Y@btia ¿n ú 3olo oryaiMa ,\¡o obsta¡k. dichos eñbbs ro of¿.b" ¿l cMterdo
ap I Éo hle a I pekñte pronmcnñEñto.
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El a¡tículo 5 ibidem define como actividades Fintech a aquellas que involucran "e/
desrr¡¡llo. prctlación. uso u oferta de: i) Infraestrucluras tecnologías para canalizor
medios de pago: ii) Servicios f¡nancieros tecnológicos: iii) Sociedodes especializddus
¿e depisilor y pat:os electóki.os: ¡r) Senicios tecnokigicos del mercado de valores: y,
v) Serrícios lechológícos de seguros".

Lo ante¡ior se encuentra en armonía con Ia Resolución JPRM-2024-018-M que, en su
ar1ículo l, define a los medios de pago como (...) aquelbs insttumen¡os .Íísicos o
elcctrónicos autorizados pot la ,luhta .le Politictt y Regulacíón Monelariu que.

utilizodos ente los diferentes agentes ecohtjmicos, sifiek patg eÍ¿ctuar transaccionet
/inancieras o económicas, con el propósito cle, enffe otros, adquirir biehes, servicios o
cancelar obligacione5 "; y. los clasifica en: , Medios de pago fisicos; ir./ Medios de
pago electrónicos; y, ii, Billete¡as Electrónicas. A su vez. el articulo 5 subdivide los
medios de pago electrónicos en:

-( ..)
a) TransJbrencias electrókicus de di ero para efectuar pagos:
b) Trunslérencias electrónicus de dínerc para efectuar cobros:
c) Tarjetas de cftdito;
d) Tatietus de débib: y.
e) Tqietqs prcpago, recqrgables o r1o. "

Finalmente. el artículo 22 de la misma resolución establece que pueden ser partícipes
del Sistema Auxiliar de Pagos, previa autorización del BCE. las siguientes entidades:

'' (... )
a) Las enlida¡les linancieras:
b) Las entidades de servicios auxiliaret; del sislema .linanciero:

transuccionales. de pago, de redes )' cajeros qutomático¡ t'
administradorari de taúel.ts :

c) De servicios .financieros tecnológicos; neobancos y de concesión díg¡tal
¿le cridik»s :

d) Las sociedades especializadas de depósiÍos y pogos electrónicos
(SEDPES); Y'

e) Lat administrddoras del Sistetha Autil¡ar de Pugos (ASAPL"

De la nomativa analizada- se desprende lo siguiente: i) corresponde al Banco Central
del Ecuador ejercer el control de los medios de pago y la vigilancia de los sistemas
auxiliares de pagos, bajo el marco del COMF, la Ley Fintech y la no¡maliva emitida por
la JPRM y el propio BCE; ¡il se consideran medios de pago los instrumentos fisicos o
electrónicos autorizados por la JPRM. empleados por los agentes económicos para
realizar transacciones. Estos incluyen cheques, billeteras electrónicas y diversos medios
elect.ónicos como traosferencias. tarjetas de crédito. débito, prepago. y otros medios
tecnológicos autorizados; iir) los medios de pago electrónicos se encuentran deñnidos y
regulados en el COMF así como en la normativa emitida por la Junta de Politica y . Jf

)(
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Regulación Monetaria.i iv.,/ son Actividades Fintech aquellas relacionadas con la
provisión de infraestructura tecnológica para medios de pago, servicios ñnancieros
digitales, entidades especializadas en pagos electrónicos, servicios tecnológicos
vinculados a valores y seguros; r, podrán ser panícipes del Sistema Auxiliar de Pagos.
siempre que cuenten con autorización del BCE, las entidades señaladas en la Resolución
JPRM-2024-018-M.

3. Pronurciamierto. -

De la normativa expuesta y ana¡izada, en atención a la consulta, se concluye que los

denominados sistemas de caja común (SIR-SAE), confo¡me lo previsto en el Título Vll
y la Disposición Transitoria Vigésimo Sexta de la LOTTTSV. est¿in suietos a la
requlación de la Aqencia Nacional de Transilo {AN l) v de los Gobiemos Aulónomos
Descentralizados, dentro del ámbilo de sus respectivas competencias. en aplicación de

los afículos 16 y 30.5 de la mencionada ley. Por Io antes expuesto. dichos sistemas no

se encuenlran comprendidos dentro del obieto regulado por el articulo 1 de la

LFTNTECHi v. consecuenlemente. no deben ser cataloqados como una infiaest¡uctura

tecnolósica para canaliza¡ medios de paeo sesún los té¡minos del aficulo 5 de dicha
norrna.

El presente prcnunciamiento es obligatorio para Ia Administración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas ju¡idicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exclusiva ilidad de la entidad consultante y de

cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Atentamente.

V,
Abg. Jua¡
PROCU DEL ESTADO

co. cuillermo Avellán Solines

C€rente Cen€rel del Bsnco Cenlral del Ect¡3dor

lng. Pedro Abril Alegr¡a
Director E¡ecut¡vo Ag€ncie Nac¡o¡ral d€ Regulación y Cortrol del Tr¡nsport€ T€rrc§tre,
Tránsito y S€güridad Vi¡l

c€rente Cen€rel del Bsnco Cenlral del Ect¡3dor
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Magíster
Ruth Elizabeth Landeta Tobar
GERENTE Gf,NERAL
EMPRESA ELÉCTRJCA QUITO S.A
Presente.

De mi consideració¡:

Edili. io Añazoñás Pta¿á
Ae Arozom3 N39-121 y arirágao

r.
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t

Mediante oficio No. EEQ-GC-2025-0282-OF. de I de abrilde 2025. ing¡esado en el correo
institucional de la Procuraduria Ge¡eral del Eslado al día siguiente, se reformularon las

consultas que fueron originalmente planteadas en oficio No. EEQ-CC-2025-0187-OF. de 6

de marzo de 2025. en los siguientes terminos:

"1. De ocuetdo con el ilciso setundo del artículo 60 de la Ley Otgtít ico del Senicio
Púrblico de Energía El¿ctica (LOSPEE), el Gobie¡no Aulónonto Desce ralizado
(GAD) debe ¿ní¡ega, a la eüprcsa eléct¡ica el esludio técnico de friacün d¿ tal/§,
debidanw e socittl¡zolo con los t saarios, junto con el l¡srado de abonados que rcc¡ben
el se icio de ¡ecolección de Psi¡luos, ceñilicado po¡ el luncioni o municipal
competenle. En este contexto, considerun.lo que la arigihilidad de la Tosa de Ge§lión
Integral de Residuos Sólidos eslá sujela a la cor¡ecta socidüación de dicho estudio,

¿la Iaha de socitlizoción .lel estudio ,écni!:o afecla la cortfrguración del hecho
gerreradot de la obligac¡ón tibutaria o solo incide en la tnlidez ¡le su cobro?

2. Conlorrne ol a¡rícalo 55 del Cóligo Ttibulario, la obligoción y la acción de cobro de

los créditos l¡ibuarios y sus ir,r',e¡eses presciben en el plazo (sic) en ud Plazo de cineo
años ¡lesde lafecha en que fuetoa edgibles; considerotdo qüe la fórrr,ula de cobro de

la Tdsa de Geslióh In egrul de Residuos Sólidos se refomó en el año 2017 Wún la
t otmaliva correspon¿liente, y dado que su generución e$ de carácle¡ Pe¡iólico, ¿debe
compularse la p¡esc pciti'n de mane¡o individuat para coda obliSación generada

t Eñsualrne e o e.xisle un crileio uttilicado paru eI inlclo del cómputo del plazo de

prcscriw¡ói?

3. Según el onículo 56 lel Código T¡ibutario, la p¡esc.iwió de lo a.c¡ón de cob¡o se

inler¡uñpe po¡ el reconocimienro erpreso o tácilo de la obligación po¡ porle del deudo¡
o po¡ lo c¡lación legal del anlo de pago. En esl¿ sentido, co,t§iderando que la falla d¿

socialkdción del eÍudio l¿cnico por ?ale del CAD er un requisito preeio pa¡a la
erigibilidad del cobru de la rasa, ¿puede esÍa ornisión influir en el córrrputo del Plazo
de p¡esc pciót, dleclando kt posibiliddtl de int¿üurnpb dicho plazo o pa i le la
exigibilidad de la tasa?

1. Conside¡ondo que la Tasa de Cestióñ Integ.il de R¿§iduos Sólido§ fue recaudada
con base en el pliego toñfario de abril de 20U ! que sa reliquidación, confo¡me a urro
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naewfórmula de cálcalo atpedida el 2017 lrot el ente cornpeteñte, implicd urú naeva
determiñación de los volorcs a cobruL ¿debe aplicotse el plozo de prescripción de la
acción de cobto preeisto en el aflículo 55 del Código Tr¡butotio, cois¡de¡analo que hod
ltanscui¡do más de cinco años desde la exigibilidad original de la obligaciói
lribularia?. Ei caso d¿ qu¿ la rcliquidaclón ,nodüque los hontor o gi$alñ¿nÍe
Íacturados, ¿se gene¡a u o nueva obligación t¡¡butdr¡o con un nuevo plazo de
ex¡gibili.lad, o debe considerurse que dicha r¿liqaidaciór, se encuentn sujeta ol misrno
peflodo de pretcrifión que la obligación lributoia origirral, dado que lo acción de
cobro de la leso tigue.ler¡vatdo de la obligación original?

5, De conlo¡mdad con el oficulo 5ó del Código Tributario, lo prescripciói de la occión
de cobru se inte¡rurnpe por el ¡econocirniento etpreso o tticito de la obligación lrot parle
del alerdo¡ o po¡ la cilación legal del oulo de pago. En este conlL\7o, §i ha tanscu i¿o
el plazo de prescripción desde la exigibilidad o g¡nol de lo obligoción, ¿Lo
reliquidacün y em¡sión de nuevos valorcs pueden coisiderurse un aclo ifitefiuptivo de
la presc¡ipción, o deb¿n etterrderse corrro una acltación exrenponinea sobft uño
obligación lribulario lt prescrito?

6. Confomte ol afllculo 55 del Código Trihuta¡io, la acción de cobro de los crédilos
fiibuta¡ios ! srrs ¡ntereses presüibe en el plao de cb co oños contados desde to fechq
en que lo obligaciónfue ex¡gible; ei este contato, dtdo que lo prescripción e*iague
la accün de cobro, perc no ,receso¡iamente la obligación t butttriq efi s[, ¿luede la
empreso dislribuidora asurni¡ el cobto po. cuento del GAD, o es necesaio que lo
adrninislración tiburorio coüespondierlte decla¡e Íomalmente la p¡escripcitón antes
de cesar su *igibilidad?".

Frente a lo cual. se manifiesla lo siguiente:

l. Atrtecedentes.-

Del oficio remitido y los documentos adjuntos se deprende lo siguiente:

Mediante oficio No. 10783, de 18 de marzo de 2025. la Procuradurla Ceneral del Estado
solicitó a ¡a Empresa Eléctrica Qu¡to S.A. (en adelante. ¿rO') ¡eformular las consultas
contenidas en oficio No. EEQ-GG-2025-0187-OF. de 6 del mismo mes y año, ingresado al
día siguiehte. Este requerimiento fue atendido con el oficio No. EEQ-CG-2025-0282-OF. al
que se ha hecho referencia.

El ¡nformejurídico contenido en memorando No. EEQ-PR-2025-0264-ME, de 31 de marzo
de 2025, §uscrito por la ProcumdoÉ de la EEQ citó, como principales fundamentos, los
artículos 2ó4 numeral 4, 314, 315 y 415 de la Constirución de la República del Ecuadorr (en
ade¡ante. 'Crt ")l 55 ¡erad),85. 172. 186, 566 y 568 ¡etra d) del Código Orgánico de
Organización Tenitorial. Auto¡omia y Descentralizaciónr (en adelante, "('OOTAD ):60 y
las Disposiciones Geneml Tercera y Única Transitoria de la Ley Orgánica del Servicio

t'Rt. pubh,orta e. el F¿p\¡¡o O.l. al \o.us J. :o& 
^ 
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Público de Energia Eléctricar (en adelante, "LOSPEE )i y, los afículos 3,8,55 y 56 del
Cód¡go Tributarioa (en adelante, 'Cf'). Con base en este ma¡co noÍnativo. concluyói

,, A T, PRO N UNCIAMI ENTO I NS TIT UCI ONA L.

Con base en el marco normatfuo ! el snális¡sjur¡dico etpuesto, se eslablece elsiguiente
pronunciañíenlo it¡stilucioüal rcspecto a la recaüdaciók de tasos municipales a través
de empresas eléctricas, la pretcriryión de la obligación tr¡b t@ia y la yalidez de su

3.1. La exigibilidad de la Tosa de Gestión Integral de Residuos Sólidos está
cot¡dicionada o lo debida socíal¡zacién del estudio t¿cnico con los usuar¡os. conforn e
al a ículo ó0 de la LOSPEE. Et coso de ho cunplirse coi esfe rcquisito, podriqn
generarye objeciones respecto a la exigibilidql de la obligación tibuktlid.

3.2, En aplicación del artículo 55 del Códígo Tributario, la obl¡gación tribuÍaria
derivada rlel cobro de la tasa líene un ca/ácter periódico. gexerándose mes d es. Por
lo tdnto, el cómputo de la presL'ripción debe ekctwrse individualmente para cada
obl ig.tción nenstal desde su respectiva exieibil¡dad-

3.3, La lalta de socializa.¡ón del estulio técnico no interrumpggl:fuieiq lklllitpulp
del plazo de presc pción. Conforme al artículo 56 del Códígo Tribul&io, lo
inteftupcitit de la prcscripción solo operu pot reconociñ¡eülo de la deudd o pot ackrs
de c¡tac¡ón delaulo de pago.

3.1. La reliquidctción de la tosa con bate en uno nte,¡a fórmula de cálculo no genera
una nuevo obliqación tibuta a. sino que aj sta el ralor conlorme a la nuera
deteminqc¡ón. No obsta e, la prescñpción si€ue computándose desde la exisibilidad
ot iginal de la o b I isseiiüLb!!sLisu!Jk$!s.!s!9!isj!k!s9li!L

3.5, Si la em¡sióñ de nuevos talorcs ocurre de$)u¿s del pla.o de prescripción. esta no
puede intetumpirse ni retrotraetse. dddo que la dcción de cobro ya ha sido exlintuidd.
En consecuencia, cudlqu¡er e¡nisión ,le .,)alores sobrc und obligación presctita
constiluirío un acto exleqtporáneo si¡¡ val¡dez pqra efectos de exigibilidad.

En vi ud de lo expuesto, la institución debel¿ obsenat eslrick menfe los llüos de
orescrirción aolicables I parantizar la debida socializoción de los estudios técnicos
como rcouisilo üevio a la exigibilídad de l.t tasa. eútando asi polenciules
cuestionamienlos jutídicos sobre su cobro ".

El objeto de contar con mayores elementos de análisis para atender adecuádamente las

co¡sr¡ltas planteadas, la Procuraduría Geneml del Estado requirió, mediante oficios Nos.
10993, 10994 y 10995, de 4 de ab¡il de 2025. los criterios jurídicos instituc¡onales de la
Asociación de Mu¡icipalidades Ecuatorianas (en adelante, "AME"); a la Empresa Públ¡ca
Metropolit¿na de Aseo de Quito (en adelu,nte, "EMASEO EP "); y, al Gobiemo Autónomo

r LOSPED, p,bh.uda en d Suplew"to d.l Res'sno Ojcal tio. I 7 5 
're 

20 .h ab,il d. 201 0.

' < Í. p"bl¡cd¿ eñ ¿1 sltphtunto del R.EBtm (üc'al \o 38. de l1 d. tú¡o d. 20$
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Descentrálizado del D¡strito Metropolitano de Qufo (en adelante, "GADM Quílo"),resryto
de la materia obieto de coísulta.

Posteriormente, mediante oñcios No. 11228 y No. 11229, de 25 de abril de 2025, este

organismo insistió en dichos .equerimientos a la AME y a la EMASEO EP, sin obtener
respuest¿ de parte de la primera entidad.

Las respuestas se recibieron, en el orden indicado, de la siguiente manera: , la
Subprocuradora de Asesoria General de la Procuraduría Meropolitana del CADM Quito,
media¡te oficio No. CADDMQ-PM-2025- 1716-0. de 24 de abril de 2025, recibido el ñismo
día, alcual se adjunró el "CONVENIO DECOOPEMCIÓN LNIERINSIITUC\ONAL PAM
IÁ RECAUDACIÓN DE L,4 TASA PARA I.Á GESTIÓN NTEGRAL DE KESIDUOS
SÓLID)S, ENTRE LA EMPRESA ELÉCTR\CA QUTT) EEQ Y u EWRESA PÚBLICA
METROPOLITANA DE ASEO 'EMASEO EP" '(en adelante, "Convenio No. CONV-SG-002-
2021'), nsí como el oficio No. GADDMQ-DMT-2025-0209-O, de 24 de abril de 2025,
suscrito por la Directora Metropolitana Tributaria; y. i, por el Director Ju¡idico de la
EMASEO EP. a través de oficioNo. EMASEO-DJA-2025-0020-OF. de 05 de mávo de 2025-
ingresado el m¡smo día.

El criterio jurídico del CADM Quito citó, ádicionalmenre, los artículos 1604 y 160ó del
Código Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito5 (en adelante "CMDMQ"): lO,
ll.l y 7l del CT; la cláusula 5.1.6. del "CONVENIO DE COOPEMC\ÓN
NTERINSTITIJCIONAL PARA U RECAT]DACIÓN DE LA TASA PAM U GESTIÓA
NTEGML DE MSIDUOS SÓLIDOS. ENTRE LA EMPRESA ELÉCTMCA QUÍIO EEQ Y
LA EMPR&SA PÚBL\CA METROPOL|TANA DE ASEO 'EMASEO 

'P"' 
(Eñ AdCIANtE

'CONV-SG-002-2021"); así como sentencias de la Corte Constitucional (Sentencia No.
1401)6-EP/21) y de la Corte Nacional de Justic¡a (casacióñ No. 09501-2019-0021l). Con
base en estas normas y sentencias. concluyó:

"1. (...)

Respeclo del hecho eenerador del cobto o recaudación de la tasa paru la pestión integral
dqlesi¿le§Jdi{bt este ,ro se encuento compüesto bot elementos. como la socializaciórl
del estudio técnico. tampoco este elemento alecta su yalidez de cobro o exigibiliriad. De
acuerdo al análisis de la Ley Orgánica del Semicio Público de Energía Eléctr¡c¡r. la
socialización del estudio lécnico, es un elenento esenc¡al del convenio de rccaudación.
no comprende elemento tibutafio.

(...) en ten as tibutarios existe el pri¡tc¡pio de reservo de ley conteñidos en los mticulos
l0 y I l.l del Código Tributario (...)

Esto signilica que ninEn convenio o nomra odministar¡va puede aheror lo
conleuftrción del hecho eenerudü o modifrcar la gestión tñbutaria ea ninguna de sus

: Cahwnto No. CONr-SG-002.2124 Otd! a M¿towlitah! lio.072-2024, wbltcad" del Res$tto Olcial Dd¡c¡ói EspectalNo.
16Aó dc 30 ¿¿ Mb de 2tñ1

!E

lIn
pnoc¡.n¡o¡¡ cercn¡r oe m¡oo

r"¡.'rr :rlrri
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RESPUESTA:

Por ¡anto, la socialízación del eshdio lécnico no alecta l.¡ conleúctción del hecho
pot

cüanto los tributos solo p edeñ ser cteado§, modificados y efiintos pot normas de
carácter general erpedida por autoridad competente.

2. (...)

El Código Muticipal pdta el Distrilo Metropolilano de Quito en su ort¡cülo 160ó,

rcspeclo de la recaudación de la tasa y su períodicidarl dice:

'El gestor de recaudoción cob¡a¡á la TCIRS de manero m¿nsual o con la periodicidad
que le sea expresamente indica.la pot la o las emprcsas públicas ñetropolilanas
e cargadas de la gestión i tegtdl de tesiduos sólidos, a quien se le pagoá el valor
acordado y .rutorízdo W el costo de la gestión de la recaudación de lo l./sa, de

conformidail con lo que establezco el cmvenio o contrato de prestación de servicios de

(.,,) dENITO dEI CONYENIO DE COOPERAC\ÓN INTENNSTITUCIONAL PARA L4
RECAUDACIÓN DE U TASA PARA LA AESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS
SÓLID1S, ENTRE DI EWRESA ELÉCTNCAQUITO EEQ Y LA EMPRESA PÚBLI(A
METROPOLITANA DE ASEO 'EMASEO EP' Nto. CONV-SG-002-2024, en el punto

5.1.6., Ete hobla de las oblígaciones de la Ernpesa El¿chica Quito, .lice leiualmente:
'5.1.ó. Emitir y entregar a las empresas encorgulas de la gestión irltegal de rcsiduos

sólidos, la fqctüra ,rreisual oor concepto de coslos operatiros de lecaudrció de la ¡asa
par a ls Q s : lót lrkssldcBrldug

L..) de lo citatto se desprende que, esla taso es un ralor de en isiók , rucoudoción
ñensual, haciéndose *ieible el primer día del ñes siguienle a Ia úeslación del §ervicio.

RESPUESTA:

Pard efeclos de 1., prescrioción debe cottputoqe de manera individüal Dara cada

ob l ieación eenerda ñensüahnenle.

3. (...)

RESPAESTA:

La oñkión o la foha de socialización del esudio ¡écñico Por pdrte del GAD no tiene

injerencia en la configüroció del trib to: por tañto, lo orrlisión o lafaha de socialización
del esludio t¿cnico krnpoco inteúere en el cóhtpulo del plozo de prescrioción de la tasa.

1. (...)

Ilna retiauidación del valor de ta obliqoción orie¡nal. solo nodafrca elvalor. n^ no lo
iiiiio a" ta o¡iipaci¿r. por lo cual la misma se mrrnliene errfrñe. lL

RESPUESTA: 
K
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I"a reliquidación de los valores de las oblieaciones. solo aÍectan elralot de la obligación.
no qehera mo nueva oblisoción. por lanto. la rel¡ouidacióú se encuentfi suieta al mismo
oe odo de orescripcióh que lo obl¡gación bibuknia ofiqinal.

s. (...)

RESPUESTA:

Por lo cualla reliouidación realizada pot la auto dad lributaria. no interrumpe elplazo
pqLbprg§edDr¡lir Gblq sg!:ión de cobto. la rcliquidación puede intemtnpir el plazo
prev¡slo sieüpre y c*tndo sea a pedido del contibuyente.

6. t...)

RESPUESTA:

La all¡bución de cobru le solañen e al GAD: la enpresa d¡stribr/idora
p ede lener lafünción de recaudat estos yalores por cuenta del GAD, de acuetdo a lo
eslablecido pot cohyenio pleyio y en estricto apego al contenido del mismo. Respeclo de
la prescripción de la acción de cohro preyisto eñ el altículo 55 del Codígo Tributario, la
misma no puede ser declo¡ada de ofcio por la alnoridad tributaría, se deja clara
constqncia que el sujeto pasiro de la obligaciót1 es el coñtrib yente." (Lo subrayado me
corresponde).

Po. su parte, EMASEO EP citó. además de las normas enunciadas, los anículos 226 de la
CRE; I y 32 del CT;4 de la Ley Orgínica de Empresas Públicas6 (en adelante "¿O¿p"); y,
189. 190, 192. I830, 1831, 1832, I833, 1834 y t835 det CMDMQ, luego de lo cual, respecto
de la primerE pregunta, concluyó:

''(...) una disposic¡ó rrornativa (A . 60 LOSPED. no püede dec¡ar la confiaración
del hec ho eenerador y que lalalta de soc¡alirución sea una ca salpara inyalidar elcobto
de na tata que t¡ene rcsena de ley, conligurada en el (A . 1604 CL$.

En cohsecuencia, en rcspuesta a la cons ha, la socialización del estudio a¿cñico no incide
en la yalidez del ptucedimiento de cobro. menos en la generació de la oblípaciófi
tributaria ld cual surge por la prestaciór\ continua del semicio público de recolección
de residuos sól¡dos en el Disttito Metrcpolitano de Qu¡lo" (Ln s¡brayado me
corresponde).

En cua¡to a la seBmda pregunra, la EMASEO EP concluyó:

" (... ) la üescrwión del cobro de la tasa. debeúi computarse de maneta indiviánl. pues
la tasa es de cobro mensualv periódico. por la prestación del sen¡cio de recolección de
residuos sólidos en el Díst¡to Metorylitono de Q ilo, que paft, eleclos de cómpüto y
pma que opere la prescripción, esta debe cumplir cotl b que deten irra el a . 55 del
Código Tributotío, toda vez que la tñisrno deberá ser alegoda por el sujeto pas¡\to del
r¡¿rro " (lo subrayado me conesponde).

-

-tilt
raoq¡¡drnh caÁÁ De rsraqó

ó LOEP publiarlo .n el Suplewnto .lzl Feqisno Ofrcia! No $ de I ó d¿ Etubrc rt2 2Ot)9
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En relación cod la tercera p.egunta, la EMASEO EP concluyó:

''(...) la socializ.tción de tn estudio lécnico no inlluve en el cónp to de plazo pr¡ra
prescripeióL loda vez que no cumple con k, que delerm¡na el A . 56 del Cód¡go
Tr¡bu,ario en concotdancia con el Arl. 301 de la Consliluc¡ón de la República delerñbta
qüe: 'Sólo pol acto non ativo de órgano cofipete te se podtán estableceL modiftcar,
eronerar y extingüir tasas y contr¡buciones- '. Ia norma expuesta introduce elerilerio de
uno rcsenu de lev relatiw. se
t butaña en matefia de tasas y conh¡bucíones. atmoue co s/. capac¡dad regülalorid.
eslá s4ieto a un acto iormativo l(hdeh@zd 1t (Art. 10 | I1.1 del Códieo Ttibutario " (1,/¿

subrayado me c¡responde).

En lo que respecta a la cuana pr€gunf¡, la EMASEO EP concluyó:

''Al ¿xistir una reliquidacióñ de los valores coúforñe a una mPvafótmula de cálculo
AU 7 ). no da lüqat a una nueva obliqación Í¡butaria autónoira, sino que consliluye @a
actualización del monto derivado de lo mísma obligación original.

Por tanto. el plazo de prescrilxién se compula desde la fecha de exieibilidd iniciol de

caduobligocún oe¡iódica. no desde la.fecha de lareliquidación. Elcambio en lafónflula
tarifaria úo rcinicia, ni ertiende el plaao legal para el eiercicío de la acción de cobro

Es consectencia, dentro del ánbilo sütantivo d¿l tribúlo, este s¿ manliene e .firme por
la nqruralezo de la obligaciótl, .tsí tambiéú en lo dimensión adieliva lalacuhad tributaria
de er¡gir el cobro lalecha de cómlpuo es desde la faclüación Periódica mensual que se

encuentre de plaro wncido " (Lo subrayado me coresponde).

En lo que concieme a la quinta pregunta. la EMASEO EP concluÉ:

" En este contexto, la rcliouidación y emisión de uevos valores tto cot stiluve. por §¡ sola,

un acto intetrupti|o de laplescriúción- va o@ requiere de la solicitu.l del contribuvenle
(incisoinala.55CT).Eslareli.¡ltidaciónde.ralorestiehesuiustilicac¡ónjurídicaga
el cunoli iento de lo Ordenanza No.0175. donde la fomulo se calcula en b&se a la
tarila del senicio de enereio eléctrica ieeite a ¡unio de 2017. por ello si cañb¡a este

factor,los tsuarios estaños obligados al pago Pot un semicio público brindado.

De ahí, que no owra la prescripcióh de los ralores de la lasa pot servicio de recolección

de residuos sólidos, porque el cobro de eslct lata es men§ al y está calculada en base a
la tafifa eléct ca. así estd reliouidación de valores §e debe enlender corno un ai]lste o lo
base de cálculo de la oblisdción. no como e inción de la obliqación ttibuaria oor el
paso del liempo. toda wz oue la caracter{stica de lo lasa es de cohto theñsual y el

contibuyenle ha wnido cancelando Peri icatúente los valorcs pot esle lribuk, hasta la
actúalidad ' {La $]¡ñyado me coÍe§po¡de).

I
a
t

Edil5clo am2ff8t 9162á
Aq Aruloña3 N39-I23 yAl¿¡94
r59! 2 2941300

Finalmente, sobre la sexta pregunta, la EMASEO EP coocluyó:
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''Como se eútlencia, la EEO en convenio se compromete u rcliquidat los valorcs de la
hsa de aestión de residuos sólidos! a recaudarla. Esta talta de rccaldac¡ón menswl q!!
contetuplo uno teliq ¡dacíón desde el año 2017 en cumpliñiehto de lu (»denonza No-
0175, significa que k)s usuerios pagaron un \)alor por el $elicio y que con la
aclualización del pliego tdriÍario debe rcliquidarse el valor, esto signifca que no son
nuevos voloft! de cobru que re hdyan deiddo de cobrur Nt elpasodel t¡empA-ptt !q!g
no cumple con los rcouisilos delArt. 55 CT. paru que operc la prcsL,tiociófi-

Ld orescripción en motetia tributoria no puede ser declarada de olcio por a toidad
lrib laria co¡ñpelenÍe, síno aleeada por el slieto oasiyo que es el co ttibuveüte:
posletiornenle ladecloración de presctipc¡ón le conesponde al sujeto actiro del tribulo
esto es el G,4D Municioal del Disttito Metopolitano de Oü¡to". (Lo subrayado me
conesponde).

Respecto de la primera pregunta se observa que la EEQ difiere de los criterios j urídicos del
CADM Quito y de la EMASEO EP. Para la EEQ, la exigibilidad de la Tasa de cestión
lntegml de Residuos Sólidos - reliquidada- se e¡cuentra sup€ditada a la debida socialización
del estudio técnico con los usuarios; mientas que, tanto para el GADM Quito como pam la
EMASEO EP. la omisión de dicha socialización no afecta la configuración del hecho
generador de la obligación Íibuta.ia ni incide en la validez del cobro de la tasa. en virtud de
su respaldo normal¡vo legal 1 reglamenurio.

En relación con la segundá p¡egunta, todos los criteriosjurídicos coinciden en que el cómpr]to
del plazo de prexripción debe efectuarse de manera individualpara cada obligación mensual,
considerando su respectiva fecha de exigibilidad. A este criterio, la EMASEO Ep añade que
la prescripción únicañente puede ser alegada por el sujeto pasivo de la obligació¡ tributaria,
es decir. por el cont¡¡buyente. en los términos plevistos en el anículo 55 del Codigo
Tributario.

En lo que atañe a la terceB pregunta, los cdteriosjurídicos coinciden nuevamente al s€ñalar
que la falta de socialización del estudio técnico no incide en el cómputo del plazo de
prescripc¡ón de la obligación tributaria. Esto. debido a que dicho requisito no configura una
condición legal que afecte el curso del plazo para el ejercicio de la acción de cobro.

De igual forma, sobre la cuart¡¡ pregu¡ta1 los criterios j uridicos coinciden en precisa. que Ia
reliquidación de la tasa, derivada de la aplicació¡ de una nueva fórmula tarifaria establecida
en ordenanza municipal, no constitüye una nueva obligación tributá a. En consecuencia. el
plazo de prescripción aplicable debe computarse desde la fecha de exigibilidad original de
cada obligación periódica y no desde el mome¡to de la reliquidación.

Respecto de la quinta pregunta, la EEQ considem que. si tos nuevos valores de¡ivados de la
reliquidación se emiten una vez transcurrido el plazo de prescripción, esta ya no puede
intemrmpirse ni retrotmerse. al haberse extinguido previamente la acció¡ de cobro. por su
párte, el CADM Quito y la EMASEO EP coinciden en que laemisión de valores reliquidados
no interumpe el plazo de prescripción. salvo que dicha reliquidación sea solicitada
expresamente por el contribuyente, conforme lo dispuesto en el irciso fi¡al dcl ar¡ículo 55
del CT.
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Finalmente, con relación a la sexta pregunta la EEQ se limita a reiterar la necesidad de
observar los plazos de prescripción previstosen la normativa aplicable. asícomode ga¡a¡tizar
la socialización de los estudios técnicos como condición previa para la exigibilidad de la tasa.
En contraste. el GADM Quilo y la EMASEO EP sostienen que la prescripción no puede ser
declaradade oficio por la autoridad recaudadora, y que conesponde alcont ibuyente alegarla,
siendo el sujeto activo del tributo el GAD municipal, quien deberá emitir la resolución
corlespoodiente.

2. Anúlisis,-

Con el fin de facilitar el estudio de la materia objeto de las consultas, el análisis se estructura
en los siguientes puntos:, Competeñcia de los GAD municipales pam esl¿blecer tasas por la
presl¿ción del servicio de rccolección de basura; ii,) [¿ recaudación de tasas municipales a

través de empresas eléctricas, requisitos para su validez y los efectos de la reliquidacióni y.
¡ll, La prescripción de la obligación tributaria.

2.1, Competencia de los GAD mutricipales psra estsblecer tases por l¡ prestació¡ del
servicio de recolecció¡ de basura.-

De confo¡midad con los numerales 4 y 5 del articu¡o 264 de la CRE, los gobiemos autónomos
descentralizados municipales (eh adelante, "GAD municipales") tienen. entre sus
competencias exclusivas, las siguientes: "4. Preslar los sen¡cios Dúblicos de ogua potable,
alcantarillado. depuración de aguas residuales, ñaneio de .lesechos sólídos. acliridades de

saneamiento ambiental y aquellos que establezca lo ley",adeñás de "5- Crear. modifrcar o
suprímfu mediante otdenanzas. losas y contríbuciones especioles de ñejoras" (lo subñyado
me corresponde).

En linea con lo anterior, los literalcs d) y e) del artículo 55 del CoOTAD reiteran est¿s

competencias, al reconocer que los GAD municipales tienen la atribución de regular y
administmr los servicios públicos y de establecer tr¡butos mediante ordenanzas.

Asimismo, el articulo 57 ibidem. en sus literales b), c), j) y y). faculta al concejo municipal
ai

"b) Regular. n ediante otdenanza. la apl¡cación de tributos prctistos en la leya sufavor:
c) Crear. fiod¡ficar efinerat o eÍtit1Í!:uir l4§gs y contribuciones especiales pq!_b!
servicios uuepresta I obra.\ que ejecule;

j) Aprobar la creación de empresas públicas o la pdrticipación en empresas de economia
mirta, patd la gestión de senicios de sü co peleicia u obros públicas c.rrrtoñales, segúñ
las disposiciones de la Constitución y lo ley. (...)

!) Resldmentü los sistenqs mediante bs cuales ha de efectuarse la recaudación e

inve$ión de lus rentas munícipales: " (lo subrayado me conesponde).

Por su parte, el literal c) del atículo 489 del COOTAD incluye, entre las fuentes de las
obligaciones tributarias municipales y metropolitanas, a: "c) Las ordenanzas oue dícten las
ttukic@idades o .listritor melropolitanos en uso ¿le la faculta¿l conferida por la ley" (lo
submyado me corrcsponde). En el mismo sentido. el inciso segundo del anículo 186 ibidem
determina que. cuando por decisión del GAD municipal la prestación de un servicio público

-
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exija el cobro de una prest¿ción patrimo¡ial al usuario, "9ygfuaj9¡9p93!499!919-¡!99¡¡¡9a
o elpresÍador del servicio público. esta prcslacíón pallimoiial será liiada, i¡odílcadd o
suprimida mediante ordenanza " (lo subrayado me corresponde).

Asi mismo, el literal d) del articulo 568 del COOTAD incluye dentro de los servisios sujetos
a tasas. rcguladas mediante ordenanzas, la 'd) Recolección de basúa ! aseo públ¡co" (lo
subrayado me corresponde).

De lo madfeshdo se observa que: ,) coresponde a Ios GAD municipales prestar el serv¡cio
público de recolección de desechos sólidos; l¡) el cobro de dicho servicio debe efectuarse
mediante una tasa fijada por ordenanzai y, li, los CAD municipales tienen competencia para
crear. modifica¡ y suprimir tasas. a tmvés de ordenanzas.

2.2. La recaudrc¡ón de ta§rs muricipales a trrv&deempresas eléctric¡s, requisitos par¡
su v¡lidez y los efectos de la reliquidaciótr.-

El artículo 60 de la LOSPEE, materia de la primera consulta. dispone que las factu.as por
consumo de eneagía elécfica deben conlener únicamente los rubros relacionados con los
servicios prestados por la empre$ eléctrica, coíforme a las regulaciones emitidas por la
ARCONEL. No obstante, se prevé que, excepcionalmente. una emprcsa eléctrica podrá
recauda¡. a nombre de un CAD, las tasas por el servicio de recolección de basura, s¡empre
que lo haga de forña separada respecto a la factura del serv¡cio elécrico.

En este co¡texto, el inciso segundo del citado artículo ó0 de la LOSPEE dispone que: '2
fonna ú'e,r¡a a este procedimiento", el CAD interes¿do "debetá entreear a la empresa
eléctúca el es¡ud¡o téchico de fiiación de tasas debidanente socíalizado coh los usuor¡os.
junto con el listado de los abonados que recíben el senicio de recolección de basura"
debidamente cenificado por el funcionario municipal competente (lo subrayado me
coÍesponde).

Por su parte, Ia Disposició¡ General Tercera de la LOSPEE establece que las empresas
eléctricas podriin: "de maneru excepcíonal y ¡lotivada, y p!9!!g@!!9LEgg!é!rkl¿!!gp@L
podrán acotdor con instituciones delsector linanciero público la recaúlación de papos paro
amortizúr oblipaciones cre¿itictds . precisando que: 'Estos valores constorttn lnr separado
eh.factura independiente " (lo subrayado me corresponde).

Respecto de la naturaleza de la tasa, en el pronunciamiento contenido en el oficio No. 1010.
de 9 de octubre de 2012. esta Prccuradu.ía General dei Estado. acogiendo elcriterio de Corte
Constitucional en sentencia No. 003-09-SIN-CC, Cáso No. 0021-2009-147. concluyó que:
'' (... ) la tasa es üh lríbuto vínculado cuvo hecho generudor cohs¡ste en la rcolizac¡ón de ünu
acliridad eslatal: y, que sie do la tasa un ingrc.ro tibutatio, t¡ehe notw.tleza pública" (lo
subrayado me conesponde).

Así, el artículo I del CT, establece que sus d¡sposic¡ones se "aplicatán a todos los tributos:
nacionales, pto\,¡ncidles, municipales o locales o de offos ehtes acreedores de lolt misños,
así como a los ritu¿tciofles aüe se det iven o se rclac¡onen con ellos" (lo subrayado me

gn¡e".'o p,bh.ela ¿" el Súpbn¿ ¡o del Relasba O¡.tul \"a. ótJ. de 29 de Juho ¡l¿ )00')
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corresponde).

El inciso segundo del citado añÍculo I agrega qüe los ributos son la prestación pecuniaria
exigida por el EstAdo, "a trorés de entes nacionoles o seccionales o de excepción, como
consecueflcia de ld realización del hecho imponible prev¡sto en la ley ", con el objet¡vo de

satisfacer necesidades públicas, para cuyo efecto los clasifica e "ithpüestos, lasas y
contribuciones espec¡ales " (lo submyado me corresponde).

Además, el artículo 3 del CT señala que: 'Sólo Wr acto legislat¡vo .le órgoko competenle se

podrán es¡ablecet, ñod¡lcat o ertinguil ffibdo§ ". en tanto que el aficulo Ió ibídem señala
qte 'k enliende por hecho seherod
cado lríbulo" (lo subayado me corresponde).

De lo analizado se contempla que: , en la factur¿ de consumo del servicio público de energia
eléct¡ica los GAD municipales pueden requeri.la recaud¿ción de las tasas por el servicio de

recolección de basuú en forma separ¿da: i, pam efecto de la recaudación de las tasas por el
servicio de recolección de basura, previamente. el respectivo CAD debe entregar a laempresa
eléctrica el estudio técnico de fúación de tasas debidamente socializado con los usuarios; y.

i¡, el hecho sene.ador de las tasas consiste en la realizasión de una actividad estatal. no su

inclusión o forma de facturación.

2.J. La prescripcióo de la obligación tribut¡ria.-

El a¡iculo 55 del CT, materia de la segunda, cuafta y sexta consultas, señala lo siguiente:

''L¿ obli"ac¡ón v la acción de cobru de lns crúlibs tribul.lrios v stls intercses. ,tsi cono
de h.is por incumplitñ¡e to de los deberes Íormales, p!9§9!iLfu!cl3!Jtlgza-&!!gp
años. conlados desde la fecha e aue fuercñ er¡q¡bles: o desde aquella en que debió
presentarse lu corespoüiente declúación, si és¡a resul¡aru incomplela o si no se la
hubiere presentado.

C'uando se conceda facilidades pard el pago, lo prescripción operará respecto de cada
cuola o ditidendo, desde su resryct¡vo rencimienlo.

En el caso de qüe la adt rinistrución lributaña l¡dvd orccedido o deletminur la oblioac¡ón
qle deba ser satisÍecha. orescribirá la acción de cobro de la misna. en los plazos

Drevistos en el inciso orimero de este arliculo, conlados a parl de la feclm en o e el
acto de deletmiñación se convierlo en frnñe. o desde lafecha en q!9!gg§4ke!!9Lbl4
resolució administrativo o la señlencía judicial que ponga lfi a cüalquier reclomo o
iñpu€faciótl pldúteada en conta del aclo delefit¡nalh)o dnles mencionaclo.

Ld Drcs.ririón debe :er qlepqda $üpsmpnte pot ouie
el iuez o dttloridad odminis|ariva no pglryirleglgrgZbJk-qfrq¡9 " (lo subrayado me

corresponde).

EI artículo 56 del CT. que responde a la tercera y quinta consultas, prevé qüe: "¿4

orescriocíón se inteftumpe wr el reconocit ie fo expreso o tticilo de la obligación tutr pat¡e ,l
del deudor o con la citación legal del auto de pago ", precisando que: 'No se lo ará en 

Y
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cue ta la interrupción por la cílación del auto de lngo cuando la ejecución hubiere dejado
de co tihuarse pot más de dos años". salvo lo preceptuado en el articulo 247, o por
añanzañiento de las obligaciones tributarias discutidas (lo subrayado me corresponde).

En cuanto a la aplicación del CT a los tributos seccionales, con oficio No.01620. de 16 de
noviembre de 2018. este organismo analizó lo siguiente:

''Sobre el caráLcter tribu@rio de lo tasa, los tatadistas José Luit Pérez de Ayala y
Euiehi) González. expr¿s.n lo que sigue:

'En efecto, lafuente de la tasa se sitúa en la ley. En cuanto una let h4ya definido
como presr@uesto de hecho para cobrur un tributo la üestatcióú de ul senicio
púhlico oue afecte de túodo pafiiculat o Lo1 !üieto concreto, t¡utoñi!Í¡canente
tenenos un Íibuto.ld tasa'

(...) De los textos normatiyos trañscritos y la doctr¡ha citada, se aprecid que todos
guardan aruonia y son conlluce»tes en establecer la nafltraleza tributaria de la tasa, en
|iflt/d de ello y ls especialidad de la malerio, trodi¡tdose de tem* requlados oor el
Córliso Tribulario. sus nomlas tanbi¿n son oplicables eh nateria de tributos seccionales.
y enlrc ellos tata, potpreslación ale servicios. en oquello que no se hubiere regulado en
forma expresd pot el COOTAD o nediqnte ordenanza". (Lo srubñyndo me corresponde).

Específicamente. respecto a la prescripción de Ia tasa por recolección de desechos sólidos,
mediante oficio No. 06055, de 23 de enero de 2012, esta Procuradu¡ía conctuyó lo siguionte:

"(...) la obl¡gación y la acción de cobro de la tasa por recolecc¡ón de desechos sólidos
determinada por el gobiemo outóñorno descentralizado municipal, está sx¡eta a los
t hlzos deprcscriocíó d¡spuestos ek el Arf. 55 del C iso Tribúario, q e dispone que ld
oblieación J) lo dcción de cobro de los ctéditos tributarios 1) sus intereses prescribirá en
el olazo de cínco años catados desde la lecha en oue fueron exioibles (...) nonnativo
que rige palra tasas mun¡cipales por disposición <lel Art. I del Codigo Tributco.¡o Ere
de.fine cono tributos a lr¡t lasas y [»e!é que les sotl aplicables notmas de dícho cuerpo
/egal" (lo subrayado me conesponde).

De lo expuesto se desprende que: , las disposiciones del CT son aplicables a los tributos
seccionales en aquello que no se hubiere regulado en forma expresa por el COOTAD o
mediante ordenanza: i, la obligación y la acción de cobro de la tasa por recolección de
desechos sólidos prescriben cn un plazo de cinco años contado desde la fecha en que la
obligación fue exigible; ,7i, este plazo no se reinicia por la reliqr.ridación, ya que esta no
configura un nuevo hecho generador; lv) la prescripción se interrumpe. únicamente, por el
reco¡ocimiento expr€so o tiicito de la obligación por parte del deudor o con la citación legal
del auro de pago; v.) la prescripción no puede ser dec larada de olicio; y, ,, Ios efectosjurídicos
de la reliquidación deben enmarcarse en €l mismo periodo de prescripción aplicable a la
obligación origi¡al.

3- Pronuncismiento,-

Pam una mejor s¡stematizac¡ón y coherencia juridica, las consultas plañteadas han sido
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agrupadas en función de su afinidad temática. Así, las consultas primer¿, tercera y quirta
versan sobre la configu.ación y exigibilidad de la tasa por recoleccióñ de desechos sólidosi
m¡en[ras que las consultas segunda, cuarta y sexta guardan rslacióÍ con el cómputo del plazo
de prescripción aplicable a dicha obligación tributaria en caso de rcliquidación. Esta

agrupación permite emitir respuestas integradas. coherentes y técnicamente fundarnentád¿s.

En atención a los términos de la primera, tercera y quinla consultas, y conforme a lo previsto
en los articulos 16 y 56 del CT. asi como el árticulo 60 de la Ley Orgánica del Servicio
Público de Energia Eléctrica, se concluye que el hecho generador de la tasa consiste en la
prestación efectiva del servicio público. en este caso, la recolección de des€chos solidos. Por

tanto, la falta de socialización del estudio técnico por pane del Gobiemo Autónomo
Descentralizado municipal no constituye un elemento esencial para conligurar el hecho

generador ni condiciona la exigibil¡dad de Ia tasa al contribuyente, ni incide en el cómputo
del plazo de prescripción de la obligación tributaria. No obstante, la socialización del estudio

técnico sí constituye un requisito fomal previo que debe ser cumplido por el CAD cuando

solicita a una empresa eléctrica Ia inclusió¡ y cobro de dicha tasa en una factura

independiente, como lo exige e¡ articulo 60 de la LOSPEE,

Por otra pafe, en lo relativo a la segunda, cuart¿ y sexta consultas se concluye que, de

conforrnidad con lo previsto en los artículos I y 55 del CT; y, 60 de la Ley Orginica del

Servicio Público de Energía Eléctica, la rcliquidación. al ser un acto administrativo que

ajusta valores previamente determinados por servicios ya prestado§, no crea una obligación

tributaria nueva. En cons€cuencia, el hecho genemdor se mantiene invariable. por lo que el

plazo de p.escripción debe conta¡se desde la fecha en que cada obligación original ñensual

se hizo exigible. Esta prescripción solo puede operar si es alegada expresamente por quien

pretende beneficiarse de ella. no sieñdo posible su declaratoria de oficio por pane de la
adminisrración tributaria ni judicial.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administracióri Pública y se limit¿ a la

inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos institucionales
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otr¿

entidad pública que lo aplique.

Abg- Juao los
PROCU ADO

-
tilt

lng. Jorgc Jarrmillo Moerolejo
Ger.Dt. C.rer¡l de l¡ Empr.3¡ Públic, Metropolitrn¡ d. A360 d. Quito EMASEO EP

1.i.. Christian Pab€l Muñoz l-óp.z
Alc¡ldc dcl Distito Metropolit¡¡od. Quito

86



-
mt

áocr¡¡a¡l¡ c¡r.r¿¡¡r oe rsr¡oo

Edilicio AruoBi PI¡zá
Av. amron.s N!9-123 y Arizágá

+s9a 2 294t¡OO

I
!
t

Oficio No. t2357

Ouito. DM.
11 JUL 2025

Ingeniero
Ronald Spina
Gerente General
COR}ORACIÓN NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES _ CNT EP
Presente. -

De mi conside¡ación:

Mediante oficio No. CNTEP-GGE-2025-0064-O, de 4 de abril de 2025, ingresado al
cor¡eo institucional de la Procuraduria General del Estado el mismo día- se formuló la
siguiente consulta:

"1. ¿Es legalmerrle prccedenle que ARCOTEL exija a las Ernpreso (sic)
Prlblicas constiruidqs para la prestación de ser,icios de lelecomulicaciones, el
,PAGO MR OTORGAMIENTO DE LA AUTORIZACTóN TEMPOML DE
FRECUENCIAS PAM USO EXPERIMENTAI', contraviniendo lo d¡spuesto
en el orflculo 39 de la Ley Orgónica de Telecomuricaciones, y añículo 20 de su
rcglarnento general de aplicación y demós nomaliva securrdaia emilida por la
prcpia ARCOTEL en el marco legal y corrsfilucional, que deletrrrinan que ert
todos los coso§,las aulofizaciones que te e lregql a las emprcsos o entidodes
públicas estón exenlas de los pagos por olorgamienlo de Írccueñcios?".

1. Anaecederies. -

El informe j uridico de la Empresa Pública Corporación NacionalDe Telecomunicaciones
- CNT EP (en adelante, "C¡úTEP') suscrito por el Ge¡ente Nacional Juridico de esa

empresa pública, citó los articulos 17,82,226,313.314 y 3l5 de la Constitución de la
República del Ecuadorr (en adelante, "Cn8'); 3 y 4 de la Ley Orgánica de Empresas
Públicas2(enadelante."LOEP");1,2,3,4.9,|1.25.26,35.37,38.39,54.96yI44de
la Ley Orgánica de Telecomunicacionesl (en adelante, "LOT"), 14. 18 y 20 del
Reglamenlo General a la LOTa (en adelante, "RGLOT'); I y 2 del Decrco Ejecutivo No.
218s que creó a la Empresa Pública Corporación Nacional de Telecomunicaciones - CNT
EP; 2. 5. 16 y 62 d.e La codificación del Reglamento pa¡a Otorga¡ Titulos Habilitantes pa¡a
Servicios del Régimen General de Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro

1 CRE. publt v.la eh.l ReEn¡aO¡dal tó 449 de 20 d¿ @ttbe de 2A08
: LOEP, pthhcada en et Stpbwro d¿l Regilt.o O¡cbl No 48 d¿ ló d¿ etubre de 2009
t LOT, p,blicu¿o ¿n el Tercet Supleñento ¿lel Resistu Ofrckl Na 13, & I 8 dc febrerc & 2015
1 RALOf. ptbl6ado¿h el Srple@hto del R.Btsñ Oldal No.676 & 25 de erutod¿ 201ó
: Decrcto Et¿etyo,\o 2l8de ¡1d..neto.le 2010. pub¡icado ci ¿lRela'sna Olcúl\o l-']d.3 rle lebrerc de 201ú
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Radioeléct¡ico6 (en adelanre."RoTt|'); y,l, 3, 6, 8, l9 del Reglamento de De¡echos po¡
el Otorgamiento y Renovación de Titulos Habilitantes para la Prestación de Servicios de
Telecomu¡icaciones, Audio y Video por Suscripción y Operación de Redes P¡ivadas: de
Derechos por Otorgamiento y Renovación de Títulos Habilitantes para el Uso y
Explotación del Especro Radioeléctrico, y de Tarifas por su Uso y Explotación7 (en
adelu\te. " Regldmento de Tarífas"). Con base en dicha normativa, el informe desa¡rolla
el siguiente an¿ílisis:

"3. De la etofieruciór, o las Emprcso (sic) Públicqs del pago de derechos por
olotgarnienlo o renovación de llrulos habilita,rtes o pot el olotgornie,tto o
reaowción de autotizaciór, de fr.cuencias para su uso y explotoción, para Ia
p¡eslaciór, de semicios de lelecomunicaciones; Ítente q la Posición de la
Agencia de Regulaciór, ! Conbol de Telecomunicaciones:

(...) Cabe ídicar que el artículo 96 de b Ley (hginica de Telecomunicaciones
defne al espectro para usos experimentdles como aquellus bandas deftecuencias
destina.lds a lq investigacíón científica o para pruebos temporoles de equipo, en
consonancia con los articulos 19 rlel Reglamento De Derechos Por El
Ohrgdüiehto Y Renovación De Titulos Habilitahtes Pqra Ld Prestacíón De
Servicios De Telecomunicaciones De Redes Prívqdas De Derechos Para El {Jso
Y Explotación Del Espectro Rrtd¡oeléctrico. Y De Taifas Pot Su Uso y
Explotación; y, el artículo 62 del Reglamento Para Ototgq/ Títulos Habililantes
Pera Servicios Del Régimen General De Telecomunicaciones Y Frecuencias Del
Espectro Radioeléct¡co: sin hacet erptesa distinción sobre la eaoneración en el
caso de uso experimehtal del espectro rudioeléctrico.

(...) 4, Posición instiÍacionql de lq Coryorución Nacional de
Telecomunicaciones CNT EP, ¡especio de la ?*onención eronerudas (§ic) del
pago de detechos pot ototgarniento o Moyación de títulos habilitantes o pot el
otorgdriierrlo o ¡enovación de aúorizocitíl de Írccuencios pa¡a sa uso !
explotación, para la prcslación de senic¡os de lelecomsnicaciones:

En concordanciq con el qruilisis efectuado, la eruneración del pago de derechos
por aulorización de .frecue cias patq su wo y explotación, prcristo en el articulo
39 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, y drtículo 20 del Reglamento a la
Ley, ko dislingue si .lichd autoriz.tción es para el uso erpefimental o para la
prestación del servicio de telecomunicaciones, en este sehlído, eÍístietulo nomas
previas, claras, y públicas, fundamento de la segÍidad jurídica preústa en el
üfículo 82 de la ('onstitución ele la República del Ecu¡lor, y, en atekción al
artículo 226 ibíden, en relación con el principio general clel derecho 'Ubi lex non
distinguit, hec nos distinguerc debemus', si una normo no contie e uka distinción

" Co¿jJicoció" ¿¿l ROTH, cüteúdoan la Raú|rc@ Na |5-|ó^ARCOTEL¿019, puhlÉada en¡d Ediitiñ Espeaold.l ReEBna
Olicial !ia. 11 t!¿ 29 d¿ harieñb,e & 201t
' R¿ela@dto de tat.lú. R.soluc :q tio t)6.48-ARCOfEI."20r2. p¿h¡icado en d Cút¡o Supbtuito .1el Reirna O¡i.ial Nó. ,09 .1,
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explícila, no se debe agregü ninguna ¡nterpret.r(:ión que inftoduzca una
distinción que el legisladot no preeió.

ARCOTEL hace una interpretac¡ón extensiva cuando asume que el no
comercializar, es sinónimo de la no prestación de un seryicio de
telecomwlicaciones.

(...) Por lo que, en observancia a los principios prerístos en los o íclio 227 de
la Constitucióh de la República del Ecuodor, a iculos 4 y 39 de la Ley Ory¿rnic¡!
¡le Telecomunicaciones y 20 del Reglamento a lo misma ley: y, eh garqntía de lu
seguridadjurírlico, lo Corporación Nacional de Telecoñunicaciones CNT EP, se
encuentta e¡oneradq del pago por concepto de dercchos por o¡orgamiekto de
títulos hdbilitanÍes para la prestación del senicío de telecomuniceciones, usi
como también ¡le lq autorizdción Wra el uso y explotacíón de frecuencías".

A fin de conb¡ con mayores elementos de anáiisis, antes de atender la consulta mediante
oficios No. lll34 y 11135, de l5 de abril de 2025. respectivamente. esre organismo
solicitó al Mhisterio de Telecomunicaciones ¡, de la Sociedad de la Información (en
adelatlte, " MNTE L") y a la Agencia de Regulación y Conuol de las Telecomunicaciones
(en adela¡te,"ARCOTEL") que remitan su crit€rio juridico institucional sobre la m¿teria
objeto de la comulta.

Los reque¡imientos efectuados por este organismo fueron atendidos en el siguiente orden:
r) por el MINTEL. medianre oficio No. MINTEL-MINTEL-2025-0123-O, de 29 de abril
de 2025. suscrito por el Ministro de esa Cafera de Estado, ingresado en el correo
institucional único de esta Procu¡aduria al siguiente di4 al que se acompañó el
memorando No. MINTEL-CGJ-2025-0075-M, de 28 de abril de 2025 que contiene el
crite¡io ju¡ídico del Coordioador General Juridico del MINTEL: y, iil por la ARCOTEL,
mediante oficio No. ARCOTEL-ARCOTEL-2025-0155.OF, de 29 de abril de 2025,
emitido por su Di¡ecto¡ Ejecutivo. ingresado en el cor¡eo i[stitucional de este orgarismo
al siguiente dia, al que se adjuntó el Criterio Juridico lnstitucional No. ARCOTEL-CJUR-
2025-002, de 29 de ab¡il de 2025, suscrito por el Coordinador General Juridico de esa
entidad.

El criteriojurídico del MINTEL citó, adicionalmente. los aficulos 7. l8 y 140 de la LOEP
y 22 del Código Orgánico Administrativos (en adelar¡le "COl"), con fundamento en lo
que analizó y concluyó:

,,III, ANALISIS:

(...) la Ley Oryánico de Telecoñunicac¡ones se qplica en todqs lqs act¡údades de
estsblecimienlo iltstalacióh ! explotación de redes, uso y explotaciófi del espectro
radioeléctríco, serricios de telecomunicsciones a frn de gdrrrhtizor el
cumplímientode los derechos y deberes de los prcstadores de seryiciosy usuorios.

PFooraarRla Gn¡rRAr c& Esr^oo

r CO). p"blic¿do ¿ñ el S¿gado Stp¡etuñto .lel Res§no OtEúL ilo 3I t!¿ 7 .L Jtl@ d. 20 ll

89



-
rilt

P3O6.RAOJñh CTNIRAL DA ESTAOO

I
t-
NB

t

Edif icio Amazo¡¿s Plá¿a
Av. Am32oñas N39-123 y A¡izaga

DMPRÍÍ1 PÚNUCA COAPOKACIóN NAC]ON.1L DE ITI,ECOMUNICA¿'¡OAtrJ ' C]\f ¿?
400736r202s

PáEi^t 4

Consecueitemente, de la normutí"-u descr¡ta se desprende que para el uso y
explotación del espectru radioeléctrico, se requiere el oforgamiefilo de uu lítulo
habilitante emítido por la Agencia de Regulación y Control de las
Telecomunicaciones.

Las empresas pliblicas conlt¡tuidds pard la prest.tción de servicios de

lelecomunicuciones .lebe contat con el rcspecfito título hubílilanÍe denominado
'aütofización', (sic) enconlrátTdose obligadas al pago de derechos, tdrlAs,
contribuc¡ohes y demrk obligaciones, estahlecídas en el a¡tículo 39 de la Ley
Oryónica d.e Telecomunicaciones, exceplo pot el otorgqrnienlo o runovación de

títulos habilitantes y pot el ototgamienlo o pnotación de autorización de

frecuencias pata sL ,tso y qxplotación, concortlante con lo dispuesto en el
a ículo 20 del Reglafienlo Generul de dichq Le!.

El Directorio de la ARCOTEL d¡reclamenfe fijará los derechos para la obtención
de títulos habilitdntes por delegac¡ó y tarifas por ser\licios por flámites para el
otorgatuie to de |íÍulos habilitantes, renotac¡ón, modírtcacio es, rcgistros,
cefiirtcdciones u otras acliridades o sertícios administrati|os. En cumplimiento
de esta fdcultad se em¡t¡ó el Reglat e lo de derechos por el otorgamienlo y
reno\dc¡ótx de títulos hdbilitantes paru lq prcslació de serúcios de

telecomunicaciones de redes prfuadas de derechos para el uso y expk¡tación ¡úel

espectro radioeléctrico, y de tafifas por su uso y explotación, en el cual consta
que:

'(...) las empresas públicds y entidades públicas para la prestac¡ón de seflicios
de telecomuhic.tc¡okes o de audio y video por suscripcíón, no esta hl obl¡gqdas
al pago de derechos por el ototgam¡ento orcnovición de tílulos habilitantes y del
pago de derechos por el otorgamiento o rcnolración de autorización de

lrecuencias pafti su uso ), explotación, en los términos dispuestos en la LOT'.

IV. CRITERIO JUNDICO=

Por lo expuesto. consideran¡lo que para el uso y erplotac¡ó del Espectro
Radioeléctrico se rcquierc el otorgamiento previo de un lítulo habilitante
conJtrme dispone el artículo l8 de la Ley Oryánica de Telecomunicaciones, es

cri[erio de la Coordinación Ge eral J rídíca que las Empresa (sic) Públicas
constilüidas paru la presrdción de seflicios de telecomunicaciones, se

encuenta exenÍas del pago de derechos, tariÍ&t y corrtibaciones por el
ofotgsmienlo o rc ovación de ,ítulos hobilitantes y por el ototgahrie lo o
rc ot'ación de auloizacün de frecuencias para su uso y eiplolación, en

concotdancia con al (sic) disposición legal preústa en Aú. 20 del Reglamenlo
Generul a la Ley Orgónica de Telecomunicaciones a:tí como aquella a¡ncebida
en el ArL 27 del Reglarflento de derechos po¡ el olorgan iento y rcnoraciót de

lítulos habilitantes pqru la prcslaciót de sen'icios de telecomunicaciones de
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reda privadas de detechos para el aso y explotaciór, del espectru rudioeléctrico,
y de ta4fas pot su uso y explorqción" (El tesaltado pe¡tenece al texto original).

El criterio jurídico de la ARCOTEL señaló, además, los articr¡los 36 de la LOT; 40 del
RGLOT; y, 8 del Reglamento de Ta¡ifas, con fu¡damento en lo que analizó y concluyó:

'' (... ) las emprcsas públicas, al ígual que cualquier otro oryrsdor de servicios de
telecomúñicaciones estóñ obligodds o pagqr los derechos, tarifas, contribuc¡ones
y de .is obligqc¡ones. establecidqs en la Ley Orgónica de Telecomunicaciones,
con excepción de los dercchos que se deben pagat por el oÍorgomiento o
renovación de títulos habilítanles y por el olorgamiento o rerovación de
.rulor¡zación de frecüencias poru uso ! explotación-

En concordsncia con la ci¡qda norma legal, el articulo 20 del Reglamento
General a la Ley Orgónica de Telecomunicaciones, ratiJica las exoneraciones de

las entidades públicas y las empresas públicas, previstas en el srtículo 39 de la
Ley Orgánica de Telecot unicuciones.

La Agencio de Regulación y Contol de las Telecomrnicaciones. en uso de su
qtribuciéñ rcgulatoria y en qpego a lo dispuesto en el qrticulo 39 de lo Ley
Orgdnica de Teleco unicociones. en el úhimo inciso del artículo I del
Reglamento de Derechos por el üoryqmíento y Renovación de Tílulos
Habilitantes parq la Prestación de Servicios de Telecomunicqciones de Redes

Privodas de Derechos para el Uso y Explolación del Especlro Radioeléctico, y
de Tarifas por su Uso y Explolación, han dispuesto que 'Conforme a lo
establecido en la LOT, las aulorizaciones que se enÍegan a los empresas o

entidades públicas estdú exentas de los pdgos por otorgamienlo de frecueacias.'

Las fecuencias tempotulles dutorizadas para uso exlElimental, de acuerdo a lo
dispuesto en el articulo 10 del Reglamento General a la Ley Orgánica de

Telecom nicaciones y el artículo 62 del Reglamento para Aorgar Títulos
Habilitantes paru Seu*icios del Régimen General de Telecomunicaciones y
Frecuenciat del Espectro Radioelécttico ROTH, son Ji'ecuencio^s destinadas a
la investigación científica o para pruebo:t temporales de equipo, las cuales
tendrán una asignación de uso de carácter lemporal y no comercial-

Por otro lado. de acuerdo a lo dispuesto en el aúículo 19 del Reglamento de

Dereclrcs por el ()torga ienlo y Renovación de Títulos Habilitantes para ln

Prestació de Servicios de Telecomunícaciones de Redes Privatias de Derechos
para el Uso y Explotación del Espectrc Radioeléctico, y de Tarifas por su Uso y
Explotación, los sistemss ¡le telecomunicacíones que hacen uso temporal
experimenlal de frecuencias (no comercial) pagarán una tarda mensual por uto
de frecuencias ígual al l0% del valot que resulte de aplicdr lqs ecuaciones del
citado reglsmento dl servício correspondiente, por el tiempo de duración de la
autorización t e mlmr al.

-
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Como se puede observar, lo exoneración de pago de los derechos por el
otolgamiento o rcno|ación de tínlos habilitantes u otorgamiento o renoyación de
osignación de espectro. solo aplicd al espectrc otorgado con el carácter de
cornerc¡al 

', 
no aplica al espectro autorizado de man*a temporal y que lenga

cqr¡icter no comercial.

(...) 4. CONCLUSTÓN

En orden a los antecedenfes. considelaciones jutídicqs y análisis expuestos, es
criterio de estq Coordihoc¡ón General Juridica que es legal, ptocedente y
obl¡gatofio que la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicac¡ones,
cxija a las Empresa Públicas cot sfituidas para la prestacióh de señ'¡cios de
telecomunicaciones. el 'PAGO POR OTORGAMIENTO DE LA AWONZACI()N
ÍEMPORAL DE FRECUENCIAS PAM USO EXPERIMENTAL', conforne lo
dispone el a iculo 39 de la Ley (»gáhica de Telecomunicacíones y los articulos
20 y 10 de su Reglamento Ceneral de aplicación y demds hormuthta secuwlaria
emitida pot la propia ARCOTEL" (Elrcsaltado pertenece al texto original).

De lo expuesto se desprende que tanto el informejurídico de la CNT EP como los criterios
institucionales del MINTEL y de la ARCOTEL coinciden en que las empresas públicas
prestadoras de servicios de telecomunicacio¡res se encueDtran exentas del pago por el
otorgamiento o renovación de títulos habilitantes y autorizaciones de Iiecuelcias para uso
y explotación, segriln lo previsto en los articulos 39 de la LOT y 20 de su reglamento.

No obstante, difieren respecto a si dicha exoneración incluye también a las auto¡izaciones
temporales de ñecuencias para uso experimental. Por una pafe, CNT EP sostiene que Ia
nomativa aplicable no distingue entre tipos de autorizaciones y, por tanto, ¡o cabe limitar
la exoneración; mientas que ARCOTEL argumenta que las autorizaciones
experimentales tienen un carácte¡ distinto (temporal, no comercial), y que por ello no se
encuentran comprendidas e¡ el régimen general de exoneración previsto para
autorizaciones con frnes comerciales.

2.- Análisis. -
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata la coDsulta, el análisis se referi¡á
a los siguientes puntos: i) La prestación de servicios de telecomu¡icaciones y el uso del
espectIo radioeléctrico: i, Títulos habilitantes y condiciones aplicables a las empresás
públicasi y, ií, Competencias y regulaciones emitidas por la ARCOTEL.

2.1. L¡ prestsciótr de servicios de telecomutricsciones y el uso del espectro
radioeléctrico.-

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de Ia CRE, el derecho a la seguridad jurídica se
garantiza a tavés de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por
autoridades competentes. Asimismo, conforme al principio de legalidad que rige en el
ámbito del derecho público. las i¡stituciones del Estado y sus servidores públicos tienen

-
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"el deber de cootdinat acciones para el cumplimiento de sus.fines y hacer efectivo el
goce ! ejercicio ¡le los derechos rcconocidos e la Constilución".

La LOT, en su articufo l, establece que su objeto es"desanollar, el úgíñeh general de

telecomunícaciones y del especto ru)ioeléctrico como sectores eslrat¿gícos del Eslado
que comprende lat polestades de adm¡nishoción, tegulac¡ón, co tlol y gestión en lodo el
terrítor¡o naciohal (... )".

El anículo 2 precisa que esta Ley aplica a "todas los activida.les de eslablecimienlo,
ins¡alación y explotqción de rcdes, uso ! e.xplotación del especlru rudioeléct¡ico,
serticios de ,elecomunicaciones y a todas aguellas peñonas natutales o jurídicas que

realiccn tales actiritlades aÍn de garantizar el cunplimiento de kts derechos y deberes

de kx prestadores de servicíos y usuorios" (el resahado me corresponde).

Según el afículo 6 de la LOT, el especto radioeléctrico es el "Conjunb de ondas
elecfromognéticds que se propdgdn por el espacio sin necesidad de guía artificíal
uülizado paru la prcstación de servicios de telecomunicdciones, radiodifusión sonora y
telerisión. seguridad, defensa, emergencias. trdnsporle e inúestigación cientílica, entre
dfi,o.r" y cuya utilización"responderá a los plincipios y disposicio es conslitucionales"
(el resaltado me corresponde).

Conforme al articulo l4 de la LOT, la prestación de se¡vicios públicos de

telecomunicaciones puede realizarse: "en Íomq dirccfa pot, el Estado, a traús de

empresos públicut .le lelecomunicaciones" o "¡ndirecla a través de delegación ,t
empresas de economio mirla en lal.t cuoles el Eslado lenga la mayoría accionaria o a lo
ínicialiú yfuadd y d la economía popular y solida a".

El aÍículo 18 de la LOT prevé, en su inciso primero, q|.l,e "El espectru rudioelécttico
cotstituje an bien del domfuio público y un recu$o lirnilodo del Eslado, italienable,
impresciptible e inembargabld' y gw "Su Lso y explotación requierc el olorgamiento
ptevio de an título hobitita¿r¿" expedido por la ARCOTEL. confo¡me "lo establecido en

la prercnte Ley, su Reglamento General y regulaciones que emita la Ageñcía de

Regulacíón y Control ¡le las Telecomunicaciores" (énfasis añadido).

El articulo 36 define a los servicios de telecomunicaciones como aquellos que se

soporlqn sobte re¡les de telecomunicuciones con el fir de permitir y facilitar la
fransmisión y recepción de signos, señales, texlos, vídeo, imágenes, sonidos o

información de cúalqu¡el naturaleza, para ¡'utisfacer las necesida¡les de

telecouüñ¡cac¡ones de los abonados, clientes, usuurios". y aclara que la ARCOTEL
"regulará los términos y condiciones de la prestación de los semicios afiles dertnidos"
(énfasis añadido).

Por su parte, el articulo 9ó de la LOT. con relación al uso del espectro radioeléctrico,
técnicamente distingue entre sus aplicaciones, en los numeÉles 3 y 4, respectivamente,
al espectro para usos deterninados como aquellos establecidos po. la ARCOTEL. ll
mediante "asigzacio nes de uso privatívo o comparl¡{lo" y al espectro lam usos 
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experime¡tales coÍ\o ttaquellas bandas de f¡ecuelcias destinqdas a la invesügación
cienlíJica o pq¡a ptuebas lemporales de equipo" (énfasis añadido).

El Reglamento General a la LOT (RGLOT), en su articulo 31. deline a las redes privadas
como aquellas utilizadas exclusivamente por entidades públicas para "su exclusivo
beneficio sin.lines de explotación ct¡mercial con el propósito de conectar distinta:r
instalaciones de su propiedad o bajo su control; por lo que, se prohíbe la utilización de
eslas redes para la prestación de servícios a /e/ce¡os". [,a ARCOTEL puede detemina¡
"entre o¡ras, las fot as ! limitdcíones sobre conexión de redes pritadas nacionales con
o¡ras redes ptbaaú)s nac¡onoles o extanjeros, de manera que no impliErc ser,r¡cios a

A su vez, el a¡iculo 36 distrngue "Adenás de los usos del espectro determinados en la
LOT 1t en el presente Reglamento General. la ARCOTEL podní establecer otros tipos de
usos del espect¡o rudioeléclrico, tales cotno frecuerrcios de uso ten poral q trovés de las
regulaciones que emita para el efectd' (érlfasis añadido).

De las normas analizadas se observa que: , el régimen general de telecomunicaciones y
del espectro radioeléctrico son considerados secto¡es estmtégicos del Estado. cuyo uso y
explotación puede ser utilizado pam la prestaciór¡ de servicios de telecomunicaciones )
la investigación cientíñca, entre otros; i, el espectro radioeléctrico constituye un bien del
dominio público y un recurso limitado del Estado. el cual para su uso y explotación,
requiere el otorgamiento p¡evio de un titulo habilitante expedido por la ARCOTEL; li,
sus usos se clasifica¡ en privativos. compafidos o experimentales; iy, el articulo 36 del
RGLOT la ARCOTEL puede establecer usos adicionales mediante regulación especifica.

2.2.- Títulos habilitanfes y cordicions splicables a las empresas públicas. -

El uso y explotación del espectro radioeléctdco requiere, de mane¡a obligatori4 la
obtención de un titulo habilitanle otorgado por la ARCOTEL, bajo las condiciones
establecidas en el mismo. Tales titulos habilitantes. se clasifican de conformidad con el
anículo 37 de la LOT en: concesiones, auto¡izacior¡es y regist¡o de servicios.

El alículo señalado refiere el alcance de las autorizaciones e indica que "2.
Autorizacíones: Pdra el uso y etplotación del espectrc radioeléctrico, por las empresas
públicos e instiÍuciones del Estado. ¿. )", Agrega en su inciso segundo la potestad de
cobro de la ARCOTEL:

" La Agercia de Regulación y Conbol de las Telecorr.aricaciones, deierrnilatd
los valores por el pago de derechos de concesión 1t rcgistro así como los valo¡es
por el pago de outorizaciones, caondo se trute de tílulos hobil¡tont¿s emil¡dos o
faror de ernpresas públicas o instituciones del Eslado, no relacionados con la
Drestación de sen'icios de lelecomunicaciones. De ser necessrio detetminuú
además, el tipo tle habilitación para offos ser\)¡cíos, o defñidos en esta Ley".
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El artículo 38 de la LOT. delt¡e ala"Habili¡ación Geae¡ul' como el instrumento emitido
mediaote resolución de 1a ARCOTEL "en el que se establecerdn los términos.
condiciones y plqzos aptobados, además íncorporará, de ser el caso. el usoy explotación
de las respeclivas bandas de frecuencías esenciales del especto tadioeléctico,
necesolios pdra la prestació delseryicio". Agrega, en su inciso segundo que sq otorgará
pata "ltt prestución de servicios de telecomüñicaciones tales cot o l.t telefonía Íija y el
senício móvil at'anzado y se insttumenla i a truvés de concesiones o aufor¡zaciones.
según cotesponda" (Enfasis añadido).

El Reglamento General a la LOT, en sus artículos 19 y 20, establece el contenido y las
exenciones de los tÍtulos habilitantes por autorización otorgados a instituciones estatales
y empresas públicas creadas para la prestación de servicios prlblicos de

telecomunicaciones. Especíñcamente, el artículo 20 señala que estas entidades "crr¿¡?
etonerodos del pago de dercchos por el ototgamie lo o rcnovación del tilulo habilitante
de Autotización pata la prestación de sefl¡c¡os del régimen general de
telecomunicaciohes y del espectro rq¿lioeléctrico; eÍupro del pago de las torifas
mensudles por el uso y explolación del espec¡o radioel¿clt¡co".

El artículo 39 de la LOT, mateda de la consulta, determina las condiciones geoerales

aplicables a las empresas públicas para la prestación de servicios. En su primer inciso
sei.alaqtre"Se otorgan mediaile autoúzación e ¡nsbumento de adhesión, afavor de las
empresas púhlicas cons¡ituidas para lo prestación de servic¡os de telecomülicaciones"
que cumplan los requisitos esablecidos por la ARCOTEL. Agega que esa autorizació¡
"será suscrít.t por el Dírector Ejecutito )) aceptadd por el representante legal de la
empresapúblíca de que se trqte. El dtulo habilitanle se¡d iasc¡ilo en el Regisbo Público
de Telecomunicacion¿s" (é¡fasis añadido).

El segundo inciso del articulo 39 de la LOT establece que las empresas públicas "se
sometetón a estq Ley, su Reglamento Gener.i y a l.\\ rcgulac¡ones y acciones de conto|
que emita la ARCOTEL. sin embargo. aslara "Sin perju¡cio de lo cual las empresas
públicos gozarán de las etenciones, ercepciofies, etoneruciones ! p¡e ogativos
establecidas en lss leye§" (énfasis añadido).

Efl los incisos tercero y cuarto se precisa quei

"Las emprcsas públicqs y enlidades públicas pata la prestación de serticios de
leleco,nunicaciones, esta¡án oblipadas al oogo de dercchos, tarilas,
corrlribuciones y demis obligaciones, eslablecidds ¿ñ la presenle Ley, Wgplg
por lo siguieñe:

¡. Pot oloryarniento o renoeoción de lítalos habilira e§.

2- Por el olorgamienfo o renovación de autoriución deltecuencias paru su uso
y erplolación.

-
tm
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No obstonte cle las e¡oneraciones indicodqs, las empresas públ¡cas de ¡
telecofi¡unicctciones deberán cumplir con lo política pública que emi¡a el ente,¡jl-
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rector de los telecomun¡cac¡ones y con las obligaciones de curácter sociql, de

semicio universal o de ejecución de politícos públicas.tue disponga la Ageneia
de Reg¡ulación y Control de las Telecomunicaciones para devengor la asípacién
de espectro radioeléctrico reolizada por el Estado. Estas obligacíoñes son
indeperulientes de las relacionadas con lu contribuc¡óñ ql Fohdo de Desarrollo
de las Teleconuaicacii?res ". (Enfasis añadido).

La LOT. en su aficulo 50, señala que se otorgaráú títulos habilitantes para el uso y
explotación del espectro radioeléctrico "conforme lo .lifpuesh en la Nesente Ley, sus

regldmentos y los rcquisilos técnicos, económicos y legales exigidos a tules efectos".
Debe observa¡se al interés público, promoción del uso racional y eficiente de ese recurso
limitado, acceso igualitario. equitalivo y la asignación en condiciones de transparencia.
Agrega que el otorgamiento de titulos habilita¡¡tes de frecuencias del espectro
radioeléctrico deberá observa¡ "el principio rector de eJiciencía téc'nica, social y
econóntic.t, podrá realizarse a lr. és de adjudicación dbectq, prcceso (concurso)
público competilivo de o/ertas" conforme el ROTH.

Por su parte, el añlculo 54 ibidem, dispone que la ARCOTEL ".fijaú el valor de los
derechos por el olorgañiento de lítulos hqbilitantes, asi como de las tarifos por el uso y
explotación del espectro rudioeléctico", conforme el reglamento que emita pa¡a tal
efecto. Agrega en su inciso segundo, los criterios que aplicará para su lúación y
determinación.

De lo expuesto se observa que: , los títulos habilitantes para el uso y explotación del
espectro radioelécftico se otorgan atendiendo al interés público, promoción del uso
racional y eficiente de dicho recurso limitado; ii) las condiciones aplicables a empresas
públicas pam la prestación de servicios de telecomunicaciones son deñnidas de acuerdo
a la autorización e instrumento de adhesión otorgado; ¡J, las autorizaciones so¡ títulos
habilitanles expedidos para el uso y explotación del espectro radioeléctrico. a favo¡ de las
empresas públicas e instituciones del Estado; iv) las empresas públicas e instituciorcs del
Estado. gozan de exenciones de pago exclusiyamente respecto al otorgsmiento o
renovación de títulos h¡bilitantes y de autorizaciones de frecuencias pala su uso y
explotación, sin perjuicio del pago de ta¡ifas, contribuciones y otras obligaciones que
disponga la ARCOTEL: y, v) la ARCOTEL tiene la competencia para fúar los dercchos
y ta¡ifas por uso y explotación del espectro radioeléctrico, asi como el valo¡ de los
derechos por el otorgamiento de títulos habilita¡tes.

23. Competercias y reglametrtos eDitidos por la ARCOTEL. -

El a¡ticulo 144 de la LOT, en sus numemles l, 7 y I l, establece entre las competencias
de la ARCOTEL, las siguieates:

"l- Eñitir lds regulaciones, normas lécnicds, pldnes t¿cnicos y derui,s actos que
seafi hecesqt¡os en el ejercicio de sus compelencias, para que la proyisión de los
senticios de lelecomunicaciones cumplan con lo dispuesto en la Constitución de
la República y los objeti,ros y principios prelistos ek esta Ley, de conformídad
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con lss polí¡icas que dicte el Ministefio rector de las Telecomunicaciones y de la
Sociedad de la lnformacíón.

(...) 7. Normar, sustanc¡ur y resober los proce.lítkientos de otorgomienfo,
adminislración y ertinción de los títulos habilítantes pre.rístos en esta Ley.

(...)l l. Establecer los requis¡tos, contenidos, con.liciones. tétminos y plazos de
los titulos hab¡litantes ".

A su vez, el afticulo 146 de la LOT, en su numeral l. dete¡mina como competencia del
Directo¡io de la ARCOTEL el Aprobar las normas generales para el otorgamiento y
ext¡ ción de los lífulos habílitdnles contemplados en eslu Ley" . CoÍrplementariamente,
el afiículo 7 del RGLOT disponen:

"Afl 7.- Funciones del Diruc¡otio- - Corresponde al Direc¡orio, ademas de las
pretistos en la Ley. las sipyientes atribuciones:

1. Expedir. modifcar, reJormal interpretü ! aclarur los reglamenlos del
régimen general de telecomunicaciones, lales como: ta Ías; olorgomierrto de
fitulos habilitanles del égimen ge eral de telecomunicaciones que incluirá el
procedimiento de interrención y lerminación de los mismos-

2. Entitir los nornurs de i terpretación, aclarución y e:.tinción de los tílulos
habilitantes. /.../ " (el resaltado me conesponde).

En virtud de estas disposiciones, co[esponde a la ARCOTEL interpretar y aplicar los
reglamentos y normativas expedidas al amparo de sus potestades, así como la resolución
de los procedimientos administrativos que sean de su conocimiento, al margen de lo cual,
el aniilisis que versa en la presente contempla la inteligencia y aplicación de los artículos
39 de la LOT y 20 del RGLOT, entre otros, en concordancia con lo previsto en el ROTH
y el Reglamento de Tarifas sobre los temas de consulta.

Co¡fo¡me los artículos 18 y 36 de la LOT, el uso del espectro radioeléctrico y la
prestación de servicios de telecomunicaciones están sujetas a las regulaciones emitidas
por la ARCOTEL. En ese ma¡co, el ROTH, establece, en su aÍiculo 1 que su objeto es
regular "/os requisítos, procedimienlos plazos y citerios para el ototgamiento,
modiJicación, renovación y ter ihación o extihción de í¡ulos habilifonles" to¡to pal¡"la
prestacióñ de semicios de telecomunicaciones y de radiodifusién, operacién de redes
pri\'adas así como del uso y/o erplotación del especlto ¡adioel¿cftico; y. las normas
vinculadas con el Registo Público de Telecoñunicaciones" (e) resaludo me
conesponde).

El articulo 5 ibidem regula la autorización para la prestación de servicios de
telecomunicaciones por parte de las empresas públicas. Asimismo. el articulo 16 ibidem
señala que las empresas públicas de telecomuoicaciones "eslán exone¡adqs del pago de
derechos por olofgamiento o renovdción de ,ílulos habilitantes o po¡ el olo¡gamienlo o \.
renovación de autoizaciór, deÍrecuencios para su uso ! erplotacün, para lo p¡estación \l',:l-

-\,
o
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de servicios de telecomunicacione§" y ''están obliga.las dl pago de tarilas por uso del
espectro radioeléctrico. contribuciones y demás obligaciones" preüstas en Ia LOT, los
reglamentos y los titulos habilita¡tes emitidos por la ARCOTEL.

El anículo 62 del ROTH faculta a la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL a autorizar,
"de manera ercepcional el uso temporul de fiecuencios a las penonas natwales o
jurídicas de derecho público o privado que lo solicilen poro uso eeentual, eipe¡imenlal
o de ernetgencia, hosta pot el ploao de un (l) año con bose el el periodo rcqueido en
la solicilud'. en fa¡to se dé cumplimiento a los requisitos previstos, entre ellos el pago
por el uso de frecuencias.

En este contexto, el adículo 40 ibidem aclara que se entiende por uso experimental el
"uso destínodo o la inrestigación cienlíf¡ca o pdra pruebas temporules de equipo no
coftespoidíehdo sú ütilización a k ámhito comercial (prestación de sen'icios del
régimen general de telecornuiicociones, o soporle para la prestación de servicios del
régimeñ general de te lecomunicaciones )".

Como se señaló previamente, el articulo 37 de la LOT autoriza a Ia ARCOTEL a frjar los
valo¡es de cobro a empresas públicas, por títulos habi¡itatrtes que no se rel¡cionen
específicamente ¡ la prestació¡ de servicios de telecomunicaciotres, tales como el uso
experimental de frecue¡cias. Esta disposición se complementa con el inciso final del
articulo 62 del ROTH, que establece: "El valot por el uso temporal seni pagado a la
ARCOTEL de acuerdo al Reglamento de derechos y tarifas por el üso de frecuencias
úgente o la norma que lo sustituya, y. su autorízqc¡ón se ihsltu e ta únicañentc a tre¡vés
de oJicio, el que será previo o su notifcación, insc to en el Regístto Público de

TeIecomuñicac¡ones",

Por su parte, el artículo 1 del Reglamento de Tarifas establece que su objeto es regular
los valores aplicables a los de¡echos por el otorgamiento y renovación de titulos
habilitantes. El afículo 6 aclara que las entidades públicas que prcsten servicios de
telecomunicaciones "están exentds del pago de derechos por el olotgarniento o
renoración de Ílrulos habilitantes y por el olorgamienlo o renoútcióñ de a torizac¡ón de

frecuenciqs para uso y explotación del espectro radioelécttico".

Adicionalmente, el articulo 19 del Reglamento de Tarifas prevé que los sistemas de
¡adiocomunicaciones o de telecomu¡icaciones qu.e hacen"uso ternporul experimenlal de

frccuenciat (no comercial) pagarán rnu tarifa t ensual por n\o de Jiecuencias igual al
l0oÁ del valor qre resulte de aplicar los ecüqciones del presente /eglañento al servício
correspon.líente, por el tíempo de duración de la autorizoción temporaf'.

Del análisis efectuado a Io largo de este oficio, se concluye que: , el ROTH regula, eúe
otros aspectos, el otorgamiento de títulos habilitantes para la prestación de servicios de
telecomunicaciones. asi como del uso y/o explotación del espect¡o ¡adioelécrico.
incluido el uso temporal de frecuencias; i, el uso tempo¡al experimental del espectro
radioelectrico. de conformidad al añiculo 96 de la LOT. debe ¡ealizarse linicamente con
hnes de investigación cientiñca o para pruebas temporales de equipo. con fines no
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comerciales y previa auto¡ización formal por parte de la ARCOTEL de hasta un año,
según indica el aficulo ó2 del ROTH; ii, la exoneración de pago de empresas y entidades
públicas contemplada dentro del a¡tículo 39 de la LOT. es aplicable cuando se prestatr
servicios de telecomunicaciones, por lo que de conformidad al anículo 37 de la LOT, esta
exoneración no se extiende a los casos de uso no relacionado con dichos serviciosi en
consecuenci4 conforme el Reglamento de Tarifas expedido po¡ la ARCOTEL, dichas
cntidades deberá¡ cumplir con el pago previsto en su artículo 19, previo a la emisión de
la autorización de uso tempo¡al experimental de liecuencias.

3.- Protrunciamietrlo. -

En atetrción a los términos de la coDsulta, se concluye que, conforme lo dispuesto en los
anículos 37 y 39 de la LOT, asi como en los anículos 20 y 40 de su Reglamento Gene¡al.
la exoneració¡ de pago reconocida a favor de las empresas y entidades públicas aplica
úLnicamente respecto del otorgamiento o renovaciól de tíh.rlos habilitantes vinculados a la
prestación de servicios de telecomunicaciones. Esta exoneración no comprende los casos
de auto¡izaoiones temporales para el uso experimental del espectro radioeléctfico, en los
que no media una finalidad comercial ni se encuadran dent¡o del regimen ordinado de
prestación de servicios.

En co¡secuencia. la Agelcia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones
(ARCOTEL) se encuentra legalmente facultada para hjar los valores corespordierites a
los derechos de autorización otorgados a favor de empresas públicas o instituciones del
Estado para fines distintos a la p¡estación de servicios de telecomu¡ricaciones, tales como
el uso experimental dsl espectro radioeléctrico.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Adminisrración Pública y se limita a

la inteügencia y aplicación general de normas juddicas. Su aplicación a casos
iDsritucioriales especificos es de exclusiva ¡esponsabilidad de la entidad consulta¡te y de
cualquier otra entidad pública que Io aplique

Abg. Juan
PROCU GENERAL DEL ESTADO

M8s. Rohno Carlos Kür] Pesa¡les
Mir¡stro de Tel.comünicrc¡ores y socied¡d de l.lrrorm¡ción (MINTEL)

Mgs. Jorge Robcr¡o Hoyos Zavala
Director Ej.cítiro de lá Agerci¡ deRegul¡ción y Cotrt.ol d.l.§ Telecomroic¡cion$ (ARCOTEL)
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Leonard Rrüns
GERENTE GENERAL
DMPRESA PÚBLICA DE HIDROCARBUROS DEL ECUA.DOR - EP
PETROECUADOR
Presente -

De mi conside¡ación:

Mediante oñcio No. PETRO-PGG-2025-0306-O. de 22 de abril de 2025, ingresado en el
correo inslilucional de la P¡ocuraduría General del Estado el mismo día- se fo¡muló la
siguiente consulta:

"¿Es procedenle opl¡cat lo Ley Orgáaica de Car¡e¡a Sanito¡io a los cargos del
penoaal médico de lo EP PETROECAADOR, considerundo qae se frata de
personal sujeto a lo Ley Orydrrico de Eüpresos Públicos?".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

l. Atrtecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprer¡de que:

El breve informejurídico contenido en memorando No. PETRO-AJU-2024-1635-M de 3
dejulio de 2024, suscrito por el Procurador de EP PETROECUADOR, citó los a¡tículos
226, 228, 315 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante, "Cn¿"); 4,
17, 18 y 33 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adela¡te, "LOEP");6 de la
Ley Orgrínica de Carrera Sanitariar (en adelante, "¿OC^S "); 83 let¡a k) de la Ley Orgánica
del Servicio Públicoa (en adelaúte. "¿O.!'Ef'); y. 56 de la Resolución No. 2010001 que
contier¡e las "Normas lnternas de Adthinistrución del Tule ¡o Humano emítidas pot el
Dircctorio de la EP PETROECUADOR', de 7 de abril de 2010 (en adelarite, Norúa.t
de Administrdc¡ón del Taleito Hunano de PETROECUADOR "), asi como su ¡eforma
mediante Resolución No. DIR-EPP-08-2023-03-06 de 6 de ma¡zo de 2023. Con base en
dichas normas. el Procurador emitió la siguiente conclusión:

"3. CONCLASION:

-

-1ilil

I CRE. publtcada en el Resjto Otrkl xa uQ d¿ 20 d. ¡xtrbe .¡. 20oi
2 

LOEP. pubtBada en¿t Stpbñ¿á1ó r!¿l ResítuOhcal.\'o t8 d¿ ló.le t¡ubt¿ d¿ iO09
1 |-OCS pubhco¿ta ¿n ¿t Stpl¿ñ¿nto ¿¿1 Res,rrc Oltctol ,\o 139tLot.l¿ s¿p¡eñbrc rt¿ 2O]2
!l.OSt:P.pub¡icadoenels¿sundosupl.n¿alo.l¿lRze¡srooltcúlt'io:9tLbaódeétubt¿dea\lO.
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Cohsiderando lo expuesto, conlbrme a lo eslablecido en la Ley Orgánica dc
Caftefti Sanítaria. los puestos de lrubajo excluidos de dicha carrera son
aquellos señalados e¡ el artícuk¡ 83 de la Ley Otgákica.lel Serticio Ptiblico-
En el literal k) del artículo nencionado. se especilca al personal da las
empresas sujetas a lu Lef Oryún¡ca d¿ Emprcsus Públic.ts.

Así mismo. se debe indicar que la Ley Orgán¡ca de Larreru Sanit.triu excluyc al
personal amparado por el Código del Trabajo.

En Nír¡ud de lo señolatlt¡, esto Procuradu.la se absliene de emitit
pronunciamiento sobte las consullss planleadas por la Subgerenciu u su cargo
a trat¡és del emorando Nro. PETRO-THU-2021- 1123-M de 17 de junio de

202,1. |oda vez que las mismas se refieren o h tplicación de una nor a que no
dplica para el personol de la EP PETROECTIáDOr\ ". (Enfasis añadido).

Adicionalmente. en el oficio No. MSP-SRSNS-2025-0078-O. de 20 de enero de 2025.
adjuntado por el consultante, Subsecretaria de Rectoria del Sistema Nacional de Salud
del Ministerio de Salud Pública (en adelante, 'M.SP '). concluyó lo siguiente:

.3.- CONCLUSIóN. _

(... )

En virtucl ¡le lo dntes expuesto. he pefinito mehcio ar lo es¡db¡ecido en la Ley
Orgánica de Cdrrcra Safl¡lar¡a;

Att. 1.- 'Objeto. La presenle Ley liene por objeto.year, recohocet y gutaklizat
locarrera sanitariu público como uhtégit1eñ especialdenlro del serNicio públ¡co,
estuhlecierulo las disposiciofies jurí.|¡cqs ) athnihistlativas aplicables al talcnto
humano en solud, en los térmiúos prc\listos en esta Ley-'

A¡¡. 2.- inbito. Lus disposiciones de la presenfe Ley son de aplicación
obligoto a para ld Red Públicd Inlepal de Saln¿ y demás ¡nstitucioncs públiccts
en donde laborcn proJesionales cle lo sulwl de atención directu j- linciones
.f rulamentales, y que han cumplido con lqs cohtl¡cio es f requisilos.lispueslos
para su ingreso a la carrcra sakitar¡a.

(on sustento e lo .útes mencionado, se pofie en su conocimíento que, l4 Ley
Orgánica de Caüeru Sanitaria, al set un régimen especial para los
profesionales de la salud, es de cafliclet obligdlorio para rodas las inslituciones
esloblecidas ed el attlculo 2 de lo le! ibldem.

Así tlisüo, esta Cartera de Eslado ha emitido dl¿rentes Acüetdos Ministeriales
referente a la aplicaciói de la Le! O4()h¡ca de Carrera Sani¡aria, por lo quc la

101



-
tilil

Fioo^ad¡rc er{i^r a SraDo

EP Pehoecuador deberd acoge¡se
,ig¿rrr" '. (Enfasis añadido).

2, Ar¡álisis.-

I
(
a
t

Ed¡fi.¡o añá.oñ.s Pl.E
aq am..onár Nl9-!2r y arzáqá

EP P¿T2OE('1.|ADO2

- o2tJ+2üt

12132 P4'er

a lo determ¡nado en la norrr,ariva legal

Para facilitar el estudio de la materia objeto de la consulta. el análisis se desanollará en
los siguientes puntos: , Ingreso a la canera del servicio público; y, ir) Sobre la carrera
sanitaria.

2.1. lngreso r l¡ crrrer¡ del serv¡c¡o pilbl¡co. -

De acuerdo con los articulos 82 y 226 de la CRE. el derecho a la seguridad juridica se
gar¿ntiza a través de la existencia de normas previas. claras y públicas, aplicadas por las
autoridades competentes. considerando para el efecto que los servidores públicos solo
pueden ejercer las competencias y facultades atribuidas en el ordenaoiento juridico.

En este marco, el afículo 228 ibidem determina que el ingreso al servicio público. el
ascenso y la promoción en la ca¡rera administ¡aliva "se reulizoftin me.liante concwso de
méritos y oposiciók, en la.formo que determine la ley. con excepción de las sen'idorat y
sen'idores públicos de elección popular o de libre nombramiento y rcmoción".

La LOSEP. en su articulo 17, establece cuatro clases de nombramientos para el ejercicio
de la función pública: 'a) Permanentes: b) Proúsionales (.,.): c) De libre nombramiento
y renoción: y, d) De periodo ftjo". Adicionalmentc, el aficulo 65 ibídem contempla el
procedimienro para el ingreso a un puesto público que se realizará mediante concurso de
méritos y oposición bajo principios de úansparencia, justicia e igualdad. con acciones
afirmativas para grupos históricamente discriminados. La evaluación debe regirse por
pariimetros objetivos. quedando prohibida la intervención discrecional de autoridades
nominadoras, bajo pena de nulidad del proceso.

A su vez, el articulo 82 de la LOSEP define a la carrera del servicio público como e/
conjunk de políticos, normo8 ,rr¿todos y prccedimieh¡os oríenqdos a mot¡var
el ingreso y la promoción de las persona para desanollarse proJbsionqlmente dento de
uno secüenc¡d de pueslos que pueden ser ejercidos en su ffoyectoriq laboral, sobre la
buse del sisfeñd de méritos". agregando que 'garantizará la estabilidad, ascewo y
promoción de sus servidoras y seryidorcs de conformidad con sus aptitudes.
conocimientos. capacidades, competencias. experiencia, responsabilidad en el
desempeño de sus fr¡¡ciones y requerimientos institucionales.

No ob$ante, el a¡tículo 83 ibídem establece exclusiones expresas a dicha ca¡rera. entre
las cuales consta el liteml k)t " El personol de las empr*as sujelas a la Ley Orydnka de
Emprcsos Públicos". En ese sentido, el a¡tículo 16 de la LOEP dispone que Za
Adminisffac¡ón del Talenlo Humano de las ernprcsas públicos conesponde ol Gercnr¿
Gerreral o ., quien ¿ste delegue eÍpresdmen e " (énfasis añadido).
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El anículo 17 de la LOEP. determina:

"l,a designación y contrul.lción de personal de las empresas públicas se realizará a
tavés procesos de selección que atien¡lon los requerirnientos emprcsü¡ales de cada

curgo y conforme a los principios y políticos eslablecidas en esla Ley, el Código del
Trobajo y la Ley Orgárico del Senicio Público. Para los casos de directivos, asesores y
denás personal de libre desíg1ac¡ón, se aplicarán las resoluciones del Direclorio.

El Dircctotkt, en aplicucíón de lo dispueslo por es¡a Ley, exrydirá lds nornas ínlemas
de administración del ¡alento humano, en la,.t que se rcgulúrán los mecanismos de

íngreso, oscekso, ptomoción. úgimen disciplinqfio, ,racaciones y remuneraciones pqra
el lalento humano de las empresos públícas."

De acuerdo con el segundo inciso del a¡tículo 18 LOEP, el Égimen aplicable al personal

de las empresas públicas s,erá exclusivamente el previsto en "lqs no¡mos corrlenidos en

esto Lq), a las leyes qae ¡egulal lo qdm¡nklrución público y o lo Codificacióa del
Có.ligo.lel Trubajo'(énfasis añadido), según la siguiente clasificació¡: "a Serúdores
Públícos de Libre Designación y Remoc¡ón: b. Serv lores Públicos de Cqrreru: y, c.

Obreros".

El a¡tículo l9 establece tres modalidades de vinculación:

" 1. Nombram¡ento para personal de libre designación y remoción, qu¡enes no

tendrdn relación laboral. Su régímen observará las normas contenidas en el
capítulo 1l del Titulo lll de esto Ley:
2. Noñbramienlo parq servidores públicos, expedido al amparo de esla Ley y de

la normaliva interna de la Empresa Pública: y,

3. Controlo índívidual de trabajo, para los obreros, suscrihs al amporo de las
disposiciohes y ñecanismos eslablecidos en ld Co.l¡f¡cacióh del Código del
Trabajo t,eñ el conlralo colec¡ívo que e celebre".

A su vez, el artículo 33 prevé que en lo no regulado por la LOEP, y siempre que no

contr¿diga sus principios rectores. será aplicable supletoriamente 'lo que dispone la
Codücación det Código de Trubojo efl lo rclqliw o la contatación individaal " (Eúasis
añadido).

De lo manifestado se observa que: l,) son servidores públicos todas las pe¡sonas que en

cualquier forma o a cualquiertítulo trabajen, presten servicios o ejerzan u¡ cargo, función
o dignidad dentro del sector público; i, para ingresar al servicio público se deben cumplir
los requisitos de preparació¡ académica. técnica, tecnológica o su equivalente y demás

competencias que fueren exigibles, así como. haber sido decla¡ado triunfador en el

concurso de méritos y oposición: ii, el personal de las empresas públicas sujetas a la
LOEP está expresamente excluido de la carera del servicio público cortforme al a¡tículo
83 literalk) de la LOSEP; y, ir,) los servidores de dichas empresas se rigen exclusivamente

ITil
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por la LOEP. las leyes de administración pública y, de manera supletoria. por el Código
del Trabajo.

2.2. Sobre la carrera sanitarir.-

El artículo 32 de la CRE rcconoce el derecho a la salud como un derecho fundamental
garantizado por el Estado, cuya realización está vinculada al ejercicio de otros derechos.
El Estado lo asegurará mediante políticas públicas que se rijan por principios como
equidad. eficiencia. calidad, bioét¡ca. entre otros.

El artículo 358 establece que el sistema nacional de salud tiene como fi¡alidad el
desarrollo. protección y recuperación de las capacidades pa¡a una vida saludable, mientras
que el articulo 359 señala que dicho sistema comprende todas las instituciones. recursos.
prog¡amas y actorcs relacionados con la salud. y promueve la participación ciudadana.

Concordante, el segundo inciso del a¿iculo 360 de la CRE deñne qrre Lu red pública
integral de salud serú parte del sistema nacit»nal de salud y estará conformoda por el
conjunto arliculado de es¡ablecimíentos estatales, de la seguridad socíal y con otros
proveedores que perfenecek ol Eslado, con t'inculos jüridicos, operatiros y de
complementariedad . De su lado. el aficulo 361 otorga la rectoía del sistema a la
autoridad sanita¡ia nacional. responsable de formula¡ la política nacional de salud y
normar. regular y controlar todas las actividades relacionadas con la salud. así como el
funcionamiento de las entidades del sector.

En este ma¡co. el aÍiculo 205 de la Ley Orgánica de Salud! (en adelante. '¿OS")
establece un régimen diferenciado. en vitud de crea$e la carrem sanifaia "paro el
Íalento humano en Salud, la cual será rcptlacla por los normas legales establecidas para
el efecto '6.

La LOCS, e¡ su articulo l. prevé como ohieto de Ia norma crear, tecoñocer y garantizar
la carrcru sanitaria pública como un régimet especial denlrc del setricio público,
establecíendo las disposiciones.¡urídicus y ddminis¡ativtls dplicables al tcrlenfo humano
en salud, en los t¿rm¡nos previslos en esla Ley". El articulo 2 determina que sus

disposiciones "son de aplicación obligato¡ia para ld Red Pública lnÍeg¡,al de Salutl y
demás instituciones públicas en donde laborcn prufesionqles de la sdlud de alehción
d¡rccta y funciones Íunda e lales, y que hun cumplido con lus con¿licioúes y requísitos
d¡spuestos para su ingreso a la cuteru sanitalia " (énfasis añadido).

Según el articulo 3, la finalidad de la LOCS es "promorer el desatrollo integral del
talento humano en salud, regStlondo las jornadas de ttobajo, la rem heración, el
reconoc¡rhienh, la promoción, la movilidad horizontol, el ascenso y su permanencia, el
fégiheh rle iñgfeso. mt¡¿lalidades de recanbio, desvinculación y reri¡o . Para el ingreso

Edif icio amázoñás Pl.zá
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a la carrera. el afículo 5 exige "título de tercer nivel en .beas de la solu¡l, debidamente
registrados o reconocídos ante la autoridad competenle en moleria de educación
suryrior, que se encuenn'en hobilitodos para el ejercicio prcfes¡onal ), que hayan s¡do
declurados como ganadores del concurso de mé los y oposic¡ón".

En esta líne& es impotante señalar que, el artículo 6 de la LOCS estrblece cuále3 so¡
los cargos o puestos de trabajo excluidos de la carreru ssnitaria, entre los cuales
tenemos:

" l. Funcionarios de lib¡e notnbrumien o y rcrrroción: y. en lo qre corresponda,
los eslablecídos en el Articulo 83 de la Ley Org.inicq de Se icio Ptiblico;
2. Pe6onol sujeto al Código del Trabqjo:
3. Cargos creodos ¡nra realizat lr¿lbajos lemporoles:
1. Personal con cont¡ato d¿ senicios ocasionales o rroñbrumiedlos
p¡ovbionole§; con excepc¡ón ¡le k¡s concedidos pot período de prrcba ¡nra
ganadores de concwsos de méritos y oposición: superado dicho periodo
ingresorá a lq carrerq: y,
5. C.rgos no incorporudos al Manuql de ('lasificdción de Pueslos expedido por
el M¡nister¡o de Trobojo en coordinación con la autori¡lad sonilar¡l nac¡onql '

(énfasis añadido).

Asi. la LOCS ratifica la exclusión del personal de empresas públicas sujetas a la LOEP al
remitir al se a¡ticulo 83 de la LOSEP como pale de su cláusula de exclusión.

Ademiis, los artículos 42 y 44 de la LOCS señalan que la carrera sa¡ita¡ia debe ser
gestionada por la autoridad sanita¡ia nacional con el apoyo del Consejo Nacional de

Salud. a través de la Comisión Nacional de Recursos Humano1 a fin de regular "/a

contlucción del proceso de implementoción, segtimiento yevaluación del lqlento humono

en salud con sujeción a eslo Ley y demát normalíva aplicoble". La auroridad sanitada
nacional expedirá los documentos técnicos necesarios de aplicación de la ca¡rera

sanitaria. los cuales seÉn de "aplicación obligatorio por rcdas la.s insliluciohes públicas
y ¿¡t sus nivele!; desconcenlrados ".

Concordante con lo expuesto. el aniculo 45 ibídem establece quc "en las unidades de

talento humano de las ¡nsliluciones públ¡cos se creqrdn áreas administativas para la
implemenración de lq caÜera sanitaña", cuyo objeto s€rá el de " l. Elaboror los informes
lécnicos preúos de ub¡cación del personal que se inleÍfe a la carrero sunitariu: 2.

Veri;licar el cuñpl¡miento de los requisilos ex¡gibles paru la promoción del personal
perteneciente a lo carrera sanitdria: y, 3. Ejecutor los diferentes procesos relacionados
con la carrera sonilario .

Cabe señalar que la Disposición General Segunda de la LOCS dispone que "En todo lo
no prer¡s¡o en esta Ley se aplicatd lo establecido en la Ley Orgínica de Semicio
Público, en el Código Orgánico Administrativo ! en lo Ley Oryónica de Solud " . c¡euld.o

un marco normativo supletorio (énfasis añadido).
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SegriLn lo establecido en Ia LOCS. corresponde a la autoridad sanita¡ia nacional la gestión
nacional de la carrera sanitaria. En ese sentido. el a¡ículo 4 de Ia LOS estipula que la
autoñdad sonitar¡a naciorrol es el Ministeño de Sald Pública, eñti.lo¡l a la que
corresponde el ejercicio de las lunciones de rcclo a e¡sa¿.¡d'. asi como la
responsabilidad de la aplicación. conrol y vigilancia del cumplimiento de esta Ley y las
normas que dicte pam su plena vigencia senfur obligatorias (énfasis añadido).

En cumplimiento de lo dispuesto. el Ministerio de Salud Pública emitió el Acuerdo
Ministerial No. 00059-20247 (en adelante, "Acuerrlo 59"\.mediante €l cual se establecen
"Direclrices para el Cambio al Régimen Laborul de Caneru Sanilaúa y del lngrcso o
la Careru Sonitaño poru PruIesionoles de laStlud de la Red Pública Integral deSolud
I demás Inslilaciones Públicos". El atículo I del citado reglamento establece que sus
disposiciones son de 'oplicación obligatoria en la Red Púhlico lntegral de Sulutl- RPIS
y demds insrituciones públicas en donde labo¡e,, prcÍesionales de lo solud de dtenc¡ón
dirccta y.funciones .firndamenlales " (énfasis añadido).

No obsta¡te. el a¡ticulo 2 del Acuerdo 59 dispone que se entenderá como cambio de
régimen laboral al 'onrilisis de los acti.ridades que desempeñan los profesionales de la
salud en sus pueslo; de trubajo, a.fin de determinar la pe inehcia del cambio del
régimen del semicio público, rcgulado pot lo Ley Orgdnica del Semicio Público
(LOSEP), ol régimen labo¡ol establecido en la Ley Oryd ca de Car¡e¡a Sonitaria
(lOC§l " (énfasis añadido).

El referido aticulado, en concordancia con Io previsto en el precitado numeral 2 del
articulo 6 de la LOCS, descala la posibilidad de qüe el personsl sujeto a otros
rcgímenes, como el Código de Trsbsjo o l¡ LOEP ser sNceptible de cambio sl
régimeo de crrrerr sanitaria.

Por último. los articulos 5 y 6 del Acuerdo Ministerial 59 señala que la responsabilidad
de ejecutar este proceso recae en la máxima auto.idad institucional, quien deberá evaluar
la pertinencia del cambio y emitir la resolución correspondiente.

De lo expuesto se observa que: i) la carrera sanitaria constituye un régimen especial
dentro del servicio público, cuyo ejercicio responde a disposiciones jurídicas y
administrativas especiales en la materia. aplicables al talento humano en salud; i¡) la
LOCS y del Acuerdo 59 son de aplicación obligatoria pa¡a la Red Pública lntegral de
Salud y demtu instiaucionB públicrs en donde l¡boren profesionslB de l¡ sslud de
¡tención direct¡ y funciones fu¡rd¡meotales; ii¡) pa¡a ingresa¡ a la carrera sanitaria los
profesionales deben conta¡ con titulo de tercer nivel en árcas de la salud, encontmrse
habilitados pa¡a el ejercicio profesional y haber sido decla¡ados ganadores del concurso
de méritos y oposición; ir, se encuentmn excluidos de la carrera sanita¡ia: a) los
funcionarios de libre nombramiento y rcmoción; b) el personal sujeto al Código del
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Trabajo; c) loi cargos creados peula rcalizar trabajos temporales; d) el pe$onal con
contrato de servicios ocasionales o nombramientos provisionales. salvo quienes se

encuentren en periodo de prueba tras haber ganado un concu$o: e) los cargos no

incorporados al Manual de Clasificación de Puestos expedido por el Ministerio de

Trabaio; y. 0 en lo que corresponda, los funcionarios comprendidos en el aniculo 83 de

la LOSEP, entre ellos el personal de las empresas públicas sujetas a la LOEPI y, v/ la
máxima autoridad de cada institución que forme parte de Ia Red Pública Integral de Salud
y demás iostituciones públicas en donde laboren profesionales de la salud. son

responsables de evaluar. y de considerar pelinente, regularizar el proceso de cambio de

régimen laboral de LOSEP a LOCS de los profesionales de la salud de atención directa y

funciones fundamentales.

3. Pronurciamicoto. -

En atenc¡ón a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con los
aniculos 205 de la LOS. así como en los afículos 2 y 6 de la LOCS, y considerando que

las empresas públicas se rigen porsu propio Égimen de administración dehlento huma¡o
conforme a la LOEP, y que su personal no se encuentra sujeto a la LOSEP, no resulta

aplicable la LOCS a dicho personal, en razón de las exclusiones expresamente previstas

en el artículo 6 de la mencionada ley.

El pres€nte pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limiu a la
inteligencia y aplicación generalde normasjuridicas, siendo de exclusiva responsabilidad

Atentamente.

Abg. J

GENERAL DEL ESTADO

-

-ITT

P

107



-
iln

Egg{lDql4c,EryERA! Df, EsrAD o
tiritSiIA ]i ilt,iltl

olicio No. I? lr33

Quito D.M.,
2 2 JUL 2025

Licenciado
Darwin Francisco Tanguila Andy
Alcalde
GOBIERNO AUToNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANToN
ARAJUNO
Arajuno.

De mi consideraci6n:

Mediante oficio No. 185-ALCALDIA-GADMIPA-2025, de 8 de abril de 2025, ingresado
en la Procuraduria General del Estado el mismo dia, se formul6 la siguiente consulta:

"ila tarda mdxima de veinticinco mil ddlares de los Estodos Unidos de Amirica
por concepto de impuesto a la patente que establece el COOTAD en el segundo
incko del artlculo 548 debe ser proporcional cuando una persona natural o
jurfdica tiene actividades econdmicas en mds de un cantdn segrtn el porcentaje
de sus acciones o cada municipalidad debe cobrar el monto mdximo en el caso
de superar el umbral establecido en la ordenanza respectiva?u

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe juridico No. GADMIPA-PSM-2025-0001, de 7 de abril de 2025, suscrito por
el Procurador Sindico del Gobierno Aut6nomo Descentralizado Municipal Intercultural
y Plurinacional de Arajuno (en adelante"GADM Arajuno"), cit6 los articulos l,1I,227,
238,y 326 de la Constituci6n de la Repriblica del Ecuadorl (en adelante "CRE"); 53,57,
491,492,546,547 y 548 del C6digo Org6nico de Organizaci6n Territorial Autonomia y
Descentral\zaci6rf (en adelante "COOTAD"); ZZ de la Ordenanza que regula la
administraci6n, control y recaudaci6n del impuesto de patentes municipales de Arajuno3
(en adelante"Ordenanza Patentes Arajuno"). Con base en esta normativa, se concluy6 lo
siguiente:

" 5.- ANLLISLS..

18. De los elementos facticos y juridicos precitados se debe sefialar que el
impuesto a lo patente municipal se encuentre normado en nuestra legislaciin esto

t CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.

') COOTAD, publicado en el Registro Oficial n"o. 303 de l9 de octubre de 2010.
3 Ordenanza Patentes Amjuno, publicada en el Registro Oficial No. 595 de I 3 de diciembre fu 201 l.

I
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es en el articulo 546 y siguientes del Cddigo Orgdnico de Organizacihn
Territorial Autonomia y Descentralizaci6n COOTAD por tal motivo existe una
base legal pqra su cobro mds afin cuondo el mismo cuerpo normativo estipulo que

cada GAD Municipal o Metropolitano puede reglamentar su cobro mediante su
respectiva Ordenanza.

19. En un inicio de la simple lectura de la normativa se puede evidenciar que cado
municipolidad puede cobrar el impuesto a la Patente sin considerar lo que otra
Municipalidad cobraria por concepto de este impuesto en virtud de los principios
de autonom[a y descentralizacidn que cada Gobierno Autdnomo posee, sin
embargo en virtud del principio de proporcionalidad se planteq una duda con
respecto al alcance del cobro del mencionado impuesto cuando una persona
natural y/o jurfdica posee actividades econ1micas en mds de un cant6n.

(...) 22. Es la duda que genero la norma ya que ni el COOTAD ni la Ordenanza
local establecen con claridad el alcance del cobro, en virtud de que ninguna
normativo establece que el pago serd por cantdn o por una sola vez a nivel
nacional si el sujeto pasivo tiene actividodes econdmicas en mds de un cantdn.

(...) 24. Es asi que como se ha sefralado en base a la autonomia y
descentralizaciLn que la Constituci1n y el COOTAD otorgan a los Gobiernos
Aut1nomos Descentralizados el impuesto a la patente debe ser cancelado en
virtud de cada cantdn y no como un ilnico valor de USD. 250000,00 a nivel
nacional.

25. Por lo tanto, el pago del impuesto a la patente debe efectuarse en cada cant6n,
codorme a la ordenanza vigente en dicho teruitorio. En el caso de que la base

imponible, segiln la tarifo aplicable, determine que el sujeto pasivo debe pagar el
valor mdximo del impuesto esto es, USD 25.000,00 en un cant6n, y en otro cantdn
tambidn se supere dicho umbral, deberd igualmente cancelar el monto mdximo en

ese otro cant6n.

6.- CRITERIO JURIDICO (sic):

26. Esta Procuradur{a Sindica uno vez que ha realizado el andlisis tanto de los
elementos de hecho y de derecho debe indicar que no existe en la normativa
vigente una disposicifn que limite el cobro del impuesto por una sola vez o un
mdximo a nivel nacional. Por tanto, si un contribuyente ejerce actividades
econ1micas en varios cantones y en cada uno de ellos su base imponible justifica
el cobro del impuesto cada GAD podr{a aplicar el l[mite mdximo de USD
25.000,00.

27. Es asi que los sujetos pasivos que posean actividades en mds de un cantdn
deben realizar el pago proporcional del impuesto a la patente segrtn su
patrimonio en cada uno de ellos conforme la Ordenanza estipule siendo el monto
mdximo el que determina el COOTAD en el segundo inciso del artlculo 548 valor
que ser{a determinado para cada cantdn, es decir cada Municipalidad puede

9
L
x
J

109



-
lilt

g99_uyolnfl cENERAL DE- EsrAoo

tt,Ltrtlr\ li r "LAlt{

- Edificio Amazonas Plaza
9 Ar. A-".onas N59-125 y Arizaga

L .sgs 2294r3oo

El www.pge.gob.ec

I @PcEcuador

MUNICIPIO DE AMJANO
, 000Er08-2025

t 24 33 Pdgino"3

cobror dicho valor si el patrimonio del sujeto pasivo corresponde al cobro de

USD. 25000,00, por lo tanto, dicho valor por impuesto a la patente no es finico
a nivel nacional sino por coda iurkdiccidn cantonal v/o metrooolitana" (6nfasis

afladido).

A fin de contar con mayores elementos de an6lisis, este organismo solicit6, mediante
oficios No. 1 I I 16 y No. llll7, de 14 de abril de2025, al Servicio de Rentas Internas (en

adelante ",SR.f') y alaAsociaci6n de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante *AME')

que remitan su criterio juridico institucional sobre la materia. Posteriormente, mediante
oficios No. 11362 y 11363, de 8 de mayo de 2025, se reiter6 el requerimiento. No
obstante, hasta la fecha no se ha recibido respuesta por parte de la AME.

Por su pdo, el SRI atendi6 el requerimiento mediante oficio No.
9170T2025OJUR0002242, sluscrito el 28 de mayo de 2025 por el Subdirector General de
Cumplimiento Tributario. En dicho documento se citaron los articulos 1,65 y 135 del
C6digo Tributarioa (en adelante "CT");2 numerales 1 y 2 de la Ley de creaci6n del
Servicio de Rentas Internass. Con base en estos cuerpos nonnativos, se concluy6 1o

siguiente:

"3. Andlisis:

De lo revisado en la consulto, se constata que el Cddigo Orgdnico de

Organizaci1n Teruitorial, Autonomia y Descentralizaciin (COOTAD), en el
articulo 546, se establece el impuesto de patentes municipales y metropolitanos,
que se aplicard de conformidad con lo que se determina en los articulos
siguientes.

En ese sentido, el artlculo 547 del mismo cuerpo legal, sefiala que estdn obligados
a obtener la patente y, por ende, el pogo onual del impuesto de que trata el
articulo anterior, las personas naturales, jur{dicas, sociedades, nacionales o
extranjeras, domiciliadas o con establecimiento en lo respectiva jurisdiccihn
municipal o metropolitana, que ejerzan permanentemente actividades
c o mer c i al e s, indu s tr ial e s, .fi nanc i er as, i nmo b il i ar i as y pr ofe s i o nal e s.

El ortlculo 548 ibidem, establece que el concejo, mediante ordenanza, establecerd
la tarifa del impuesto anual en funci1n del patrimonio de los sujetos pasivos de
este impuesto dentro del cant6n. La tarifa mfnima serd de diez dLlares y la
mdxima de veinticinco mil dhlares de los Estados Unidos de Amdrica.

En ese sentido, al verificarse que tanto la recaudacidn como la administracihn
del impuesto a la patente, le coruesponde al Prefecto Provincial o al Alcalde, no
le compete al Servicio de Rentas Internas pronunciarse respecto a lss
inquietudes referidas en la consulta.

4. Pronunciamiento:

a CT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial j8 de I 4 de junio de 2005, iltinw re/orma el 26 de junio de 2025.
5 Ley de creacihn del SN, publicada en el Registro Oficial No. 206 de 2 de dicienbre de 1997.
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El Servicio de Rentas Internas considera que, en atencidn a la consulta efectuada,
la determinacidn de la tarifa anual de impuesto a la patente establecida en el
segundo inciso del art{culo 548 del COOTAD, le corresponde a cada concejo del
Gobierno Autdnomo Descentralizado (GAD), el cual mediante ordenanza
establecerd dicha tarifa enfuncidn del patrimonio de los sujetos pasivos de este

impuesto dentro del cantdn, dentro de los limites de diez y veinticinco mil
ddlares. Considerando lo expuesto, y al tenor de la norma, cado municipalidad
tendria la ootestad de cobrar el monto mdximo de la tarifa de USD 25.000,00
por concepto de impuesto a la potente por cada ejerciciofiscal.

Sin perjuicio de lo indicodo, estq Administracidn advierte que, conforme el
articulo 65 del C\digo Tributario, la administraci6n y recaudaci1n del tributo le
corresponde a la administraciin tributaria seccional, en este caso a cada
Gobierno Autdnomo Descentralizado (GAD), por lo cual, le coruesponder{a al
Prefecto Provincial o al Alcalde de cada organismo la absolucidn a consultas
sobre su aplicacihn. Por otro lado, el Servicio de Rentas Internas mani/iesta su

total apertura paro atender las peticiones que sean requeridas, segiln el caso y
dentro de las competencias que la ley le atribuye " (dnfasis af,adido).

De lo expuesto se concluye que el informe juridico de la entidad consultante coincide con
el criterio jurfdico del SRI al seflalar que cada Gobierno Aut6nomo Descentralizado (en

adelante, ,GAD") Municipal o Metropolitano tiene la potestad de fijar la tarifa del
impuesto de patente mediante ordenanza.

2. Anrilisis. -

El articulo 132 nirmero 3 de la CRE establece que " La Asamblea Nacional aprobard como

leyes las normas generales de interds comtin" y "(s)e requerird ley en los siguientes
casos:(...) 3. Crear, modiJicar o suprimir tributos, sin menoscabo de las atribuciones
que la Constitucihn conJiere a los gobiernos autdnomos descentralizados" (6nfasis
afladido).

En concordancia, el aniculo 301 de la Constituci6n determina que "(s)6lo por iniciativa
de la Funcihn Ejecutiva y mediante ley sancionada por la Asamblea Nacional se podrd
establecer, modiJicar, exonerar o extinguir impuestos" (6nfasis afladido).

En desarrollo de estos principios, el articulo 4 del CT establece que las leyes tributarias
determinariin los elementos del tributo que son "el objeto imponible, los sujetos activo y
pasivo, la cuantia del tributo o laforma de establecerla, las exenciones y deducciones;
los reclamos, recursos y demds materias reservadas a la ley".

Sobre este punto, la Corte Constitucional en Sentencia 64-19-IN/23, de 1 de noviembre
de 2023, analiz6 el principio de reserva de ley en los siguientes t6rminos:

"15. La Corte ha sefialado que estas disposiciones constitucionales determinan
que la creaci1n, modificaci6n y supresi1n de impuestos estdn protegidas por la
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reserva de ley, es decir, que le coruesponde ilnicamente al legislador desaruollar
su contenido y alcance, e incluso le estd prohibido delegar a la facultad
reglamentaria la regulacifn directa de la moteria reservada. En tal sentido,
refiridndose al principio de reserva de ley en materia tributaria, esta
Magistratura ha sefialado que, de acuerdo a lo previsto en el articulo 301 de la
Constitucidn, "todos los elementos bdsicos de un tributo deberdn estar previstos
en la ley",7 a saber, el objeto imponible, el hecho generfldor,los sujetos activo
y pasivo, lu cuantla del tributo o la forma de establecerla, las exenciones y
deducciones; los reclamos, recursos y demds materias reservadas a la ley6 "
(6nfasis afladido)

En este marco, el COOTAD, en su Capitulo lll"Impuesfos"; Secci6n Novena "Impuesto
de Patentes Municipales y Metropolitanas"; articulos 546 al55l, regula los elementos
del impuesto de patente.

Asi, el articulo 547 del COOTAD ha establecido como el hecho generadorT para
configurar el impuesto de patente el ejercicio permanente de actividades comerciales.
industriales. financieras. inmobiliarias y profesionales, por personas naturales o juridicas
domiciliadas o con establecimiento en el cant6n.

En consecuencia, dicho articulo tambi6n define como sujetos pasivos del referido
impuesto a las personas naturales. iuridicas "sociedades. nacionales o extranieras,
domiciliodas o con establecimiento en la respectiva iurisdiccidn municipal o
metropolitana. que ejerzan permanentemente actividades comerciales, industriales,

financieras, inmobiliarias y profesionales". A su vez, las municipalidades o distritos
metropolitanos se configuran como los sujetos activos del impuesto, en virtud del artfculo
238 del CT (6nfasis affadido).

Por otra parte, el articulo 548 del COOTAD regula la base imponible del impuesto de
patente. Su primer inciso establece que, para ejercer actividades comerciales, industriales
o financieras "^se deberd obtener una patente anual, previa inscripci6n en el registro que
mantendrd, para estos efectos, cado municipalidad'. Asf, el segundo inciso del articulo
548 del COOTAD, establece que el consejo municipal mediante ordenanza,fijafilataifa
del impuesto de patente, cuya base imponible se configura "enfuncilln del patrimonio
de los sujetos pasivos de este impuesto dentro del cantdn. La tarifa minima serd de diez
ddlares y la mdximo de veinticinco mil ddlares de los Estados Unidos de Amdrica".

6 CCE, sentencia l0l-20-lN/23, parr. 42. En relaci6n con el Cildigo Orgdnico'[ributario. Articulo 4.- Resema de ley. - "Las leyes
tributarias determinardn el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuant{a del tributo o la forma de establecerla, las
exenciones y deducciones; los reclamos, recTtrsos y demds malerias reservadas a la ley que deban concederse conforme a esle
C6digo".
7 CT, "Art. 16.- Hecho generador.- Se entiende por hecho generador al presupuesto establecido por la ley para conJigurar cado
tributo".
E CT:"Art. 23.- Sujeto activo.- Sujeto activo es el ente pilblico acreedor del tibuto".

9
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En relaci6n con el domicilio tributario de los sujetos pasivos del impuesto a la patente
(personas naturalese o juridicasro;, el articulo 60 de laLey Orgiinica de Simplificaci6n y
Progresividad Tributariarr (en adelante *LOSYPT'), al interpretar el articulo 547,

estableci6:

"Art. 60.- Interpretacihn de los articulos 547 y 55j del Cddigo Orgdnico de
Organizacifin Territorial, Autonomfa y Descentralizacifin.- Para los efectos de

lo sefialado en los articulos 547 y 553 de este Cddigo se entenderd por domicilio
de las personos juridicas y de las sociedades nacionales y extranjeras que son
sujetos pasivos del impuesto de patentes municipales y metropolitanas, y del 1.5
por mil sobre los activos totales, al seffalado en la escritura de constitucilSn de
la comoaftia. sus resoectivos estatutos o documentos constitutivos; y pat

se encuentren resistrados como
sucursales, agencias v/o establecimientos permanentes en el Resistro Unico de
Contribuventes. conforme la informacidn reportada por el Servicio de Rentas
Internas.

En el caso de las provincias que pertenecen a lo Circunscripcidn Territorial
Especial Amaztinica, se entenderd como domicilio de tributacilin la iurisdiccilin

En concordancia con lo anterior, el articulo 66 de la Ley Org6nica para la Planificaci6n
Integral de la Circunscripci6n Territorial Especial Amaz6nicar2 (en adelante
* LOP ICTEA") establece:

"ArL 66.- Recaudaci1n por pqtentes y 1.5 por mil sobre los activos totales.- Se

establece la obligatoriedad de los sujetos activos y pasivos de dar cumplimiento
con lo referente al pago del impuesto de patentes para los Gobiernos Autdnomos
Descentralizados Municipales de la Circunscripcidn y el impuesto del 1.5 por
mil sobre los octivos totales de conformidad a lo establecido en el Chdigo
Orgdnico de Organizaci1n Teruitorial, Autonomla y Descentralizacidn. Las
empresas elictricas, mineros e hidrocarburiferas que realicen actividades en la
Circunscripcidn Territorial Especial Amazdnica, establecerdn su domicilio
tributario en el cantdn donde se realice el hecho generador: la concesiin
minera, la explotacidn hidrocarburffera y la generacifn eldctrica. En caso de que
el hecho generador se encuentre en varios cantones, la tributocidn se realizord
proporcionalmente " (6nfasis afladido).

e CT: "Art. 59.- Domicilio de las personas naturales. - Para todos los efectos tribularios, se tendrd como domicilio de las personas
naturales, el lugar de su residencia hobitual o donde ejerzan sus actividades econdmicas; aquel donde se encilentren sus bienes, o se

produzca el hecho generador".
t0 CT: "Art. 61.- Domicilio de las personasjuridicas. - Para todos los efectos tributarios se considera como domicilio de las personas
juridicas:
l. El lugar sefialado en el contrato social o en los respectivos estatutos: y,
2. En defecto de lo anterior, el lugar en donde se ejerzo cualquiera de sus actividades econ6micas o donde octtrriera el hecho
generador".
tt LOSYPT, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. I I I de l3 de diciembre de 2019.
L LOPICTEA, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 245 de 2 I de mayo de 2018.
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En cuanto a las exenciones, el articulo 550 del COOTAD establece que"(e)stardn exentos

del impuesto ilnicamente los artesanos calificados como tales por la Junta Nacional de

Defensa del Artesarao". Sin embargo, el articulo 5 de la Ley Org6nica de lncentivos
Tributarios para Varios Sectores Productivos e Interpretativa del articulo 547 del C6digo
Org6nico de Organizaci6n Territorial, Autonomia y Descentralizaci6nr3 (en adelante
"LOIT'), introduce una exenci6n adicional para determinados sectores al seflalar que:

"(...) los productores en los sectores agrlcola, pecuorio, acuicola; asf como las
plantacionesforestales no son objeto del impuesto a la patente y en consecuencia
las personas naturales,jurfdicas, sociedades, nacionales o extranjeras dedicadas
a estas actividades no pueden ser sujetos de cobro por parte de ningiln gobierno
autdnomo descentralizado municipal o metropolitano del pals" (6nfasis
afladido).

De la normativa invocada se desprende lo siguiente: i) el hecho generaddr del impuesto a

la patente es el ejercicio permanente de actividades comerciales, industriales, financieras,
inmobiliarias y profesionales por personas naturales o juridicas, domiciliadas o con
establecimiento en el cant6n; li) las municipalidades son el sujeto activo del impuesto a
la patente de conformidad con los articulos 23 del CT y 547 del COOTAD; iii) la
condici6n para que una persona natural o juridica sea considerada sujeto pasivo del
impuesto a la patente es que tenga su domicilio, o su establecimiento en la respectiva
jurisdicci6n municipal o metropolitana y ejerza permanentemente actividades
comerciales, industriales, hnancieras, inmobiliarias y profesionales; iv) en la
circunscripci6n territorial arnaz6nica las empresas el6ctricas, mineras e hidrocarburiferas
podnin establecer su domicilio tributario en el cant6n donde se realice el hecho generador
"la concesidn minera, la explotaci6n hidrocarburlfera y la generacidn eldctrica". Si el
hecho generador se encuentra distribuido en varios cantones, la tributaci6n se realizar6 de

manera proporcional.

3. Pronunciamiento. -

En atenci6n a los tdrminos de la consulta, se concluye que, de conformidad con lo
dispuesto en el articulos 16, 23, 59 y 61 del Cddigo Tributario; 547 y 548 del C6digo

Orgiinico de Organizaci6n Territorial y 60 de la Ley Org6nica de Simplificaci6n y
Progresividad Tributaria,latarifadel impuesto de patentes municipales y metropolitanas,
establecida mediante ordenanza por el respectivo concejo municipal o metropolitano,
tendr6 como base imponible el patrimonio del sujeto pasivo dentro del cant6n en el cual
tenga su domicilio tributario o en el que se encuentren registrados sus establecimientos
como sucursales, agencias y/o establecimientos permanentes en el Registro Unico de

Contribuyentes. Dicha tarifa deber6 ubicarse dentro del rango previsto por la ley: un
minimo de diez d6lares y un mriximo de veinticinco mil d6lares de los Estados Unidos de

Am6rica; y, se deben considerar las exenciones previstas en la ley.

Sin perjuicio de lo anterior, se aclara que acorde al articulo 66 de la Ley Org6nica parala
Planificaci6n Integral de la Circunscripci6n Territorial Especial Amaz6nica, las empresas

ti LOIT, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 860 de 12 de ocubre de 2016.
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el6ctricas, mineras e hidrocarburiferas que realicen actividades en la circunscripci6n
territorial especial artaz6nrca establecer6n su domicilio tributario, para efectos del

impuesto a la patente, en el cant6n donde se realice el hecho generador. En caso de que

este hecho generador se ubique en m6s de un cant6n, la tributaci6n deber6 efectuarse de

manera proporcional entre los cantones correspondientes.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administraci6n Priblica y se limita a
la inteligencia y aplicaci6n general de normas juridicas. Su aplicaci6n a casos

responsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier otra entidad priblica que lo

Abg. Juan
ESTADO

Eco. Damidn Alberto Larco Guam6n
Director General del Servicio de Rentas Internas
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oficio No. 12131

Quito DM.

2 2 JUL 2025

Ingeniero
Fabi¿in Eduardo Iza Marcillo
ALCALDE
GOBIERNO AUTÓNOMO
RUMIÑAHUI
Presente.

De mi consideración:

Edific¡ó Añ¿zóñás Pláu á
Av. AñaoBs Nl9-125 y Arizágá9

a
,

DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE

Mediante oñcio No. GADMUR-A-2025-0086-O. de 6 de marzo de 2025. ingresado el
mismo dia en lá Procuraduría General del Estado, se formuló las siguientes consultas:

"1. ¿Lo comparccerrcia de un Di¡¿clo¡ Municipal a rendir informe en el Pleno
del Corrcejo Marricipal foma par¡e de los mecanismos de Jiscalizacióa que
puede ejecutot an Co cejol o el Concejo Mun¡cipal, conÍo¡rne lo que disponen
los artículos 

'lt, 
57 lefra ,n) y 58letru d) del Cótligo Orgdnico de organizoción

Territo r ial, A uto n o mía y Desce nt ro I i zo c ión ?

2. ¿El reqüeñrniento de infomet pot pa e de los Concejales a los Di¡ecfo¡es
Mahicipales,fo nopa e de la poleslad defrscolizoción que tiene un Concejal
o el Concejo Muaicipal, previs¡a en los atllculos 5ó, 57 lerru m) y 58 lelru d) del
Código otgánico de Oryanización Ter lotial, Autonomío y
Descenlmlización?"

Frente a lo cual. se manifiesta lo siguiente:

l. Antecedetrtes. -

Del olicio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

En el informejurídico contenido en el memorando No. GADMUR-PS-2025-0355-M, de
06 de marzo de 2025. suscrito por el Procurador Sindico del Gobiemo Autónomo
Descentralizado Municipal de Rumiñahui (en adelante "G,4DM Ruñiñahui"). se cifarcn
los articulos 82. articulo 120 numeral 9. l3l. 225. 22ó y numeral 7 del aticulo 264 de la
Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante (?É ): 55. 56. 57 y 58 del
Código Oryánico de Organización Territorial Autonomia y Descentralización2 (en

1 (-RI:. publ@d¿ eñ ¿ Re&¡n/¿ ofi.úl \¿ JJ9 ¿¿ :n ¿¿ qttht¿ ¿¿ :ü».
2 <I)OTAD- publr.a¿o et e! R¿Eirk.O¡c¡Ll\a 3u3d¿ ¡9 d¿ Nhtbt¿¿. attltt

116



-
ITT

PROO¡^IUR'q CASA DE ST^DO

o"t*:#,

adelaIlfe "COOTAD"); 9, 21, 75 de la Ley Org¿inica de la Función Legislativa3 (en
adelante 'rOF¿"); I4 y l8 del Código O¡gánico Administrativoa (en adelante "CO,í"); 5

de la Ordenanza No. 008-2014t titulada "O/dehdnzd (lue eslablece el .funcionamiento y
organización del concejo fiunicipal del cdnlón Rumiñahui y la práciicd parlarnentaria".

Con base en esta normativa. concluyó lo siguiente:

"4. Pronunciamiefito:

(...) La Carto Fundomentul del Estddo, ek cuanlo a las Compelencias
exclusivas, en el Afl- 226, exprcsa que 'Las inslilucíoncs del Estado, sus

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas
que actúe ek \,¡rt d de una po¡eslud eslatal ejercerdn solamente las
compelencias y facuhodes que les tiean .llribuidas cn la Consfitücióh y la ley': y
en el Art- 26J numeral 7, prevé que 'Los gobiernos municipales tendrán entre
otlas, la sigu¡enle competenciq 'Planificat, conslriir y mantener la
infroestrucfüru Jis¡co y lo!; equipamienlos de salud y educación, así coho los
espacios públicos destinados ql desarrcllo social, cul¡ural !- depor¡ivo. de

acuerdo con la ley'. lo cual es reiterado y desarrolla¡1o en el Código Orgáhico
de Organización Terriloñal, Autonomio y Descentrulización, en el Art. 55 lelra
g), precisando que esta competencia se ejecu¡ara 'Previa oulorizació del enle
rector de la politica pública, u o'avés de convenio, los gobierños autónomos
descen¡rolizados munícípales po.lrán con trüty manÍener infqestruc¡urafísica
y los equ¡pdmienlos .le salud y educación. en sujur¡sdícción terrilorial'-

La Constlución de la República.lel EcuudoL en el Ar¡. 120 numeral 9. precisa
que: 'La Asomblea Nacional tendrá las siguientes atfibucioies y deberes.
ademús de las que delermine la ley: .-. 9. F'iscalizar los actos de las.funciones
Ejeculh'a, Electorul y de Truhsparehcio y Control Social. y los otros ór$anos
del poder públíco, y requeri d los servidords y servidores públicos l4
inlbrmaciokes que considerc necesoriats.': k) cudl es reiterarlo en el Arl. 9
numerules 9 y 2l de la Ley Orgánica de la Funcióh Leg¡slativa. ¡lo subrayado

coresponde al texto originau.

La Ley Oryánica de la Función Leg¡rilqliw, de olra paúe, referente a la
arrib ción de Jiscalizar del Asamhleísta, en el Afl. 75, preté que: 'Las y kt"^

asambleístos directqmente o las coñisiones especializadas tienen lafacultad de
requerir información o compatecencias u las y lo§ 'fühcioñar¡os detalla¡los en
los anículos 120 ntmeral 9, 225 y l3l de la Constilución de la República, de

conformidad con esta Ley.'

I
a
,

cdifi.ioAlñ.2óñ.s Prárá
Av. Aña2oñ.s Nl9-125 Y Aiizága

t'\toPtoDE RLlnaAHLz

3 LOFL- pubrcado en et S¿pl¿n¿nto .tet R¿s§tro O¡col .\o ó!: le ?7 de tt@ de 2lM9
a 

COA- publ i@tto en el Ret¡stñ Ofr t¿l \ o 3 t ¿e 7 ¿e t ú b le ?o I 7

5 Oderu@ \o Oo8 )0¡ r. pnbl.ado ¿n: hopt: \\\' dtñndhtu Eob tc od.úÉas 20 ¡ r
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El Código Orgánico de Organización Te¡¡itoriol, Autonomlo y
Descenlralización, en el Arl,58 letra d), prescribe que es alribución del
Concejal o Concejalo, 'Fiscalizar, las acciones del ejeculit'o canlonal de
acuetdo con esle CódigoJ, ra /¿J'. (Enfasis añadido).

El Qidigo Orgáníco de Orgunizución Territorial, Autonomiu y
Descehtralizlc¡ói, en ñihg:uha de sú., partes prevé la figura de 'coñparecencia',
del (sic) .litncionarios o servidores de la Munícipulíd<td, menos aún sü
procediñiefito, coüo et el caso de l.L\ y los Asumbleís¡as que tienen la
r fibució prer'ísla eh Ley de la República. psra solic¡lar la comporccencias a
l¿ts ) los fühciohatios detdllador efi los ufl iculos I 20 numeral 9, 2 25 y l3 I de la
('okstihtción de la Repúblicu .

El Código Org¿hico A.ltlinilitrutiro. en cl Art. 11. ¡^obre el 'Principio de

¡ut¡dicid.td'. dice: 'Lq actu.tción qdminislra¡¡ra se somete a la (onstitución, o
kts instruñentor ¡nternacionales. a lo lcy, a k s principios. a la ¡urisprudencia
aplícahle ¡ al presente (ódigo: y. en el An. 18 en crunh al 'Pñncipio rle
inter¿icción de lu arbitratieala.l . preci'u alue 'Los orgonismos que coqfonna¡n
el sector público, .lebcrán etuitir rus actos conhrme a los principios de

¡ulirliciddd e igüaldad y no ¡ndrán realizar interpretocione§ .lrbitorids.

De lo expucsto, conl¿r/me lo pr¿\,isto en los Arts- 82 ), 22ó dc la Constifitción de
la Repúblicu del Ecuadot y los Arts. l1 ¡, 18 del C'ódigo Orgánico
Adñinisoatíw. al no eslot previslo en el otdehornierrto jutídico lo
cornparecencia de dircclo¡es manicipales a rcrrdh inÍorrnes sobrc sus
actuociones el el Pleno del Concejo Munic¡pol ni la generación de inforrnes
sob¡e sas acluociorres, ,ro constitule uua lorma de liscalización ai de los
Concejales ni del Concejo Municipal" (énfasis añadido).

Con el objetivo de contar con mayores elementos de análisis. la Procuraduría solicitó.
media¡te oficios Nos. 11265 y 11266. de 29 de abril de 2025. a la Asociación de
Municipalidades Ecuatorianas (en adelante *AME"l y al Consejo Nacional de
Competencias (en adelante "CNC"') que remitan su criterio j uridico institucional sobre la
materia. A través del oñcio No. 11532. de 21 de mayo de 2025. se insistió en dicho
requerimiento a Ia AMll, sin obtener una respuesta.

Por su pafe. el CNC. mediante oficio No. CNC-CNC-2025-0551-OF, de l2 de mayo dc
2025, suscrito por su Secretaria Ejecutiva. se abstuvo de emitir un pronunciamiento en
los siguientes términos:

"(bh base en lu¡ utribucion¿s y facultatles del Consejo Nacional de
(o petenc¡as, etita lhstitttción no se encuentru habilitafu a prcnuncia6¿
sobre la perlinencia de la comparecencia de un dircclot Municipal en el Pleno
del Consejo (sic) Municipal: k da rez que. confbrtke a la horrnativ{t yigenle, el
Consejo Municipal tiene la otúbuciói de rcgulat y delemihat el alcqnce de
la Íocultad de f,scdlizdción que liefie el n ismo, asi como las y los concejales
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)el GAD Runiñahui: y en consecueicia, Ia corfiparecencia de cualquier

funcionario munícipttl clentro de estos procesos, podrio constítuir un mecanism.'
de.fi scalización.' (énfasis añadido).

2. Análisis. -

Conforme al articulo 226 de la CRE, Ias instituciones del Esrado. sus organismos.
dependencias y servidores públicos únicamente ejercerán las competencias y facultades
que les hayan sido atribuidas por la Constitución y la ley. Este principio dejuridicidad se

complementa con el articulo 82 ibidem, que consagra elderecho a la seguridad jurídica.
el cual se garantiza mediante la existencia de normasjuridicas previas, claras y públicas,

aplicadas por autoridades competentes.

En este marco. el artículo 238 de la CRE, establece que los Gobiemos Autónomos
Descentralizados (en adelanl'3 "GAD") Eoza¡, de "autonomio politica, admini$lroliva y
.findnciera, y se regirán Wr los principios de solidarids.l, subsidioriedad, equidad
interteüitotial ihtegroción y pa icipación ciudadonq .

En consonancia, el articulo 53 del COOTAD establece que los Gobiemos Autónomos
Descentralizados Municipales (en adelante "GAD municipaf'\i "Estañn inlegrudos pot
los luncion* de participación ciudadana: legishción y frscaliwción: y, ejecutiw
previslas en este Código, paru el ejercicio de las J nciones y compelenc¡as .lue le
corresponden" (énfasis me corresponde).

Asi, la función de ñscalización se asigna al concejo municipal, conforme los alticulos 29.
5ó y 57 del COOTAD. El aficulo 56 eshblece que el concejo es el órgano de legislación
y ñscalización del GAD municipal. A su vez. el articulo 57 literal m) le atribuye
expresamente Ia competencia det "Aiscalhü la gestión del alcolde o alcaldesq del
gobierno uutónomo de:tcentrulizado munic¡wl de ocuerdo al presente ('ódigo". De igual
forma. ef articulo 58 liteml d) atribuye a los concejales la facultad de: "Aiscaliut los
occiones del ejecutieo contonal de qcuetdo con este C(tdigo y lo le!'.

Si bien el COOTAD no define con precisión el alcance del té¡mino' liscalización". es

posible interpretar su contenido funcional a partir de otros cuerpos normarivos que

desarrollan esta atribución de forma mrás detallada. En este sentido, la Ley Org¡ínica de la

Función Legislativa (en adelante"LOFL") constituye un referente útil.

El numeral 3 del añiculo 26 de la LOFL eslablece que los asambleistas tienen la facultad
de: 'Recibir, analizar, procesar y Í.tmitar las peticionet de frscalización y contrcl
polttico a lasluiciones Eiecutita, Electoraly de Trunsparencia y Cofilrol Social, t a lo!;

otros órganos del poder público, y rcquedt o las semidoras y sertidorcs p,iblicos su
comporccencia y/o la inlormoción que considerea necesaria, búio crilerios de

especiolidod y prevalencia legislativu " (énfasis añadido).

Asimismo. el articulo 75 ibidem prevé que: "Las y los asambleístss directdñenle o las
comis¡ones especiqlizadas tienen laJbcultacl de requerir información o comparecencias
a las y los {uncionarios".
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Aunque dichas disposiciones se aplican al nivel legislativo. permiten comprender que la
función de ñscalización implica mecanismos como solicitudes de información,
comparecencias de funcionarios públicos y el trabajo articulado mediante comisiones
especializadas. 1o cr.nl puede orientar el ejercicio de esta facultad e¡ el ¡imbito loc¿I.

A esta interpretación se suma lo dispuesto en el articulo 3, nume¡al 6, de la L€y Orgánica
de Garantías Ju¡isdiccionales y Conhol Constitucional, que establece como regla general
qüe "las hofinas jurítlicos se eklendeták 6 partb de los fines que petsigue el texto
normattuo". En igtal línea, el articulo l8 del Código Civil, a pesar de privilegiar el tenor
literal de la ley cuando este es claro. admite tanbién que debe atenderse al espíritu o
finalidad de la no¡ma cuarido su redacción p¡esenta arnbigüedad o vacios- En este caso,
la finalidad de la at¡ibución de fiscalización dentro del COOTAD apunta al contlol
efectivo de la gestión ejecutiva" por lo que su interpretación debe atender a ese propósito
constituciorial y legal.

Sobre la base del ma¡co interpretativo expuesto. el COOTAD también prevé que el
concejo municipal debe organizar su trabajo mediante comisiones. El a¡tículo 326
establece que "Los órgqnos legislslivos de los gobiernos autónomos descenfralizados,
conforñatáh coñis¡ohes de lrubajo las que em¡liftin conclutiones y rccomendaciones
que serán consideradds como base para la discusión y aplobac¡ón de süs decisíoñes": y
faculta al concejo a regular mediante normativa intema st "conformación,

.fu nc i o nd m i e nto y o pe r ac ión ".

En cuanto a la fiscalización de los directores del GAD municipal. objeto de la consulta
formulada. se debe tener en cuenta que éstos son funcionarios de libre nombramiento y
remoción, designados por el alcalde conforme al literal i) del articulo 60 del COOTAD
qüe señala "horrrbrü y remover u los func¡onarios de dirección. procuradot sindíco y
demás senidores públicos de libre noñburmieúto y rcmoción del gobíerno autónomo
descentral¡zado municrpal". Esta disposición se refuerza con el aficulo 359 ibidem que
establece que "El lrocürador síhdito, cl tesorcro, los qseriores y los alireclores de los
gobiernos regione , provincial, metropolitano y t un¡cipal, son funciondrios de librc
hombramiekto y reñoción desisnq.los Dot la máxima autoridad eiecufiva del respecti,ro
iNel de sobierfio. Eslos funcionqr¡os setón designados previa comprobación o

demoslruc¡ó¡. de s s capacidqdes en la$ áreas en que taydn a asesorat o a dir¡gir"
(subrayado me corresponde).

La Cofe Constitucional. en interpretación de los cargos de lib¡e nombrañiento y
remoción. ha señalado que estos se caracterizan poÍ "(s)e caractelizan pot cuñplit urt
papel de manejo, conducción u o¡ienfación inslilacional, oue esldn ligados al grado de
corrlia,rzd oue la aato¡idad ,romirradoro tengs sobre quienes ocupal estos corgos"6
(énfasis añadido).
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En consecuencia, los directores designados por el alcalde forman parte de su equipo de

gestión ejecutiva y. po¡ ende. sus acluaciones también pueden ser objeto de fiscalización
por parte del concejo municipal. por cuarto forman parte de Ia administraciór¡ activa.

Asimismo, el literal b) del artículo 60 del COOTAD reconoce como atribución del alcalde
eJ ejercicio de la "/acultad e¡ec tira del gobierno uulónoüo det;centralizado munícípar.
y, el literal h) señala que le corresponde "Decidir el modelo de gestión adrninistrutiva
mediante el cual deben eiecutarse el olan canlonql (le desatollo v el de otdenamiento
territorial, los olanes de wbanismo v lqs co espondicfiles obrus públicas;" (énfasis

añadido),

Respecto del deber de comparecer o rendir cuentas a¡te el concejo municipal, el a¡ticulo
245 del COOTAD establece expresamente que. du¡a¡te el proceso de aprobación del
presupuesto del GAD municipal. tanto el alcalde como"eljefe de la dirección.finonc¡era
o el fuicionalio que corresponda. asisliún obligatoúamente a las sesiones del
legislatito ! de la comisión rcspecliva, pafti suminislrur los dak¡s e inJbrmuciones
necesarias". En este sentido es posible la comparecencia de los directo¡es ñnancie¡os
ante el concejo y la comisión respectiva en el referido proceso, previsto en la Ley.

Por otra pa¡te. este organismo se ha pronunciado sobre la facultad fiscalizadom del

concejo municipal y sus integrantes en el oficio No. 05241, de 23 de marzo de 2016. En
dicho p¡onunciamiento se estableció que:

''(T)anlo el Concejo en eje¡cicio de su al¡ibución f6calizadora y sr.s tniembros
individuolmeate, estdn Íacullados a acceder a ,oda la inforrnacióí generada en
Ias dislirrtas dependencias municipales. que les permita eslar en condicíones de

verificar la adecuaciónde laL.¡ ocluocioncs del Alculde a las normas que las rigen,
entre ellos las que hubiere erpediLlo el propio (itncejo en ejercicio de su poleslad
tlormdli'¡a, pdrd dsegurar la buena marcha de la adminislració Í1ühicipal.

(...) se concluye que, cle acuerdo con los urliculos 5ó y 57 leÍru n) del Código
Orgónico de Orgdnización Territotial, Autonomía y Descentraliz¿tción,
cotesponde al Concejo Municipal como óryauo de tiscalización, h atlibuciót
de frscalizar la g¿slió del Alcalde o ejecutivo canlorrdl, E/t consecuencia, l.t
competcnciq que dsigna a los concejales la letru d) del adículo 58 del misuo
Código, se debe enÍendet que es ejercidq corflo t iembros inlegrunles del
Coneejo Muaicipol, por inlermedio de dicho cuerpo colegiado y ei la Íomd
prxcúta por ese cuerpo ,tormalivo." (E¡fasis añadido)

Aunque dicho pronunciamiento se basó en normas que luego t'ueron derogadas, sus

fundamentos siguen siendo aplicables en virtud de la nueva Ley OrgriLnica de

Transparencia y Acceso a la lnformación PúblicaT len adelante "ZOf,4/P"). publicada en

el Suplemento del Regisrro oficial No. 643, de 3l de enero de 2023.

t LO.AIP, púbt'ado en et tupleñeñto ¿¿l R¿geto O¡cd no. lJi .l¿ 1 ¿e .l¿btcto ¿¿ 2023. " DISPOSICIO\"ES DER(X;.4T)RL\S

PRA|ERa. DE4:Aue l¿ kf Or ñ¡ca ,ie franspoenca t 1.ce¡o o l¿ lnforM.t¿r PúbhLo. p b¡n&l¿ ¿h el Rqtno Qld¿¡
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La LOTAIP vigente establece e¡ su añículo 'l que ''(c)udlqnie/ pelsohd. .le .foma
indi|idnal o represenlanclo u uño colectividod o cualquíer grupo de personas,
comunídad. pueblo o nacionalidad podrd solicitar el acceso a la información pública".
Ademris. los afículos 32 al 38. bajo el régimen de "lransparencia pasiva". regulan el
procedimienlo pa-ra presentar solicitudes y obligan a las instituciones públicas a responder
en los plazos establecidos. Por tanto. los concejales municipales pueden tambié¡ ejercer
su atribució¡ de fiscalización mediante solicitudes de acceso a la información pública
sobre la gestión de los funcionarios del ejecutivo municipal.

De lo antes expuesto se desprende lo siguiente: i) el concejo municipal y sus integrantes,
e¡ su calidad de órgano de legislación y fiscalización del GAD, ejercen una atribución
amplia para contolar la gestión del alcalde y de los funcionarios bajo su dependencia, lo
cual incluye la posibilidad de confornar comisiones especializadas de tlsbajo conforme
al afículo 326 del COOTAD; li) esta t'acultad se sustenta en un entendimiento füncional
de la fiscalización como mecanismo de control politico-administrativo que puede incluir
requerimientos de info¡mación y comp¿uecencias, según lo previsto en noÍnas de

aplicación aniíloga como la LOFL: ii, los directores municipales. pese a su naturaleza de

funcio¡arios de lib¡e ¡ombramiento y remoción. forman parte del equipo ejecutivo del
alcalde y. por lo tanto, sus actos estiin sujetos al control del concejo: en tanto resultan
vinculados al cumplimiento de las competencias municipales y de los planes de gestión
institucional; iv) el marco jurídico aplicable permite concluir que el concejo puede
requerir inlbrm¿ción o comparecencias sobre la gestión adminisirativa de los directores.
como parte del ejercicio ordinario de su competencia fiscalizadom.

3. Pronu¡ciam¡ento. -

En atención a los términos de las consultas. se concluye que, de conformidad con lo
dispuesto en los afticr¡los 29. 56. 57 literal m), 58 literal d) y 60 del Código Orgánico dc
Orgadzación Territorial, el concejo municipal. los concejales y las comisiones, estiin
habilitados pa¡a ejercer la función de fiscalización respecto de la gestión del alcalde y de
los directo¡es municipales.

En este contexto. toma¡do en cuenta que los directores del GAD municipal son
funciona¡ios de libre nombramiento y remoción designados por el alcalde, y que
paficipan directamente en la implementación de su modelo de gestión administrativa. su

actuación puede ser objeto de contol por paÍe del conceio mt¡nicipal. Así, en ejercicio
de su competencia fiscalizadora. y conlbrme a lo previsto en los afículos 26 numeral 3 y
75 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa - cuyo contenido resulta aplicable como
rel'e¡ente inte¡prelalivo para desarrollar el alcance funcional de Ia fiscalización el
concejo municipal puede requerir informes a dichos funcionarios v convocailos a

comparecer ante el Pleno del Concejo.

S9leheñt¿ iit. 337 ¿e 18de nqodeldña:001) sr R.slañ¿kto Ocn¿tul ptblicada r ¿twAtb nedbnt¿ De.pl. tte.ütio )ir..
:.t71. ptubh.d¿o¿h ¿1 R¿sniao¡.ot t\ro 507 de l9 d. ¿nero rtu 2t)t)5
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Sin perjuicio de Io señalado, corresponde al propio Concejo Municipal, en ejercicio de su
potestad normativa, regular los mecanismos y procedimientos aplicables para el ejercicio
de esta atribuciórL paficula.Eeote en lo relativo a la confo¡mación, funcionamiento y
operación de las comisiones de fiscalizacióri previstas en el artículo 326 del COOTAD.

El pr€sente pronunciamiento es obligato¡io para la Administración hiblica y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exch¡siva ¡esponsabilidad de la entidad consultante y de

C.C. Abog¿da M)riam Zársosa Osorio
S€cret¡ri¡ Ejcrut¡v¡ del Co¡s.jo N¡cioo.l d. CoúpcteBci¡§

cualquier otm entidad pública que lo apligue.
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oficio No. !21,112

Quito, D.M., 2 z JUL ?025

Tecnólogo
Wilson Humberto Rodríguez Vergara
Alcalde
GOBTERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MI'NICIPAL DEL CANTÓN
MFJIA
Presente.

De mi consideración:

Mediante oficio No. 047-PS-2025, de 22 d,e mayo de 2025, ingresado en la Procuradu¡ia
Gene¡al del Estado en la misma fecha. se formuló la siguiente consulta:

"¿De conlormidad con lo estoblecido en el añículo 129 de la Ley Oryánica
del Semicio Ptiblico (LOSEP) y el art¡culo 289 de su Reglanunto Gene¡ol,
resulla jurídicomente procederrle incluit, p.rta efec¡os del cálculo de la
cornpensación ecot tit rica por jabiloción, el tiernpo de senicios p¡estado bajo
el ¡égimen del Código del Trobojo, en aqaellos casos en que dicho período se
enmarca denbo de una reloción laborql ininteüampida, sin que haya
ñediado liqaidación ni desvinculoc in foms| ! que ha sido objelo de una
trunsfercncia iwlitucional al sectot ptlblico con continuidad Íurrcional y
jurldica?".

Frente a lo cual se manifiesta Io siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El inlbrme juridico nro. 020-PS-2025, suscrito po. el Procurador Sindico Municipal,
encargado. del Cobie¡no Autónomo Desceñtralizado del Cantón Mejia, en adelante (en
adelante, 'GADM de Mejíct"). citó los utículos 33,34,229 y 326, numemles 2 y 3 de la
Constitución de la República del Ecuadorl (en adelante,'C'RE"); 8l, inciso sexto y 129
de la Ley O¡gánica del Servicio Público: (en adelante, "LOSEP')-289 del Reglamenlo
Gene¡al a la Ley Orgrínica del Servicio Públicor (en adelante. "RG¿O,SEP");
Disposición Tra¡sitoria Primera de la Ley del Sisterna Nacioral de Registro de Daros

)cRE. puhlt.otlo en ¿l Reastra Oficta¡ 
^:o 

tt9 & :o de G¡ú.. ¿¿ )008: úhtM t¿lottu pubkoda en et ¡atc¿t Supl¿N ó¿el
ReEatto Oli.tuI \o 3i 7.!e 25 ¿e eNn de,Oa ¡
: LOSEP. pübhctda eñ ¿l !;cgudo Suplemñb ¿¿l RéEÉta ()l.al \o :9J de ó de Mtbp d¿ 2010: últ,n rcto ña pubh.¿.la ¿t

' RGLO\Í:P, t».^,to t ecr¡No,\¿ 71A wblna¡lo ¿ñ ¿1Strl¿ñ4to ¿¿ R¿E¡sno O¡dat tio ¿t8 tl¿ t d¿ ob l dt )0tt: úlhm
/¿1./ñ¿ p"hlx¿doel 19.1e tunnde 2025
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Públicosa (en adelante, 'Z§tr'IDP ") y la sentencia de la Corte Constitucional No. 002-

I l-SIN-CCs, con base en los cuales efectuó el siguiente análisis y concluyó:

"3 ANÁLISIS JURiDICO. -

Conli¡rme los a lecedenles expuesbs. dsi como lu normalita legul yigenle, esto

Procttadurio Sínrlica, emite el presente INFORME JURIDICO, conle ido eh los

''ig¡,ientes 
l¿rmhos:

(.. )

o; Plarrtesmie to del problema ea lo aupliación noünativa. -

(...) Evidenlenehte el cotlflicto e incertidumbre nottttalira su/gc cn virtud de que el
Regislro de la Prop¡etlad operaha husta el qño 201I baio aclmitlirlrqción privada,
y cuyu rehción laboral no.lue ínleffüfiPida ni líquidada al moqtento del taspaso
institucional al GAD. Es decir. el vinculo laboral o se extinguió, sino que conlinuo
bujo una küeva titularidad írlslilucionul y modalidad juridica, lo que genera la
dula razonable en la aplicación normaliea pues la LOSEP y su Reglamenlo io
abordun expresañeñle cómo debe lralarse el tiempo preúo al r¿gimen público en

contexlos de trañsicién insl ¡¡ttc ionatl.

La Dirección de Talento Humano, medisnte el informe Técnico No. 0559-DATH-
2025. ho efectuado un cdlculo suslenlado e el arlículo 289 del Reglanento
General o la Ley Orgánica de Seflicio Público (LOSEP), detenninarrdo el
reconocimierlo del tieñpo de semicio úaicamenle al pefiodo po§teñot al lru§paso

del Registro de la Propiedqd a la adminielrución rnunicipal. (énlitsis añadido)

Estu interpretac¡ón se;furulamenle en el tekot literol de la notma, que estublece de

nqnera ta¡al¡ra q e el cálculo debe consi¡lerar erclus¡vdmente los añot l.¡borados
en el sector Dúblico. No obslanle tal enfot¡ue ho generadtt ur14 conlrorersia en

torno d la correcla aplicacíón )' alcance del artículo 129 de h LOSEP. en

parl¡cular respecto a la posihle inclusión del tiempo de semicios prestado bajo el
r¿gimen del Código del Trahajo en condiciones de conlinuidad .fincional y
jurídica. (... )

b. Del mdrco nomatito en cohJliclo Írcnle a la iu sprudencia aplicable, -

El onáli¡is del conJlicto hornqtiro planleado exige, en el caso pqrticular, una
rcvisión integrul ktnto del marco legal aplicahle como de la iurisprudencia ethitida
soble la marteria, con el ln d esclarecer si resulta iurídicot'tenle Procedehle incluir
el tiempo lahorado bajo un rég¡men pñrado adecuado al Códigt del Trubaio e el

' LSI\RDP Puhlc«kt ." ¿l Sup¡¿ñenta del eÉh¡to Oi.@l l\:a. 162 ¿¿ ) I .L mño de J0 t 0: últt,b t¿lbrna PuhlEada ¿l 26 d.
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cálcttlo de la compensacióh pot jub¡lación prevista en ld Le! Otgin¡ca del Servicio
Público (LOSEP).

En primer lugar, cabe considerar que el o¡tlculo 129 de la LOSEP establece que
los seni¡lores públicos que se acojan o la jubilac¡ón tendrán derecho a untl
compensación económica cohfotme al tiempo de senicio pteslqdo, sin específrcar
si dícho cómputo excluye períodos en los que exístió uña relución laboral bajo
régimek pri|ado. especialmente en escenarios de cont¡nuidod stitucional. El
anículo 289 del Reglamento Gerre¡al o la LOSEP añ&le qüe dicha compensación
se calculord 'únicomente'con bqse en el tiernry trabajado en el sec¡or público. Sin
embargo. esta disposición debe ser armonizada con el bloque de constifucionolidad
y pr¡ncip¡os l.thorales vigentes.

En esle sektitlo .t hi,rel jurísprude ciol, la Sentenciq No. 002-ll-tIN-CC de la
Corte Constítucional resulta especialuente rcle|qnte a la consulta efectuada. En
ella se reconoce que, .fie te a plocesos de trans.f¿rencid inst¡tuciohal, -como el
truspaso del regislro de la Propiedad a los GAD-, deben respetarse los derechos
laborales acumulados, entendi¿tulose aqüellos generados bajo norma¡iy..t distinta a
lr1 LOSEP. eso si no existió desfinculación efectiva. Esra sentencia consoli¿la un
criterio eñ el que se delermino que el únc o laboral se mantiene cuando hay
confinuidad, indepehdiehtemente del régimen noúittfiro sl que se sujete
pos te r i or me nt e e I s e rv idor.

(...) La misma Procuraduria General del Estodo ha emíticlo raños
pronunciomientos qre refuerzan la vali¡lez de la confinuídad loboral en ptocesos
de tft lsició entre regímenes. Enffe ello, el Olicio No. 11510 de Ió ¡le ene¡o de
2013 el misno que establece que, si no hubo liquidación n¡ nueva coñ¡ratación se
conJiguru un solo únculo laboral con efecfos jutídicos íntegros. No obstante. este
reconocimienlo no desewuebe a proJ ndidad los ¿lerecho¡ adquiridos si li¿
generaron bojo un ftgimek previo distinto al público.

c, Aruili$is del principio de continuidad Íuncional y sus implicaciones. -
El traspuso del personal del RegisÍo de la Propiedad al GAD Municipal del
Cantón Mejía. ejecutado medianle Resolución No. 6 de I de.iul¡o de 2011. se
efectuó sin que medi¿ liqni&tción de haberes ni celebracióh de nuevos controtos.
Desde el punto .le lista juríd¡co )'a anulizado, constituye una continuidqd
funcíonal, es decir, de la permanencía ininterrumpida de lu relación laborul,
aunque bajo un nuevo f¿gitneñ iuridico. Así lo ha latil¡cado la Corte
Constitucio al en la Sentencia No. 002-11-SIN-CC, al determinar que los
¡lerechos laborules dcumulados deben preservarse cuando hay transición
institucional sin tuptura del yínculo.

La cont¡nuidad .Íiúcionol, en este contexto, si b¡eñ implicd .!ue el tiempo laborado
bajo el úgimen del Código del Trubajo se incorpora dl historial laboral del
semídor sin interrupciones, no resuelve por si sola la duda sobre si dicho período
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debe set considerando para el crilcukt de benelicios como l.t coñpe sdción Por
.¡ubílación prcvista en l.t LOSEP. Estq sifuación planfed unu incertidumbrc ¡ idicd
rannable que debe 

"^er 
aclarada por el órgano compelen¡e en eslos catsos-

(...)

4. CONCLUSIONES, -

Conlotme el andlisis jurídico preúamente desc.rrolludo, esla Procura.luríu
.\indicd ú)ncl ]e lo sigu¡entc

1.1. La conftovct$ia jurídica analizado gira en lorno u la in¡erprelaciór1 !
aplicac¡ón de las prer,¡siones de la Ley Orgáhica de Servicio Público (LOSEP) y
su Reglam.nh, en b relatito al cómp o del t¡empo de senicios para efectos de

la compeksdción por jübilación, particularmenle eh contexlos de lruns¡Liór¡
inrtitucionul, como el traspaso del Registro de la Propiedad la adminístrución
'tufiicipal. En eslos casos, lq existencia de tma continuid&l .funcional y jutíd¡cu

en la relatkin lahoral -sin que haya mediado inteÜupción- esb plu lea ukd
úda razoneble sobre la posibilídud de incluir, dehtro dcl cálculo del beneficio.
el tiempo laborado baio el régimen del Código del Tr.tb.t¡o. (...)

1.2. El conll¡clo normdti,o exañind.lo eÍige a su |e. la tdlorac¡óñ de
jurisprudencia especialmente lo Senlencia ñ} 002-121-SIN-CC que estoblece
que, en ptoce§os de idspaso institucional §in de§eilculaciófi efectfua, el
únculo laboral se nantiene !, pot taúo, debei rcspelarse los dercchos
Iabo¡al* acumulado§. f ...) (énfasis añadido).

A fin de contar con mayores elementos de análisis, de manera previa a ale¡der su

consulta. mediaÍe olicios Nos. I 1648, I 16.49 y I ló50. de 29 de mayo de 2025. la
Procu¡adu¡ia General del Estado solicitó a la Asociación de Municipalidades del
Ecuador (en 

^delanle. 
"AME"), al Ministerio del Trabajo (en adelante. "MDT \ y al

Ministerio de llconomia y Finanzas (en adelante, -M¿F"), respectivamente, que

remitan sus criterios j uridicos institr¡cionales sobre la materia objeto de Ia comt ta. Con
oficio No. I 1915. de 20 de junio de 2025. se insistió a la AME en dicho requerimiento.
sin que hasta la presente se hala obtenido respuesta por parte de la referida entidad.

Los requerimientos fuero¡ atendidos: r) por el Coordinador General de Asesoria

Jurídica del MEF, con oficio No. MEF'-CCAJ-2025-0056-O, de I I de junio de 2025.

ingresado en el coneo institucional de la Procu¡aduría General del Estado en la misma

f'echa; y, iil por el Subsecreta¡io de Normativa. Subrogante del Ministedo del Trabajo.

con oficio No.MD1'-SN-2025-0489-O, de 13 de junio de 2025. ingrcsado en el coneo
institucional de este organismo el ló de los mismos mes y año.

El Coordinador Ceneral de Asesoría Juridica del MEF, además de los fundamenlos
juridicos señalados por la entidad consultante. citó los afículos 226 de la CRI; 70 y 7l
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def Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas6 (en adel ü\te, "COPLAFIP")
y 14 del Código Orgánico AdminisfativoT (en adelante, 'COA") y manifestó 1r:

siguiente:

''1...1 Sobre la base de lo expuest¡¡, ), en razón de la iffirmoción contenida en
el ofcio l\io. 11650 de 29 de moyo de 2025 y sus anexos, la motetio de la
consuha planteada no se ehthercq ni relacíona con las atríbucioncs y
rcspoksabilída.les del ente rcck¡r de la politica /iscal y económíca, de ígual
manera, la emitiión de criterios .iurídicos en el ¡imbito luboral o de lale lo
humano de olrd\ ikst¡tucíones públicas, o forma pqrte de los plocesos o
estructura organizac¡onal del Mini¡1erio de Ecoñomís y F¡nanzas, por b cual,
ho se emile pronunci¿miento sobre la temática consukada ".

Por su pafe, el Subsecretado de Normativa Subrogat¡te del MDT. además de las normas
invocadas por el GAD consulta¡te, citó los a¡ticulos 47 y 128 de la LOSEP; 108 del
RGLOSEP; y, 19delaLSNRDPyemitióel siguiente c teriojuridico institucionall

.2. ANÁLISB Y PRONUNCUMTENTO:

(...) l,o Ley Orginica del Servicio Público en su drtículo 17 leÍdj) esrdblece como
causal de cesación de Íinciones del seflício público ul retirc por jubílación, puru
lo cual, el aflíc¡tlo 8l íbidem, al garahtizer la estabiliddd de los senidores
públicos de carrera. tteñala que cuando estos hah cumplido 65 años llegan al tope
máximo de su carrera en el servicio público y no pueden ascewler. Los señ)¡dores
públicos que llegren a esta edad cumplan los reEtisitos establecidos en las leyes de
la seguridad social para la jubilación y requieran retirarse voluntarittmente del
sert'icio público (previu solicitud). la ihstilución pública en la cual prestah sus
servicios puede aceptar su peticiórl y teconocer unct conpensación eco¡ómica ¡le
con/ormídad con la ley.

Ek este sentido, la LOSEP en su drtículo 128 señala que los sertidores públicos
sujetos a esto tloma podrán cogerse (sic) a la jubilacióh defrnitiva cuan<lo hayun
cumplido los requis¡tos previstos en las leyes de seguridad social. es decir, lq
LOSEP hace una remis¡ón expresa a los clases de jubiloción previstas en la Ley de
Seguridad Social. El articuk¡ 129 ibidem establece el bekertc¡o por.¡ubilackin e
indica que los servidores públicos regidos por el ámbito de aplicación tle la
LOSEP que se acojan a la jubilación tendrán derecho a rccibir por und $)la yez

cinco salalios básicos unifcados del trubajador prirado por cada año de servicio
conlados a partir del qüi to qño y hasta un monto máriño ¿e ciento cincuehta!
salarios básicos unirtcados del trdbojador pti|ado en total. a púrtir del año 2015.
de conformidad con el salario basico unilicddo tigente al I de enero det 2015.

' ( OPl..1[11,. p"bhcada e" ¿l Slgrhtlo Snplewnto det ReÉtrfia tüctot to. 30ó de 22 d¿ octubre de )0t0: ¡¡lrña Élom
túhl'.dl¿ el30de en¿tu d¿ 2üJ
1 CO), publ¡ca¿a ¿ñ ¿l sas"ndo Su?letunlo dil Res[no O.licbl No. 3l ¿¿ 7.1e Jut¡o.!¿ :r)¡?: til tu re¡m pubti.¿¡1o et :S .te
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F:h tttl virtud, en estricta aplicación del artículo 285 del RGLOSEP, el cual
eÍprenmente señala que para el cálculo de las compensaciones y su

correspo d¡enle pago, sc c¡¡nsiderardn los años labotqdos en el sector público. así
cono la pafle proporcional a que hubiere lugar. se potlria inlerir que si ¿xí en

servidores que actualmente desean ucce¿ler al benelicio del artículo 129 de la
I,OSEP, perc dentro de su histoñal laboral trabajaron bajo el t¿gimen del Código
del Trabtjo en cl sector pri|ado, por regla general, dicho tiempo no debaria

contabiliz.Íse pata cl cálculo del beneJicir.t en cuesl¡ón.

No obstante, para el objeto de lo consultado, es imprescindible considerar que el
personal en cueslión no interrumpió su telación laboral en ningún momehlo, \¡tu)
tlue. por eJectos de la Disposicíón Transiloria P mera de lo Ley del Sistema

Nacioñal de Registrc de Datos Púhlicos. dicho personql conlinuó preslanrlo sus

scrvicios eh las dependencias públicas creadas en lugar tle los registros de la
propiedad y mercanlil, por lo que tal cambio no conllevaba despido iÍeñpesÍivo.

Lo analizado ut supru, es concordaúle con lo considerado ¡nr la (orte
('onstitucionql del Ecuador. cuohdo eh la Sentencia Nro- 002-l l-SIN-CC
puhlicada en el Regístro Ortcial Nro. 621del 23 de enero de 2012, concluye que a
los trabajddores de los RegisÍos de lu Propiedad y/o Mercahtil que conlinúcn
prestondo sus serv¡cios pdra el nuevo adñínislrudor de los registros, se les

reconocerá y garufifizaró por part¿ de éstas todss las prerrogativas lufutrales
a&luifidas por el decütso del l¡empo trabajutlo baio dependencia de las
admin¡sfraciones parliculares de los registros. Además, discurre que la nuewt

institución de lu udm¡nistrdckin pública que teciba a los ¡rabaj.rdorcs de bs
registros estará obligada conslituciona¡ñenle a gardnfizar sus derechos adquiridos
dvante el tiempo de servicios prestdalos o la anterior adt inisfútción particulur.

Por lo considerado, atehdie do los tétminos de su consuha, es cr¡tetio de esle

Ministerio concluír, que pese a que existe otma expresa rctpecto de que pura el
calu o pretisto en el articulo 129 de la LOSEP, únicamente se considerarún los

años labora¡los en el sector público: si se eslá unte una rekrción lahoral
ininterrumpidu, en lo cual no hq mediado liquidoc¡ón n¡ de:tvinculación fotmal, y
que ha sido objeto de una trunsfbrencia institucionol al sector público con
cohtihuídad Juncíonol ), jurídica, paru el cálculo del beneJicio de jubilación del
servicio público, se debera consider.tr el tietipo de seüicios prestado baio el
réginen tlel Código del Trabajo en aquellos casos en que dicho periodo se

enmarque denlro de una rclación lahorul ininterruthp¡du que posteriormenle pusó

a formar parfe del r¿gimen kúoral de la LOSEP, en los términos señalados en la
Disposición fraisitorid Priñera de la Ley del Sislema Nacionol de Registo de

Datos Públicos".
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2.- Arálisis. -
Pa¡a el estudio de Ia consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos: l)
Traspaso del personal de los registros de la propiedad como entidades privadas a los
regisrros de la propiedad como entidades públicas y concepto de derechos adquiridos: y,
ii./ Pronunciamientos previos sob¡e el beneficio económico por jubilación dispuesto en
la LOSEP.

2.1, Traspaso del personal de los registros de la propiedad como entidades
privadas a los registros de Ia propiedad como entidades públicas y concepto de
derechos adquiridos. -

EI añiculo 82 de la CRE establece que el derecho a la seguridad jurídica se garantiza
mediante la existencia de normas jurídicas cla¡as. públicas y aplicadas por autoridades
conlpetentes; y, el artículo 226 dispone que las instituciones del Estado ejercerán
únicamente las competencias atribuidas por la Constitución y la ley.

Por su pale. el arlículo 265 ibidem determina q\e"El sistema público de registo de lu
propiedod será administrado.le ñqnero cohcurrente entre el Ejecu¡ivo y las
municipalidades " . Esta disposicióí se desarolla de igual forma en el articulo 19 de la
I-SNRDP y añade que 'Por lo tunh. cl Mü icip¡o de c.¡do cantón o Distrito
l4ehopolilqno se encurgará de la esructurqción adm¡nistralita del registto y su
coordinación con el culastro- La Dirección Nucional dictut¿t las fiormas que regularán
ru.fithciohatiienk, d niycl nacionql ".

t,a Disposicióñ 'l'ra¡sitoria Primera de Ia I.SNRDP. con rcspecto del personal que
trabajaba en dichos registros. hasta entonces de admi¡islmción privada y bajo régimen
dcl Código del l rabajo. señaló:

"El persond que actualmente trabaja en los legistto.t de la propiedad y
mercantil. collinuañ prestando sus servicios el las dependencias ptiblicas
cretdos ea su lugar, por lo que dicho combio no conllevo despido intempestivo,
En los c¿L¡t¡s cle renuncia voluntoria o despído, los Registru¡lores de la Propiedad
y Mercuntilcs tendrán la obligación de liquidar a sus traba¡ddor.ls o
trabajadofes, con base en st tiempo de sereicios t de conforuidad col las
normas del Código de Trubajo,

Las.funcionurios o.fitncíokarios que lie requíeran eñ las.finciokes legistrales bajo
compeÍencia de los murricipalidades y del gobiemo cerrl.al, rcspecliromenle,
eslarán sajelos o la le! que regule el semiciopúárico (énfasis añadido).

Este criterio ha sido conlimlado por la Corte Constitucional. en la sentencia No. 002-
l1-SN-CC (con l'e de erratas). que dispuso:

!2t,t,2

*r
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.Esta Díspos¡ci¿)n Transítoria.le lu ley rcgula la situación laboral especilica de

las personas que tubajan en los Registros de la Propiedad y/o Mercantil,
designados por la Función Judicial y las sobrer'tuie tes citcunstoncias laborales
or¡g¡rutdas I'ur.l & khio de adminirtrdción.

FE DE ERRATAS EN lA SENTENCA No. 002-11^SIN-CC (CAASA No.

0031-10-rN)
El pleno de la (brte L'onst¡fucionul en sesión extrqordinaria No. 16-E-201l-CC
del día mqrtes 29 de noviembre del 201 I, en co ocimienlo Llel segundo Punlo dal
orden del día, lrqki la coüsa No. 003J-|0JN y dispuso se siente ld siguiente.fe de

erratos dentrc de la Sentencia No. 002-11-SlN-CC:

Debido a un lapsus calami eh la senlehcia No. 002-l l-SlN(C, se ha hecho

cokstar un patrafo qte empiera e el úllimo renglón tle la págína 31 de 1l y que

coffe hasla la pagino 35 de 11, primer pátafo, cuyo tcxto dice: "Respeclo a lct

norma precilada, la Coúe Constilucional, para el período de Íransicíón. precisa

la necesidad ¡le realizar la siguiente interpretación corulicíonada. por lo que la
D¡sposición Trunsik a Tercera de la Ley acusada de inconsliluciontllídad, es

coüpatible con lu (\rnstitución de lu República, siempre que se inlerprclc de l¡t
siguiente maketut: ". esi como lat en¡adas con literqles: a), b). c,) y d). porque los

m¡smos no constdn en el ofiginal del informe presentado por el Dr- Roberk)

Bhru is Lefiarie, que corre de fojas 248 d Jbjas 267, y quc textualmente se lee:

,Es¡a Dispos¡ción Transitoria de lu ley regula la situoción laborol especilica de

las personas que ttahajd en los Registros de lu Propiedad y/o Mercaklil.
desigtados por la Función Judicial y las sobteilienle:i circunstancias lubt¡rales

originatlas por cl LLrnhio de alnini.¡tratión.

La regulación prevé dos morfiehtos: l) Los trabajadores acluales de los Regislros

de la P¡opiedad y/o Mercantil pqsatán o labo¡at en la dependencia público
creadq en su lugot, hecho que no conlleeo despido in¡empestieo; 2) en cqso de

renuncia voluntario y/o despido. los Regisfradores de la Propiedad y/o Mercanlil
-administradores sol¡en¡es-, deberain reconocet a los tabajadores los derechos

laborales que cotespo dttn. según sea el caso, conli¡rue ul ('ótligo clel Trabajo.

A los trabaiadorcs de los Registros de la Propiedad y/o Metcahtil que conlinúen
prestando sus servicios para cl nrcvo administrodor de los registros
<municipdliludes liúL'iin ejeculi|d>. se tes rccorroce¡á | ga¡anl¡zard por par¡e

de éslas todas los prenosaliros laborules adqairidas por el decurso del liempo

trobaiodo boio dependencio de lqs adrninistraciones u.rticularcs de los

rugisttos,

131



-
ITil

r@¡¡DURh cs.§a DR 6aDo
Ittrsr lr llr rr lrr

EdiÍcio Aruóñ.. P1...
Av 4ruotu3 Nlt¡21 y Ariz.€áI

(
a
Y

*'y,f'§'yi!'

12142Pá'tnd'
La nueva insritución de la administrución pública que rcciba a los trubajadores
de los rcgislros esfa¡á oblisada constitucionalmente a earantizat s/Ls de¡echos.
adquiridos durunle el tiemoo de se icios o¡estddos a la o erio¡ odministrociór,
Daf¡icula¡. Así, la Corle Corrsliluciond dejo fuera de toda dada ¡azonoble cudl
es la responsabilidad de la nueva odminisf¡ación respecto de los derecho§
laborules de los t¡obajadores que posen a forma¡ parte de ésta.

Por ottu parte, los tabajodores que renuncien, los despklan o ho continúen
prest.indo sus servícios po.a la küe\ta udministrdción de los registros, aleberán
lter liquidados, según cada caso, conlbtme k) previsto en el Cótligo de Trabajo.

Pot ello. la norma rcgule con detalle las díferentes circunstancias cn la que
deberá operar el ingreso de los trabajadores q la nueta administración de los
Reg¡sbos de la Propiedad y Mercqhtil, así coüo gardntiza su estabilidad laboral
sin cohlrq.lecir la Constítucíóñ- ' (énfasis y subrayado añadido).

Asimismo. la Corte Constitucional. en la sentencia No. 184-14-SEP-CC (caso 2127-l l-
EP), af conceptualizar el"derecho adquirido" estableció que:

"Prima ÍAcie, corrcspoñde distinguir enÍre derechos adquiridos y expectatitas
legitimas, toda |ez que cntre ellas se contrqponen. El derecho adquifido es una
situación c¡eada cumpli¿ndo todas lqs condiciones necesarios para adquii o,
en est clq obsereancia de los requisitos que exige el otdenamiento jurldico
v¡genle. Una yez consolidada no puede ret desconocida ni vulnerada por los
aclolt o disposic¡o es posteriores, es decir, debe rcspetdr los derechos adquiridos:
en lal virfud, se entienden íncorporulas como vilídas y defn¡tita§, y pertenecen
al patrimonio de una persona. " (el resaltado me corresponde).

Conforme Io expuesto. en aquellos casos en los que no existió despido, liquidación ni
nueva contmtación. el tiempo laborado bajo el régimen del Código del liabajo debe
entenderse como pafe de u¡a relación laboral ininterru¡npida. cuya naturaleza se
mantuvo constante. au¡rque su Égimen juridico haya cambiado por maridato legal. Esta
interp¡etación es coherente no solo con el principio de seguridad ju¡ídica, sino también
con los principios de progresividad y no regresividad de los derechos labo¡ales, según
los cuales ningún cambio normativo puede opera¡ en perjuicio del trabajador ni
desconocer el tiempo efectivamente servido. Asi lo ha establecido la Cofe
Constitucional al sostener que, en contextos de transición institucional. conesponde a la
nueva administración garantizar el reconocimiento de todas las prerogativas laborales
acumuladas por el trabajador.

Lo a¡terior se ve rcforzado por el principio in dubio pro opera o, co¡forme al cual toda
norma ambigua, o sujeta a diversas interpretaciones, debe aplicarse en el sentido más
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lávorable al trabajador. Este principio, tradicionalmente propio del derecho laboral,

tiene reconocimiento constitucional y aplicación directa en el ámbito del servicio
público. El articulo 326 nume¡al 3 de la CRE establece qruel. "En caso de duda sobre el
alcunce de lus disposiciones legtles, reglamentarios o contacluales en materid

laborul. eslas se dplicarán en el sentklo ,r\ds.fúvorable a las personas lrubaiadoras".

De manera concordante. el segundo artículo innumerado posterior al anículo 4.1 de la

LOSEP dispone que'. "En caso de duda sobre el alcance de ld,s .lisposicio as de esta

Ley, las y los funcionarios judicidles y a¿minis¡ratiros l^s dplicarán en el senl¡do m.is

.favoruble a las y los semidores públicos".

De lo analizado, se desprende 10 siguiente: , el sistema público de registro de la
propiedad, que antes era administrado por personas jurídicas privadas bajo régimen del
Código del Trabajo, pasó a ser administrado de mane¡a concrmente por el Ejecutivo y
los gobiemos autónomos descentralizados, según corresponda ; i, pot mandato de la
Disposición I ransitoria Primera de la LSNRDP. el pe¡sonal que a la fecha de su

expedición trabajaba en los rcgistros de Ia propiedad y mercantil, y continuó prestando

sus servicios en las dependencias públicas creadas en su lugar, sin intemrpción del
vínculo laboral: y. i¡, la Corte Constitucional ha determinado que a los trabajadores de

los Registros de la Prcpiedad y/o Mercantil que continúen prestando sus servicios bajo

administración pública, deberá reconocérseles y ga¡antizá§€les todas las prenogativas

laborales adquiridas por el decurso del tiempo trabajado, incluyendo el reconocimiento

de) tiempo previo para el cómputo de beneticios como la compensación económica por
jubilación.

2.2. Pronunci¡mietrtos previos sobre el beneficio económico por jubilación
dispueslo en la LoSEP. -

De acuerdo con el a¡tículo 229 de la CRE. son servidores públicos "totlas las personas

que en cualquier forma o a cualquier tílulo trabajen, presleñ senic¡os o ejerzan un

curgo, .fitnc¡(in o dígnidad dentto del sector público". Similar disposición consta en el

articulo 4 de la LOSEP.

De lo manifestado se evidencia que el servicio público implica necesadamente pre§tar

servicios o t¡abajar en el sector público, que €stá inte$ado por los organismos y
entidades determinados en el articulo 225 de la CRE.

Sobre el beneficio porjubilación, la Procuraduria General del Estado se ha pronunciado

reiteradamente. En el ohcio No. 09076, de 16 de octubre de 2024, se recogió el
contenido del pronunciamiento previo contenido e¡ el oficio No. 01287 de 25 de mavo

de 2015. en los siguientes términos:

"Su consulta hace referenciu al beneficio por jubilación de los servidores públicos

s$etos a la LOSEP, tema sobre el cuol lo Procuraduría General del Estado se ha

pronunciado de manera uni{orme y rcílerada, tal como consta en el

-
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pronuncidmienlo contenido en el oic¡o No. 0l287 de 25 de mayo de 2015. cúyas
normqs consen)dn yigencio y en el cual esle organismo analizó:

De las normas citadas $ despren.le que, según los artículos 8l y 129 de la Ley
Orgánica del Senticio Público, el benelicio por jubiloción se aplica por una sola
vez, respecto de los senidores públicos de cofteta qüe se refiren para acogerse q
la jubilación y cumplan los requisitos par.t ello previsfo en kt Ley de Seguridatl
Soc¡t¡l: y, su cuantía es la determinada por el primer inciso refotmado del cítqdo
articulo 129 de lq Ley Orgánica del Servicio Público, esto es cínco salarios básicot
unilicados del trubqjodor priyado por cado año de servicio contddos a pdrtir del
quinto año y hasta un monto tn¡i\imo de cienb cíncuentd salarios básicos
unificados del trabajadot ptiyddo en total, y a partir del año 2015, de conformidad
con el salario basico uniJicado vigente al I de enero de 2015.

(...) es necesario consíderar que, la letro h) del artículo 83 de la Ley (hgánica del
Servicio Público etcluye en.forma expresa del s¡stetia .le carrero del semicit)
público, a los servidores públicos de libre nombr(rmieñto y remoción y de
nombramiento provisionql (¿ñJAis qñadido)

En este ordeh de ideas. el arlículo 285 del RGLOSEP prevé que las Unidades de
Administración del Talento Hurnqno (en qdelan¡e UATH"), dentro de la
plonificación anual del talento humano, determinarán el número de sertidores que
podrán acogerse durante el siguiente ejercicio Íiscal, a las indemnizaciones o
co pensaciones contempladas en la LOSEP, a efecÍos de contdr con la respectiva
d¡spottibili¿la.l presupuestufia, exceptuándose de la planiJicación, "los casos no
previstos", siet pre que se cueníe coh cl dictsmen favordble del Mihisterio de
Finanzas- Añade el mismo aúículo <¡ue "Se considerará para el cálculo de las
compehsdciones y su correspondiente pago los años labotados ek el sector público,
así como la parte proporcional a que hubiere lugar"; y, para el caso de los
servidores que hayan recibido indemnización por supresión de puestos o wnta de
renuncias y hubíeren devuelto la misma, se cohtqbilizarán todos los años de
serúcios en el sector público, caso conlrario, sólo se tomalan en cuenta los atños
de servicios laborados a partir de laJ¿cha ¡le su rcingreso".

Er¡ tal vi¡tud, el tercer inciso del aficulo 289 del RGLOSEP regula el caso del reti¡o
obligatorio del servicio público. previsto en el afículo 8l de la LOSEP, reformado por
la Ley Orgiínica de lntegridad Pública8. y prescribe que "(...) /os tulores a recohocerse
de conlornidad con el artículo 129 de la Ley Otgánica del Senicio Público, serán
eslablecidos considetando para el cálculo de las compensacíones y su correspondiente
pago los años lobo¡odos en el sector público, atí corrro kt parte propotcional a que
hubiere lugar"(éffasis añadido); y. la misma norma señala qlue "Para el efecto se
cunlplitú obligatoriamente con el proceso y con los reqüisitos es¡ablecidos eh la
LOSEP y en el presente Reglamento Genetal y las normas técnícas respecÍiyas".

r Pubhcadae ¿¡ Tü@t Suplenenta del Re$¡!,o Ofnial No ó8 ¿e 2ó de Bno de ,02 5
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Sin embargo, el alcance de esta disposición reglamentaria no puede interpretarse de

forma aislada ni literal cuando entra en tensión con principios y derechos

constitucionales. En efecto. como se explicó en la secció¡ a¡te¡ior. la Disposición
Transitoria Primera de la LSNRDP- asi como la sentencia No. 002-l I-SIN-CC de la
Corte Constitucional. reconocen qu€ eo el proceso de transición del sistema registral se

produjo una continuidad juridica de los trabajadores provenientes del régimen privado
hacia el régimen público, sin que existiera rupturs del víncülo laboral.

En consecuencia, cua¡do el vinculo laboral se mantiene inintemrmpido, aunque haya

existido un cambio en el régimenjuridico aplicable, debe entenderse que todo el tiempo
e1éctivamente tabajado por el sewidor fbrma parte de una misma relació¡ laboral, que

deviene juridicamente indivisible a efectos del cómpúo del tiempo de servicios para

beneficios como el previsto en el articulo 129 de la LOSEP.

Del análisis juridico procedente. se observa que: r) el beneficio económico por
jubilación previsto en el afículo 129 de la Ley Orgánica del Servicio Público se aplica
por una sola vez a los servidores públicos de carem que se reliren para acogerse a la
jubilación. cumpliendo al efecto con los requisitos establecidos en la Ley de Seguridad
Social; y. según lo dispuesto en la letra h) del aniculo 83 de la LOSEP. están excluidos
del sistema de carre¡a los servidores públicos de libre nombramie¡to y remoción y de

nombramiento prcvisional. enre otros; i, la cuantia del beneficio es la determinada por

el primer inciso reformado del articulo 129 de la LOSEP. esto es. cinco salarios básicos

unificados del trabajador privado por cada año de servicio contados a partir del quinto
año y hasta un m¡i\imo de cier¡to cincuenta salarios básicos unificados, aplicátrdose el

sala¡io b¡isico vigente al I de enero de 2015; y, i¡i) para efectos del cálculo de dicho
beneficio. co¡forme al articulo 285 y al articulo 289 del RGLOSEP. deberán

considera¡se los años laborados en el sector público, incluyéndose el tiempo
efectivamente trabajado bajo el régimen del Código del Trabajo. cuando no ha existido
dcsvinculació¡ ni nueva cott¡atación, en aplicación del principio de interpretación

conforme, el precedelte vinculante de la CoÍe Constitucional, y el principio pro

operario previsto en el artículo 326 numeral 3 de la Co¡stitución y en la LOSEP; y. lr,
los servidores que deseen acogerse a los planes de retiro voltmtario con indemnización,
o a la cesación por jubilación. deberán presentar por escrito su volu¡tad de acoge¡se a

los mismos. y las Unidades de Administmció¡ del Talento Humano debenín incluirlos
en la planificación anual. conforme a la disponibilidad presupuestaria y los lineamiento§
establecidos en Ia normativa aplicable.

3. Pronnnci¡mietrto. -

En atención a su consulta se concluye que. de conformidad con lo establecido en el

a¡ticulo 129 de la LOSEP y el afículo 289 de su Reglamento Gene¡al, el cálculo de la
compensación económica por iubilación puede comprender el tiempo de servicios
prestado bajo el régimen del Código del Trabajo en una entidad de derecho privado.
cuando dicho período forma pane de una relación laboral inintemrmpida. sin que haya

existido desvinculación, liquidación ni nueva cont¡atación, y que ha sido objeto de una
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t¡ansfe¡encia institucional al sector público con continuidad funcional yjurídica.

Este criterio se sustenta en los principios de seguridad jurídica, progresividad de los
derechos laborales y aplicación más favorable al trabajador (indub¡o pro operorio),
previstos en el adículo 326 numeral 3 de la Constitució¡ y el articulo irmumerado
poste¡ior al 4.1 de la LOSEP, así como en el precedente vincul te de la Cone
Cor¡stitucional contenido en la sente¡cia No. 002-11-SIN-CC. que impone a las
entidades receptoras la obligación de garantizar todas las prerrogativas laborales
adquiridas por el decurso del tiempo trabajado bajo la administración anterior.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas ju¡ídicas. Su aplicación a casos
institucionales especificos es de exclusiva bilidad de la entidad consultante v de
cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Atentamente.

DEL ESTADO

AbB. Ilo¡ne Núnez Figu€rca
M¡n¡str¡ d.l Tr¡b.io

,con. Sariha Ilclén Moya AnEulo
Minirrr d. Economl¡ y Finr¡2¡e
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Magister
An&ea BettiÍa Mena Sánchez
Di¡ectora General
SERVICIO NACIONAL DE DER"ECHOS INTELECTUALES
Ciudad.

De mi conside¡ación: 
"

Mediante oficio No. SENADI-DG-2025-0274-OF. de 23 de junio de 2025, ingresado en
el correo institucional de la Procuraduria General del Estado al dia siguiente, se formuló
la siguiente co¡sulta:

"De conÍorrnidsd con el últiño inciso del qrtículo 309 del Código Orgdnico de
la Economla Sociql de los Conocimiento§, C¡eutividad e Innovación, ¿la
caducidad de una patenie o de uns solicitud de palente operu únicamerrle col
la Jalta de pago de la losa anuol denlro del plazo prctisto, o d¡cha taso onual
con prcnde lambün el rccargo oplicable duruate el peiodo de gracia?"

Frente a lo cual, se müiiñesta Io siguientel

l. Antecedentes.-

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe juridico. de 23 dejunio de 2025, suscrito por el Director de Asesoría Juridica
del Servicio Nacional de Derechos fntelectuales (en adelante, "S¿N,4D1") citó los
artículos 322 de la Constitución de la República del Ecuadort (en adelaate, ''CRr")l l.
291 y 309 del Código Orgturico de la Economia Social de los Conocimientos, Creatividad
e In¡ovación2 (en adelante. "COESCCr');80 del Régimen Común sobre Propiedad
Industrial del Acuerdo Cartagena, 4 de la Resoluciónl No. 002-2019-DG-NT-SENADI
(en adelante " Resolución SENADI "). que contiene la Codificación del Régimen de Tasas
y Tarifas del Servicio Nacional de Derechos Intelectuales. Con base en estos cuerpos
normativos. se a¡alizó y concluyó lo siguiente:

.IIL CRITERIO JURíDICO Y POSrcIóN INSTITUCIONAL

Ahora bien, es necesario conjugar lodo lo expuesto en las líneas precedentes de
manera adecuada, y manileslar desde un ptiñet mornento. que la ligura jurídica
de la tasa anual es distínta de la Jigura jurklica del recorgo, si bien ambas .liguras
se encuenlran relocíonarlas, lu naturuleza jurídica de lqs misnas es dístinta.
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Una vez que sc ha realizado la primera precisión, es necesario acercarse a la
Íigura de la tasa anual, ñisma que constiluye un valor a ser cancelado por parte
de los solicilantes de palentes para mantener la .r¡gencia de ls solicitud
presentadali,enle al Senicio Nacional de Derechos Intelectuales, en este senlido,
es necesa o refe rse a la Interprctación Prejudícial Nro. 192-lP-2020, el 19 de
octubre de 2022, ¡nr parte del Tribunql de Justicia de lo Comunidad An¡lina,
,his aq e expohe:

'(...) Para manlener vigenle la patente o, en su caso, la solicitud de pqfente en
lrámite debefti pagarse lqs tqsos anuales que establezcan las ofcinas tacionales
competentes de los Países Mieñbros (-..)'

En este senlido, una vez que se ha rcalizado un qcercañiento a la definición de la
frgwa de lalqsa anual es ¡mpofisnte aclarar que estevalor se cancela de mqnera
anual, y denlro del plazo ptevislo frente a h ortcina nacional competente en
mdteria de dercchos íntelectuales Imrd corceruat la vigenciq del derecho
erclusivo o los titulares a explotar actitomente la tecnologia.

Cabe señalar que, el pago de la tasa anual de t dntenimiento se rcaliza bajo la
contrdprestación de que el Semicio Nacional de Derechos hltelectuales realice la
sus¡anciacíóny resolución de las solicitudes de patentes prcsentadas fiente a esta
Cartera de Estado.

Ahora b¡en, es necesario hacer referencia a la figura jurídica del recargo, cuya
dejinición de acuerdo a la Real Academia Española es lq siguiente: " Nue\ia catga
o aumento de carEq"; esle hecho e\cuentru identidad con lo dispuesto en el
artículo 7 de la .- Resolución No. 002-2019-DG-NT-SENADI o Codificacíón del
Régimen de Tasas y Tarifos del Se^,icio Nacional de Derechos Intelec¡uales, el
cual prescribe el aumento del 50% de ls tasa anual de mantenirkiefilo a set
cancelada por parte del solicitante de una patente bajo el supuesto del rctraso del
pago a ser cancelado ya sea por un día o por un periodo de pyacia de seis iteses.
En esfe sentido, se ha logyado demostrur como hs rtguras jurídicas son
eminehteñenle <l¡slintas y se aclieuñ bajo supueslos Jiiclicos clarumenle distinlos.
El Semicio Nacional de Derechos Inlelectuales se ha dejado guiat pot la
¡urisprudenciu reitelada por parle del Tribunal de Justicia de la Comunidad
Andina contenida en la,s intetpletaciones prcjudiciales Nro. 192-lP-2020, 43-lP-
2015 y ohaL eb las anles se expresa respeclivamente que:

'(...) 192JP-2020 La falta de pago de unq tosa qhual conforme a este qrtículo
produciú la caducidad de lapatente o de lasolicítudde pqtente de pleno derecho.
(...)'
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'(...) 13-lP-2015 La oportunidad del pago de las ta,;tas dnuales se encuentta
claramente regulada en el artículo 80 de Ia Decisión 486. En eÍecto, para
mantenet |igente la patente o, en su caso, la solicitud de pqtente en tramite,
deberán pagarse las tqsas anuales- La fecha de vencímiento de cado anuolidud
seni el úhimo día ¿lel mes en que fue presentada la solicirud. Ia fqltq de pago de
uM tasa omtal corrforue q este qrtículo producirá de pleno derecho la csducidad
de la patente o de la solicitud de pdtente. (...)'

En base a lo expresado en los líneas precedentes lo posición institucional del
Servicio Nacional de Derechos Inelec¡uoles es que únicamente la falto de pago
de la anuqlidad dentro del plazo previsto inclu¡do el periodo de gracia, producirá
la caducidad de la patente o de la solic¡tud de palenle presentada, mas no así l.t
f.tlta de pago del rccotgo en el petiodo antes ih¡licado".

Con base en lo anterior, Ia posición institucional del Servicio Nacional de Derechos
lntelectuales sostiene que únicamente la falta de pago de la úasa anual dent¡o del plazo
preüsto, incluyendo el período de g¡acia, produca la caducidad de la patente o de la
solicitud. En consecuencia, la falta de pago del recargo duante dicho periodo no üene el
mismo efectojuridico.

2, Anólisis.-

Para analiza¡ su consulta se considerará r) Patente de invención; y, i, Ca¡ácter tributario
de la t¿sa.

2,1. P¡tetrte de irYención,-

El artículo 322 de la CRE ¡econoce Ia propiedad intelectual según las condiciones que
determine la ley.

En ese ma¡co, el numeral 2 del artículo 1l del COESCCI atribuye al SENADI, como
entidad encargada de la gestión de la propiedad intelectual, la competencia para
sustancia¡, ent¡e otros procedimientos, aquellos correspondie\tes al "otorgamiento o
negaliva de los registros de detechos de propiedad industrial d.e patentes de iwención".

En concordancia, el artículo 267 del COESCCI establece los requisitos para otorga¡
patente y prcvé lo siguienlet "Se otorgaüi palente para toda invención, sea de producto
o de procedimieñto, en todos los campos de la tecnología, siempre que sea nueea, leñga
niwl inventilo y sea s sceptible.le qplicsción industíal. (...)".

Respecto de la solicitud de patente, el afículo 279 ibidem prevé qve"se presentará ante
lq outotida.l nac¡ofial competente efi üoteriq de derechos intelectuales de acuenlo al
contehido, requísitos y deiás normas que disponga el reglamento". ,, ['.l
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Conforme al a¡tículo 291 del COESCCI. la patente tiene una "un plazo de duración de

veínte años, contadolt a W¡h de la fecha de ptesentación de la solicitud".y confiete a
su titula¡ los derechos que establece el articulo 293 ibidem.

Por su pafe, el aficulo 80 de la Decisión 486 de Ia Comisión de [a Comunidad Andina.
regula el régimen de mantenimiento de las patentes, estableciendo la obligación de pagar
tasas anuales para conservar su vigencia. La disposición prevé lo siguiente:

"Para mañleher úgekte ld patente o, en sü caso, la solícit*)de patente entrámite,
deberá pagqrse las tasas anuales, de conformidatl con las disposíciones de la
oficina nacional competente. Los anualidades debeút pogarse por años
adelanlqdos. La fecha de tencimiento de cada anualklad será el último día del
mes en que Jue presenta.la la solicilud. Podrán pagarse dos o más tasas anuales
por adelonlado. Ula tasa o,tual podtd pogorse de ro de un plazo de gracia de

seis neses conlado desde la fecha de inicio del período an al corrcspohdiente,
pagando conjantameúe el ¡ecargo establecido- Durante el plazo de grocia. la
pdfente o lq solicítud de patente mantendrd su yigencia plena. Lq.faltd de pago
de una tasa anual conforme a este arliculo producirá de pleno derecho la
caducidad de la patente o.le la sol¡c¡fud de patehte." (énfasis añadido).

El artículo 309 del COESCCI reproduce este mismo régimen legal a nivel intemo,
reiterando expresamente:

"ArL 309-- Ca¡lucidad de la patente y plozo de grucia.- Pqru montener igente
la paferr¡e o, el su coso, la solicitud de pafe te et lflímile, deberán pagdrse las
tasas onuales lijadas po¡ la auforidad nacional competent¿ en maferiq de
dercchos inlelecluales. Las anualícludes podrán pagarse por adelanlado.

La.fecha de wncimienu¡ de cada anualidad será el úl¡imo día del mes en que fue
presentada ld solí.ítud, según el artículo 291. Podrán pagarse elos o más tasas
anuale s por ade I antado.

ürro tasa anuol podrd pogorse dentro de an plazo de gracio de seis meses
contado des.le la fecha de inicío del período onual corresponlienle, pagaido
conjunlomente el reca¡go eslablecido. Düante el plazo de grucia,la palente o
la solicitud de paÍente mantendrdn su eigencia ple a.

LaJaha de pago de una tasa onual conÍome a esle ortlctrlo producitó de pleno
derecho lq cadacidad de la polenre o de la solicitud de palenle." (énfasis
añadido).

En este prmto. resulta opo¡tuno precisar el significado del té¡mino "conjwttamente".
empleado tanto en el articulo 80 de la Decisión 486 como en el terce¡ inciso del artículo
309 del COESCCI. al establecer que. durante el plazo de gÉcia, la tasa anual debe ser
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pagada "cohjunfqmenle con el rccatgo" . Según el Diccionario de la lengua española de
la Real Academia Española, el adverbio "conjuntamekte" significa"da matlera conjunta
o simultáñea".

Asimismo, es imponante resalw que el último inciso del artículo 309 establece que la
faltadepago d€ una tasaar¡Jal"confotme aeste a ículo" prodscitá la caducidad de pleno

derecho. Esta redacciól exige ente¡der la norma en su integridad. incluyendo todos
sus incisos y condiciones, y no de manera fragmentada o aislada.

A partir de lo dispuesto en el artículo 309, es posible identifica¡ tres esccnarios
jurídicamente diferenciados para el cumplimiento de la obligación de pago de la tasa

anual: , Psgo dentro del plrzo orditrario: en esle supueslo. el titula¡ de la patente o el

solicitante realiza el pago de Ia tasa anual de[tro del año correspondiente, contado desde

Ia fecha de presentación de la solicitud.: ii)Pago de forma anticipada: el ordenamiento
permite cancela¡ dos o miás tasas anuales por adelantado; /, ii, Prgo dentro del plazo
de gracia con recargor e¡ este escen¿uio, el ordenamiento permite efectua¡ el pago hasta

seis meses después del vencimiento del período anual, conjuntamente con el reca¡go

establecido.

El cumplimiento de la obligación de pago debe verificarse, por tanto, de manera íntegra,
atendiendo tanto el plazo como los requisitos formales establecidos en el artículo 309 del

COESCCT y en el aficülo 80 de la Decisión 486.

Este ente¡dimiento ha sido ratificado por la jurisprudencia del Túbunal de Justicia de la
Comunidad Andina, especialmente en la interpretación prejudicial Nos. 43-IP-2015, en

Ia que se señala:

" 17. El tribunal rcitera la inleryetación prejudicial de 23 de septiembre de

2011, expedida en el marco del proceso I I l-1P-2010 (...).

(...)

Opo tnidad del pago de las tosas onuoks

La opornmidad del pago de las t.tsqs qtllales se encuenlra claramente
regulada en el artículo lJO de la Decisión 186. En efecto, pora mqntener
vigente lapa¡enle o, en su caso, la solici¡ud de patente en truimite, debefti
pdgdrse lqs ta.sds anuales. Lafecha de vencimiento de cada anualidad será
el úhimo día del ñes en que.fue presentada la sol¡citud. Lo fah.r de pago
de una tasa anual confotme a es¡e articulo producir.i de pleño derecho la
caducidad de lq pateñte o de la solicitud de pqlehte. (...)

La norma¡ivtt andina no exige que la ofc¡na nacional compelente
notilique pre|iamente al admihístlado paru que efeclúe el pago de la il
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anualidad, toelu vez que la norma elt clara, complela y dutoejecutí,ra al
indicar la oportunidad del pago de las tasas. En efecto, la norma arulina
no establece de manera expresa laobligaciónde notücar ol adm¡nistratlo,
siendo en realidad una obligación del solicítunte llevar los pagos
correspond¡entes denlro de los plazos exprcs.tmente establecídos en la
normqliva cornunitoria. (... )

Eh coñsecuenci.r, los administados ¡ienen la obligación de efectuar el
pago por concepto de anualidad, sín necesídad de un reque t ienlo pot
parte de la autoridtd, en cumplimien¡o del attículo 80 de la Decisión 486,
por lo que el administrado no puede alegar desconocer ese plozo".

18. En conclusión, la oJicina nacional cotnpetelr¡e, no se encuentro en lu
obligac¡ón de notücqr ql administrado, respeclo al vencimiento del pago
de la anualidad de su palente, la norma co unilaria es claru y eúdenle,
operondo de pleno derecho la caducidad en caso de que no se lo realice
eh los plazos conteñplqdos en el qrticulo 80.le la Decisíón 186."

De igual maner4 e¡ la interpretación prejudicial No. 1921P-2020" de 19 de octubre de
2022, el Tribunal A¡dino reiteró dicho criterio y concluyó:

" 1.3. En efecto, para manlener vigente lo palente o, en su caso, la solicif d de
patente en lrámite debetá pagatse ldit lasas an ales que esfablezcan lqs
oJ¡cinas nocionoles compe¡enles de bs Países Miembroí Lafaha de pago
¿le una tasa qnual conforme a este articulo producirá la caducidad de la
patente o de la solici¡ud de patente de pleno derecho" -

De lo expuesto se desprende que: i) la vigencia de una patente o de una solicitud de
patente está condicionada al pago de las tasas anuales ante el SENADI, ya sea dentro del
plazo ordinario o dentro del pedodo de gracia; iil dicho pago puede efectuarse: a) de¡tro
del plazo ordinario, conrado a partir de la fecha de presentación de la solicitud; b) de

foma anticipada, pordos o más anualidades; o, c) dentro del plazo de gracia de seis meses

desde el inicio del periodo anu¿l conespondie[te. caso en el cual la tasa anual debe
cancelame conjuntamente con el recargo establecido; ii, de acuerdo con los articulos 80
de la Decisión 486 y 309 delCOESCCI, la falta de pago de la tasa anual, según cadacaso,
produce, de pleno derecho, la caducidad de la patente o de la solicitud.

2.2. Carácter t¡ibutsr¡o de ¡r tasa

El inciso segundo del articulo I del Código Tributa¡ioaclasifica a los tibutos en
impuestos, tasas y contribuciones especiales o de mejora. Sobre esta base, la Procuraduría

o
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General del Estado ha sostenido, en el oficio No. 01620, de l6 de noviembre de 2018, el
ca¡ácter tributa¡io de la tasa, señalando que:

"Se adeierte de lo expuesto, la na¡utalezq ttibülotia de la tasa que deviene a su
vez, del poder tributario contenilo en elya cítado arÍiculo 301 de la Constitución
de la República, y el a icülo 3 delCódigo Ttibutafio (...).

De los ¡extos notmotivos tatutcritos y la doctrina citada, se dprecia que toalos
guardan armonía y n^on conducentes en establecer la naturalezu tibutaria de la
tasa (... )'.

Adicionalmente. según el atícu.lo 4l del Código Tributario. "t¿ obl¡gac¡ón tribularia
deberá salisfacerse en el tiempo q e señale la ley tributarid respectira ". Esta disposición
refuerza la obligatoriedad del cumplimiento opoñuno de las obligaciones t¡ibutadas
dentro de los plazos fijados legalmente.

En vinud del carácler tributario de la tasa, con respecto al recargo es oportuno considerar
que se traa. de l¡n valor adicional o accesorio sl tribüto, según ha concluido la Co¡te
Nacional en el precedente juisp.udencials en el que exprcsa que el recargo se aplica
"sobre el principaf', y adicionalmente concluye qtJe"tiene ünq naturaleza sancionatoria,
pues. procura disuadir el incumplimiento de las obligaciones por parte del
contfibuyehte".

De lo expuesto se desprende que: i) en virtud de su naturaleza tributari4 la tasa constituye
una obligación que debe cumplirse etr los términos y plazos establecidos por la normativa
vigente- sin requerimierito previo de la administración; i, el recaryo tiene el carácter de
valor accesorio. por Io que no posee independencia juridica frente a la tasa anual; y, iii)
conforme al principio geneÉl del derecho, según el cual Io accesorio sigue la suerte de lo
principal, la exigibilidad del reca¡go depende necesariamente del incumplimiento del
pago opofuno del tributo principal.

3. Pronunciamiento.-

En atención a los términos de su consulta se concluye que. de acuerdo con el último inciso
del articulo 309 del Código Orgánico de la Economia Social de los Conocimientos,
Creatividad e Innovación, ¡¡ csducid¡d de la patente o de ls solicitud de patetrte se
produce de pleno derecho cuando no se ha efectu¡do el pago de la tasa anual, en
aplicación de lo previsto en dicho artícülo.

Dicho cumplimienro debe analizarse alendiendo a los tres escena¡ios regüados en el
Égimen legal: i) el pago ordinario de la rasa anual dent¡o del periodo correspondiente;
ii) el pago anticipado por dos o más anualidades; y, iii) el pago dentro del plazo de

I
a
,
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gr¡ci, de seis meses, en cuyo caso debeni efcch¡a¡se conjudamente con el recargo
establecido.

El presente pronunciamie¡to es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicacióo a casos
inslitucionales especlñcos es de exclusivqresponsabilidad de la entidad consultante y de
cualquier otra enüdad pública que to apli

Atntamente,

,1,
Abg. Jr

PROC
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Economista
Damidn Larco Guam6n
DIRECTOR GENERAL
SERVICIO DE RENTAS INTERNAS
Presente.

De mi consideraci6n:

Mediante oficio No. NAC-DNJOGEC25-00000033, ingresado en el coreo institucional
de la Procuraduria General del Estado el 12 de junio de 2025, se formul6 la siguiente
consulta:

"1De conformidad con lo dispuesto en el artlculo 131 del Cddigo Tributario,
en concordancia con el art[culo I de la Resolucidn 08-2025, emitido por la Corte
Nacional de Justicia el26 de marzo de 2025, se puede inferir qae, en los casos
en que se inicie un procedimiento de determinacidn complementaria derivado
de una solicitud de pago indebido o pago en exceso, deberd suspenderse el
crilculo de los intereses contemplados en el articulo 22 del Cddigo Tributario,
por todo el perfodo que dure el ejercicio de la facultad determinodora de la
Administ rac idn T rib utaria ?'

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe juridico, signado como "ANEXO AL OFICIO No. NAC-DNJOGEC2S-
00000033 ", suscrito por el Director Nacional Juridico del Servicio de Rentas Internas (en

adelante ",SR1"), cit6 los articulos 226 de la Constituci6n de la Repriblica del Ecuadorr
(enadelante "CRE"); I delaLeydeCreaci6ndel SRI2(enadelante "LSRI");2L,68,69,
94,95, 122, 123,131 y 305 del C6digo Tributario3 (en adelante "CT");45 de la Ley de
R6gimen Tributario Internoa; articulo 1 de la Resoluci6n No. 08-2025 emitida por la Corte
Nacional de Justicia, 26 de marzo de 2025. Con base en los cuales se analiz6 y concluy6:

lCRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008: iltima reJorma publicada en el Tercer Suplemento del
Registro Oficial No. 377 de 25 de enero de 2021.
) LSN, publicada en el Registro Oficial No. 206 de 2 de diciembre de 1997; illtima rejorma publicada el 29 de noviembre de 2021.
3 CT, Codificacihn publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 38 de I 4 de junio de 2005; declarado como orgdnico por la
disposici6nfinal segunda de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.
242 de 29 de diciembre del 2007: tiltima rejorma publicada el 20 de diciembre de 2023.
a LRTI, Codrficaciin publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 463 de 17 de noviembre de 2004; tiltima reforma publicada
el l0 dejunio de 2025.

145



-
IIil

PlgC |,AOURIA GENERAL DE- EsrAoO
qtil]SL l:A tt iil.Al0l

I
r.
x
9

Edificio Amazonas Plaza
Av. Amazonas N39-125 y Arizaga

+593 2 2941300

www.pge.gob.ec

(oPGEcuador

Semicio de Renus Intenas
0008248-2025

Pdglno. 2

.r.i.,,
,, !. t

"2. Andlisis y criterio del consultante:

De conformidad con el Cddigo Tributario, los suietos pasivos cuyas

decloraciones de impuesto a la renta orrojen saldos o sufavor, pueden solicitar
la devoluciLn del impuesto mediante un reclomo de pago indebido, conforme lo
previsto en el articulo 123 y 305 del C0digo Tributario y 47 de la Ley de Rdgimen

Tributario Interno.

Cuando se confirme un saldo afavor del contribuyente por pagos indebidos o en

exceso, la Administraci1n Tributaria procederd con la devoluci6n de los montos
correspondientes, calculando los intereses desde lafecha de presentaci|n de la
solicitud de devoluci1n o del reclamo administrativo, conforme o lo establecido
en el artlculo 22 del Chdigo Tributario. (...).

Durante el proceso de devolucihn de retenciones, el Servicio de Rentas Internas
puede realizor una determinaci1n complementaria, que permite revisar hechos

no considerados o corregir informacihn inexacta, acorde al articulo 131 del
mismo Cddigo fiscal. Si se detectan inconsistencias, se suspende el trdmite de

devoluciLn de pago en exceso o reclamo administrativo de pago indebido y se

emite una orden de determinaci6n.

La suspensihn del trdmite interrumpe el plazo para la resolucidn de la petici1n
de devoluciiln de pago en exceso o reclamo administrativo de pago indebido, pero
una vez realizada lo determinaci1n complementaria, el proceso continila y los
plazos de reanudan hasta la emisiin de la resoluci1n definitiva.

Conforme el art{culo 47 de la Ley de Rdgimen Tributario Interno, los
contribuyentes tienen derecho a la devoluci6n de las retenciones en lafuente del
impuesto a la renta; y, conforme el articulo 22 del Cddigo Tributario, los valores
pagados en exceso o indebidamente, generan el cdlculo de intereses desde la

fecha de presentacidn de la peticidn (Enfasis pertenece al texto original).

( ..) Pero, si se considera que el tiempo que dure este procedimiento
complementario se continuardn (sic) generado intereses a tavor del sujeto
pasivo, se verifica la generaci1n de un incentivo nocivo para los intereses del
erario pilblico, en el cual, los sujetos pasivos presentan solicitudes de devoluci6n
sobre declaraciones con errores, puesto que, si lo Administraci1n procede a
determinar complementariamente, la devoluciin (en caso de ser procedente)
generaria un mayor valor de intereses por el tiempo transcuruido; y, en caso de

no efectuarse ese control, de todasformas esos errores repercutirdn en contra de

la recaudacihn tributaria.

De acuerdo con el artlculo 22 del C\digo Tributario: 'Los crdditos contra el
sujeto activo, por el pago de tributos en exceso o indebidamente, generardn el
interds equivalente a la tasa activa referencial para noventa dlas establecida por
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el Banco Central del Ecuador, (...) desde lafecha en que se presentd la respectiva
solicitud de devoluci1n del pago en exceso o del reclamo por pago indebido'.

Desde el punto de vista dogmdtico, el principio del derecho Nemo auditur
propriom turpitudinem allegans, que se traduce como 'nadie puede beneficiarse
de su propio error', debe ser considerado en este caso como una regla de
interpretaciin de la norma, por cuanto, en un Estodo de derechos y just'icia, debe
excluirse la posibilidad de que se pueda obtener un beneficio legal o de otro tipo
al aprovecharse de errores, negligencias o octos ilegales del propio solicitante.

Por otro lado, el art{culo I de la Resoluci1n 08-2025, emitida por la Corte
Nacional de Justicia, 26 de marzo de 2025, establece que, en el proceso de
determinaci6n complementaria, cuando se cumplan los supuestos del artfculo ] 3l
del Cddigo Tributario, el contribuyente serd notificado con la respectiva orden
de determinaci6n, para lo cual se dispone de un plazo de un afio. No obstante, si
falta menos de un afio para la caducidad de la facultad determinadora, esta se
interrumpird por un perfodo mdximo de un afio.

En este contexto, la interrupciLn de la caducidad de la facultad determinadora
debe detener tambiin el cdlculo de intereses mientras la Administraci1n
Tributaria ejerce dicha facultad, (...).

Debe considerarse que la norma que establece intereses afavor del sujeto pasivo
tiene por objetivo la diligencia y prontitud en la atencidn de este trdmite por
parte de la Administracidn tributaria, por lo que no deberia contabilizarse para
este propisito el tiempo en el cual la Administraci1n, de hecho, no puede ejecutar
acciones encaminadas a la atenci1n del trdmite de devoluci1n, como lo ha
dispuesto la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte
Nacional de Justicia mediante su resolucidn

En este mismo sentido, la Administracihn Tributaria considera que no deberla
generarse el pago de intereses mientras se lleva a cabo la determinqcihn
complementaria prevista en el ortfculo 131 del Chdigo Tributario, yo que la
atenciin de una peticiin de devolucihn se ejerce mediante la facultad resolutiva
mismq que le permite a la Administraciin atender una petici1n de pago indebido
o en exceso, pero la determinaci1n complementaria implica el ejercicio de la
facultad determinadora, mediante la cual se establece el hecho generador, el
sujeto obligado, la base imponible y la cuant[o del tributo, y distinta a lafacultad
resolutiva".

2.- Anilisis. -
El articulo 82 de la CRE establece el derecho a la seguridad juridica que se "fundamenta
en el respeto a la Constituci6n y en la existencia de normas jur[dicas previas, claras,
pilblicas y aplicodas por las autoridades competentes"; a la vez que el articulo 226
ibidem consagra el principio de legalidad en virtud del cual los servidores priblicos y las t
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una potestad estatal ejerceriin solamente las
atribuidas en la constituci6n y la ley.

En el 6mbito tributario. el primer inciso del articulo 300 de la CRE dispone que el r6gimen
tributario se regirii por los principios de "generalidad, progresividad, eficiencia,
simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia
recaudatoria", principios tambi6n previstos por el articulo 5 del CT.

Respecto de la reserva de ley en materia tributaria, el articulo 301 de la CRE prev6 que

s6lo por iniciativa de la Funcion Ejecutiva y "mediante ley sancionada por la Asamblea
Nacional se podrd establecer, modiftcar, exonerar o extinguir impuestos". (Enfasis

afladido)

Este principio se desarrolla tambi6n en el articulo 4 del CT que seflala: "Las leyes

tributarias determinardn el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuantia del
tributo o la forma de establecerla, las exenciones y deduccione.s", asf como "los

reclamos, recursos y demds materias reservadas a la ley que deban concederse
conforme a este Cddigo". (Enfasis afladido)

Desde esta perspectiva, debe subrayarse que el principio de reserva de ley exige que solo
mediante norrna legal se creen, modifiquen o extingan impuestos, sin perjuicio de que las

facultades relativas a la gesti6n tributaria que realizael SRI, se ejecuten conforme a dicha
norma.

En este sentido, el articulo 9 del CT dispone qure "corresponde al organismo que la ley
establezca y comprende las funciones de determinaci1n y recaudacihn de los tributos, osl
como la resoluci1n de las reclamaciones y absoluci6n de las consultas tributarias".
Complementariamente, el articulo 64 del CT establece que "La direcci1n de la
administraci1n tributaria, corresponde en el dmbito nacional, al Presidente de la
Repilblica, quien la ejercerd a travds de los organismos que la ley establezca".

En concordancia, el articulo 2 de la LSRI dispone que al SRI le compete, entre otras

facultades: "2. Efectuar la determinaci1n, recaudacihn y control de los tributos internos
del Estado (...)" y "4. Conoceryresolver las peticiones, reclamos, recursosy absolver
las consultas que se propongan, de conformidad con la Ley".

Por su parte, los deberes formales de los contribuyentes o responsables tributarios est6.n

determinados en el articulo 96 del CT, entre ellos se destacan: "d) Presentar las
declarociones que correspondan;" y, "e) Cumplir con los deberes especificos que la
respectiva ley tributaria establezca" .

En virtud de estas disposiciones, los contribuyentes realizan una autodeterminaci6n
tributaria contemplada en el articulo 89 del CT "(...) se efectuard mediante la
correspondiente declaraci1n que se presentard en el tiempo, en la forma y con los
requisitos que la ley o los reglamentos exijan, una vez que se configure el hecho
generador del tributo respectivo ", y sobre los efectos de dicha determinaci6n, afiade la
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misma disposici6n legal que " (...) es definitiva y vinculqnte para el sujeto pasivo, pero
se podrd rectificar los errores de hecho o de cdlculo en que se hubiere incurrido, dentro
del afio siguiente a la presentaciin de la declaraci1n, siempre que con anterioridad no
se hubiere establecido y notiJicado el eruor por la administracidn ". (Enfasis afladido)

En consecuencia, los errores de hecho o de c6lculo en las declaraciones pueden dar lugar
a reclamos por pagos indebidos o en exceso, conforme a los artfculos 122 y 123 del CT.
La Procuraduria General del Estado, mediante Oficio No. 10371, de 7 de febrero de2025,
ha seflalado lo siguiente:

" 2.3. Pago indebido y pago en exceso.-

El art[culo 2195 del Chdigo Civil, de manera general, establece respecto del pago
indebido que 'El que por error ha hecho un pago y prueba que no lo deb[a, tiene
derecho a repetir lo pagado'. Asimismo, el orticulo 2200 ibidem determina que 'El
que ha recibido dinero o cosa fungible que no se le debfa, estd obligado a la
restitucidn de otro tanto del mismo gdnero y calidad'.

Sobre la materia tributaria, los art{culos 122 y 123 del CT prescriben, en su orden,
que: 'Se considerard pag el que se realice por un tributo no establecido
legalmente o del que haya exenci1n por mandato legal; el efectuado sin que haya
nacido la respectiva obligaciin tributaria, conforme a los supuestos que configuran
el respectivo hecho generador.'; y, 'Se considerard Dogo en exceso aquel que
resulte en demas[a en relacidn con el valor aue debid pasarse al aplicar la tarifa
prevista en la ley sobre la respectiva base imponible'. (Enfasis corresponde al texto
original).

(...) En este sentido, es un derecho del sujeto pasivo de la obligaciin tributaria
segiln el art[culo 30.] numeral 13 del CT, 'obtener las devoluciones de imouestos
pagados indebidamente o en exceso que procedan conJbrme a la ley con los
intereses de mora previsto en este cddigo sin necesidad de que este illtimo se

solicitado expresamente'. (Enfasis coffesponde al texto original). Respecto de lo
anterior, el artlculo 305 y siguientes del CT establecen la forma de formular el
reclamo administrativo de pago indebido y la solicitud de pago en exceso,
admini s tr at iv a y j udi c i alme nt e.

Concordante, el artlculo I 15 del CT prevd que podrdn presentar reclamo quienes
se creyeren afectados, en todo o en parte, no solo por un acto determinativo o de
obligaciin tributaria, sino tambidn por la verificacihn de una declaraci1n, y
establece el plazo dentro del cual podrdn presentor su reclamo ante la autoridad
competente. "
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Con base en lo anterior, el articulo 131 del CTs faculta al SRI a realizar determinaciones
complementarias en el marco de un tr6mite de devoluci6n, con el fin de verificar hechos

omitidos o corregir informaci6n inexacta. Cuando se emite una orden de determinaci6n,
se suspende el triimite de devoluci6n y, consecuentemente, el plazo para emitir la
resoluci6n coffespondiente6. Una vez efectuada la determinaci6n complementaria, el
proceso continria y los plazos de reanudan hasta la emisi6n de la resoluci6n, "que se

referird al reclamo o peticiin inicial y contendrd el acto de determinaci6n
complementaria definitivo. El acto de determinaci1n complementaria s6lo podrd ser

objeto de impugnaci1n judicial con la resoluciLn de la peticiin o reclamo inicial".

De lo expuesto, se tiene que la facultad del SRI para realizar determinaciones
complementarias es una herramienta de control para verificar la informaci6n consignada
por el contribuyente, incorporar hechos no considerados y corregir informaci6n inexacta
dentro de un proceso de devoluci6n de tributos, a pedido del contribuyente.

Al efecto, a la fecha en que se ingres6 la consulta, se encontraba vigente el articulo 22 del
CT, que reconoce el pago de intereses a favor del contribuyente en los siguientes
t6rminos:

"ArL 22.- Intereses o corgo del sujeto activo.- Los crdditos contra el sujeto activo,
por el pago de tributos en exceso o indebidamente, generardn el interds
equivalente a la tasa activa referencial paro noventa dlas establecida por el
Banco Central del Ecuador, seftalado en el articulo anterior desde la fecha en

que se presenti la respectiva solicitud de devoluci6n del pago en exceso o del
reclamo por pago indebido.

Desde esta perspectiva, la devoluci6n de impuestos indebidamente pagados o en exceso
por el contribuyente, contemplaba el pago de intereses calculados desde la fecha de

solicitud o reclamo, hasta la emisi6n del acto administrativo, sin que -bajo el principio
de reserva de ley- el CT prescriba la suspensi6n de 6stos, durante el ejercicio de una
determinaci6n complementaria por parte del SRI.

5 La Corte Nacional de Justicid, declara como Precedente Jurisprudencial Obligotorio, el siguiente punto de derecho delerminaci6n

complementaria de la administracihn tribularia "La Administraci6n Tributaria, dentro de un reclomo administrativo contra un aclo
de determinaci6n, tiene Iafacultad de iniciar una determinaci6n complemenlaria - cuando se cumplan los supuestos del art. I 31 del
C6digo Tributario - en el plazo de un afto desde que se notifici al contibuyente con la determinacihn original. Si la Administraci6n
Tributaria notifca al contribuyente con la orden de determinacidn complementaria dentro del plazo antes seftalado, perofaltando
menos de un afto para que caduque dichafacultad, operara la interrupci6n de la caducidad, por el plazo mdximo de un afio contado

desde la notficacihn de la orden de determinacidn complementaria.". Resoluci6n de Triple Reiteraci1n No. 8, publicada en Registro

Oficial Suplemento 6l de l7 dejunio del 2025.
6 Resoluci6n 08-2025, de 26 de narzo de 2025 de la Corle Nacional de Justicia. " La Administraci6n Tributaria, dentro de un reclamo

administrativo contra un acto de determinaci'n, tiene la facttltad de iniciar una determinaci6n complen entaria -cuando se cumplan

los supuestos del art. l3l del Cddigo Tributario- en el plazo de un afio desde que se notifici al contribuyente con la delerminaci6n
original.
Si la Administraci6n Tributaria notifica al contribuyente con la orden de determinaci6n complemenlario dentro del plazo antes

seftalado, perofaltando menos de un afio para que caduque dichafaaltad, operard la interrupcihn de la caducidad, por el plazo

mdximo de un afio contado desde la notificacidn de la orden de determinaci6n complementaria."
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No obstante, con la publicaci6n de la Ley Orgrinica de lntegridad Priblica (en adelante,
"LOIP") en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 68, de 26 de junio de 2025, se

reform6 el articulo 22 del CT, cuyo nuevo texto establece:

"Art. 22.- Intereses a cargo del sujeto activo.- Los crdditos contra el sujeto activo,
por el pago de tributos en exceso o indebidamente, generardn ,el interds
equivalente al 50% de la tasa activa referencial para noventa dias establecida
por el Banco Central del Ecuador, seffalado en el art{culo anterior desde lafecha
en que se presentd la respectiva solicitud de devoluci1n del pago en exceso o del
reclamo por pago indebido, hasto la fecha de notfficacidn del respectivo acto
administrativo.

Cuando, estando en trdmite una solicitud de devolucihn de pago de tributos en
exceso o indebidamente, la Administracidn Tributaria suspende el procedimiento
para practicar un acto de determinacidn complementaria con base a lo previsto
en el artfculo ] 3I de este C6digo, no se computardn los intereses o cargo del
sujeto activo mientras dure esto suspensihn " (6nfasis afladido).

Esta reforma introdujo dos elementos juridicamente relevantes: a) establece que el inter6s
a favor del contribuyente ser6 equivalente al 50% de la tasa activa referencial para
noventa dias determinada por el Banco Central del Ecuador; y, b) dispone expresamente
que no se computariin intereses a favor del contribuyente durante el tiempo en que la
Administraci6n Tributaria practique una determinaci6n complementaria.

Tales disposiciones ser6n aplicables rinicamente a los trdmites ingresados a partir de la
entrada en vigor de la reforma legal.

En cuanto a la interpretaci6n de la ley tributaria, el articulo 13 del CT establece qne "Las
normas tributurias se interpretardn con arreglo a los mdtodos admitidos en Derecho,
teniendo en cuenta lostines de las mismas y su signiftcacidn econdmica", y las palabras
empleadas en la ley tributaria "se entenderdn conforme a su sentido juridico, tdcnico o
usuol, segiln proceda, a menos que se las haya definido expresamente". (lo subrayado
me coresponde). A su vez, el numeral 7 del articulo 3 de la Ley Orgdnica de Garantias
Jurisdiccionales y Control ConstitucionalT (en adelante " LOGJCC"), en armonia con el
numeral 1 del articulo 18 del C6digo Civil8, prev6n que "Cuando el sentido de la ley es
claro, no se desotenderd su tenor literal".

Finalmente, la resoluci 6n 08-2025 , de 26 de maruo de 2025, emitida por la Corte Nacional
de Justicia, en su artfculo I dispone que:

"Articulo l.- Declarar como precedente jurisprudencial obligatorio, el siguiente
punto de derecho: determinacidn complementaria de la administraci1n tributaria

7 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Ortcial No. 52 de 22 de octubre de 2009
8 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005.
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" La Administraciiln Tributaria, dentro de un reclamo administrativo contra un acto
de determinaci1n, tiene lafacultad de iniciar una determinacidn complementaria -
cuando se cumplan los supuestos del art. I3I del Chdigo Tributario- en el plazo de

un ofio desde que se notificd al contribuyente con la determinacidn original.

Si lo Administraci\n Tributaria notifica al contribuyente con la orden de

determinaci6n complementaria dentro del plazo qntes sefialado, pero faltando
menos de un afto para que caduque dicha facultad, operard la interuupcihn de la
caducidad, por el plazo mdximo de un afio contado desde la notificacihn de la orden
de de t erminac i6n c ompl e me ntar i a."

Asi, de la lectura de lo anterior se evidencia claramente que la resoluci6n trata de la
intemrpci6n de la caducidad, mas no de la intemrpcion del c6mputo de intereses.

De la normativa analizada, se desprende lo siguiente: i) en materia tributaria rige el
principio de reserva de ley, conforme al cual solo la ley puede establecer, modificar o
extinguir tributos, asi como regular aspectos sustantivos relacionados con el pago de

intereses por devoluciones indebidas o en exceso; ii) son deberes formales de los
contribuyentes, entre otros, presentar las declaraciones que colTespondan, a partir de las

cuales se efectfa la autodeterminaci6n de obligaciones tributarias, cuyo car6cter es

definitivo y vinculante para el sujeto pasivo, siendo susceptible de rectificaci6n
tnicamente en los tdrminos previstos por la ley; iii) la legislaci6n tributaria garantiza a

los contribuyentes mecanismos administrativos y judiciales para reclamar la devoluci6n
de pagos indebidos o en exceso, reconociendo el derecho al pago de intereses desde la
fecha de presentaci6n de la solicitud respectiva; iv) el articulo 22 del C6digo Tributario,
vigente al momento de ingreso de la presente consulta, no contemplaba disposici6n
alguna que permita suspender el cflculo de intereses a favor del contribuyente
durante el ejercicio de una determinacirin complementaria por parte del Servicio de
Rentas fnternas,'y, v) conla reforma introducida mediante la Ley Orgtinica de Integridad
Priblica, publicada el26 dejunio de2025, se modific6 el contenido del articulo22 del
C6digo Tributario, disponi6ndose que: a) el inter6s a favor del contribuyente ser6

equivalente al50 %o de la tasa activa referencial para noventa dias establecida por el Banco
Central del Ecuador, y b) no se computardn intereses durante el periodo en que la
Administraci6n Tributaria practique una determinaci6n complementaria, en los
t6rminos del articulo 131 del mismo cuerpo normativo; disposiciones que ser6n

aplicables rinicamente a los tr6mites ingresados con posterioridad ala entrada en vigor de

la referida reforma.

3. Pronunciamiento. -

Del anflisis juridico precedente, en atenci6n a su consulta, se concluye que en aplicaci6n
del principio de reserva de ley determinado en el articulo 4 del C6digo Tributario y los
articulos 13,22 -previa a la reforma del26 de junio de 2025-, 122 y 131 del mismo
cuerpo normativo, no se encuentra prevista una disposici6n legal que autorice la
suspensi6n del cilculo de intereses a favor del contribuyente durante el periodo en

que la Administraci6n Tributaria ejerza su facultad de determinaci6n
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complementaria, derivada de una solicitud de devoluci6n por pago indebido o en exceso.

Sin perjuicio de lo anterior, las solicitudes y reclamos de esta naturaleza que hayan sido
ingresados a partir del 26 de junio de 2025, fecha de entrada en vigor de la reforma
al articulo 22 del C6digo Tributario mediante la Ley Orginica de Integridad
Priblica, se regir6 por la nueva disposici6n legal, que establece expresamente la
suspensi6n del c6mputo de intereses durante el tiempo en que la Addrinistraci6n
Tributaria practique una determinaci6n complementaria, segfn lo previsto en el
articulo 131 del mismo cuerpo normativo.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administraci6n Pfblica y se limita a
la inteligencia y aplicaci6n general de normas juridicas. Su aplicaci6n a casos
institucionales especificos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de

Abg. Juan

DEL ESTADO
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Oficio No. 12506 
 
 
Quito, D.M., 29 de julio de 2025  
 
Ingeniero 
Luis Jonathan Toro Largacha 
Alcalde 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
MONTECRISTI 
Montecristi. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. 0362-2025-ALC-LJTL-GADMCM, de 28 de abril de 2025, ingresado en la 
Dirección Regional de la Procuraduría General del Estado en Manabí al día siguiente, se 
formuló la siguiente consulta: 
 

“¿La autorización del órgano legislativo para que el ejecutivo pueda aceptar 
conciliaciones conforme el artículo 331, letra j) del COOTAD, debe ser aplicada 
únicamente para las conciliaciones judiciales, o dicha autorización recае también en 
conciliaciones extrajudiciales?” 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:  
 
El informe jurídico No. 066-28-04-2025-CC-PSM-GADMCM, suscrito 2025 por el Procurador 
Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Montecristi (en 
adelante, “GADM Montecristi”), citó los artículos 1, 76, numeral 7 letra l), 82, 226, 227 y 425 
de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 1 del Código Civil2 ( en 
adelante, “CC”); 5, 9, 53, 54 letra f), 59, 60 letras a) y b), 331 letra j) del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización3 (en adelante, “COOTAD”); 49, 65, 
122 y 123 del Código Orgánico Administrativo4 (en adelante, “COA”). Con fundamento en los 
cuales analizó y concluyó: 
 

                                                
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 el 24 de junio de 2005. 
3 COOTAD, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
4 COA, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 26 de junio de 2025. 
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“III. ANÁLISIS JURÍDICO: 
 
(…) 
 
La administración municipal dentro de sus actividades administrativas tiene la 
prerrogativa jurídica de poder suscribir acuerdos extrajudiciales, verbigracia, por 
valores pendientes de pago con proveedores, contratistas, ex servidores públicos, etc. 
Estos instrumentos bilaterales tienen como fin que la administración pública pueda 
acceder a arreglos asequibles de pago para poder cumplir ciertas obligaciones 
económicas que se encuentran exigibles.  
 
Entre esos acuerdos se encuentran la transacción extrajudicial, la cual se entiende 
como aquella que se produce fuera de un proceso judicial, es decir, cuando existiendo 
algún conflicto de intereses, las partes de mutuo acuerdo, por sí mismas sin la 
intervención de un juzgador, llegan a una solución que la consta de un documento. Por 
tanto, el acta o documento en el que conste el acuerdo constituye título ejecutivo, de 
acuerdo con el Art. 347 número 7 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 
 
Así mismo las actas de mediación, de acuerdo a la Resolución No. 0311-2011 de la 
Corte Nacional de Justicia, la describe como: ‘El acto de mediación que tiene efecto de 
cosa juzgada, es decir, sin tratarse de una sentencia, en sí mismo, tiene un resultado sui 
generis, que es el que produce una sentencia dentro del proceso, en el que podría 
alegar que ya existe la ejecutoria y que ya pasó en autoridad de cosa juzgada’; 
reflejado en lo que se profesa en el Art. 347 numeral 3 del COGEP. 
 
Y, en esta misma línea argumentativa, también nos encontramos frente a las actas 
transaccionales, las cuales se conciben como acuerdos establecidos entre las partes 
dentro de un proceso judicial, generalmente en la audiencia preliminar o en la primera 
fase de la audiencia única, en la que la jueza o juez debe proponer o procurar una 
conciliación entre las partes, que de producirse constará en la respectiva acta que es 
aprobada por el juzgador. No obstante, también puede ocurrir que las partes lleguen a 
un acuerdo y pongan en conocimiento del juzgador, quien lo aprueba de ser 
procedente. Es decir, en este caso siempre existe la intervención del órgano 
jurisdiccional. Al haber sido producida dentro del proceso judicial, el Art. 363 numeral 
6 del COGEP le da el carácter de título de ejecución. 
 
De lo expuesto, se puede observar que, si bien es cierto, la administración tiene estas 
alternativas jurídicas para formalizar acuerdos con los administrados, la duda deviene 
del alcance del artículo 331, letra j) del COOTAD, mediante la cual, indica: (…) 
‘absolver posiciones, diferir el juramento decisorio, allanarse a la demanda o desistir 
de una planteada, y aceptar conciliaciones conforme a la ley sin previa autorización 
del órgano de legislación’. Como se puede leer, el artículo materia de interpretación 

155



 
 

 
 
 
 

MUNICIPIO DE MONTECRISTI 
02143-2025 

Página. 3 
 

 

desde su origen hace referencia a materias que acaecen del ámbito judicial, así, por 
ejemplo: ‘absolver posiciones, diferir juramento decisorio, allanarse o desistir de una 
demanda planteada’, fue pensado para las actividades que solamente pueden 
desarrollarse ante una controversia judicial. 
 
Es decir, el artículo en referencia ha sido pensado por el legislador ante un posible 
escenario que la administración municipal sea parte de un proceso que se encuentra 
judicializado. Por ello, es necesario acudir a las reglas de interpretación establecidas 
en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), 
a través de las cuales se busca la integración efectiva, la fuerza normativa y la 
adaptación teológica, entre otros. Este contenido agrupa una serie de métodos y reglas 
que pueden utilizarse individualmente o en conjunto, incluyendo dentro de ellos a la 
interpretación teológica, establecido en el Art. 3 numeral 6 (…).  
 
Por tanto, la interpretación teleológica es un método de interpretación jurídica que 
busca la finalidad o propósito que la norma persigue para determinar su significado y 
aplicación, en lugar de centrarse solo en el texto literal de la ley, este método considera 
el contexto, la razón de ser y el objetivo que el legislador pretendió alcanzar al 
establecer la norma. (…). 
 
Entonces, se puede entender que el fin del legislador en establecer que para aceptar 
conciliaciones conforme a la ley no se lo podrán realizar sin previa autorización del 
órgano de legislación de acuerdo al artículo 331, letra j) de COOTAD, fue pensado 
para controversias judiciales, y no podría interpretarse que el mismo tenga un alcance 
para los acuerdos no judiciales. 
 
IV.  PRONUNCIAMIENTO: 
 
(…) al tenor de lo expresado en el artículo 331 literal j) del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización -COOTAD- donde se indica: 
‘(…) absolver posiciones, diferir el juramento decisorio, allanarse a la demanda o 
desistir de una planteada, y aceptar conciliaciones conforme a la ley sin previa 
autorización del órgano de legislación’; que el mismo no es aplicable para asuntos 
extrajudiciales, por cuanto aquello deviene de la facultad del ejecutivo. Pues, el 
artículo en marras fue pensado por el legislador para actividades judiciales, por cuanto 
así se encuentra diseñado textualmente.” (El resaltado corresponde al texto original).  

 
Con el fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, mediante 
oficios No. 11484 y 11770, de 16 de mayo y 9 de junio de 2025, respectivamente, la 
Procuraduría General del Estado solicitó e insistió a la Asociación de Municipalidades 
Ecuatorianas (en adelante “AME”) que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia 
objeto de las consultas. Sin embargo, hasta la presente fecha, no se ha recibido respuestas por 
parte de dicha entidad. 
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2. Análisis. 
 
Con el propósito de facilitar el estudio de la consulta planteada, el presente análisis se estructura 
en los siguientes ejes temáticos: i) Mediación, conciliación extrajudicial, transacción y 
pronunciamientos previos; y, ii) Facultades y prohibiciones de los ejecutivos de los gobiernos 
autónomos descentralizados.  
 
2.1. Mediación, conciliación extrajudicial, transacción y pronunciamientos previos.– 
 
El artículo 43 de la Ley de Arbitraje y Mediación (en adelante, “LAM”) define a la mediación 
como: “un procedimiento de solución de conflictos por el cual las partes, asistidas por un 
tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario, que verse sobre materia 
transigible, de carácter extrajudicial y definitivo, que ponga fin al conflicto”. En 
complemento, el inciso tercero del artículo 44 de la misma ley dispone que “El Estado o las 
instituciones del sector público podrán someterse a mediación, a través del personero 
facultado para contratar a nombre de la institución respectiva. La facultad del personero 
podrá delegarse mediante poder” (énfasis añadido). 
 
En este contexto, el artículo 55 de la LAM señala: “La conciliación extrajudicial es un 
mecanismo alternativo para la solución de conflictos. Para efectos de la aplicación de esta 
Ley se entenderán a la mediación y la conciliación extrajudicial como sinónimos” (énfasis 
añadido) 
 
Por su parte, el artículo 190 de la CRE, en su inciso primero, “reconoce al arbitraje, la 
mediación y otros procedimientos alternativos para la solución de conflictos” que deben ser 
aplicados “con sujeción a la ley, en materias en las que por su naturaleza se pueda transigir” 
(énfasis añadido). 
 
En lo relativo a la figura de la transacción, el artículo 2348 del CC la define como: “un contrato 
en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente, o precaven un litigio 
eventual”; y, en su segundo inciso, aclara que “No es transacción el acto que sólo consiste en 
la renuncia de un derecho que no se disputa” (énfasis añadido). 
 
Sobre esta figura, la Procuraduría General del Estado, mediante oficio No. 17560, de 2 de 
agosto de 2022, analizó la aplicación de los artículos 1583, 2348 y 2349 del CC, así como del 
artículo 363 del COGEP, y concluyó lo siguiente: 
 

“2.3 La Transacción. – 
 
El numeral 4 del artículo 1583 del CC incluye a la transacción entre los modos de 
extinguir las obligaciones, en todo o en parte; y, el artículo 2348 del CC la define como 
un contrato en el que ‘las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente, o 
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precaven un litigio eventual’; en ese sentido, el segundo inciso del mismo artículo 
establece que ‘No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho 
que no se disputa’. Así, sobre la capacidad para transigir, el artículo 2349 ibídem 
ordena que ‘No puede transigir sino la persona capaz de disponer de los objetos 
comprendidos en la transacción’. 
 
Según Guillermo Cabanellas, el término ‘transigir’ es: ‘Concluir una transacción (v.), 
sobre lo que se estima justo, razonable o verdadero, para conciliar discrepancias, 
evitar un conflicto o poner término al suscitado; pero con la imprescindible 
circunstancia de que haya recíprocas concesiones y renuncias’ (el resaltado me 
corresponde). 
 
La Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia, sobre los 
requisitos específicos de la transacción, en sentencia No. 439-2006, manifestó lo 
siguiente:  
 

‘La transacción es un contrato y, por tanto su validez debe cumplir los 
requisitos que exige la ley por todo contrato: capacidad, consentimiento, objeto 
lícito, causa lícita. Pero, además debe reunir dos elementos propios: 1) La 
existencia o la eventualidad de un litigio.  (…) 2) Las partes se hacen 
concesiones recíprocas, celebradas extrajudicialmente’ (Énfasis añadido). 

 
Por su parte, el artículo 235 del COGEP prevé que la transacción válidamente 
celebrada ‘termina el proceso’, y los numerales 6 y 7 del artículo 363 ibídem 
contemplan a la transacción, judicial o extrajudicial, como un título de ejecución. Al 
respecto, la Corte Nacional ha manifestado que: 
 

‘De acuerdo con nuestra legislación los títulos ejecutivos son aquellos 
documentos que contienen una obligación de dar o hacer, pero que para su 
cumplimiento requieren se ejercite la acción ejecutiva ante un juez y el derecho 
sea declaro (sic) en sentencia; en cambio los títulos de ejecución permite (sic) a 
su titular ir directamente al trámite de ejecución ante un juez, sin necesidad de 
un juicio previo y de la sentencia. 
 
(…) Existe una contradicción entre estas normas pues por una parte el artículo 
347.7 del COGEP califica a la transacción extrajudicial como un título 
ejecutivo, en cambio el artículo 363.7 del mismo Código, lo define como un 
título de ejecución. 
 
La regla No. 20 del Art. 7 del Código Civil establece las leyes concernientes a 
la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecerán sobre las anteriores 
desde el momento en que empiezan a regir. 
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En este caso, si la intensión (sic) del legislador fue que el acta transaccional 
constituya un título de ejecución y en tal sentido se expidió la reforma, 
entonces prevalece la disposición del artículo 363.7 del COGEP’5 (…). 

 
De lo expuesto se desprende que la transacción, al ser un contrato bilateral, conlleva, 
necesariamente, que exista una controversia o relación dudosa entre las partes y que 
respecto de las mismas se hagan “concesiones recíprocas” debidamente identificadas. 
La transacción es judicial, cuando pone fin a un proceso judicial en curso, y 
extrajudicial, cuando tiene como finalidad solucionar una controversia y prevenir que 
derive en un conflicto judicial, es un modo de extinguir obligaciones y válidamente 
celebrada constituye un título de ejecución, que permite a su titular impulsar 
directamente su ejecución ante un juez, sin necesidad de un juicio previo y de sentencia. 
(…) 
 
2.4 Autorización del Procurador General del Estado para transigir. – 
 
(…) De lo expuesto se aprecia que, los artículos 5, letra f) y 12 de la LOPGE6, que se 
refieren a la autorización del Procurador General del Estado que las entidades del 
sector público requieren para transigir, se refieren tanto a las transacciones 
judiciales como extrajudiciales, sin distinción de materia, y en cuanto a su ámbito 
subjetivo de aplicación esas normas establecen una excepción que se aplica, 
exclusivamente, a los organismos del régimen seccional autónomo.”(Énfasis 
añadido). 

 
Este criterio fue reiterado en el oficio No. 19668, de 2 de agosto de 2022, en el que se analiza la 
transacción y la naturaleza jurídica de la mediación a la luz de los artículos 43, 44 y 47 de la 
LAM, y 1583 y 2349 del CC, concluyéndose lo siguiente: 
 

“2.1. La mediación y su naturaleza. - 
 
(…) 
 

                                                
5https://www.cortenacional.gob.ec/cnj/images/pdf/consultas_absueltas/No_Penales/Civil/83.pdf (Criterio no vinculante de la 
Presidencia de la Corte Nacional de Justicia). 
6 Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado (LOPGE), codificación publicada en el Registro Oficial No. 312 de 13 de 
abril de 2004. “Art. 5. Del ejercicio del patrocinio del Estado. - Para el ejercicio del patrocinio del Estado, el Procurador General 
del Estado está facultado para: (…) f) Autorizar a las máximas autoridades de los organismos y entidades del sector público, previo 
informe favorable del procurador o asesor jurídico respectivo, para desistir o transigir del pleito, cuando la cuantía de la 
controversia sea indeterminada o superior a veinte mil dólares de los Estados Unidos de América; y, (…)”. 
“Art. 12. De la transacción y el desistimiento.- Los organismos y entidades del sector público, con personería jurídica, podrán 
transigir o desistir del pleito, en las causas en las que intervienen como actor o demandado, para lo cual deberán previamente 
obtener la autorización del Procurador General del Estado, cuando la cuantía de la controversia sea indeterminada o superior a 
veinte mil dólares de los Estados Unidos de América. Los organismos del régimen seccional autónomo no requerirán dicha 
autorización, pero se someterán a las formalidades establecidas en las respectivas leyes. 
En los organismos y entidades del sector público que carezcan de personería jurídica, el Procurador General del Estado está 
facultado para transigir o desistir del pleito, en las causas en las que interviniere como actor o demandado, en representación de 
dichos organismos y entidades, siempre y cuando dichas actuaciones se produzcan en defensa del patrimonio nacional y del interés 
público”. 
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De lo manifestado se observa que: i) la mediación constituye un procedimiento 
alternativo para la solución de conflictos en el que las partes procuran un acuerdo 
voluntario, que verse sobre materia transigible; ii) el Estado o las instituciones del 
sector público pueden someterse a mediación a través del personero facultado para 
contratar a nombre de la institución respectiva; iii) el procedimiento de mediación 
concluye con la firma de un acta en la que conste el acuerdo total o parcial, o en su 
defecto, la imposibilidad de lograrlo; y, iv) el acta de mediación que contenga el 
acuerdo tiene efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada (énfasis añadido). 
 
2.2. La transacción tributaria. -  
 
(…) 
 
De lo expuesto se desprende que: i) la transacción, al ser un contrato bilateral, 
conlleva necesariamente que exista una controversia o relación dudosa entre las partes 
y que ellas se hagan ‘concesiones recíprocas’ debidamente identificadas. Igualmente, 
para que exista transacción tributaria debe haber concesiones recíprocas entre las 
partes. En tal virtud, la aplicación de la ley por la administración tributaria o el 
cumplimiento de obligaciones, en tanto no implique una concesión recíproca no 
constituye transacción; (…)”. 

 
Finalmente, el pronunciamiento contenido en el oficio No. 20719, de 17 de octubre de 2022, 
reitera que: 
 

“De lo expuesto se observa que: i) la mediación es un procedimiento alternativo para 
la solución de conflictos en el que las partes procuran un acuerdo voluntario, que verse 
sobre materia transigible; ii) la transacción, al ser un contrato bilateral, implica que 
exista una controversia o relación dudosa entre las partes y que, para prevenir un 
litigio o ponerle fin ellas se hagan ‘concesiones recíprocas’ debidamente identificadas; 
y, iii) la aplicación de la ley o el cumplimiento de obligaciones, en cuanto no implique 
una concesión recíproca no constituye transacción. 
 
(…) 
 
Respecto de su primera consulta se concluye que, de acuerdo con el artículo 302 de la 
Ley de Seguridad Social, en los procesos sujetos a mediación el Consejo Directivo del 
IESS debe autorizar al Director General o al Director Provincial, según el caso, 
cuando se configure una transacción, esto es cuando se verifique que en el acuerdo 
que surja del proceso existen concesiones recíprocas entre las partes.” (énfasis me 
corresponde). 
 

De lo expuesto, se desprende que: i) la transacción, es un contrato bilateral, judicial o 
extrajudicial, que extingue obligaciones mediante concesiones recíprocas y puede constituir un 
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título de ejecución; ii) son procedimientos alternativos para la solución de conflictos válidos en 
el sector público, siempre que versen sobre materias transigibles y generen acuerdos válidos 
 
2.2. Facultades y prohibiciones de los ejecutivos de los gobiernos autónomos 
descentralizados. 
 
 
El artículo 9 del COOTAD determina que la facultad ejecutiva de los gobiernos autónomos 
descentralizados (en adelante, “GAD”) comprende: “el ejercicio de potestades públicas 
privativas de naturaleza administrativa bajo responsabilidad de gobernadores o gobernadoras 
regionales, prefectos o prefectas, alcaldes o alcaldesas cantonales o metropolitanos y 
presidentes o presidentas de juntas parroquiales rurales”. 
 
En cuanto a la distribución de funciones dentro de los GAD, el artículo 29 del mismo cuerpo 
normativo señala que estas se agrupan en tres categorías: 
 
           “a) De legislación, normatividad y fiscalización; 

b) De ejecución y administración; y, 
c) De participación ciudadana y control social.” 

  
Por su parte, el artículo 331 del COOTAD enumera de forma expresa las prohibiciones 
aplicables a los ejecutivos de los GAD, así como a quienes ejerzan dichas funciones en calidad 
de reemplazo. Entre las principales restricciones se encuentran las siguientes: 
 

“a) Arrogarse atribuciones que la Constitución o la ley no le confieran; (…) 
j) Absolver posiciones, deferir el juramento decisorio, allanarse a la demanda o desistir 
de una planteada, y aceptar conciliaciones conforme a la ley sin previa autorización 
del órgano de legislación; 
k) Todo cuanto le está prohibido al órgano normativo y a sus miembros, siempre y 
cuando tenga aplicación; (…)” (El resaltado me corresponde). 

 
En el caso de los GAD municipales, los artículos 56 y 57 del COOTAD disponen que el concejo 
municipal constituye “el órgano de legislación y fiscalización”, y está integrado por el alcalde y 
los concejales elegidos por votación popular. Entre sus atribuciones señala:  
 

“(…) d) Expedir acuerdos o resoluciones, en el ámbito de competencia del gobierno 
autónomo descentralizado municipal, para regular temas institucionales específicos o 
reconocer derechos particulares; 
(…) t) Conocer y resolver los asuntos que le sean sometidos a su conocimiento por 
parte del alcalde o alcaldesa;  
(…) cc) Las demás previstas en la Ley”. 
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Por su parte, el artículo 47 del COA, en cuanto a la representación legal de las administraciones 
públicas, señala que la máxima autoridad administrativa “ejerce su representación para 
intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia”. Y 
aclara expresamente que “Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un 
órgano o entidad superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley” (énfasis 
añadido). 
 
En este contexto, es importante considerar que el numeral 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional7 (en adelante, “LOGJCC”), en armonía con 
el numeral 1 del artículo 18 del CC8, prevé que: “Cuando el sentido de la ley es claro, no se 
desatenderá su tenor literal”. De igual forma, el numeral 5 del artículo 3 de la LOGJCC añade 
que las normas jurídicas deben ser entendidas “a partir del contexto general del texto 
normativo, para lograr entre todas las disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y 
armonía”. 
 
De lo expuesto, se desprende que: i) el COOTAD prohíbe de manera expresa a los ejecutivos de 
los GAD aceptar conciliaciones conforme a la ley sin autorización previa del órgano legislativo, 
que en el caso de los GAD municipales corresponde al Concejo Municipal; y, ii) esta 
prohibición debe ser interpretada en el marco de la distribución funcional interna del GAD, 
respetando las competencias exclusivas de cada función, y observando el tenor literal de la 
norma, que resulta claro y no admite excepciones implícitas. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
En atención a los términos de la consulta, y de conformidad con la prohibición establecida en el 
literal j) del artículo 331 del COOTAD, se concluye que los ejecutivos de los gobiernos 
autónomos descentralizados no pueden aceptar conciliaciones – tantos judiciales como 
extrajudiciales – sin autorización previa del órgano legislativo correspondiente. 
 
El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, 
siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a casos 
institucionales específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
  

                                                
7 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
8 CC, “Art. 18 (…) 1. Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu”. 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Oficio No. 12525 
 
 
Quito D.M., 30 de julio de 2025 
 
 
Señor 
Aquiles Álvarez Henriques 
Alcalde 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
GUAYAQUIL  
Guayaquil. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio AG-AAA-2025-03923, de 15 de julio de 2025, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado al siguiente día, se formularon las 
siguientes consultas: 
 

¿Corresponde que una entidad contratante apruebe la fusión de una 
contratista suya, involucrada en un proceso de fusión por absorción en el que 
tanto las compañías absorbidas como la absorbente tienen y tendrán, antes y 
después de la fusión, a una misma accionista única y, por lo tanto, no se 
generará ningún cambio en la estructura de propiedad accionaria que 
represente el 25% del capital social, requisito este último exigido por el 
Artículo 319.2 de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de 
Contratación Pública para que opere la necesidad de autorización por parte de 
la entidad contratante, aun cuando la compañía absorbente tenga una razón 
social y RUC diferentes de las contratistas absorbidas, o si, en caso de fusiones 
con las características descritas, bastaría simplemente con la notificación que 
efectúe la contratista o la compañía absorbente a la entidad contratante?  
 
2. ¿Si una compañía ya adjudicada en un proceso de contratación pública, 
previo a la suscripción del contrato u orden de compra fuese absorbida por 
una tercera compañía en un proceso de fusión, sin que, al final de la 
operación de fusión se presente absolutamente ningún cambio en la estructura 
de propiedad que tenía la compañía adjudicada al momento de la 
adjudicación, respecto de la estructura de propiedad de la compañía 
absorbente resultante de la fusión, podría la entidad contratante, al amparo de 
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lo establecido en el Art. 343 de la Ley de Compañías, suscribir el contrato u 
orden de compra adjudicado a la compañía absorbida, con la compañía 
absorbente resultante de la fusión siempre que esta conserve exactamente la 
misma estructura de propiedad que la compañía adjudicataria absorbida, aun 
cuando la compañía absorbente tenga una razón social y ruc diferentes?  

 
3. ¿Podría la entidad contratante recibir facturas, suscribir actas de entrega 
recepción y efectuar los pagos a la compañía absorbente de una compañía 
contratista, en procesos de fusión en los que, la estructura de propiedad 
resultante de la compañía absorbente sea exactamente la misma que tenía la 
compañía contratista absorbida, aunque la compañía absorbente tenga una 
razón social y ruc distintos a los de la compañía contratista absorbida, lo 
anterior al amparo de lo establecido en el Art. 343 de la Ley de Compañías en 
virtud del cual las compañías absorbentes subrogan automáticamente a las 
compañías absorbidas en todos sus derechos y obligaciones contractuales y 
extracontractuales? 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:  
 
1. Antecedentes.  
 
El informe jurídico contenido en oficio No. DAJ-2025-4897, de 15 de julio de 2025, 
suscrito por el Procurador Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 
de Guayaquil  (en adelante “GADM Guayaquil”), citó como fundamento los artículos 
322 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 78 de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública2 (en adelante “LOSNCP”), 319 
de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública3  (en adelante 
“Normativa Secundaria SNCP”), 343 de la Ley de Compañías4 (en adelante “LC”), a 
partir de los cuales desarrolló el siguiente análisis y concluyó: 
 

“III.- CRITERIO JURÍDICO DE LA PROCURADURÍA SÍNDICA 
MUNICIPAL  

 
El Artículo 78 de la LOSNCP prohíbe a los contratistas la cesión de derechos y 
obligaciones emanados de los contratos públicos. Esta prohibición podría verse 

                                                
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 del 4 de agosto de 2008 
3 NSSNCPPublicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 367 de 3 de agosto de 2023 
4 LC, publicada en el Registro Oficial No. 312 de 5 de noviembre de 1999 
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burlada si un contratista persona jurídica realiza un cambio en su estructura de 
propiedad al transferir acciones (o los derechos representativos de capital que 
correspondan según el tipo de persona jurídica) a un tercero, lo que implicaría 
una cesión indirecta del contrato.  
 
De ahí que el artículo 319 de la NSSNCP establezca la obligatoriedad de 
incorporar en los contratos públicos, como causales de terminación unilateral y 
anticipada, la falta de notificación de la transferencia, cesión, enajenación de 
las acciones, participaciones, o en general de cualquier cambio en la estructura 
de propiedad de los contratistas.  

 
Además, este artículo establece que, si la tradición de acciones (ya sea que se 
realice a través de transferencia, cesión, capitalización, fusión, absorción, 
transformación o cualquier otra forma), representa el 25% del capital del 
contratista, la entidad contratante no solo debe ser notificada de la 
transferencia sino que además tiene que aprobarla, por cuanto, claramente, 
podría vulnerarse, de forma indirecta, la prohibición de cesión de los contratos 
públicos establecida en el Artículo 78 de la LOSNCP, al cambiar la estructura 
de propiedad del contratista.  
 
En aquellos casos de fusiones en los que, al final de dichos procesos, no exista 
un cambio en la estructura de propiedad de la compañía absorbente (o 
resultante de la fusión) respecto de la estructura de propiedad de las compañías 
contratistas absorbidas, dado que la compañía absorbente subsistente seguirá 
teniendo como accionistas exactamente a los mismos accionistas de las 
compañías contratistas absorbidas, sin que haya absolutamente ningún cambio 
en la estructura de propiedad, no se vulneraría la prohibición del Artículo 78 de 
la LOSNCP.  
 
Más aún cuando en virtud del Artículo 343 de la Ley de Compañías, la 
compañía absorbente, por el ministerio de la ley, subroga automáticamente en 
los derechos y obligaciones contractuales y extracontractuales de las compañías 
absorbidas en el ejercicio de su actividad empresarial.  

 
En atención a los antecedentes documentados, el marco normativo vigente y el 
análisis técnico-jurídico efectuado, la Procuraduría Síndica Municipal del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Guayaquil emite el criterio 
institucional, en el sentido de que, en casos de fusiones en las que, luego de 
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perfeccionada la fusión, la estructura de propiedad de las compañías 
contratistas absorbidas, previo a la fusión, continúe siendo exactamente igual 
en la compañía absorbente (o resultante de la fusión), no resulta jurídicamente 
procedente que la M.I. Municipalidad de Guayaquil deba aplicar lo 
establecido en el Artículo 319 numeral 2 de la NSSNCP, esto es, que deba 
autorizar la fusión, por cuanto los accionistas de las compañías involucradas en 
la fusión, seguirían siendo exactamente los mismos en la compañía absorbente 
luego de perfeccionada la fusión, sin que salga o se incorpore ningún nuevo 
accionista y, en consecuencia, no habría ningún cambio en la estructura de 
propiedad del grupo empresarial que represente un 25% del capital social (tal 
como lo exige el Art. 319.2 de la NSSNCP) que pueda implicar una violación a 
la prohibición de cesión de los contratos prevista en el Artículo 78 de la 
LOSNCP.  
 
(…) De la misma manera, en aquellos casos en los que un procedimiento 
precontractual se hubiese iniciado con una compañía oferente que, luego de 
adjudicada, pero antes de suscrito el contrato u orden de compra, llegase 
fusionarse por absorción con una tercera compañía que sea la que subsista al 
proceso de fusión, sin que como consecuencia de dicho proceso de fusión se 
produzca ningún cambio en la estructura de propiedad de la compañía 
absorbente con relación a la estructura de propiedad que tenía la compañía 
adjudicataria al momento de la adjudicación, la compañía absorbente 
resultante de la fusión, aunque tenga una razón social y RUC distintos, podría 
perfectamente suscribir el contrato o la orden de compra, en lugar de la 
compañía adjudicataria, por cuanto el artículo 343 de la Ley de Compañías 
establece que la compañía absorbente subroga automáticamente los derechos y 
obligaciones contractuales y extracontractuales de las compañías absorbidas en 
el ejercicio de su actividad empresarial, lo cual no excluye a los procesos de 
contratación pública.  
 
Y con el mismo fundamento del artículo 343 de la Ley de Compañías, aunque la 
compañía absorbente tenga una razón social y RUC distintos de los de las 
contratistas absorbidas, sí podría esta emitir las facturas, firmar las actas de 
entrega recepción y recibir los pagos correspondientes al contrato por ser la 
compañía absorbente la que, automáticamente y por el ministerio de la ley, 
subroga en todos los derechos y obligaciones, contractuales y 
extracontractuales, a las compañías absorbidas, sin necesidad de aprobación 
alguna previa de la fusión; en fusiones en las que luego de perfeccionada la 
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misma, la estructura de propiedad de las compañías contratistas absorbidas, 
previo a la fusión, continúe siendo exactamente la misma en la compañía 
absorbente (o resultante de la fusión) porque en este caso no se produce la 
cesión indirecta del contrato”. 

 
Con el propósito de contar con mayores elementos de análisis para atender la consulta 
planteada, mediante oficios Nos. 12394 y 12395, de 18 de julio de 2025, la Procuraduría 
General del Estado solicitó al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, 
“SERCOP”) y a la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros (en adelante, 
“SCVS”) la emisión de su respectivo criterio jurídico institucional sobre la materia. Sin 
embargo, hasta la presente fecha, dichos requerimientos no fueron atendidos. 
 
2. Análisis. 
 
Para facilitar el análisis del tema consultado es necesario referirse a los siguientes 
puntos: 
 

1. Fusión de compañías y sus efectos jurídicos; y,  
2. Efectos de la fusión en materia de contratación pública. 
 

2.1. Fusión de compañías y sus efectos jurídicos. - 
 

La fusión es un procedimiento de concentración societaria definida por Guillermo 
Cabanellas de las Cuevas5 en los siguientes términos: 
 

“La fusión supone así una pluralidad de sociedades preexistentes, que combinan 
su patrimonio formando una única sociedad. 
 
Cuando mediante la fusión se constituye una nueva sociedad, se habla de fusión 
propia, por creación, por constitución, por consolidación o por amalgama (…). 
 
Cuando en la fusión una sociedad preexistente absorbe a otra, se habla de 
fusión por absorción, y también de fusión impropia o por incorporación. La 
sociedad absorbente se denomina incorporante y la absorbida, incorporada. 
 

                                                
5 Enciclopedia “Derecho Societario”, Parte General, Tomo 11, Editorial Heliasta; Buenos Aires, 2008, Pág. 81. 
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Se habla también de sociedades fusionantes para referirse a las preexistentes 
que participan de la fusión, y de sociedad fusionaria respecto de la resultante de 
la fusión (…)”. 

 
En relación con dicho concepto, el artículo 337 de la Ley de Compañías (LC) determina 
que la fusión de compañías se produce: “a) Cuando dos o más compañías se unen para 
formar una nueva que les sucede en sus derechos y obligaciones; y, b) Cuando una o 
más compañías son absorbidas por otra que continúa subsistiendo”.  
 
En el caso que nos ocupa, para que opere la fusión por absorción, el artículo 338 de la 
LC dispone que: “Si la fusión hubiere de resultar de la absorción de una o más 
compañías por otra compañía existente, ésta adquirirá en la misma forma los 
patrimonios de la o de las compañías absorbidas, aumentando en su caso el capital 
social en la cuantía que proceda”. 
 
En cuanto a la distribución de capital, la norma añade que: “Los socios o accionistas de 
las compañías extinguidas participarán en la nueva compañía o en la compañía 
absorbente, según los casos, recibiendo un número de acciones o adquiriendo 
derecho de cuota de capital por un valor proporcional a sus respectivas 
participaciones en aquellas”. 
 
Respecto de las formalidades que rigen el procedimiento de fusión, el artículo 336 de la 
LC dispone que “El aumento o disminución de capital, la prórroga del contrato social, 
la transformación, fusión, (…) se sujetarán a las solemnidades establecidas por la Ley 
para la fundación de la compañía según su especie”.  
 
De igual forma, el artículo 342 ibídem señala: “La fusión de compañías será aprobada 
por la Superintendencia conforme al Art. 340 en todos los casos en que alguna de las 
compañías que se fusionen o la nueva compañía sea de responsabilidad limitada, 
anónima, en comandita por acciones o de economía mixta”. Este requisito se encuentra 
reforzado por la Disposición General Cuarta de la misma ley, que exige resolución 
aprobatoria de la SCVS para que los actos societarios de fusión puedan inscribirse en el 
Registro Mercantil. 
 
En particular, el artículo 344.1 de la LC contempla un régimen simplificado para ciertos 
casos: 

                                                
6 Incluida Fe de Erratas, publicada en Registro Oficial No. 326 de 25 de noviembre de 1999; inciso primero reformado e inciso 
segundo derogado por Artículo 9 de Ley publicada en Registro Oficial Suplemento 347 de 10 de Diciembre del 2020 
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 “Art. 344.1.- Absorción de sociedad íntegramente participada.- Cuando la 
sociedad absorbente fuera titular de todas las acciones o participaciones 
sociales en que se divida el capital de la sociedad o sociedades absorbidas, o 
cuando las sociedades absorbida y absorbente estén participadas, directa o 
indirectamente, por el mismo socio o accionista, la operación podrá realizarse 
mediante determinación adoptada por los representantes legales o por las 
juntas directivas de la sociedad absorbente y sin la aprobación de la fusión por 
la junta general de la sociedad o sociedades absorbidas. En este caso, no será 
necesario aumentar el capital social de la sociedad absorbente, dado que existe 
una amortización completa de las acciones o participaciones de la sociedad 
absorbida.” (énfasis añadido). 

 
En virtud de lo antes manifestado, la compañía absorbida cesa su existencia como 
persona jurídica, mientras que la absorbente conserva la suya, incorporando el 
patrimonio - activos, pasivos y relaciones contractuales- de la compañía disuelta. Todo 
ello, sin necesidad de un proceso de liquidación. 
 
Al respecto, Cabanellas7 comenta los efectos de la fusión en los siguientes términos: 
 

“En ciertos casos las sociedades fusionantes se disuelven sin liquidarse, para 
constituir una nueva sociedad, y en otros, una sociedad ya existente incorpora a 
otra u otras que, sin liquidarse, son disueltas. La nueva sociedad o la 
incorporante adquiere la titularidad de derechos y las obligaciones de las 
sociedades disueltas, produciéndose la transferencia total de sus respectivos 
patrimonios al inscribirse en el Registro Público de Comercio el acuerdo 
definitivo de fusión, y el contrato o estatuto de la nueva sociedad o el aumento 
de capital que hubiere tenido que efectuar la incorporante.  
 
(…) Por otra parte, no hay liquidación del patrimonio de la sociedad disuelta, 
sino que éste se transfiere en bloque a la sociedad fusionaria. 
 
(…) la fusionaria adquiere los activos y pasivos de las fusionantes en el mismo 
estado jurídico que tenían en cabeza de éstas. No se modifica el monto, 
identidad, naturaleza o contenido de tales activos o pasivos, salvo en los casos 
especiales (…)”. 

 
                                                
7 Enciclopedia “Derecho Societario”, Parte General, Tomo 11, Editorial Heliasta; Buenos Aires, 2008, Pág. 387-388 y 398. 
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Por su parte, el inciso tercero del artículo 343 de la LC dispone expresamente: “(…) la 
compañía absorbente subrogará automáticamente los derechos y obligaciones 
contractuales y extracontractuales de las compañías absorbidas en el ejercicio de su 
actividad empresarial. Similar disposición será aplicable sobre cualquier título 
habilitante, licencia, títulos de propiedad permiso de operación u otra autorización 
(…)”. 
 
Como se observa, la LC ha previsto expresamente que, en el caso de fusión por 
absorción, la compañía absorbente subroga todos los derechos y obligaciones de las 
compañías absorbidas y, en consecuencia, se hace responsable de sus obligaciones y 
derechos contractuales y extracontractuales, y adquiere también todos los títulos 
habilitantes, licencias, permisos de operación y demás derechos que le correspondían a 
las compañías absorbidas. 
 
Cabe precisar que la subrogación legal prevista en el artículo 343 de la Ley de 
Compañías, si bien opera de pleno derecho en virtud de la fusión por absorción, no 
exime a la compañía absorbente del cumplimiento de las obligaciones, condiciones, 
restricciones y prohibiciones derivadas de los contratos públicos que le sean 
transferidos. Así, de conformidad con el artículo 5 de la LOSNCP, los contratos deben 
ejecutarse de manera que se garantice la debida protección del interés público, siendo 
obligación del nuevo titular contractual – en este caso, la absorbente – respetar 
íntegramente las condiciones técnicas, legales y económicas originalmente pactadas. 
 
De la normativa analizada, se desprende lo siguiente: i) la fusión de compañías se 
produce: cuando dos o más compañías se unen para formar una nueva o, cuando una o 
más compañías son absorbidas por otra que continúa subsistiendo (fusión por 
absorción); ii) en la fusión por absorción, la compañía absorbente adquiere los 
patrimonios de las absorbidas, incrementando su capital en la medida correspondiente; 
iii) si la absorbente es titular de la totalidad del capital de la absorbida, la fusión puede 
realizarse sin aprobación de la junta general de esta última ni aumento de capital; iv) 
como efecto de la fusión, la compañía absorbente subroga automáticamente los 
derechos y obligaciones contractuales y extracontractuales de las compañías absorbidas 
en el ejercicio de su actividad empresarial, entre otros títulos habilitantes como 
permisos y licencias; y, v) la fusión está sujeta a solemnidades, entre las que se 
encuentra la obtención de una resolución aprobatoria de la SCVS, previo a su 
inscripción en el Registro Mercantil. 
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2.2. Carácter de los contratos administrativos y sus limitaciones en contratación 
pública. 

 
La normativa sobre contratación pública, cuya norma especializada es la Ley Orgánica 
del Servicio Nacional de Contratación Pública (LOSNCP), prevé en su artículo 4 que 
para la aplicación de dicho cuerpo legal y de los contratos que de ella se deriven, se 
observarán los principios de concurrencia, igualdad, sostenibilidad, simplificación, 
transparencia, integridad y mejor valor por dinero, además de los previstos en el COA y 
otra normativa aplicable. 
 
El artículo 21 de la referida norma establece que el Portal de Compras Públicas 
constituye la plataforma oficial y obligatoria para todas las actuaciones de contratación 
pública en el Ecuador, tanto para las entidades contratantes como para los proveedores, 
administrado por el SERCOP. Asimismo, señala que dicho portal es el único medio 
habilitado para llevar a cabo los procedimientos electrónicos de contratación pública, 
conforme a la Ley y su Reglamento. 
 
El artículo 27 de la misma ley prevé que los modelos y formatos de documentos 
precontractuales, así como la documentación mínima requerida para realizar un 
procedimiento precontractual o contractual, son de uso obligatorio y deben ser 
elaborados por el SERCOP. 
 
Por su parte, el artículo 31 de la LOSNCP dispone que los pliegos deben contener “toda 
la información técnica, económica y legal requerida en un proceso como planos, 
estudios, especificaciones técnicas, condiciones económicas, legales y contractuales”. 
 
Estos pliegos constituyen, por lo tanto, los parámetros de evaluación de las ofertas. En 
relación con ello, el artículo 56.2 del Reglamento General de Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública8 (en adelante “RGLOSNCP”) indica: 
 

“Art. 56.2.- Parámetros de Evaluación.- Las entidades contratantes deberán 
seleccionar los parámetros de evaluación, de conformidad con lo establecido en 
los modelos obligatorios de pliegos, pudiendo definir adicionalmente otros que 
respondan a la necesidad, naturaleza y objeto de cada procedimiento de 
contratación; los que serán analizados y evaluados al momento de la 
calificación de las ofertas” (énfasis añadido). 

                                                
8 RGLOSNCP, expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 458, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 87 de 
20 de junio de 2022; última reforma publicada el 23 de julio de 2025. 
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Una vez calificadas las ofertas presentadas y “verificado el cumplimiento de todos los 
parámetros objetivos de evaluación y demás condiciones establecidas en los pliegos”, 
la máxima autoridad o su delegado “adjudicará el contrato, al oferente cuya propuesta 
represente el mejor costo, de acuerdo con lo definido en esta Ley y su Reglamento” 
(énfasis añadido), según el artículo 32 de la LOSNCP. 
 
En consecuencia, todo procedimiento de contratación pública se rige por los pliegos 
correspondientes, y los oferentes deben acreditar el cumplimiento de los requisitos 
técnicos, jurídicos y económicos allí establecidos. La verificación de estas condiciones 
corresponde a la Comisión Técnica o al delegado de la máxima autoridad9 designado 
para el efecto, siendo adjudicatario únicamente aquel proveedor que demuestre cumplir 
con todas las exigencias del procedimiento. 
 
Una vez adjudicado el proceso, procederá la suscripción de un contrato, conforme lo 
establece el Art. 138.9 del RGLOSNCP: “La máxima autoridad de la entidad 
contratante o su delegado y el o los proveedores adjudicados suscribirán el respectivo 
contrato conforme las condiciones establecidas en el pliego del procedimiento, la 
oferta y las cantidades establecidas en la adjudicación”. 
 
Por otra parte, el artículo 78 de la LOSNCP prohíbe expresamente la cesión de derechos 
y obligaciones derivados de contratos públicos. En concordancia, el artículo 310 del 
RGLOSNCP establece que los contratos deben incorporar las siguientes causales de 
terminación unilateral y anticipada: 
 

“1. Si el contratista no notificare a la entidad contratante en el término de cinco 
(5) días contados a partir de la ocurrencia del hecho, acerca de la 
transferencia, cesión, enajenación de sus acciones, participaciones, o en general 
de cualquier cambio en su estructura de propiedad; 
2. Si la contratante, en función de aplicar lo establecido en la Ley, no autoriza 
la transferencia, cesión, capitalización, fusión, absorción, transformación o 
cualquier forma de tradición de las acciones, participaciones o cualquier otra 
forma de expresión de la asociación, que represente el porcentaje del capital 
social del contratista que se regule en los pliegos.” 

 

                                                
9 RGLOSNCP, “Art 85.- Evaluación de ofertas.- El responsable designado por la máxima autoridad de la entidad contratante o su 
delegado, o la comisión técnica, examinará las capacidades técnicas, económico- financieras y/o jurídicas, y la calidad según los 
parámetros establecidos en el pliego”. 
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Adicionalmente, el numeral 2 del artículo 319 de la Normativa Secundaria del Sistema 
Nacional de Contratación Pública prevé expresamente: 
 

 2. "... Si la entidad contratante, en función de aplicar lo establecido en el 
artículo 78 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
no autoriza la transferencia, cesión, capitalización, fusión, absorción, 
transformación o cualquier forma de tradición de las acciones, participaciones 
o cualquier otra forma de expresión de la asociación, que represente el 
veinticinco por ciento (25%) o más del capital social del (contratista)” (énfasis 
añadido) 
 

Bajo este marco normativo, queda claro que la entidad contratante debe ser notificada 
de cualquier cambio en la estructura de propiedad del contratista, y que la autorización 
previa solo será exigible cuando dicho cambio represente el 25% o más del capital 
social. Esto incluye, por ejemplo, procesos de fusión o absorción que impliquen la 
incorporación de nuevos socios o la salida de los existentes, alterando la participación 
accionaria en ese umbral. 
 
Sobre las relaciones contractuales en la fusión, Cabanellas10 comenta: 
 

“d) Relaciones contractuales. La regla general es que se transfiere en a la 
fusionaria la generalidad de los créditos, derechos, obligaciones y 
responsabilidades que las fusionantes tuvieron en virtud de sus relaciones 
contractuales. Este principio general sufre, sin embargo, ciertas excepciones 
(…) En primer lugar no se transfieren a la fusionaria los derechos derivados 
de contratos en los que expresamente se hubiere establecido esa falta de 
transferencia (…)” (énfasis añadido). 

 
En tal sentido, si bien la contratación pública se rige por un régimen especial que 
prohíbe expresamente la cesión de contratos públicos, dicha prohibición no se extiende 
automáticamente a los supuestos de subrogación legal, como ocurre en los procesos de 
fusión por absorción. Conforme lo dispone el artículo 343 de la Ley de Compañías, en 
estos casos, la compañía absorbente subroga automáticamente los derechos y 
obligaciones contractuales y extracontractuales de la compañía absorbida.  
 
Por lo tanto, esa subrogación no constituye una cesión en los términos prohibidos por el 
artículo 78 de la LOSNCP, y solo requerirá autorización de la entidad contratante 
                                                
10 Enciclopedia “Derecho Societario”, Parte General, Tomo 11, Editorial Heliasta; Buenos Aires, 2008, Pág. 403. 
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cuando represente una modificación del 25% o más del capital social, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 319.2 de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de 
Contratación Pública. 
 
Finalmente, los artículos 5 y 9 numeral 2 de la LOSNCP disponen que los contratos 
públicos deben ser interpretados y ejecutados de conformidad con los principios 
establecidos en la ley, y que el objetivo prioritario del régimen de contratación pública 
es: “2. Garantizar la ejecución plena de los contratos y la aplicación efectiva de las 
normas contractuales”. 
 
De la normativa analizada, se desprende lo siguiente: i) la adquisición de bienes, obras o 
servicios, incluidos los de consultoría, deben realizarse mediante un proceso de 
selección conforme a la LOSNCP, que garantice los principios de concurrencia, 
igualdad y transparencia; ii) los pliegos constituyen el instrumento que define las 
condiciones técnicas, jurídicas y económicas mínimas que deben acreditar los oferentes, 
a fin de garantizar su idoneidad y capacidad de cumplir el contrato; iii)  el artículo 78 de 
la LOSNCP prohíbe expresamente la cesión de derechos y obligaciones derivados de 
los contratos públicos; y, iv) los contratos públicos deben incluir como causales de 
terminación unilateral y anticipada la falta de notificación – en el término de cinco días 
–  de cualquier cambio en la estructura de propiedad del contratista, cuando dichos actos 
representen el veinticinco por ciento (25%) o más del capital social. 
 
3. Pronunciamiento. 
 
Del análisis jurídico precedente, en atención a la primera consulta, se concluye que en 
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 78 y 92 numeral 5 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, 310 del Reglamento General de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, y 319 de la Normativa 
Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública, los contratistas siempre 
deben notificar a la entidad contratante cualquier cambio en su estructura de propiedad 
so pena de que se declare terminado unilateralmente el contrato.  
 
En esta misma línea, cuando una operación de fusión por absorción no represente una 
variación igual o superior al veinticinco por ciento (25%) del capital social del 
contratista – como ocurre cuando la sociedad absorbente es titular de la totalidad del 
capital de la absorbida, o ambas están participadas por un mismo accionista – no les 
corresponde a las entidades contratantes autorizar dicho cambio. 
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En cuanto a la segunda consulta, cuando una compañía adjudicada en un 
procedimiento de contratación pública es absorbida – antes de la suscripción del 
contrato u orden de compra – por una tercera compañía que mantiene la misma 
estructura de propiedad, no se configura, por sí sola, una causal que impida la 
suscripción del contrato con la compañía absorbente. Así, en observancia del 
artículo 343 de la Ley de Compañías, la compañía absorbente se subroga de pleno 
derecho en los derechos y obligaciones contractuales y extracontractuales de la 
absorbida, sin que lo anterior constituya una cesión (prohibida según el artículo 78 de 
la LOSNCP). 
 
Finalmente, en lo que respecta a la tercera consulta, en virtud de lo establecido por el 
artículo 343 de la Ley de Compañías, la compañía absorbente podrá emitir facturas, 
suscribir actas de entrega-recepción y recibir los pagos correspondientes al contrato, al 
haberse subrogado en los derechos y obligaciones de la absorbida. 
 
En todos los casos, la compañía absorbente que se subrogue en los contratos públicos de 
la compañía absorbida queda sujeta al cabal cumplimiento de las prohibiciones, 
restricciones, requisitos y condiciones técnicas, legales y contractuales vigentes, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 343 de la Ley de Compañías y 5 de la 
LOSNCP. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 
la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 
institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 
cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
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